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Notas explicativas
En los cuadros de la presente publicación se han empleado 

los siguientes signos

Tres puntos indican que los datos faltan o no constan por separado.________

—  La raya indica que la cantidad es nula o despreciable.

Un espacio en blanco en un cuadro indica que el concepto de que se trata no es aplicable.

Un signo menos indica déficit o disminución, salvo que se especifique otra cosa.

El punto se usa para separar los decimales.

/ La raya inclinada indica un año agrícola o fiscal, p. ej,, 1970/1971.

El guión puesto entre cifras que expresan años, p. ej„ 1971-1973, indica que se trata de todo 
el período considerado, ambos años inclusive.

Salvo indicación contraria, la palabra '‘toneladas" se refiere a toneladas métricas, y la palabra "dó­
lares", a dólares de los Estados Unidos. Las tasas anuales de crecimiento o variación corresponden a 
tasas anuales compuestas. Debido a que a veces se redondean las cifras, los datos parciales y los 
porcentajes presentados en los cuadros no siempre suman el total correspondiente.

Orientaciones para los colaboradores 
de la Revista de la c e p a l

La Dirección de la R e v i s t a  tiene interés permanente en estimular la publicación de artículos que 
analicen el desarrollo económico y social de América Latina y el Caribe. Con este propósito en 
mente y con el objeto de facilitar la presentación, consideración y publicación de los trabajos, ha 
preparado la información y orientaciones siguientes que pueden servir de guía a los futuros colabo­
radores.

• El envío de un artículo supone el compromiso por parte del autor de no someterlo simultá­
neamente a la consideración de otras publicaciones periódicas.

• Los trabajos deben enviarse en su original español, francés, inglés o portugués, y serán 
traducidos al idioma que corresponda por los servicios de la cepal.

• Se deberá acompañar una presentación breve del artículo (de alrededor de 300 palabras), en 
que se sinteticen sus propósitos y conclusiones principales. Esta presentación será publicada en 
Internet, en el home page de la cepal.

• La extensión total de los trabajos — incluyendo presentación, notas y bibliografía, si la 
hubiere—  no deberá exceder de 10 000 palabras, pero también se considerarán artículos más breves.

• El artículo deberá enviarse con una copia, acompañado de un diskette en Word para 
Windows 95. De no haberlo, se ruega enviar dos ejemplares en papel. También puede enviarse por 
correo electrónico a: edesolmÍnihac@eclac.cI.

• Toda colaboración deberá venir precedida de una hoja en la que aparezca claramente, además 
del título del trabajo, el nombre del autor, su afiliación institucional, nacionalidad, dirección, fax y 
teléfono.

• Se recomienda limitar las notas a las estrictamente necesarias y restringir el número de 
cuadros y gráficos al indispensable, evitando su redundancia con el texto.

• Recomendación especial merece la bibliografía, que no debe extenderse innecesariamente. Se 
solicita consignar con exactitud, en cada caso, toda la información necesaria (nombre del o los 
autores, titulo completo y subtítulo cuando corresponda, editor, ciudad, mes y año de publicación 
y si se trata de una serie, indicar el título y el número del volumen o la parte correspondiente, etc,).

• La Dirección de la R e v i s t a  se reserva el derecho de encargar la revisión y los cambios 
editoriales que requieran los artículos, incluyendo los títulos de éstos.

• Los autores recibirán una suscripción anual de cortesía, más 30 separatas de su artículo en 
español y 30 en inglés, cuando aparezca la publicación en uno y otro idioma.

mailto:nihac@eclac.cI
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Más allá del Consenso
de Washington:

u n a  v is ió n  d e s d e  la c e p a l

José Antonio Ocampo

Secretario Ejecutivo 

de l a  C E P A L

E ste  a rtícu lo  ac tua liza  y com plem en ta  las ideas que ha p lan ­

teado  la  CEPAL a lo largo  de  la  década  de  los noventa, a partir 

de la  estra teg ia  de  transfo rm ación  p roduc tiva  con  equ idad  y de 

los aportes de  F ernando  Fajnzy lber. T ras unos párrafos in tro ­

d u c to rio s (sección  I), se exam inan  las caracterís ticas salien tes 

de  la  s ituación  actual de  la  reg ión  en el te rreno  m acroeconó- 

m ico, socia l y d e  la  reestruc tu ración  p roductiva  (sección  II); se 

p lan tean  orien tac iones y po líticas en  cado  uno  de  dichos fren ­

tes, con  p ropuestas que  destacan  la  necesidad  com ún  de  avan ­

zar en  un a  segunda  o la  de  refo rm as, q u e  no se lim iten  a una  

m ay o r libera lizac ión  de  los m ercados, sino que busquen  una 

in te rre íac ión  pragm ática  en tre  E stado  y m ercado. En segu ida  

se e stud ian  los retos m acroeconóm icos, espec ia lm en te  el m a­

nejo  de la  vu lnerab ilidad  ex te rn a  y el p roceso  de  inversión , 

ahorro  y fínanc iam ien to  (sección  III), L uego  se analizan  los 

esp ac io s  p riv ileg iad o s de  la  m esoeconom fa, en p a rticu la r el 

d esarro llo  tecno lóg ico , las com p lem en tariedades estra tég icas 

en tre  las decisiones de inversión , y la  regulación  de los se rv i­

c ios de  in fraestruc tu ra  (sección  IV). P o r últim o, se exam inan  

los tem as de  equ idad  y po lítica  socia l, especia lm en te  los d e te r­

m inan tes de  la  equ idad , los espacios de la  po lítica  socia l y las 

refo rm as de  segunda generación  en  este fren te  (sección  V),

DI CI EMBRE 1996
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I
Introducción

A lo largo de los años noventa el debate económico in­
ternacional y regional ha ido cambiando gradualmen­
te de contenido. El énfasis inicial en los postulados del 
Consenso de Washington sobre ajuste macroeconómico 
y liberalización de los mercados ha ido dando paso a 
una visión más equilibrada, en la cual, como lo seña­
lara recientemente el economista principal del Banco 
Mundial, se postulan más instrumentos y objetivos más 
amplios para el proceso de desarrollo (Stiglitz, 1998). 
Sin dejar de lado la estabilidad macroeconómica y las 
ventajas de contar con mercados más abiertos, el me­
jor funcionamiento de dichos mercados y de las estruc­
turas públicas se visualiza cada vez más como un ins­
trumento complementario para buscar objetivos que, 
más allá del crecimiento económico, incluyan también 
la equidad y la cohesión social, la sostenibilidad am­
biental y el desarrollo democrático.

De acuerdo con este enfoque, se argumenta aquí 
que tras los avances logrados con las reformas estruc­
turales en materia de estabilidad macroeconómica, 
apertura externa y racionalización del Estado, se re­
quiere una segunda ola de reformas. Pero éstas no pue­
den limitarse a una mayor liberalización de los mer­
cados, sino que deben buscar pragmáticamente una

interrelación entre Estado y mercado que permita de­
sarrollar tan extensa agenda. En algunos casos, puede 
ser además necesario reformar las reformas para res­
ponder a los vacíos en la primera ola de reformas que 
se han hecho evidentes en los últimos años (Ffrench- 
Davis, en prensa). El artículo actualiza y complemen­
ta las ideas que ha planteado la c e p a l  a lo largo de los 
años noventa, a partir de la obra T ra n s fo r m a c ió n  p r o ­

d u c t iv a  c o n  e q u id a d  (cepal, 1990) y de los aportes 
seminales de Fernando Fajnzylber que les sirvieron de 
sustento (véase, en especial, Fajnzylber, 1990).

El artículo hace un breve repaso inicial de las ca­
racterísticas de la situación actual en la región y luego 
aborda sucesivamente temas centrales del manejo 
macroeconómico, del mesoeconómico y de la distribu­
ción de los frutos del desarrollo. Desafortunadamente, 
las limitaciones de espacio impiden tratar aquí otros as­
pectos de igual trascendencia: los temas relativos a la 
sostenibilidad ambiental, al desarrollo democrático y 
a las estructuras gubernamentales. El carácter sucinto 
de nuestras consideraciones no hace suficiente justicia 
a cada uno de los temas tratados, pero sirve para deli­
near elementos fundamentales de la estrategia que vie­
ne proponiendo la c e p a l  a los países de la región.

II
Una visión panorámica de la región

El hecho económico más destacado de los años noventa 
en América Latina y el Caribe es, sin duda, la reanu-

□  Esta es una versión revisada de un documento preparado para el 
Seminario “Modelo y políticas de desarrollo; Un tributo a Aníbal 
Pinto”, organizado por ei Banco Interamericano de Desarrollo y el 
Banco Nacional do Desenvolvimento Económico (Rio de Janeiro, 
22 y 23 de junio de 1998). El autor agradece los comentarios a una 
versión previa de este trabajo de Oscar Altimir, Osvaldo Rosales y 
Osvaldo Sunkel, así como la colaboración de diversas personas de 
la CEPAL, en especial Ricardo Ffrench-Davis, Gunther Held y 
Stephany Griffith-Jones, quienes participaron en la elaboración de 
documentos anteriores, algunas de cuyas conclusiones se recogen 
en la parte II de este artículo. Conversaciones con Oscar Altimir y 
Samuel Morley han sido muy útiles para aclarar algunas ideas de la 
sección V, en la que se recoge en gran medida un documento an­
terior del autor (Ocampo, 1998a). Finalmente, el autor agradece 
también a Camilo Tovar por la elaboración de los cuadros y gráfi­
cos incluidos en este trabajo.

dación del crecimiento. Este hecho ha sido mucho más 
evidente en América Latina, donde el ritmo medio de 
expansión del p ib  entre 1990 y 1998 superó ampliamen­
te el de la década anterior (3.5%, contra 1.2% en los 
años ochenta) y se aceleró en todos los países, salvo 
en Paraguay. En el Caribe, por el contrario, el ritmo 
medio sigue siendo más bajo (1.5%) y hay evidencia 
de desaceleración en varios países.

El crecimiento medio de la región sigue siendo 
inferior no sólo al que la cepal ha considerado desea­
ble para cerrar las brechas que separan a la región de 
los países más desarrollados (6 a 7% anual), sino a las 
tasas que exhibió la región entre los años cincuenta y 
setenta: 5.5% anual (gráfico 1), Esto refleja, además, 
la dificultad de recuperar los niveles de inversión ca-
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racterísticos de la fase de mayor dinamismo económi­
co. El gráfico 2 muestra claramente este fenómeno; la 
tasa de inversión se ha recuperado, de un 2 0 %  del p ib  

a comienzos de la década a un 23 o 24% en promedio 
en los últimos años, aunque dista todavía de los nive­
les anteriores a la crisis de la deuda. Lo que es igual­
mente preocupante, el ahorro nacional se ha manteni­
do bajo, con lo cual el financiamiento de la inversión 
hoy depende en mayor proporción del ahorro externo 
(gráfico 3).

El mayor crecimiento ha estado acompañado de 
más estabilidad macroeconómica. En realidad, la es­
tabilidad alcanzada, inédita en varias décadas, y la 
prontitud con la cual las autoridades reaccionan con 
decisión frente a los desequilibrios financieros que se 
presentan constituyen señales claras de estabilidad y 
son, sin duda, fortalezas que le han dado una solidez 
relativa a la región en medio de las turbulencias gene­
radas a partir de la crisis asiática ( c e p a l , 1998c). La 
manifestación más clara de esta tendencia es ía dismi-

GRAFICO 1
América Latina y el Caribe: Crecimiento 
del PIB
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América Latina y el Caribe: 
Formación bruta del capital fijo
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GRAFICO 3
América Latina y el Caribe: Ahorro 
nacional vs. formación bruta de capital
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América Latina y el Caribe: Crecimiento 
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Constante

nución de la inflación. Aun después de controlar to­
dos los procesos de hiperinflación, lo cual redujo la tasa 
de incremento de los precios de promedios de tres 
dígitos a comienzos de la década a 25.9% en 1995, 
dicha tasa continuó reduciéndose al 10.5% en 1997. 
Por otra parte, aunque persisten problemas en varios 
países y hay fragilidades evidentes, la reducción de los 
déficit fiscales a niveles que han oscilado entre el 1 y 
el 2 %  del p i b , en promedio, es otra señal de los avan­
ces en materia de estabilidad, como lo señaló el recien­
te informe de la c e p a l  titulado E l p a c to  f i s c a l  ( c e p a l , 
1998b).

Hay también, sin embargo, elementos preocupan­
tes en este frente. El primero es la gran sensibilidad del 
crecimiento económico a los ingresos de capital (gráfi­
co 4), que tiene como uno de los elementos más preo­
cupantes la tendencia a sustituir ahorro interno por 
ahorro externo (véase, al respecto, la sección III de este 
trabajo). El segundo es la gran sensibilidad de la ba-
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lanza comercial al crecimiento (gráfico 5), lo cual refle­
ja, a su vez, la elevada elasticidad-ingreso de la de­
manda de importaciones que caracteriza hoy a las eco­
nomías latinoamericanas. En este contexto, resulta 
paradójico el sesgo que exhiben los paquetes recien­
tes de medidas de estabilización — énfasis en medidas 
fiscales y monetarias y, por el contrario, una gran re­
nuencia a emplear los precios relativos (el tipo de cam­
bio) como mecanismo de ajuste— , dado el generaliza­
do proceso de revaluación real que ha experimentado 
la región en los años noventa. Esto puede redundar en 
menores tasas de inflación (por lo cual esta mezcla de 
política se justifica más en países con mayor tradición 
inflacionaria), pero puede conducir a una contracción 
mayor que la necesaria en la fase descendente del ci­
clo y, en general, a un comportamiento más inestable 
de la actividad económica.

En el frente exportador, el mayor dinamismo que 
han puesto en marcha los procesos de reforma es in­
discutible. El volumen de las exportaciones ha venido 
creciendo a tasas de más de 10% anual a partir de 1993, 
muy superiores al 5% que caracterizó los años ochen­
ta y el inicio de los noventa. El dinamismo del comer­
cio intrarregional ha sido particularmente acentuado. 
El comercio recíproco del Mercosur y la Comunidad 
Andina creció 20% al afío en el último lustro, lo que 
lo coloca entre los flujos de comercio más dinámicos 
del mundo. Este proceso ha coincidido con una impor­
tante diversificación exportadora, con la cual los pro­
ductos primarios han perdido participación, al tiempo 
que ha aumentado la importancia relativa de las ven­
tas externas de manufacturas. Este proceso ha sido 
particularmente notorio en México, pero es también 
válido para el conjunto de la región cuando se exclu­
ye dicho país (gráfico 6). En esta di versificación, el

GRAFICO 6

GRAFICO 5
América Latina y el Caribe; Crecimiento 
y balanza comercial
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comercio intrarregional ha desempefíado un papel de­
cisivo. El auge comercial se ha sustentado en una po­
lítica de regionalismo abierto que ha roto tanto las 
prácticas regionales del pasado, incluida la tendencia 
a restringir los acuerdos de integración al comercio no 
competitivo, como las visiones más ortodoxas sobre 
integración económica ( c e p a l , 1994).

El auge comercial ha coincidido, finalmente, con 
un crecimiento sin precedentes de la inversión extran­
jera directa: de poco más de 10 000 millones de dóla­
res a comienzos de la década a 55 000 millones en 
1997 ( c e p a l , 1998e). Este crecimiento se ha sustenta­
do fundamentalmente en tres procesos: la privatización 
de activos estatales en los sectores de servicios 
(telecomunicaciones, financieros, de energía y gas, etc.) 
y recursos naturales; la apertura o mejora de condicio­
nes para la participación del capital privado en secto­
res de infraestructura y minería, y la reorganización de 
las empresas manufactureras multinacionales para me­
jorar su competitividad internacional en función de 
acuerdos regionales (incluido el Acuerdo de Libre
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Comercio de América del Norte y la Iniciativa de la 
Cuenca del Caribe ) o para defender su participación 
en mercados nacionales o subregionales. Por último, 
pero no menos importante, se ha producido un inédito 
auge de inversiones intrarregionales. El aumento de la 
inversión directa ha mejorado sensiblemente la estruc­
tura de las corrientes de capital recibidas por la región, 
lo cual, sin duda, explica en parte su solidez frente a 
las actuales turbulencias externas.

Aunque no existe todavía un balance completo de 
los procesos de reestructuración productiva a nivel 
sectorial y microeconómico, hay trabajos en curso que 
permiten avanzar algunas generalizaciones. Pese a 
grandes diferencias entre países y entre sectores, ha 
sido sorprendente la capacidad de adaptación de las 
empresas, tanto a las turbulencias de los años ochenta 
como a los cambios radicales del entorno macroeco- 
nómico y mesoeconómico en los noventa (por ejem­
plo, véase Peres, coord., 1997). Para ello han recurri­
do a diferentes estrategias, tanto defensivas como ofen­
sivas (cEPA L, 1996; Benavente, Crespi, Katz y Stumpo, 
1997; Katz, 1998). Las defensivas se centraron en; i) 
reestructuraciones organizacionales (reducción de ni­
veles jerárquicos, concentración de las actividades en 
unidades o centros de negocios, profesionalización de 
la gestión); ii) reestructuraciones productivas con mí­
nima inversión (reducción de líneas de producción, 
mayor especialización y desverticalización, tanto im­
portando insumos especializados como externalizando 
funciones productivas), y iÜ) nuevas estrategias de co­
mercialización (importación de bienes, y su comerciali­
zación para completar la gama de productos, mejoras 
en las relaciones clientes-proveedores). Las estrategias 
ofensivas incluyeron las anteriores, pero agregaron 
importantes aumentos en nuevos equipos y tecnología, 
licencias internacionales y alianzas estratégicas con 
socios nacionales, regionales y transnacionales. La 
capacidad de respuesta demuestra, por lo demás, cier­
ta solidez del aprendizaje adquirido en etapas anterio­
res del desarrollo. Los procesos de integración han 
desempeñado un papel muy importante en este proceso 
de adaptación, especialmente en las ramas manufactu­
reras con mayores contenidos tecnológicos, permi­
tiendo explotar economías de especialización y reali­
zar alianzas estratégicas para servir a mercados que las 
empresas conocen mejor. La adaptación de las empre­
sas más grandes ha resultado, en general, menos 
traumática que la de las p y m e , pero incluso las prime­
ras han perdido terreno frente a las transnacionales.

En general, sin embargo, sigue habiendo una 
importante brecha tecnológica entre la industria manu­

facturera de la región y las mejores prácticas interna­
cionales (cuadro 1). Algunos países (en especial Ar­
gentina, Brasil, Colombia y México) están acortando 
esa distancia, proceso que se inició en casi todos ellos 
en los años ochenta y que en dos casos (Colombia y 
México) se interrumpió en la década actual. Un con­
junto muy amplio de empresas han puesto en práctica 
estrategias defensivas de reorganización administrati­
va y de racionalización de sus procesos productivos, 
pero muchas menos han hecho el tránsito hacia estra­
tegias ofensivas, invirtiendo fuertemente en equipos y 
tecnología y acercándose así a la frontera tecnológica 
internacional. En el caso de las ampliaciones, ha ten­
dido a haber aumentos en el empleo, si bien con una 
relación capital-trabajo muy superior a la del pasado, 
y con tecnologías altamente informatizadas. En el caso 
de las empresas que han seguido exclusivamente es­
trategias defensivas, el incremento de la productividad 
ha contraído los niveles de empleo, con lo cual el em­
pleo industrial se ha reducido en forma marcada en casi 
todos los países de la región. El abaratamiento de los 
bienes de capital que ha acompañado la recuperación 
de los años noventa, a la cual aludimos anteriormente, 
ha contribuido también a este proceso.

Por otra parte, aunque en un grupo de países el 
sector agropecuario ha recuperado ritmos de crecimien­
to similares o superiores a los de los años setenta, esto 
no ha sucedido en el conjunto de la región. Además, 
en muchos países se observa un preocupante debilita­
miento de las instituciones de desarrollo y transferen­
cia de tecnología agropecuaria, en tanto que los pro­
ductores más pequeños se han visto afeetados por la 
desaparición o crisis de las entidades que les servían de 
apoyo, sin que hayan sido sustituidas por otros instru-

CUADRO 1
América Latina y el Caribe (algunos países): 
Brecha relativa de productividad con 
respecto a la industria estadounidense

1970 1980 1994 1997

Argentina 0.42 0.41 0.55 0.67
Brasil 0,28 0.26 0.29 0.37
Chile 0.25 0.24 0.23 0,20-'
Colombia 0.29 0.25 0.37 0.34
Costa Rica 0.15 0.14^
Jamaica 0.26 0.16 0.16 0.13*»
México 0.32 0.30 0,44 0.38»»
Perú 0.33 0.25 0.16 0.15
Uruguay 0.35 0.22 0.20 0,22»»

Fuente: Katz (1998).

1995.
 ̂ 1992.

1994.
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mentos con igual o mayor efectividad (Ocampo, 
1998b).

Los estudios existentes indican asimismo que la 
población bajo los niveles de pobreza aumentó en for­
ma marcada en los años ochenta. En los años noventa 
la situación ha mejorado en la mayoría de los países 
de la región, pero igualmente, con pocas excepciones, 
el porcentaje de hogares pobres es superior al de antes 
de la crisis de la deuda. Mientras en 1980 el 35% de 
los hogares de América Latina se encontraba en situa­
ción de pobreza, y en 1990 dicha proporción se había 
elevado al 41%, en 1994 se mantenía en el 39% (des­
afortunadamente, no existen estimaciones similares 
para el Caribe ni cálculos globales más recientes para 
el conjunto de América Latina).' En términos de dis­
tribución del ingreso, la década de los ochenta fue tam­
bién de deterioro. La expectativa de que la renovación 
del crecimiento económico revertiría dicha tendencia 
no se ha materializado y, por el contrario, ha habido 
deterioro en algunos países, de manera que los niveles 
de desigualdad se encuentran hoy por encima de los 
ya elevados que existían antes de la crisis de la deuda 
(cEPAL, 1997; BiD, 1997; Morlcy, 1995).

En los años noventa existen dos tendencias parti­
cularmente preocupantes en el mercado laboral, que 
generan presiones adicionales hacia la desigualdad. La 
primera es la disparidad creciente entre las remunera­
ciones de los trabajadores más calificados y las de 
aquellos que cuentan con menores niveles de califica­
ción (CEPAL, 1997). Esta brecha aumentó en forma casi 
generalizada en los países de América Latina durante 
el primer lustro de los años noventa (gráfico 7). La 
segunda es la escasa generación de empleo formal y 
el consecuente deterioro de la calidad de los empleos. 
De acuerdo con las estimaciones de la oír (1997), poco 
más de ocho de cada diez puestos de trabajo creados 
en los años noventa corresponden a ocupaciones de 
baja calidad en el sector informal. Aunque la informa­
lidad sigue siendo la forma principal a través de la cual 
las economías latinoamericanas enfrentan la poca crea-

’ Debido a la disminución de la pobreza en Brasil a raíz de la 
aplicación exitosa del Plan Real y del reajuste de ios salarios míni­
mos que le sucedieron, el indicador global de la pobreza ha seguido 
disminuyendo casi seguramente en los últimos años. La reducción 
de la pobreza en un conjunto amplio de países de la región en los 
años noventa se destaca también en Morley (1997), con base en los 
resultados de un estudio comparativo promovido por el p n u d ,  el b id  

y la CEPAL,

ción de puestos de trabajos, en el trienio 1995-1997 au­
mentó también la tasa de desempleo abierto en la 
mayoría de los países de la región (c e p a l , 1998d).

Por otra parte, en los años ochenta la crisis se 
reflejó en una disminución marcada del gasto público 
social por habitante y como proporción del p ib . En los 
noventa, se han recuperado en América Latina, aun­
que no en el Caribe, los niveles que se observaban an­
tes de la crisis de la deuda. Esta recuperación, sin em­
bargo, ha sido dispareja en los distintos países y se ha 
concentrado en los gastos que, según los estudios exis­
tentes, tienen la incidencia distributiva menos favora­
ble (aquéllos en seguridad social). Por el contrario, los 
gastos en educación por habitante sólo regresaron a 
mediados de los noventa a los niveles que eran carac­
terísticos antes de la crisis (c e p a l , 1998b, cap.VI).

GRAFICO 7
América Latina; Brecha salarial 

A. ProfeslonalesArabajadores formales

B. Profesionales/trabajadores no formales

El IW  ■  1990 1
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III
Los retos macroeconómicos

La recuperación de elevados grados de estabilidad 
macroeconómica, la valoración positiva de las oportu­
nidades que ofrece el regionalismo abierto en el con­
texto actual de globalización y la búsqueda de estruc­
turas estatales más eficaces y eficientes son logros 
destacados de la reestructuración económica que ha 
tenido lugar en América Latina y el Caribe en las úl­
timas décadas. Sin embargo, según hemos visto, per­
sisten dos elementos preocupantes en el frente macro- 
economico: la elevada sensibilidad del crecimiento a 
los flujos externos de capital y la recuperación insufi­
ciente de los niveles de inversión.

1. El manejo de la vulnerabilidad externa

La crisis asiática se ha sumado, en los años noventa, 
al efecto tequila de 1994-1995 y a la crisis del sistema 
monetario europeo de 1992-1993 y, por supuesto, en 
la década anterior, a la crisis de la deuda latinoameri­
cana. La inestabilidad que caracteriza las corrientes in­
ternacionales de capital y que se ha manifestado de esta 
manera en las últimas décadas es inherente a su fun­
cionamiento, como lo atestigua la historia económica^ 
y la ya extensa literatura sobre fallas de mercado aso­
ciadas a problemas de información. Como resultado, 
el mercado ha experimentado una sucesión de oleadas 
de expansión excesiva y pánicos financieros, indican­
do que tiende a crecer, primero, y a contraerse, des­
pués, más de lo que recomiendan los factores funda­
mentales de las economías. En la coyuntura actual, se 
ha hecho notorio otro fenómeno: el de las insuficien­
cias en la coordinación macroeconómica entre las na­
ciones más influyentes en los mercados y la ausencia 
de instituciones internacionales apropiadas para mane­
jar un mercado financiero sofisticado pero inestable.

No existe, en efecto, ninguna institución interna­
cional que contribuya a evitar que se desaiTollen bo­
nanzas financieras insostenibles, y el Fondo Moneta­
rio Internacional sólo tiene una capacidad limitada para 
manejar las crisis posteriores. El Banco de Pagos In-

 ̂ Para una perspectiva latinoamericana véase el ya clásico ensayo 
de Bacha y Díaz-Alej andró (1982).

ternacionales ha avanzado en la expedición de normas 
sobre regulación y supervisión bancaria, pero la ins­
trumentación de ellas ha sido limitada. Por su parte, 
las agencias calificadoras de riesgo, que deberían des­
empeñar un papel en este frente, tienden a acentuar en 
ver de amortiguar tales tendencias, como lo demues­
tra un reciente estudio del Centro de Desarrollo de la 
ocDE (Larraín, Reisen y von Maltzan, 1997).

Esto indica que el momento actual es oportuno 
para repensar el ordenamiento financiero internacional 
y, por el contrario, poco oportuno para considerar una 
liberalización adicional de dicho mercado, tema que se 
encuentra en discusión en torno al cambio de los esta­
tutos del FMi para otorgarle un mandato en materia de 
convertibilidad de la cuenta de capitales. En este cam­
po, la experiencia reciente indica dos cosas. En primer 
término, que el centro de atención debe ser el manejo 
de las bonanzas y no de las crisis, ya que estas últi­
mas son, en muchos sentidos, el resultado de bonan­
zas mal manejadas. Este es un punto de vista esencial, 
ya que de alguna manera las instituciones existentes, 
en especial el fmi, han sido diseñadas únicamente para 
manejar crisis y carecemos, por el contrario, de instru­
mentos apropiados para alertar sobre la gestación de 
bonanzas insostenibles y, mejor aún, prevenir a tiem­
po su desarrollo. En segundo término la ausencia de 
un marco regulatorio apropiado a nivel internacional 
justifica la adopción de medidas nacionales que estén 
orientadas precisamente a controlar las bonanzas que 
las autoridades consideren insostenibles, en especial los 
sistemas de encajes a pasivos externos que han veni­
do utilizando con éxito Colombia y Chile. El diseño 
de mecanismos internos apropiados parajnanejar la 
volatilidad de los flujos financieros externos ha sido, 
de hecho, uno de los temas centrales de reflexión de 
la CEPAL en los últimos años (véanse, por ejemplo, 
CEPAL, 1998a, parte tercera, y Ffrench-Davis y Reisen, 
comps., 1997).

Este diseño debe estar cimentado en el desarrollo 
de instrumentos de política e instituciones apropiadas 
para el manejo de las bonanzas o, lo que es equivalen­
te, para la prevención de las crisis. El exceso de aten­
ción al manejo de las crisis ignora, en realidad, un he­
cho que debería ser evidente: que el margen de ma­
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niobra con que cuentan las autoridades es mayor en las 
bonanzas que en las crisis. Una vez que se desencade­
na esta última, las autoridades no tienen más alternati­
va que adoptar las medidas apropiadas para restable­
cer la confianza, lo cual significa en la práctica adop­
tar medidas procíclicas. En efecto, una bonanza carac­
terizada por la expansión excesiva del gasto público y 
privado genera inevitablemente un ajuste, cuya seve­
ridad es función del exceso de gasto precedente. Así, 
un aumento insostenible del gasto público, basado en 
ingresos tributarios transitorios y el acceso extraordi­
nario al crédito externo, da lugar a un severo ajuste 
posterior. Un endeudamiento excesivo del sector pri­
vado, basado en una subestimación de los riesgos de 
dicho endeudamiento, da lugar a una severa contrac­
ción crediticia posterior que, en el contexto de los 
menores ritmos de crecimiento y las elevadas tasas de 
interés reales que caracterizan las fases de ajuste, pue­
de llevar a pérdidas de cartera equivalentes a elevadas 
proporciones del p ib , como lo atestigua un conjunto 
amplio de crisis bancarias regionales y extrarregio- 
nales. Una sobrevaluación de la moneda basada en 
ingresos de capital transitorios o unos precios extraor­
dinarios de productos de exportación, dan lugar a una 
fuerte presión sobre la tasa de cambio o las tasas de 
interés, una vez que dichos fenómenos transitorios 
desaparecen.

Así las cosas, el reto fundamental para el manejo 
de la vulnerabilidad externa de las economías de la re­
gión es diseñar instrumentos apropiados para adminis­
trar las bonanzas, es decir, para prevenir las crisis. 
Algunos han sido ampliamente destacados, en especial 
aquellos relacionados con el establecimiento de regula­
ciones prudenciales fuertes de los sistemas financieros 
internos, que incluyan tanto la capitalización adecua­
da de las instituciones como esquemas de supervisión 
orientados a evitar que los intermediarios asuman ries­
gos inmanejables durante los períodos de bonanza. Uno 
de los corolarios de lo anterior es que, en presencia de 
una vulnerabilidad mayor que aquella que caracteriza 
a las naciones más industrializadas, los requisitos de 
capital de los intermediarios financieros deben ser más 
severos que los que ha propuesto el Comité de Basilea 
del Banco de Pagos Internacionales. La supervisión 
prudencial de los créditos externos de corto plazo, 
particularmente aquellos intermediados a través del 
sistema financiero interno, debe ser también severa. 
Cautela especial debe adoptarse además en torno al 
uso, como garantía de los créditos, de activos cuyos 
precios son excesivamente cíclicos. Por este motivo,

es adecuado en los períodos de inflación de activos 
hacer más severos los requisitos que deben llenar di­
chas garantías. Por supuesto, como lo indican también 
las controversias recientes sobre la crisis asiática, las 
autoridades deben dar señales claras de que no saldrán 
en ningún caso a salvar el patrimonio de los dueños 
de las entidades financieras (y actuar en consecuencia 
si se desencadena una crisis), evitando generar proble­
mas de “riesgo moral” y exigiendo transparencia en las 
finanzas corporativas, para prevenir riesgos adiciona­
les de las carteras bancarias.

En el frente cambiario, el mercado ha premiado 
una y otra vez una buena estructura del endeudamien­
to externo; por este motivo, los esfuerzos orientados a 
mejorar el perfil temporal de los pasivos externos pú­
blicos y privados desempeñan un papel esencial. En el 
primer caso, debe ejercerse de preferencia un control 
directo sobre los pasivos de todas las entidades públi­
cas, aun las autónomas y descentralizadas. En el segun­
do, como ya se señaló, es conveniente un sistema de 
encajes (o impuestos) a pasivos en moneda extranje­
ra. Este esquema ayuda a mejorar dicha estructura y, 
al menos según algunos estudios, tiende también a 
reducir (por lo menos temporalmente) la magnitud de 
los flujos durante las bonanzas, con lo cual cumple el 
papel adicional de moderar las presiones cambiarlas y 
monetarias que se generan durante estos períodos. El 
sistema diseñado por Argentina, de establecer eleva­
dos requisitos de liquidez a las entidades financieras 
como contrapartida de sus pasivos de corto plazo, pue­
de cumplir un papel muy similar. Dentro de ciertos 
márgenes, la esterilización de los efectos monetarios 
de los aumentos de reservas que generan los mayores 
flujos ha probado también su utilidad para evitar que 
éstos se traduzcan en una ampliación excesiva del cré­
dito interno. Por último, una flexibilidad administrada 
del tipo de cambio puede ser también útil. Para ello es 
necesario, sin embargo, que se permita que dicha fle­
xibilidad opere en ambos sentidos, evitando el sesgo 
revaluacionista que se ha hecho evidente en muchos 
países de la región durante los años noventa.

El manejo de la vulnerabilidad extema exige tam­
bién diseñar instrumentos fiscales apropiados para tal 
fin. Ellos deben incluir, en primer término, mecanis­
mos institucionales que obliguen a esterilizar ingresos 
fiscales transitorios. Las experiencias parciales que se 
han venido acumulando con fondos de estabilización 
de ingresos fiscales provenientes del manejo de pro­
ductos básicos deben extenderse al manejo de ingre­
sos tributarios transitorios. Esto indica, por lo demás,
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que los objetivos fiscales deben fijarse, no en función 
del déficit fiscal corriente, sino de alguna medida del 
déficit estructural, como acontece en los países de la 
Organización de Cooperación y Desarrollo Económi­
cos ( o c d e ) .  Más aún, muchos países pueden inclinarse 
por compensar total o parcialmente las tendencias de 
corto plazo del gasto privado con movimientos en sen­
tido contrario de los gastos o los ingresos públicos, 
permitiendo de paso que el endeudamiento público 
compense las tendencias del endeudamiento privado. 
La solidez de la situación fiscal, mirada tanto en tér­
minos de flujos (superávit o déficit) como de saldos 
(deuda) es, conjuntamente con la de los sistemas finan­
cieros internos, esencial para contar con la libertad 
necesaria para manejar perturbaciones externas desfa­
vorables.

2. Inversión, ahorro y fínanciamíento

Las relaciones causales entre ahorro, inversión y cre­
cimiento-"̂  operan en múltiples direcciones, generando 
círculos virtuosos (o viciosos); un mayor nivel de in­
versión genera más crecimiento, que a su vez eleva el 
ahorro y facilita el financiamiento de mayores niveles 
de inversión. Sin embargo, la evidencia empírica tien­
de a respaldar las líneas causales keynesianas, al esta­
blecer que los mayores niveles de ahorro son un efec­
to más que una causa del mayor crecimiento econó­
mico, y que este último induce, a través de efectos 
aceleradores, mayores niveles de inversión. Esto indi­
ca que las mejorías (o deterioros) “autónomos” de la ta­
sa de crecimiento tienden a reproducirse, a través de 
sus efectos positivos en los flujos de ahorro e inver­
sión.

Por otra parte, las altas tasas de inversión están 
invariablemente relacionadas con elevados niveles de 
ahorro interno. Esta asociación deriva fundamental­
mente de los límites que existen para mantener déficit 
en cuenta corriente (ahorro externo) elevados. Existe 
además, amplia evidencia de una fuerte sustitución 
entre ahorro interno y externo (gráfico 8), que refuerza 
el vínculo precedente e indica que una parte importante 
de las variaciones en este último se reflejan en mayor 
o menor consumo público o privado.'  ̂Un mayor aho­
rro interno es, además, esencial para enfrentar episo-

GRARCO 8
América Latina; Ahorro interno 
y ahorro externo

■ Ahorro interno (escala iiq u ierd a)---- Ahorro externo (escala derecha)

dios de altas entradas de capital, acumulando reservas 
internacionales para esterilizar el efecto expansivo de 
dichos capitales y preservar un entorno económico es­
table.

Los altos niveles de ahorro interno están correla­
cionados, a su vez, con altas tasas de ahorro público y 
empresarial. La importancia de este último, en la for­
ma de utilidades no distribuidas y reservas de depre­
ciación, fue una característica notoria de los países 
asiáticos durante su fase de rápido crecimiento, y lo ha 
sido igualmente de la experiencia reciente de Chile. 
Esto indica que la clave de un crecimiento acelerado 
es un nexo fuerte entre inversión y utilidades de las em­
presas, como lo señalan algunos trabajos recientes (por 
ejemplo, Akyüz y Gore, 1994). El incentivo a la re­
tención de utilidades implícito en el sistema tributario 
parece haber sido uno de los elementos importantes del 
elevado ahorro empresarial de Chile.^ Por el contrario, 
no existe evidencia sólida en América Latina (e inclu­
so en general) que avale los efeetos positivos de altas 
tasas de interés sobre el ahorro. Esto indica esencial­
mente que los efectos de sustitución en los cuales se 
sustenta la relación positiva entre estas dos variables 
se ven contrarrestados por los efectos -ingreso de las 
mayores tasas de interés, que tienden a aumentar el 
consumo. Las tasas de interés tienen, en cualquier caso, 
un papel importante en la intermediación financiera, en

 ̂ Entre muchas contribuciones recientes al debate sobre la 
interrelación de estas variables, véanse Held y Uthoff (1995), cepal 
(1996), Schmidt-Hebbel, Serven y Solimano (1996), Uthoff y 
Titelman (1997) y Gavin, Hausmann y Talvi (1997).
'* La mitad, de acuerdo con estimaciones de cepal  (1996) y Uthoff 
y Titelman (1997).

 ̂ Sin embargo, incentivos elevados de este tipo también generan 
efectos desfavorables, que no han estado ausentes en el caso chile­
no. En particular, facilitan la concentración de la propiedad. Ade­
más, generan un incentivo adicional a prácticas de evasión tributaria 
que son connaturales a cualquier sistema de impuestos a las rentas 
de capital, como las de presentar los gastos de consumo de los 
dueños de las empresas como gastos intermedios de estas últimas.
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la asignación de recursos que se genera a través de ella 
y en la regulación de los flujos de capital. El ahorro 
de los hogares es mucho más sensible a mecanismos 
de ahorro forzoso, especialmente previsional pero tam­
bién de otro tipo (por ejemplo, requisitos de ahorro 
previo asociados a la obtención de créditos de vivien­
da, obligación de mantener una parte de la remunera­
ción salarial en fondos de cesantía, etc.). Vale la pena 
resaltar que la importancia del ahorro público señala­
da al comienzo de este párrafo establece también una 
conexión importante entre ahorro y tributación. Aun­
que una reducción de la tributación puede inducir 
mayor ahorro privado (y existe así por esta vía una 
sustitución entre ahorro público y privado), tenderá a 
traducirse generalmente, a través de sus efectos sobre 
la cuentas públicas, en menores niveles de ahorro na­
cional. En otras palabras, la tributación tiene efectos 
similares a los mecanismos de ahorro forzoso.^

En este contexto, las amplias expectativas que ha 
despertado la reforma de los sistemas previsionales, 
que los transforma de esquemas de reparto en sistemas 
de capitalización, sólo están parcialmente fundadas. El 
efecto más importante de estas reformas es el que tie­
nen sobre los déficit públicos, pues permiten disminuir 
o eliminar los desahorros que han tendido a generarse 
con los sistemas de reparto. Los nuevos sistemas pue­
den también hacer una contribución importante a la 
oferta de recursos financieros de largo plazo, aunque 
la canalización productiva de éstos depende de que se 
desarrollen mecanismos institucionales apropiados. Sin 
embargo, la contribución bruta al ahorro que hacen 
estos sistemas tiende a ser pequeña (poco más del 3% 
del piB durante los años noventa en el caso chileno) y 
sus efectos netos dependen de que los ahorros forzo­
sos que genere el sistema previsional no estén contra­
rrestados con menores ahorros voluntarios. En el caso 
chileno, este último requisito no se ha cumplido, ya que 
el mayor ahorro previsional parece haber sido sustitui­
do por desahorro personal voluntario, facilitado por una 
amplia disponibilidad de bienes y de crédito de con­
sumo, producto de la liberalización comercial y finan­
ciera. Por otro lado, el costo fiscal de estos procesos 
de reforma es elevado y debe valorarse adecuadamen­
te antes de ponerlos en marcha (c epa l , 1998b, cap.VII).

El carácter irreversible de las decisiones de inver­
sión indica, por su parte, que esta variable es sensible 
a reglas de juego y entornos macroeconómicos esta­
bles. Las medidas destinadas a reducir la volatilidad 
macroeconómica tienen, por lo tanto, efectos positivos

 ̂ Esto supone, por supuesto, que la mayor tributación no se refleja 
en gastos excesivos de consumo público.

sobre ella. También los tienen las inversiones públi­
cas complementarias, especialmente en infraestructu­
ra y la disponibilidad de crédito externo o interno de 
largo plazo. También son gravitantes los precios rela­
tivos de los bienes de capital (que en muchos países 
están fuertemente asociados a la tasa de cambio real) 
y, en países con mercados accionarios más desarrolla­
dos, los precios de las acciones. Los incentivos fisca­
les específicos, como los que buscan fomentar inversio­
nes en actividades con alto contenido tecnológico, 
pueden tener efectos favorables, pero aquellos que 
incentivan la inversión en términos más generales pue­
den ser costosos en relación con sus posibles benefi­
cios.

La eficiencia con la cual el mercado financiero 
canaliza recursos de ahorro hacia la inversión es tam­
bién esencial en el proceso de desarrollo. Para ello es 
importante la creación de instituciones e instrumentos 
apropiados, con distintos perfiles de rentabilidad, riesgo 
y liquidez, la provisión de servicios con bajos costos 
de intermediación, y la regulación y supervisión pru­
dencial. El sector público desempeña un papel funda­
mental en garantizar todos estas condiciones. Ya nos 
hemos referido a la regulación prudencial, materia 
sobre la cual ha habido avances importantes en muchos 
países latinoamericanos. Los elevados costos de los 
servicios financieros en casi toda la región indican que 
existe un campo propicio para fomentar prácticas com­
petitivas, así como para reducir incertidumbres macro- 
económicas que se reflejan en elevados márgenes de 
intermediación.

Concentremos, sin embargo, la atención sobre el 
primero de los instrumentos mencionados. Las dos 
tareas fundamentales que debe enfrentar la acción 
pública en este ámbito son la de garantizar que las 
empresas pequeñas y las familias pobres tengan acce­
so al crédito, y la de fomentar la disponibilidad de 
fondos de largo plazo para el financiamiento de la 
inversión. Las líneas de crédito a través de bancos de 
“segundo piso”, los subsidios a la demanda y/o a los 
costos de transacción, y el diseño de fondos de garan­
tías o mecanismos de aseguramiento, son los instru­
mentos básicos para asegurar una adecuada cobertura 
de servicios financieros a las pequeñas empresas y a 
los hogares pobres, urbanos y rurales. Pese al avance 
logrado en algunos países, dicha cobertura es aún muy 
precaria.

La tendencia de ahorradores y acreedores a redu­
cir el riesgo, concentrando sus operaciones en transac­
ciones de corto plazo y renta fija, exige también en este 
campo un papel activo del sector público. Los meca­
nismos más importantes son la creación de nuevas
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instituciones o instrumentos (fondos de pensiones; 
otros inversionistas institucionales que incluyen fon­
dos extranjeros; nuevos instrumentos para facilitar el 
financiamiento de la vivienda y la infraestructura priva­
da; fondos o seguros de garantía, etc,); el diseño de 
marcos regulatorios y sistemas de incentivos apropia­
dos, y la oferta de servicios financieros por bancos de 
desarrollo o fondos de capital de riesgo, públicos o 
mixtos.^ En este caso, al igual que en la provisión de 
servicios a pequeños agentes, casi todos los países han 
seguido contando en gran medida con instituciones 
públicas. De hecho, esta puede ser la solución apro­
piada, siempre que se establezcan reglas que garanti­
cen el profesionalismo de sus actividades y se evite la 
interferencia política y sobre todo la tentación de con­
vertir tales instituciones en mecanismos de canaliza­
ción de subsidios, que condujo a su crisis en el pasa­
do. Por otra parte, los avances en este frente, particu­
larmente del mercado de capitales, están limitados por 
una característica estructural: el predominio de socie­
dades esencialmente familiares, que por supuesto es 
mayor en las economías más pequeñas. Este es un fac­
tor cential para el diseño de las normas regulatorias y 
de promoción del mercado (por ejemplo, aquellas que 
afectan el destino de los recursos de los fondos de pen­
siones). A falta de una oferta de acciones amplia, los 
bancos de desarrollo pueden contribuir mucho a cana­
lizar los recursos hacia la inversión. Por último, aun­
que las empresas latinoamericanas hacen uso cada vez 
mayor del mercado internacional (emisiones en la bolsa

IV

de Nueva York, en particular), no se aprecia el surgi­
miento de mercados regionales de valores. Esta puede 
ser una de las áreas que la acción pública podría pri­
vilegiar en el futuro.

Estas consideraciones plantean tanto una amplia 
gama de acciones para mejorar los niveles de ahorro e 
inversión y los canales de transmisión entre ambos, 
como algunas recomendaciones de cautela en varias 
áreas (los efectos previsibles de las reformas provisio­
nales, el impacto de reducciones en las tasas de tribu­
tación o aumentos de las tasas de interés sobre el aho­
rro). Una de las conclusiones más sugestivas es la de 
que los desplazamientos “autónomos” del crecimiento 
económico —es decir, independientes de los factores 
que determinan el proceso de ahorro e inversión—  
pueden generar círculos virtuosos (o viciosos) que se 
reproducen a través de sus efectos sobre el ahorro y la 
inversión. En sus distintas variantes, la literatura so­
bre creeimiento económico identifica tres canales fun­
damentales.^ El primero es aumentar el capital huma­
no: sus efectos son de lenta gestación y su gran virtud 
es la complementariedad que establece entre crecimien­
to y equidad. El segundo es acelerar el cambio tecno­
lógico. El tercero es explotar las complementariedades 
estratégicas de las decisiones de inversión. Los dos 
últimos también pueden influir positivamente sobre el 
crecimiento y la equidad. El aumento del eapital hu­
mano se examinará en la sección V de este artículo. 
Las otras dos acciones pertenecen al ámbito de la 
mesoeconomía, A ella atenderemos a continuación.

Los espacios privilegiados de la mesoeconomía

El funcionamiento de los mercados, su relación con el 
desarrollo institucional y la manera como uno y otro 
afectan el comportamiento microeconómico, han sido 
algunos de los temas centrales de las propuestas de la 
CEPAL en los últimos años. Así como una buena macro- 
economia es necesaria para reducir o eliminar incerti-

La canalización de parte o la totalidad de las acciones de empre­
sas privatizadas a través de tas bolsas de valores y el liderazgo del 
gobierno en la emisión de bonos de mayor plazo son también ele­
mentos importantes, como lo refleja la experiencia de varios países 
de la región. También es importante facilitar la emisión de bonos o 
acciones en el exterior, aunque en este caso no hay acciones direc­
tas de fomento a la intermediación interna.

dumbres básicas que afectan el funcionamiento de los 
mercados, la manera como éstos operan afecta a su vez 
el comportamiento macroeconómico. En la propuesta 
de la CEPAL, por lo tanto, una buena macroeconomía 
depende de una buena mesoeconomía, La importancia 
que hemos otorgado al funcionamiento y regulación de 
los mercados financiero y cambiario en las secciones 
anteriores sirve como una primera comprobación de 
este aserto. El papel fundamental que desempeñan los

 ̂ Hay, por supuesto, otros que se relacionan con el contexto legal 
y sociopolítico. Véanse por ejemplo Barro y Sala-i-Martin (1995) y 
Barro (1997).
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factores señalados al final de la sección anterior sobre 
el crecimiento económico es otra comprobación.

Los temas esenciales de la mesoeconomfa son los 
mercados inexistentes e incompletos y las imperfeccio­
nes de los mercados establecidos, asi como la estre­
cha relación entre el funcionamiento de los mercados 
y las instituciones formales e informales en las cuales 
se enmarcan (entidades las primeras como las organiza­
ciones formales de regulación pública y las segundas 
como las costumbres, normas o patrones de compor­
tamiento de los agentes). Los temas centrales están 
invariablemente asociados a fallas de mercado, tanto 
aquéllas resaltadas en la vieja literatura sobre compe­
tencia imperfecta -economías de escala, extern al idades 
y bienes públicos- como problemas de información en 
los cuales ha hecho hincapié la literatura económica en 
las ultimas décadas. Obviamente, la posibilidad de co­
rregir tales fallas con acciones públicas depende tam­
bién de que se corrijan las no menos importantes fallas 
del gobierno, que incluyen la introducción de racio­
nalidades no económicas ni sociales (burocráticas o 
clientelísticas) en el funcionamiento de las institucio­
nes, los problemas de representación (principal-agen­
te), el reflejo en su operación de los intereses económi­
cos dominantes (es decir, los problemas de economía 
política), las oportunidades que genera la intervención 
del Estado para la captación de rentas y los problemas 
de información que afectan igualmente a las acciones 
gubernamentales.

La búsqueda de un equilibrio apropiado entre mer­
cado y Estado es, por lo tanto, inherente a una buena 
mesoeconomía. Como es obvio, dicho equilibrio está 
necesariamente mediatizado por decisiones políticas 
fundamentales de cada sociedad. En la actual etapa del 
desarrollo de los países de la región, esto impone, en 
cualquier caso, la tarea activa de c r e a r  y r e in v e n ta r  

instituciones, ya que muchas de las existentes están 
profundamente afectadas por patrones de comporta­
miento heredados del pasado o cargan el deterioro 
acumulado en un largo período de ajuste económico. 
Esto es cierto de instituciones públicas afectadas por 
proceso de burocratización o racionalidades corpora­
tivas y clientelísticas, como también de instituciones 
privadas, tales como gremios o asociaciones de pro­
ducción y sindicatos, que no han logrado adaptarse 
plenamente a los cambios en su entorno, El problema 
no se resuelve con la mera eliminación de institucio­
nes inoperantes, como está implícito en muchas pro­
puestas de política. De hecho, la práctica ha demos­
trado que la peor de todas las “instituciones” es la 
ausencia de instituciones apropiadas para manejar los 
problemas que analizaremos en esta sección. Por ejem­

plo, una de las lecciones penosamente aprendidas en 
muchos países de la región (y, peor aún, en algunas 
de las economías en transición) es que la ausencia de 
regulaciones estatales apropiadas puede convertir las 
privatizaciones en masivas transferencias de riqueza e 
ingreso, sin que se logren los objetivos de eficiencia 
que se persiguen con ellas.

Aunque las esferas de acción en la mesoeconomía 
son amplias, concentraremos la atención en tres de 
ellas: el desarrollo tecnológico, las complementarieda- 
des estratégicas de las decisiones de inversión y la 
regulación de los servicios de infraestructura. Estos te­
mas, junto al funcionamiento de los mercados finan­
cieros, a los cuales hicimos alusión en la sección III, y 
aquellos relativos a regulaciones ambientales (que por 
limitaciones de espacio no se abordan en este ensayo) 
constituyen los espacios privilegiados de la mesoeco­
nomía.

1. Desarrollo tecnológico

Los problemas que plantea el desarrollo tecnológico 
están íntimamente relacionados con el carácter “táci­
to”, no enteramente formalizado, del conocimiento 
técnico (Katz, 1984; Katz y Kozakoff, 1998). Esto sig­
nifica que no existe un manual perfectamente codifi­
cado (un b lu e p r in t)  que pueda comprarse en el merca­
do y, por lo tanto, que la adquisición de este conoci­
miento está asociada a un proceso de aprendizaje. Este 
aprendizaje está, además, íntimamente ligado a la ex­
periencia en la actividad productiva, es decir, involucra 
necesariamente un aprendizaje por la práctica. En efec­
to, la maestría en el manejo de una tecnología depen­
de de la experiencia en su uso, pero además la expe­
riencia permite aprender con mayor facilidad nuevas 
tecnologías e innovar sobre las existentes. Más aún, las 
tecnologías generalmente requieren adaptación para 
poderlas aplicar en nuevos contextos productivos. Esto 
es notoriamente cierto en el caso de tecnologías no 
incorporadas (incluidas las técnicas de administración 
o de comercialización), pero lo es también para las 
incorporadas en equipos o en insumos especiales (una 
nueva variedad vegetal, por ejemplo).

Por ello, el conocimiento técnico es tanto un re­
quisito previo como un resultado del proceso produc­
tivo. A nivel individual y organizacional, da lugar a un 
proceso de maduración, a medida que se acumulan 
experiencias, se expanden las actividades actuales y se 
emprenden otras nuevas. Este proceso de maduración 
genera, por lo tanto, formas de capital humano indivi­
dual y organizacional. En uno y otro caso, la capaci­
dad de aprendizaje está ligada con la educación de las
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personas involucradas, de modo que se genera una 
complementariedad entre el capital humano tecnológi­
co y el educativo. Este capital, por lo demás, no es ple­
namente apropiable: los conocimientos se pueden 
enseñar o transmitir, las personas que los han aprehen­
dido se pueden mover entre organizaciones y, obvia­
mente, cuando están incorporados en equipos o insu­
mos, se pueden adquirir. Esto origina externalidades 
de diferente tipo que transforman tanto el capital tec­
nológico como el educativo, en una forma de capital 
social que podemos denominar “capital conocimiento”. 
La acumulación de este capital se facilita enormemente 
cuando existen instituciones apropiadas, “sistemas de 
innovación” que apoyen su desarrollo, que generen 
interacciones dinámicas entre el sistema educativo, los 
centros de investigación tecnológica y las propias 
empresas, y que permitan explotar plenamente las eco­
nomías de escala de la investigación y las externali­
dades que caracterizan el conocimiento tecnológico 
(CEPAL, 1990 y 1996). Estas instituciones son, por lo 
tanto, elemento esencial del “capital conocimiento”.

Debido a la íntima relación entre conocimiento 
técnico y experiencia productiva, existe una fuerte in­
terdependencia entre usar tecnología y generarla. De 
hecho, la propia adaptación de tecnología puede dar 
lugar a innovaciones localizadas y la experiencia pro­
ductiva acumulada a innovaciones de mayor alcance. 
Sin embargo, los avances innovativos están ligados a 
esfuerzos deliberados por generar nuevos procesos o 
nuevos productos o a la utilización de nuevos insumos, 
es decir, a esfuerzos explícitos de inversión. Las ren­
tas específicas que obtiene la empresa innovadora tie­
nen el carácter de rentas monopólicas, y constituyen 
el gran incentivo a dicha inversión, que se acrecienta 
con su protección legal. En contextos competitivos de 
dinamismo tecnológico, sin embargo, la inversión en 
tecnología se convierte en un requisito para la sobrevi­
vencia misma de las empresas que operan en el mer­
cado.

Las inversiones en este terreno involucran costos 
fijos, asociados a indivisibilidades de diferente tipo, y 
su rentabilidad esperada es incierta. Aún la imitación 
involucra costos fijos, debidos a la necesidad de ad­
quirir información, al carácter incompleto que ella tiene 
y a los costos de patentes u otras formas de proteger la 
propiedad intelectual. Por este motivo, el acceso a la 
tecnología es más limitado para las pequeñas empre­
sas y éstas tienden a acumular con el tiempo desven­
tajas competitivas dinámicas asociadas al menor apren­
dizaje por experiencia. En este contexto, los sectores 
productivos incluyen en todo momento empresas con

muy diferentes conocimientos técnicos, con lo cual el 
concepto neoclásico de “firma representativa” pierde 
significado. Esta diferenciación interna de los sectores 
productivos es, por supuesto, esencial para entender los 
procesos de reorganización que resultan de choques 
competitivos, como aquéllos surgidos de las aperturas 
externas de las economías o de trastornos recesivos.

Las consideraciones expuestas tienen amplias 
implicaciones para las políticas públicas. Implican, en 
primer término, que los procesos tecnológicos se ca­
racterizan por el predominio de economías de escala 
dinámicas, en medio de las cuales las ventajas compa­
rativas son c r e a d a s , fruto de la propia experiencia pro­
ductiva. Implican, además, que la pérdida de experien­
cia productiva puede generar efectos acumulativos en 
el tiempo, que terminan por destruir o rezagar consi­
derablemente el conocimiento tecnológico.^ Aunque la 
presión competitiva elimina actitudes complacientes de 
las empresas y las obliga a estar al día en sus conoci­
mientos,*® puede tener también efectos opuestos; en 
particular, si induce una baja en la producción de un 
sector o una empresa, puede originar efectos acumu­
lativos en su capacidad competitiva e impedir que las 
empresas inviertan lo suficiente en su adaptación tec­
nológica. El predominio de las estrategias defensivas 
sobre las ofensivas durante los procesos de reestructu­
ración productiva en América Latina y el Caribe (véa­
se la sección II de este artículo) demuestra precisamen­
te que la introducción de mayor competencia no siem­
pre pone en marcha las formas de adaptación tecnoló­
gica con mayores potencialidades para la generación 
de ventajas comparativas, de “competitividad sistè­
mica”, para emplear el término de Fernando Fajnzylber 
que ha venido utilizando extensamente la cepal en la 
última década. Todo ello explica por qué no existe una 
clara asociación entre neutralidad de incentivos y cam­
bio tecnológico.**

Los factores expuestos justifican la intervención 
del Estado en la creación, adaptación y difusión de 
tecnología. Esta es, además, una de las pocas áreas 
donde los subsidios estatales (dentro de ciertos lími­
tes) están explícitamente aceptados por la Organización 
Mundial del Comercio y son, por lo tanto, consisten-

 ̂ Véase, por ejemplo, el simple y elegante modelo de Krugman 
(1990, cap, 7).

Esto significa, por lo demás, que las firmas no maximizan ga­
nancias si no están sobre su curva de posibilidades de producción, 
y que la presión competitiva las obliga a estar sobre ella.
' ' Sobre esta materia existe una amplia literatura. Véanse, por ejem­
plo, los trabajos recogidos en Helleiner (1992).
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tes con el contexto actual de globalizadón. La protec­
ción de sectores productivos incipientes o en etapas de 
aprendizaje intensivo,’  ̂ así como la promoción de 
nuevos sectores exportadores con iguales característi­
cas, son los instrumentos alternativos, pero para apli­
carlos se precisa una clara delimitación temporal de la 
protección o promoción, y una clara asociación entre 
ellas y el desempeño.

Dicho sea de paso, en la etapa de proteccionismo 
de la historia latinoamericana y caribeña no se cum­
plió con estos requisitos, por lo cual sus resultados en 
términos de avance de la productividad fueron clara­
mente subóptimos. Tal posición, por lo demás, estuvo 
firmemente arraigada en patrones de economía políti­
ca muy conocidos. Por estos motivos, sin descartar el 
uso de instrumentos de protección que cumplan los 
requisitos mencionados, los esfuerzos estatales deben 
estar orientados a apoyar el desarrollo de redes de in­
novación, impulsando la creación de nuevas institucio­
nes y destinando recursos y generando incentivos para 
que se destinen recursos privados a sus actividades. 
Entre este tipo de instituciones se encuentran centros 
sectoriales o regionales de investigación tecnológica o 
de productividad, asociaciones universidad-industria, 
redes de asistencia técnica a pequeñas empresas urba­
nas y rurales, parques tecnológicos, fondos de capital 
de riesgo orientados a apoyar actividades tecnológicas, 
incubadoras de empresas, incentivos a las actividades 
de innovación dentro de las empresas o a los aportes 
privados a instituciones tecnológicas, etc. Todas ellas 
hacen ya parte del panorama latinoamericano y 
caribeño, pero su desarrollo no ha alcanzado todavía 
un nivel deseado (Alcorta y Peres, 1998).

2. Las complementa Piedades estratégicas

No existe ninguna idea más central en la teoría clási­
ca del desarrollo económico — ni en la teoría de la loca­
lización, que sirve de base a las teorías de desarrollo 
regional y urbano—  que el concepto de la complemen- 
tariedad entre las decisiones de inversión o de encade­
namientos (hacia adelante o hacia atrás) que ellas ge­
neran, para utilizar el clásico concepto de Hirschman 
(1958). Cuando ello coincide con la presencia de eco­
nomías de escala en la producción se generan, en la 
terminología moderna, “complementariedades estraté-

También existe, sobre la base de los argumentos mencionados, 
una justificación para la gradualidad en los procesos de apertura 
económica. Sin embargo, tal anotación sólo tiene hoy un interés 
histórico.

gicas” que dan lugar a procesos de aglomeración 
(Krugman, 1995).'^

Los fenómenos de aglomeración están en la esen­
cia misma de los debates históricos sobre desarrollo 
económico. En este sentido, la observación de que 
estructuras económicas distintas dan lugar a distintos 
ritmos de desarrollo a través de la fortaleza o debili­
dad de las economías de aglomeración que generan, así 
como a desequilibrios particulares asociados a la natu­
raleza de dichas estructuras y a la forma como los dese­
quilibrios se van resolviendo, está en la esencia mis­
ma de las teorías estructural i stas de desarrollo. La 
defensa clásica de la industrialización por parte de la 
CEPAL es parte de esta tradición. En este contexto, las 
variables agregadas que analizan otras teorías de cre­
cimiento pueden verse más como efectos que como 
causas de esta dinámica estructural. Por ejemplo, los 
ritmos de cambio técnico pueden ser enteramente di­
ferentes en distintas dinámicas estructurales, las fun­
ciones de inversión pueden verse igualmente afectadas 
e incluso igual aseveración puede hacerse sobre los 
ritmos de desarrollo de capital humano que originan.

Este no es, por supuesto, el lugar para analizar los 
costos y beneficios de la estrategia clásica de indus­
trialización,''^ sino el de examinar la relevancia de es­
tas complementariedades estratégicas en la etapa ac­
tual de desarrollo de la región. Aunque la nueva revo­
lución tecnológica y la globalizadón han erosionado 
algunos de los fundamentos de estos procesos de aglo­
meración, la implicación más importante de ellos es 
que la “compeíitividad sistèmica” (o su ausencia) es 
el resultado de sinergias y externalidades que se gene­
ran entre las empresas pertenecientes a determinadas 
cadenas productivas, y de la forma como dichas cade­
nas se encuadran en el conjunto de la economía. De 
ahí se deriva, por ejemplo, la importancia de analizar 
los encadenamientos que generan los complejos pro­
ductivos en torno a los recursos naturales (Ramos,
1998) o la forma como los procesos de integración en 
marcha vienen generando nuevos encadenamientos 
productivos entre sectores industriales de distintos 
países (en la industria automotriz, por ejemplo). Otra 
implicación significativa en la etapa actual de la región

Los costos de transporte (y, en general, los costos de transacción 
asociados a la distancia) desempeñan un papel algo más complejo. 
Pueden contribuir a la aglomeración pero, si son suficientemente 
elevados, pueden generar el fenómeno opuesto, como lo señala la 
larga tradición de la teoría de la localización.

Mis propias contribuciones a este debate han sido recogidas en 
la introducción del trabajo de Cárdenas, Ocampo y Thorp, eds. 
(1998).
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es la conveniencia de desarrollar nuevos sistemas de 
promoción de exportaciones, en los cuales se incentive 
la acción conjunta en mercados de destino de empre­
sas afines de una misma región o país. Igualmente, este 
análisis señala la importancia de fomentar mecanismos 
que faciliten el intercambio de información entre em­
presarios de un mismo sector o cadena productiva, 
especialmente sobre posibles decisiones de inversión, 
y que propicien la realización de alianzas estratégicas 
entre ellas o induzcan inversiones complementarias, así 
como de desarrollar análisis regulares de competitivi- 
dad de sectores productivos específicos con los empre­
sarios correspondientes, e incentivar el desarrollo de 
grupos de investigación que se especialicen en dichos 
análisis. La conformación de parques industriales es 
otra estrategia de esa índole, que además tiene espe­
cial trascendencia para la planificación regional y lo­
cal moderna.

La necesidad de tener en cuenta las complemen- 
tariedades estratégicas en la nueva etapa de desarrollo 
ha sido subrayada por la cepal  a lo largo de los años 
noventa (por ejemplo en c e pa l , 1990, 1996 y 1998a). 
Estas propuestas significan, en particular, que la nue­
va estrategia de desarrollo no elimina la conveniencia 
de contar con políticas sectoriales de un nuevo tipo (o, 
como se dice a veces, en forma más restrictiva, con una 
“política industrial”). La experiencia que se viene acu­
mulando en la región indica que dichas políticas de­
ben surgir de esfuerzos conjuntos entre el sector pú­
blico y el sector privado, lo cual exige una transfor­
mación profunda de las instituciones públicas y priva­
das heredadas de la fase anterior del desarrollo. El 
objetivo fundamental de dichos ejercicios debe ser ela­
borar “visiones” conjuntas y concertar la forma como 
se deben “especificar”, para sectores particulares, 
mecanismos de apoyo que, a nivel global, deben ser 
concebidos como instrumentos esencialmente horizon­
tales (desarrollo tecnológico, formación técnica, pro­
moción de exportaciones, infraestructura, crédito, etc.), 
pero que para ser efectivos necesitan “detallarse” (por 
ejemplo, señalando la naturaleza de las instituciones 
que van a apoyar el desarrollo tecnológico del sector, 
los requerimientos colectivos de éste en materia de cali­
ficaciones laborales, la forma en que se van a garanti­
zar los recursos financieros necesarios para su expan­
sión, etc.).

Es evidente que, aun si pueden justificarse teórica­
mente, no existen hoy en la región bases para promo­
ver formas más agresivas de planeación sectorial, como 
las que en su momento desarrollaron los países asiáti­
cos. Sin embargo, es importante resaltar que el hecho

de que con frecuencia se oculten decisiones sectoria­
les estratégicas no quiere decir que dichas decisiones 
no existan. De hecho, la apertura económica fue una 
clara decisión estratégica, más o menos explícita: la de 
promover en mayor medida a los sectores que hacen 
uso más intensivo de recursos naturales y eliminar 
ramas industriales ineficientes. En presencia de recur­
sos públicos escasos, las decisiones de asignar fondos 
a algunos sectores para sus actividades tecnológicas o 
para la promoción de sus exportaciones involucra tam­
bién decisiones estratégicas (fomentar estos y no otros 
sectores, o estos más que otros sectores). Por este 
motivo, más que ocultar tales decisiones, es deseable 
hacerlas explícitas a través de “visiones conjuntas” de 
los sectores público y privado, incluido el laboral.

3. Regulación de los servicios de infraestructura

La privatización creciente de empresas de servicios 
públicos y la apertura de espacios para la participación 
privada en nuevos proyectos de infraestructura han 
ofrecido oportunidades (de eliminar ineficiencias con­
siderables en los sectores correspondientes y de atraer 
nuevos capitales, destinando recursos públicos escasos 
a otros sectores), pero han planteado también innume­
rables retos. Debido a importantes economías de es­
cala y a otro tipo de dificultades tecnológicas (que han 
venido siendo superadas en algunos casos), los secto­
res de infraestructura se caracterizan casi invariable­
mente por estructuras de competencia imperfecta e 
incluso en muchos casos constituyen monopolios na­
turales (especialmente a nivel regional y local, pero 
también nacional). Además, dado su carácter de servi­
cios no transables internacionalmente, la competencia 
externa no desempeña, en este caso, el mismo papel 
regulador que en los sectores productores de bienes.

El primer reto que surge en este contexto es la ne­
cesidad de establecer marcos regulatorios apropiados 
para garantizar que las tarifas se aproximen a solucio­
nes competitivas y en especial que la mayor eficien­
cia que se puede derivar de los procesos de privatiza­
ción o de la mayor competencia se traslade efectiva­
mente a los consumidores, Los problemas regulatorios 
de los períodos de transición son extremadamente com­
plejos, especialmente porque involucran la tarea de 
crear mercados (por ejemplo, bolsas de energía) y no 
sólo de regular los existentes. Además, los agentes se 
encuentran en diferentes etapas de asimilación de los 
nuevos marcos de política y tienen información aún 
más asimétrica que la que se observa en mercados 
maduros. Vale la pena resaltar la importancia decisiva
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de poner en marcha, en este contexto, no sólo entes re­
guladores altamente calificados, sino superintendencias 
que vigilen la aplicación de sus decisiones y se intro­
duzcan en una de las áreas más olvidadas del viejo 
marco de política; la defensa del consumidor.

El segundo desafío es el manejo adecuado de las 
garantías públicas. Este problema tiene particular tras­
cendencia en los nuevos proyectos de infraestructura, 
donde el sector privado sólo participa si el Estado está 
dispuesto a otorgar garantías contra riesgos que los 
agentes privados consideran que no pueden asumir 
(riesgos regulatorios y de fuerza mayor, pero también 
de ingresos, de liquidez, o de incremento de costos más 
allá de lo previsible). La asunción de estos riesgos por 
parte del Estado genera contingencias fiscales consi­
derables. Por este motivo es necesario, en primer tér­
mino, diseñar esquemas de participación privada que 
minimicen el otorgamiento de tales garantías, limitan­
do los riesgos asumidos por el Estado a aquellos que 
no son aseguradles en el mercado y que el sector pri­
vado efectivamente no puede controlar. Por otra par­
te, los riesgos que asuma el sector público deben ser 
valorados. Las estimaciones correspondientes, aunque 
imperfectas, deben tomarse en cuenta en el debate

anual del presupuesto e incluso conviene que el valor 
equivalente a la prima anual de los “seguros” que ha 
otorgado el Estado sea explícitamente presupuestado. 
Ello permite, además, comparar adecuadamente esta 
forma de financiamiento con opciones que involucren 
una mayor participación de recursos públicos, como los 
proyectos financiados por el sector público pero admi­
nistrados privadamente.'^

Los problemas que enfrentan la regulación y el 
otorgamiento de garantías nos conducen a un tercer 
reto: la necesidad de evitar prácticas de captación de 
rentas que pueden ser tanto o más aberrantes que en 
el esquema público anterior. En esta materia, es esen­
cial adoptar mecanismos de control social que eviten 
la “captura” de los entes regulatorios por ios regula­
dos. Igualmente, es necesario estimar y discutir públi­
camente, en torno al debate del presupuesto, las prác­
ticas de otorgamiento y los montos de las garantías 
concedidas por las instituciones estatales, así como 
establecer reglas claras que eliminen las garantías “im­
plícitas” (es decir, la percepción de que los proyectos 
privados que fracasen serán rescatados por el sector 
público), las cuales pueden dar lugar a serios proble­
mas de “riesgo moral”.

V
Equidad y política social

1. El reto de la equidad

Los problemas de equidad característicos de la región 
están arraigados en estructuras distributivas altamente 
desiguales, en gran medida heredadas de etapas ante­
riores de desarrollo. Como lo señala un reciente infor­
me de la CEPAL (I998d), ellas reflejan la conjunción de 
factores educativos, ocupacionales, patrimoniales y de­
mográficos. La fuerte desigualdad en los años de es­
tudio que han cursado las personas ocupadas ha sido 
el factor más destacado en los debates recientes. La 
falta de equidad está también relacionada con la des­
igualdad en la distribución del patrimonio, aún más 
concentrada que la desigualdad en la educación (véa­
se, sobre este aspecto, Birdsall y Londoño, 1997). 
Asimismo, el número de personas ocupadas por hogar 
es menor en los hogares de ingresos bajos y los pues­
tos de trabajo a los cuales acceden son de menor cali­
dad. Por último, las familias pobres tienen más hijos 
dependientes.

Detrás de los patrones nacionales subyacen, ade­
más, considerables disparidades regionales, de tal for­
ma que los problemas de pobreza están relativamente 
más concentrados en aquellas regiones que enfrentan 
mayores dificultades para integrarse al proceso de 
desarrollo. Aunque la migración genera en el largo 
plazo una tendencia a la nivelación de los ingresos 
regionales, por períodos amplios puede tener también 
efectos adversos, ya que es selectiva, es decir, tiende 
a extraer de las regiones atrasadas a las personas con 
mayor capital humano. Lo mismo sucede con la mo­
vilidad de capitales, que aunque puede tener efectos 
niveladores en el largo plazo, durante períodos exten­
sos puede generar, a través de las economías de aglo­
meración, una atracción fuerte hacia los centros de 
desarrollo más dinámicos.

Véanse, sobre estos temas, los trabajos incluidos en Irwin, Klein, 
Perry y Thobani (eds.) (1997) y cbpal (1998b, cap. IX).
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A partir del trabajo de Morley (1994 y 1995), di­
versos estudios han confirmado que la pobreza tiende 
a reducirse con el crecimiento económico. El incremen­
to de la pobreza durante los años ochenta y su reduc­
ción en los noventa obedecen a este patrón. No obs­
tante, éste es estrictamente válido sólo para la pobreza 
urbana, en tanto que la pobreza y, sobre todo, la indi­
gencia rurales tienen un comportamiento mucho más 
inercial, característico de los fenómenos de “pobreza 
dura” (Ocampo, 1998b). Por otra parte, los datos con­
firman ampliamente el deterioro en la distribución del 
ingreso que ha tenido lugar a lo largo de las últimas 
décadas en varios países de la región.'^ El análisis de 
este proceso ha sido objeto de una activa polémica en 
la que están en juego fundamentalmente dos tesis al­
ternativas. La primera postula la existencia de una 
asimetría en el comportamiento de los ingresos de los 
más pobres a lo largo de ciclos agudos de crecimien­
to, como los que ha experimentado la economía latino­
americana en las últimas décadas: tienden a reducirse 
más en los períodos de crisis de lo que logran recupe­
rarse en los períodos de auge. Esto refleja probable­
mente la pérdida de capital humano (experiencia) du­
rante los períodos de crisis, así como las asimetrías en 
el comportamiento del mercado laboral (los recortes de 
puestos de trabajo durante las crisis no van seguidos de 
aumentos similares en los períodos de auge, los cesan­
tes pierden conexiones laborales que nunca recuperan, 
etc.). La segunda tesis estima que la liberalización 
económica y la globalización han tendido a deteriorar 
la distribución del ingreso.

Uno de los autores que ha recalcado más esta 
última visión es Albert Berry. Este autor ha mostrado 
en varios trabajos que hay pruebas en el último cuarto 
de siglo de que la introducción de medidas de libera­
lización económica ha estado asociada con deterioros, 
a veces sustanciales, en la distribución del ingreso (Be­
rry, 1998).*̂ E1 trabajo comparativo de Robbins (1996) 
indica también que los procesos de apertura comercial 
tendieron a generar una mayor desigualdad en la dis­
tribución de los ingresos laborales. Los aumentos en 
las disparidades de ingresos entre trabajadores más y 
menos calificados durante los años noventa ( c e p a l ,
1997) y el escaso dinamismo de la creación de empleo

Véase un análisis más extenso de estas tendencias en Altimir 
(1997), Berry (1998), Morley (1994 y 1995), bid (1997) y crpal 
(1997).

La información de ese autor proviene de las experiencias de 
Argentina, Chile, Colombia, México, la República Dominicana y 
Uruguay, en tanto que Costa Rica es una excepción.

formal, a los cuales hicimos alusión en la sección II, 
pueden ser también confirmaciones en igual sentido. 
Esta desigualdad creciente de las remuneraciones por 
niveles de calificación no parece ser exclusiva de la 
región. De hecho, un reciente informe de la u n c t a d  
(1997) indica que puede ser un hecho casi universal, 
ya que ha afectado a varios países industrializados y 
algunas economías de rápido crecimiento del Asia- 
Pacífico y ha generado, en particular, una presión se­
vera sobre las clases medias de muchos países.

Existen varias explicaciones posibles de estas ten­
dencias. La más sugestiva es la de Rodrík (1997), se­
gún la cual la globalización acentúa la asimetría entre 
los factores que pueden cruzar con mayor facilidad las 
fronteras nacionales — el capital y la mano de obra más 
calificada— y aquellos que no pueden hacerlo: la mano 
de obra menos calificada. La posibilidad de relocalizar 
la producción hace que la demanda laboral se torne más 
elástica en todos los países, reduciendo la capacidad de 
negociación de los trabajadores y aumentando la ines­
tabilidad de sus ingresos frente a perturbaciones de la 
demanda. Por otra parte, según Berry (1998), la expli­
cación puede estar asociada a las economías de escala 
que caracterizan el comercio y financiamiento interna­
cionales, las que se reflejan en la mayor participación 
en estas actividades de las fimnas más grandes dentro 
de cada sector. Tales firmas son, a su vez, las que hacen 
uso intensivo de capital y/o mano de obra más califi­
cada. Se ha sugerido también que las mayores transfe­
rencias de tecnología que genera el propio comercio, 
incluidas aquellas incorporadas en la maquinaria y el 
equipo importados, pueden llevar a que países en de­
sarrollo inmersos en procesos de internacionalización 
adopten tecnologías que requieren mano de obra cali­
ficada y han sido diseñadas en función de las necesi­
dades de los países industrializados (Robbins, 1996). 
Las estrategias de reestructuración productiva de las 
empresas latinoamericanas frente a la apertura y la 
globalización han tenido efectos desfavorables sobre 
la creación de empleo, según lo señalamos en seccio­
nes anteriores.

En el caso latinoamericano, puede haber otras 
explicaciones de este fenómeno. Una de ellas es que 
el proceso de liberalización tuvo lugar después de una 
década de debilitamiento del gasto social. La mayor 
demanda laboral de mano de obra más calificada en­
frentó, por lo tanto, una oferta inelástica de tales tra­
bajadores. Por lo demás, durante el proceso mismo de 
liberalización, no hubo esfuerzos claros por acoplar la 
demanda y la oferta de calificaciones. Otra explicación 
señalaría que la política macroeconómica que ha acom­
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pañado el proceso de reforma, en especial la tenden­
cia a la revaluación de los tipos de cambio y la apertura 
de las cuentas de capitales, originó patrones de creci­
miento en los cuales las importaciones crecieron más 
que las exportaciones, generando además un sesgo en 
contra de los sectores con mayor contenido de mano 
de obra. El manejo macroeconómico se ha caracteri­
zado, además, por fuertes ciclos de “pare y siga” aso­
ciados al comportamiento de los flujos de capital, lo 
cual ha obstaculizado la generación de puestos de tra­
bajo más estables.

2. Los espacios de la política social

Estas consideraciones indican que, sobre una estruc­
tura distributiva ya muy desigual, la crisis de la deu­
da, la liberalización y la globalización (a las que las 
distintas explicaciones atribuyen peso diferente) han 
acrecentado enormemente el reto en materia de equi­
dad. Uno de los grandes desafíos que enfrenta la re­
gión es, por lo tanto, demostrar que el nuevo modelo 
de desarrollo es compatible con la corrección gradual 
de las grandes desigualdades sociales existentes. De no 
lograrse este objetivo, podrían deteriorarse las bases 
políticas de las reformas, que han sido sólidas hasta 
ahora, en gran medida porque el retorno a la estabili­
dad macroeconómica ha sido visto como positivo por 
el conjunto de la población. Y lo que es igualmente 
grave, podrían surgir tensiones sociales que dificulta­
ran la gobernabilidad y erosionaran las bases de los 
consensos políticos que han permitido el fortalecimien­
to de la democracia en la región, sin duda otro de los 
grandes logros de los últimos años. A más largo pla­
zo, las secuelas de las desigualdades y la pobreza po­
drían minar las bases de la competitividad sistèmica, 
sobre las cuales descansan las posibilidades de desarro­
llo en un contexto internacional cada vez más abierto.

La experiencia internacional muestra resultados 
sorprendentes en el manejo de los riesgos sociales que 
trae consigo la globalización. El estudio de Rodrik 
(1997) indica que la mayor apertura de las economías 
ha estado compensada en el pasado por una mayor 
protección social del Estado a la población. Lo ante­
rior se ha reflejado en una relación positiva entre el 
grado de apertura y el tamaño del Estado. Según el 
autor citado, ésta es válida, tanto para la o cd e  como 
para una muestra amplia de 115 países, lo cual pare­
cería indicar que la tensión distributiva generada por 
los procesos de apertura se abordó en el pasado 
intercambiando liberalización económica por mayor

protección del Estado a través de una política social 
más activa.

El gasto social es, sin duda, el componente más 
importante a través del cual el Estado influye en la 
distribución del ingreso. Existe, en efecto, corrobora­
ción amplia de que el efecto del gasto social sobre la 
distribución secundaria del ingreso es significativo. La 
información disponible para América Latina sobre esta 
materia indica que, en términos absolutos, los secto­
res de mayores ingresos se benefician más del gasto 
social. Sin embargo, como proporción de los ingresos 
de cada estrato, los subsidios que se canalizan a tra­
vés de dicho gasto son mayores para los sectores más 
pobres de la población. Este patrón global es el resul­
tado de los impactos distributivos muy diferentes de 
distintos tipos de gastos. La focalización hacia los po­
bres (es decir, la proporción del gasto que se destina a 
los pobres en relación con la proporción de la pobla­
ción en estado de pobreza) es elevada para los gastos en 
salud, educación primaria y, en menor medida, educa­
ción secundaria. Por el contrario, los gastos en seguri­
dad social y en educación superior tienen una tenden­
cia generalmente regresiva. Los gastos en vivienda se 
encuentran en una situación intermedia, ya que bene­
fician especialmente a estratos medios de la distribu­
ción del ingreso. Estos resultados indican que existe 
un amplio margen para mejorar la distribución del 
ingreso a través del gasto social, pero también para 
mejorar la focalización de este último, como lo señala 
un reciente estudio de la cepa l . La forma en que esto 
se financie no es, por supuesto, irrelevante: un finan- 
ciamiento con impuestos directos tiende a ser más pro­
gresivo que un fínanciamiento con impuestos indirec­
tos y, lo que es igualmente importante, un finan- 
ciamiento inadecuado, que se traduzca en aceleración 
de la inflación, puede contrarrestar los efectos distribu­
tivos favorables (cepa l , 1998b, cap. Vi).

Existe, por lo tanto, un margen apredable para 
conjugar la liberalización económica con una política 
social más activa, como parecen reflejarlo, por lo de­
más, los patrones internacionales tradicionales. Es 
necesario entonces dedicar esfuerzos a reorientar el 
gasto público hacia el sector social — como ya se ha 
comenzado a hacer en América Latina en los años 
noventa— , así como para focalizar el gasto social y 
maximizar sus efectos distributivos favorables. Algu­
nos países pueden también inclinarse por una expan­
sión adicional del gasto social financiada con mayo­
res ingresos tributarios. Esta fue, de hecho, la alterna­
tiva por la cual optó el gobierno chileno a comienzos de
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la década actual, sin que con ello se perjudicasen la 
inversión real ni el crecimiento económico. Es también 
la opción que ha seguido Colombia en los años noventa 
(el país de la región que más ha aumentado el gasto 
social en esta década), aunque en este caso ha habido 
un desfinanciamiento pardal y, por lo tanto, necesida­
des de ajuste fiscal que no se han atendido por comple­
to. En estos casos, el impacto distributivo neto depen­
derá, según hemos visto, de la forma de financiamiento.

En el largo plazo, la mayor inversión en capital 
humano permite también incidir sobre uno de los fac­
tores estructurales de la distribución del ingreso. Los 
estudios existentes muestran, en efecto, que una ma­
yor asignación de recursos a la educación, que permi­
ta mejorar la distribución de capital humano en la so­
ciedad, puede tener efectos sobre la distribución del 
ingreso muy superiores a aquellos que se han estima­
do en los estudios de incidencia distributiva de corto 
plazo (por ejemplo, b id , 1997, pp. 82-83). Como nota 
de cautela, cabe resaltar que existe también corrobo­
ración de que un gran esfuerzo en educación tenderá a 
reflejarse en retornos decrecientes a la inversión en ella, 
Además, como en un proceso de crecimiento la eco­
nomía demanda mayores niveles educativos para un 
mismo puesto de trabajo, hay una “devaluación” de la 
educación en el mercado laboral y, por lo tanto, de la 
generación de ingresos.

Esto es lo que indica un reciente informe de la 
CEPAL (1998d), Este estudio comprueba que la expan­
sión de los años de estudio registrada en las últimas 
décadas en América Latina (en un promedio de tres 
años y medio, si se comparan los años de estudio de 
los jóvenes de 20 a 24 años con los de sus padres), no 
ha logrado mejorar las oportunidades de los jóvenes 
provenientes de estratos sociales pobres. En efecto, el 
informe encuentra que sólo la mitad de los jóvenes 
urbanos y una cuarta parte de los rurales han mejora­
do su nivel educativo en relación con el de sus padres 
más de lo que han aumentado las exigencias del mer­
cado de trabajo, de tal forma que tienen efectivamente 
mejores oportunidades ocupacionales que sus proge­
nitores. Esto concuerda con los resultados de encues­
tas que señalan que sólo la mitad de los jóvenes lati­
noamericanos consideran que tienen mejores oportu­
nidades que sus padres.

En igual sentido, el informe citado muestra que 
los esfuerzos por ampliar la cobertura educativa no se 
han traducido en una disminución de la distancia que 
separa a los jóvenes de distintos estratos sociales. En 
particular, si se tiene en cuenta el capital educativo de 
los padres, los logros educativos de los jóvenes lati­

noamericanos no han mejorado (o sólo lo han hecho 
marginalmente) en los últimos 15 años.'^Además, se 
advierte que los jóvenes con el mismo nivel educativo 
y las mismas ocupaciones ganan entre 30 y 40% más 
que sus congéneres si provienen de hogares cuyos 
padres tienen mayores ingresos. Esto muestra que la 
expansión de la educación en un contexto de desigual­
dad social no siempre se traduce en igualdad de opor­
tunidades, Aun en Chile, donde una mejor distribución 
de las oportunidades educativas ha coincidido con una 
economía muy dinámica y un ritmo positivo de crea­
ción de empleo, todo lo cual se ha reflejado en una 
reducción sensible de la pobreza, la distribución del 
ingreso no ha mostrado hasta ahora mejoría.

Por este motivo, si bien mayores niveles de edu­
cación y una mejor distribución de las oportunidades 
educativas son esenciales, no bastan para mejorar la 
distribución del ingreso. Es necesario aplicar simultá­
neamente políticas en las áreas educativa, ocupacional, 
patrimonial y demográfica, y dirigir acciones particu­
larmente agresivas en todos estos frentes hacia las 
zonas rurales y hacia regiones atrasadas o aquellas que 
han tendido a quedarse rezagadas con los cambios en 
los patrones de desabollo.

En el caso de la educación, las reformas deben 
tender a que los jóvenes completen la educación se­
cundaria, con una calidad y a una edad adecuadas, y a 
reducir la gigantesca brecha que subsiste en todos los 
países, entre las oportunidades educativas de la ciudad 
y del campo. Debe apuntarse además a compensar las 
desventajas con que inician sus estudios los niños 
provenientes de los hogares más pobres, ampliando la 
cobertura de la educación preescolar, reteniendo a los 
jóvenes más tiempo dentro del sistema escolar y ma­
nejando adecuadamente los problemas del embarazo 
adolescente, que afectan las oportunidades educativas 
de la madre y de sus hijos. Como lo señala una am­
plia literatura sobre el tema, los avances educativos (y 
los esfuerzos especiales con tal propósito) deben 
traducirse, además, en una planificación familiar cons­
ciente, que reduzca los problemas de alta dependencia 
demográfica que caracteriza a los hogares más pobres.

En materia ocupacional, los esfuerzos más impor­
tantes deben estar dirigidos a la capacitación para el

Por ejemplo, a comienzos de los años ochenta, la proporción de 
jóvenes cuyos padres tenían entre seis y nueve años de educación 
que llegaban a tener educación secundaria^completa oscilaba entre 
33 y 43% en los países analizados en el estudio; a mediados de los 
noventa, d ichas proporciones perm anecían prácticam ente  
inmodificadas; entre 36 y 46%,
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trabajo y a desarrollar redes integrales de apoyo (ca­
pacitación empresarial, transferencia de tecnología, 
crédito, nuevos canales de comercialización) a las em­
presas pequeñas y microempresas urbanas y rurales, 
donde laboran las personas de menores ingresos. Aun­
que la globalización exige, sin duda, que se flexibilicen 
algunas normas laborales, es evidente que la solución 
a los problemas estructurales de empleo de la región 
no está en una liberalización radical de dicho merca­
do. Más aún, la mayor flexibilidad laboral que se acuer­
de políticamente en cada país debe ir acompañada por 
mayor protección social en otros campos. En particu­
lar, hay claras pruebas en la región de que las políti­
cas más activas de salario mínimo (obviamente, den­
tro de los límites de su sostenibÜidad macroeconómica) 
están asociadas a mayores reducciones de los sectores 
en situación de pobreza en los años noventa (Morley,
1997). Los sistemas de información sobre oportunida­
des de empleo y de calificación para el trabajo, espe­
cialmente los orientados a quienes han perdido sus 
puestos de trabajo, se encuentran todavía muy atrasa­
dos.

Por ultimo, conviene resaltar la importancia de 
orientar la discusión hacia las oportunidades para me­
jorar la distribución de activos, como las políticas diri­
gidas a pequeños productores y las de vivienda social. 
En este campo, uno de los aspectos que debe recibir 
especial atención son los mecanismos que permitan 
redistribuir activos sin generar distorsiones en la acti­
vidad económica, como la creación o perfeccionamien­
to de instituciones para canalizar crédito a pequeñas 
empresas o microempresas sin distorsionar el merca­
do, o los nuevos esquemas de reforma agraria que uti­
lizan activamente el mercado de tienas.

3. La política social y las reformas de segunda
generación

Los esfuerzos por aumentar y focalizar el gasto social 
en la región deben complementarse con una importante 
reorganización del sector, que haga más eficiente y 
efectiva la oferta de servicios sociales. Este es uno de 
los temas centrales de las llamadas reformas de segun­
da generación, cuyo propósito esencial es elevar la efi­
ciencia de los mercados e incorporar criterios de racio­
nalidad microeconómica en la provisión de aquellos 
servicios que han carecido de ellos.

En el tema de los servicios sociales se ha hecho 
hincapié en la introducción de elementos de competen­
cia en su provisión (creación de cuasimercados), con 
la participación de agentes privados y con cambios en

las modalidades de apoyo estatal (desde los tradicio­
nales subsidios a la oferta de dichos servicios hasta 
subsidios a la demanda). En forma paralela y comple­
mentaria se ha procurado descentralizar la prestación 
de aquellos servicios que continúan a cargo dcl Esta­
do, crear nuevos esquemas de gestión pública orienta­
da a resultados, dar autonomía efectiva a las entidades 
públicas prestadoras de servicios y establecer mecanis­
mos de participación ciudadana para el control de la 
gestión pública. Unos y otros componentes de esta 
reorganización, pero especialmente los primeros, están 
orientados a enfrentar las fallas de gobierno que se han 
hecho evidentes en el pasado en la provisión de servi­
cios sociales y que se reflejan en la ineficiencia y baja 
calidad de los servicios prestados por el Estado.

La experiencia muestra que el sector privado res­
ponde en forma dinámica a los incentivos que se le 
proporcionan. Sin embargo, indica igualmente que 
dicha participación está sujeta a fallas de mercado, 
tanto de carácter tradicional, relacionadas con econo­
mías de escala, como aquellas asociadas a problemas 
de información, resaltadas por la literatura más recien­
te, que dan lugar a fenómenos de competencia imper­
fecta, selección adversa y riesgos morales (Ocampo,
1996). En economías con fuertes disparidades distri­
butivas, el problema más importante es la atracción 
natural, generada por el mercado, a que el sector priva­
do oriente su oferta — tanto en cantidad como, espe­
cialmente, en calidad— a los sectores de mayores in­
gresos. Este problema no se soluciona necesariamente 
con un esquema de subsidios a la demanda y exige, por 
lo tanto, que el Estado diseñe instrumentos para aumen­
tar la oferta dirigida a los sectores de menores ingre­
sos. Como la oferta pública ha sido en muchos casos 
igualmente incapaz de llegar a ciertos sectores de la 
población (por ejemplo, en los programas de vivienda 
popular), es preciso promover la participación de nue­
vos agentes, que generalmente tienen un carácter soli­
dario o comunitario.

Las dificultades anteriores se acentúan cuando el 
diseño de los esquemas de participación privada no 
incluye claros principios de solidaridad, como lo ilus­
tra el sistema privado de salud en Chile (cepal, 1998b, 
cap. VII), En este caso, la selección adversa — tanto 
por estratos socioeconómicos como por los riesgos de 
salud asociados a la edad de la población cubierta— 
puede ser muy marcada. Sin embargo, la introducción 
de elementos de solidaridad no soluciona automática­
mente el problema. Así, por ejemplo, la reforma de la 
salud en Colombia estableció un sistema en el cual los 
beneficios son totalmente independientes del monto de 
la cotización, pero la respuesta del sector privado ante
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los estratos más pobres ha sido igualmente frustrante. 
La respuesta privada puede ser, además, geográfica­
mente desequilibrada; responde mejor en ciudades 
grandes, pero es insuficiente en pequeñas poblaciones 
o en el sector rural, donde — debido a mínimas econo­
mías de escala—  puede haber “monopolios naturales” 
en muchos servicios, bajo condiciones en las cuales, 
además, su provisión no es rentable.

En los casos en que la oferta responde inadecua­
damente —en términos de cantidad o calidad—  a los 
incentivos generados por los subsidios a la demanda, 
puede ser conveniente diseñar fórmulas intermedias, 
que podrían denominarse “subsidios a la oferta con 
criterios de demanda”, los cuales permitirían actuar so­
bre la oferta, incluida la calidad de los servicios, y ob­
tener al mismo tiempo los beneficios tradicionales de 
los subsidios a la demanda en términos de focalización 
de los beneficiarios. Los esquemas intermedios consis­
ten en la contratación de determinados agentes para 
proporcionar los servicios a un grupo específico de la 
población, a través de un sistema de concurso compe­
titivo, o de la promoción de organizaciones comunita­
rias o solidarias con el propósito explícito de otorgar­
les la administración de los servicios correspondien­
tes. Este puede ser también el esquema apropiado para 
promover la creación de nuevos servicios o la mejoría 
en la calidad de los existentes (por ejemplo, para ele­
var la calidad del sistema educativo, como viene ha­
ciéndose en Chile).

Por otra parte, los problemas de información son 
mucho más graves en los mercados de servicios que 
en los de bienes. En particular, hay insalvables asime­

trías en la información entre quienes prestan servicios 
muy especializados y quienes los reciben (entre médi­
co y paciente, en particular, en el caso de la salud, pero 
fenómenos similares se dan también en la educación). 
Por este motivo, el desarrollo de cuasimercados para 
la prestación de servicios sociales exige la creación de 
esquemas mínimos de información e instrumentos muy 
desarrollados de protección a los usuarios.

Las refonnas que se adopten en este marco de­
ben ser pragmáticas e involucrar, por lo tanto, un im­
portante componente de gradualismo y aprendizaje por 
experiencia. Más aún, debe tenerse presente que los 
nuevos esquemas de participación privada no son en 
todos los sectores un sustituto de la oferta pública de 
servicios. Por este motivo, los esfuerzos por mejorar 
la oferta pública a través de la descentralización, la 
autonomía de las entidades prestadoras de servicios, la 
introducción de criterios de evaluación de la gestión 
pública y el control ciudadano son, sin duda, elemen­
tos centrales de cualquier reforma en materia de ser­
vicios sociales.

Por último, conviene poner de relieve que uno de 
los grandes hitos de las reformas en los servicios so­
ciales debe ser el diseño de sistemas apropiados de 
regulación, información y control de calidad de los 
servicios prestados. Esto es particulaimente importan­
te cuando las características especializadas de los ser­
vicios no garantizan la transparencia de la información 
en la que se basan los consumidores para elegir a sus 
proveedores. Este es un tema todavía incipiente, al que 
deberán dedicarse esfuerzos considerables en los próxi­
mos años.

B ib l io g r a f ía

Alcorta, L. y W. Peres (1998): Innovation systems and technological 
specialization in Latin America and the Caribbean, Research. 
Policy, vol, 26, Amsterdam, Países Bajos, North-Holland.

Altimir, O. (1997): Desigualdad, empleo y pobreza en América 
Latina: efectos del ajuste y del cambio en el estilo de desa- 
iToüo, Desenrollo económico, vol. 37, N°145, Buenos Aires, 
Instituto de Desarrollo Económico y Social ( id es), abril-ju­
nio.

Akyüz, Y. y C. Gore (1994): The Investment-Profits Nexus in East 
Asian Industrialization, Discussion papers, N° 91, Ginebra, 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desa­
rrollo (UNCTAD).

Sacha, E. y C. F. Díaz-Alejandro (1982): International Financial 
Intermediation: A Long and Tropical View, Essays in inter­
national finance, N° 147, Princeton, New Jersey, Princeton 
University, Department o f Economics, International Finance 
Section, mayo.

Barro, R. J. (1997): Determinants of Economic Growth: A Cross­
country Empirical Study, Cambridge, Massachusetts, MIT 
Press.

Barro, R, J. y X. Sala-i-Martin (1995): Economic Growth, Nueva 
York, McGraw Hill.

Benavente, J. M., G. Crespi, J. Katz y G. Stumpo (1997): Nuevos 
problemas )' oportunidades para el desarrollo industrial de 
América Latina, Desarrollo productivo, N° 31, Santiago de 
Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe
(CEPAL).

Berry, A. (1998): Confronting the income distribution threat in Latin 
America, A. Beity (ed.), Poverty, Economic Reform, and Inco­
me Distribution in Latin America, Boulder, Colorado, Lynne 
Rieiiner.

BID (Banco Interamericano de Desarrollo) (1997): Progreso econó­
mico y .social en América Latina, bforme 1997, Washington, 
D.C.,

MAS ALLA DEL CONSENSO DE WASHINGTON: UNA VISION DESDE LA CEPAL • JOSE ANTONIO OCAMPO



28 R E V I S T A  DE L A  C E P A L  66 D I O E M B R E  1 9 9 6

Birdsall, N. y J. L, Londoño (1997); Asset Inequality Does Matter: 
Lessons from Latin América, Working Paper N° 344, Was­
hington D.C., BID.

Cárdenas, E., J. A. Ocampo y R. Thorp (eds.) (1998): Industria­
lization and the State in Latin America: The Black Legend 
and the Post War Years, en prensa,

CEPAL (1990): Transformación productiva con equidad, LCVG,160I-P, 
Santiago de Chile. Publicación de las Naciones Unidas, N° de 
ventaS.90,II.G.6.

________(1994): El regionalismo abierto en América Latina y  el
Caribe: La integración económica al seiyicio de la transfor­
mación productiva con equidad, LC/G,1801/Rev.l-P, Santia­
go de Chile. Publicación de las Nacions Unidas, N“ de venta
594.11. G.3.

(1996): Fortalecer el desarrollo. Interacciones entre macro 
y microeconomia, LC/G.1898/Rev.l-P, Santiago de Chile. 
Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta S.96.II.G.2.

________(1997): La brecha de la equidad: América Latina, el Ca­
ribe y la Cumbre Social, LC/G.1954/Rev.l-P, Santiago de 
Chile. Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta
5.97.11. G.11.

________(1998a): América Latina y  el Caribe: Políticas para me­
jorar la inserción en la economía mundial, Santiago de Chi­
le, Fondo de Cultura Económica (f c e ).

(1998b): El pacto fiscal. Fortalezas, debilidades, de.sqfíos, 
LC/G.2024, Santiago de Chile, abril.

________(1998c); Impacto de la crisis asiática en América Latina,
LC/G.2024, Santiago de Chile.

________{I999d):' Panorama social de América Latina 1997,
LC/G.1982-P, Santiago de Chile. Publicación de las Nacio­
nes Unidas, N° de venta S.98.I1.G.3.

(1998e): La inversión extranjera en América Uttina y el
Caribe: Informe 1997, LC/G. 1958-P, Santiago de Chile. 
Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta S.97.II.G.14.

Fajnzylber, F, (1990); Industrialización en América Latina: de la 
"caja negra" al "casillero vacío". Cuadernos de la CEPAl , 
N“ 60, LC/G,1534/Rev.l-P, Santiago de Chile, c e p a l ,

Ffrench-Davis, R. (en prensa): Reforming the Reforms in Latin Ame­
rica: Macroeconomic.s, Trade, Finance, Londres, Macmillan.

Ffrench-Davis, R. y H. Reisen (comps.) (1997): Flujos de capital e 
inversión productiva. Lecciones para América Latina, San­
tiago de Chile, CEPAL/Organización de Cooperación y Desa­
rrollo Económicos (OCDE).

Gavin, M., R, Hausmann y E. Talvi (1997): Savings behaviour in 
Latin America: Overview and policy issues, R, Hausmann y 
H. Reisen (eds.), Promoting Savings in Latin America, Paris, 
o c d e / b id .

Held, G. y A. Uthoff (1995): Indicators and Determinans o f Savings 
for Latin America and the Caribbean, Working papers, N“ 25, 
Santiago de Chile, CEPAL.

Helleiner, G. K. (ed.) (1992); Trade Policy, Industrialization, and 
Development: New Perspectives, Oxford, Clarendon Press.

Hirschman, A, O. (1958): The Strategy of Economic Development, 
New Haven: Yale University Press.

Irwin, T, M. Klein, G. Perry y M. Thobani (eds.) (1997): Dealing 
with Public Risk in Private Infrastructure, Washington, D.C., 
Banco Mundial.

Katz, J. M. (1984): Domestic technological innovations and dynamic 
comparative advantage: further reflections on a comparative 
case-study program. Journal o f Development Economics, vol. 
16, N “̂ 1-2, Amsterdam, Países Bajos, Elsevier Science  
Publishers, B.V,

_ _ _ _ _ _  (1998): Crecimiento, cambios estructurales y evolución de
la productividad laboral en la industria manufacturera latinoa­
mericana en el período 1970-1996, Santiago de Chile, CEPAL, 
Unidad de Desarrollo Productivo y Empresarial, mimeo.

Katz, J.M. y B. Kosakoff (1998); Aprendizaje tecnológico, desarro­
llo institucional y la microeconomia de la sustitución de im­
portaciones, E. Cárdenas, J.A, Ocampo y R. Thorp (eds.). In­
dustrialization and the State in Latin America: The Black Le­
gend and the Post War Year.s, en prensa.

Krugman, P. (1990): Rethinking International Trade, Cambridge, 
Massachusetts, MIT Press.

_______ (1995): Development, Geography, and Economic Theory,
Cambridge, Massachusetts, MIT Press.

Larrain, G., H. Reisen y J. von Maltzan (1997): Emerging Market 
Risk and Sovereign Credit Ratings, Technical papers, N° 124, 
Pan's, OCDE, abril.

Morley, S. A .(1994): Poverty and Inequality in Latin America: Past 
Evidence, Future Prospects, Policy essay, N® 13, Washington 
D.C., Consejo de Desarrollo de Ultramar.

_______ (1995): Poverty and Inequality in Latin America: The Im­
pact of Adjustment and Recovery in the 1980s, Baltimore, 
Pennsylvania, Johns Hopkins University Press.

. (1997); Poverty during recovery and reform in Latin Ame-
rica; 1985-1995, Washington, D.C., b id , mayo, mimeo.

Ocampo, J. A. (1996): Provisión privada de servicios sociales: el 
caso colombiano. Coyuntura .social, N“ 14, Santafé de Bogo­
tá, Tercer Mundo Editores, mayo.

________(1998a); Distribución de! ingreso, pobreza y gasto social
en América Latina, Revista de la c e p a l  N° 65, LC/G.2033-P, 
Santiago de Chile, c e p a l .

(1998b): Agricultura y desarrollo rural en América Lati-
na: tendencias, estrategias, hipótesis, Santiago de Chile, ce pa l , 
agosto, mimeo.

OIT (Organización Internacional del Trabajo) (1997); Panorama 
laboral ’97, Ginebra.

Peres, W, (coord.) (1997): Políticas de competitividad industrial: 
América Latina y  el Caribe en los años noventa, México, D.F., 
Siglo XXL

Ramos, J. (1998): Una estrategia de desarrollo a partir de comple­
jos productivos en tomo a los recursos naturales. Revísta de 
la C E P A L  N° 66, Santiago de Chile, CEPAL, diciembre.

Robbins, D, (1996); Evidence on Trade and Wages in the Developing 
World, Technical paper, N “ 119, Paris, ocD E, Centro de 
Desarrollo.

Rodrik, D, (1997): Has Globalization Gone Too Far?, Washing­
ton, D.C., Institute for International Economics (IIE).

Schmidt-Hebbel, K., L. Servén y A, Solimano (1996): Savings, 
investment, and growth in developing countries: An overview, 
A. Solimano (ed.). Road Maps to Prosperity: E.s.says on 
Growth and Development, Ann Arbor, Michigan, University 
of Michigan Press.

Stiglitz, J. A. (1998): More instruments and broader goals: Moving 
toward the post-Washington consensus, 1998 Wider Annual 
Lecture, Helsinki, Universidad de las Naciones Unidas, World 
Institute for Development Economics Research.

UNCTAD (1997): Informe sobre el comercio y el desarrollo 1997, 
Ginebra.

Uthoff, A. y D. Titelman (1997): La relación entre el ahorro exter­
no y el ahorro nacional en contextos de liberalización finan­
ciera, R. Ffrench-Davis y H. Reisen (comps.). Flujos de ca­
pital e inversión productiva: lecciones para América Latina, 
Santiago de Chile, cepal / o c d e .

MAS ALLA DEL CONSENSO DE WASHINGTON: UNA VISION DESDE LA CEPAL • JOSE ANTONIO OCAMPO



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  6 6 29

La economía
de Cuba

David Ibarra
Asesor de la Dirección 
en Políticas Macroeconónticas, 
Sede Subregional de 

la CEPAL en México

Jorge Máttar
Asesor Regional en
Desarrollo Económico,
en ¡a misma Sede Subregional

A fines de los años cincuenta, Cuba presentaba una estructura 
económica con marcados rezagos tecnológicos e insuficiente 
desarrollo industrial. El dinamismo de la producción y las in­
versiones era bajo, en tanto que la distribución del ingreso 
revelaba sesgos concentradores marcados. Durante el período 
1959-1989 el producto aumentó a una tasa media anual apro­
ximada de 4% y la política económica asignó al Estado un pa­
pel relevante en la producción de bienes y servicios, con mar­
cado predominio de la planifieación sobre ios mecanismos del 
mercado en la regulación de la actividad económica. En esa 
etapa, la economía experimentó trascendentes modificaciones 
de sus bases productivas, aun cuando repitió muchas de las de­
ficiencias comunes de los países socialistas: sobredimensio- 
namiento de proyectos, incorporación de tecnologías atrasadas 
y descuido de la competitividad. Así, durante tres décadas 
Cuba se mantuvo al margen de las enormes transformaciones 
que se sucedían en los mercados de Occidente. Al amparo de 
los arreglos con los países socialistas, el país contó con merca­
dos seguros para sus exportaciones, una relación de intercam­
bio favorable (algo menos en los años ochenta) y un generoso 
fínanciamiento de la balanza de pagos. Con ineficiencias noto­
rias, se incrementó el acervo de bienes de capital y se expan­
dió la infraestructura física; se amplió la capacidad de embal­
ses de agua, se modernizó la red ferroviaria y se construyeron 
autopistas, carreteras y caminos rurales. Se avanzó en la elec­
trificación del país. Se realizaron fuertes inversiones en desa­
rrollo de recursos humanos, particularmente en los sectores de 
salud, educación, cultura y deporte. El elevado contenido so­
cial de la política económica permitió avances sustanciales en 
los servicios básicos a la población, así como la formación de 
recursos laborales con calificaciones crecientes.
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I
Evolución reciente de la economía

El ingreso de la economía cubana al Consejo de Asis­
tencia Mutua Económica ( c a m e ) ,  al inicio de los años 
setenta, determinó un período de crecimiento econó­
mico superior a las tendencias anteriores, alentado en 
gran medida por una importante transferencia neta de 
recursos externos.'

Tras la extinción del c a m e , Cuba inició los años 
noventa con restricciones estructurales para incorporar­
se al intercambio occidental. El Estado todavía mane­
ja gran parte de la actividad económica, tanto por el 
lado de la oferta como de la demanda, hay inconverti­
bilidad de la moneda, y las vinculaciones externas no 
se han roto por entero con los países que habían inte­
grado el CAME. Todo ello explica peculiaridades de la 
estructura productiva y distorsiones de los precios re­
lativos, si se les compara con los prevalecientes en las 
economías de mercado. Por lo demás, en las nuevas 
circunstancias, los objetivos distributivos y los avan­
ces en el ámbito social se traducen en cargas elevadas 
que comienzan a exceder la capacidad de la economía 
nacional.

La necesidad que tiene Cuba de ajustar su eco­
nomía a las nuevas realidades externas se asemeja a la 
de otras economías latinoamericanas en los años ochen­
ta, sólo que en el caso cubano el período de ajuste es 
más breve y las restricciones son mayores. Así, en 1993 
se emprendió en el país un programa de ajuste centra­
do, como es usual, en dos elementos principales: un 
esfuerzo de estabilización macroeconómica y la libe- 
ralización productiva, financiera y comercial. Sin em­
bargo, a diferencia de lo ocurrido en el resto de Amé­
rica Latina y en las economías europeas, el proceso de 
reformas no incluyó un componente significativo de 
privatización e incorporó decisiones deliberadas de

D  Este artículo se basa en La economía cubana: reformas estruc- 
turóles y  desempeño en los noventa (c e pa l , 1997), así como en la 
presentación de dicha obra por David Ibarra en el Fondo de Cultura 
Económica en marzo de 1998.
‘ Muchas de las estadísticas económicas de Cuba están sujetas a 
debate por su utilización — hasta hace muy poco—  de métodos de 
cálculo diversos de los recomendados por las Naciones Unidas. 
Asimismo, hay deficiencias que provienen de la falta intrínseca de 
información (en materia de precios, por ejemplo), del cambio en el 
sistema de cuentas nacionales (del sistema de contabilidad del pro­
ducto material al sistema estándar de las Naciones Unidas) y de 
limitaciones de acceso en áreas sensibles por razones de seguridad 
nacional (inversión extranjera y deuda externa).

equidad en la distribución de las cargas del cambio de 
estrategia.

Una idea de la magnitud de los acomodos rece­
sivos se refleja en el hecho de que el producto cayó 
35% en términos reales entre 1989 y 1993, año en que 
tocó fondo la crisis. En ese lapso, el consumo total se 
comprimió 13% y el de las familias en una proporción 
semejante. La formación de capital pasó abruptamente 
del 24% a menos del 6% del producto. El déficit fis­
cal subió del 6.7 al 30.4% del producto. Los ingresos 
en la cuenta de capital de la balanza de pagos se redu­
jeron más de 10 veces (de 4 122 a 404 millones de 
dólares), lo que forzó el ajuste de la balanza comer­
cial y de pagos. Por último, los salarios reales bajaron 
alrededor de 18%.

De 1993 en adelante, la combinación de signifi­
cativos esfuerzos de estabilización y la reordenación 
de algunos cambios estructurales han generado un pro­
ceso de saneamiento de la economía y de modifieación 
de las formas tradicionales que regían su funcionamien­
to. Sin duda, la programación estratégica de corto pla­
zo logró avances sustanciales, aunque todavía se está 
lejos de completar transformaciones de mayor enver­
gadura. En términos más concretos, la economía ini­
ció, no sin titubeos, una fase de recuperación que 
promedió un crecimiento anual de 3.4% entre 1993 y
1997. En el mismo cuatrienio, el desajuste en las euen- 
tas públicas descendió al 2 %  del p i b ; la liquidez mo­
netaria se contrajo de 67 a alrededor de 40% del 
producto; las exportaciones e importaciones se dupli­
caron, y el tipo de cambio paralelo se recuperó pasan­
do de un promedio de 78 pesos por dólar en 1993 a 
19 pesos en 1996, a poco más de 20 en 1997 y a 19 
en marzo de 1998.

No obstante estos avances, la plena recuperación 
de la economía cubana pasa por lograr la reactivación 
y mayor competitividad de la industria azucarera, que 
actualmente se halla en situación muy desfavorable y 
tiene efectos negativos sobre las cuentas externas y fis­
cales, mermadas estas últimas por los subsidios que 
absorbe tal industria. Además, la producción de azú­
car sirve de garantía para la obtención de créditos 
externos, lo que es determinante para enfrentar la es­
casez de divisas que se padece. En la coyuntura eco­
nómica actual, pareciera que el desplome de los pre-
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cios del petróleo pudiera revertir la tendencia desfavo- la caída de las cotizaciones internacionales del azúcar
rabie de la relación de precios del intercambio, pero y el níquel tiende a neutralizar tal efecto.

II
Reformas económicas y 

transformaciones institucionales

En 1989 la disolución repentina de sus singulares nexos 
de asociación con los países socialistas forzó a Cuba a 
efectuar reformas profundas en su economía y a alte­
rar normas de su vida social. A diferencia de lo suce­
dido en varios países de Europa oriental, quizás los 
apremios decisivos al cambio no estuvieron asociados 
a ideologías o paradigmas alternativos a la postura 
oficial que hubiesen sido abrazados por el grueso de 
la población.

Desde el comienzo de la crisis se decidió distri­
buir parejamente su costo, y se implantó un complejo 
sistema de medidas encaminadas a facilitar el acomo­
do productivo y recobrar los equilibrios macroeconó- 
micos básicos. Ante la nueva situación, las respuestas 
de la política económica comenzaron a aplicarse en 
1993, con la puesta en marcha de un amplio programa 
de ajuste y cambio estructural. Los subsidios a las 
empresas se redujeron drásticamente; los gastos de 
capital se mantuvieron en niveles muy bajos; se apro­
baron impuestos especiales, y se estableció raciona­
miento en las importaciones y congelamiento parcial 
de precios y salarios, en una suerte de política de in­
gresos. Aunque la política monetaria siguió desempe­
ñando un papel pasivo, el gobierno legalizó el merca­
do paralelo y la tenencia de divisas y creó una red de 
tiendas de recuperación de divisas, validando el ascen­
so de remesas del exterior que aliviaron la insuficien­
cia de los abastos.

El Estado continúa teniendo un papel importante 
en la producción y en la asignación de recursos, con 
reglamentaciones estrictas sobre las inversiones y el 
manejo de divisas e insumos escasos. Sin embargo, la 
planificación central ha cedido gradualmente el paso 
a controles de orden indirecto, sobre todo a escala 
macroeconómica. La reforma ha avanzado en diversos 
frentes y deberá seguir adelante si se busca consolidar 
los cambios adaptad vos de la economía y la sociedad 
a un entorno externo que se ha trasmutado considera­
blemente. Aquí ha de reconocerse que los acomodos

son principalmente de orden interno, pero la velocidad 
e incluso la dirección de algunos cambios están rela­
cionadas con la posibilidad de relajar las condiciones 
externas que mantienen al país al margen de los mer­
cados financieros y de muchas conientes de comercio.

Ha surgido y poco a poco se ha consolidado una 
“segunda economía”, con la formación de empresas de 
capital mixto, el otorgamiento de autonomía de ges­
tión a las empresas exportadoras y la multiplicación de 
actores en los mercados liberalizados. Este alejamien­
to de los sistemas centralizados de planeación ha im­
pulsado una nueva ola de reformas que ha alterado las 
estructuras fiscales y financieras, así como estableci­
do controles estatales indirectos de carácter macroeco- 
nómico y microeconómico.

1. El sector externo

La médula de la reforma estructural es la reconstruc­
ción de las relaciones económicas externas con miras 
a resolver el estrangulamiento foráneo y el intensísi­
mo proceso de contracción económica. Aquí debe se­
ñalarse que la dramática involución del intercambio 
con el exterior afectó severamente al núcleo central de 
la economía cubana. Todavía en 1997 las exportacio­
nes e importaciones se encontraban por debajo del 
nivel de 1989 y aún parece remota la recuperación de 
la relación de precios del intercambio, como se apun­
tó anteriormente.

A fin de combatir tales tendencias, el gobierno li­
beralizó muchas de las regulaciones anteriores; en 
particular, rompió el monopolio estatal del comercio 
exterior al dar autonomía de gestión a las empresas 
públicas y permitir su convivencia con establecimien­
tos privados. Actualmente se permite a las empresas 
exportadoras adquirir directamente insumos en el ex­
terior y financiar a productores cubanos que compiten 
con abastecedores externos. Asimismo, el fomento al 
ingreso de capital y de k n o w  h o w  extranjeros indujo a
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aplicar modificaciones importantes a los regímenes de 
inversión foránea y de propiedad, así como a estable- 
cer tratamientos fiscales y aduaneros favorables.

El aliento a las exportaciones y la reducción deli­
berada de las compras externas han sido los elemen­
tos determinantes del ajuste de la balanza de pagos. Los 
saldos deficitarios de la cuenta corriente se han redu­
cido de 3 000 a 428 millones de dólares entre 1989 y
1997. Se trata todavía de un acomodo frágil e incom­
pleto, como lo atestigua la aguda dependencia en el 
abasto de bienes de capital y energéticos, y de otros in­
sumos estratégicos, así como de bienes de consumo bá­
sicos. Con todo, hay logros: además de duplicarse las 
exportaciones entre 1993 y 1997, las transacciones con 
Occidente han pasado de menos de 20% a alrededor 
de dos tercios del comercio exterior.

a) I n v e r s ió n  e x tr a n je r a

En 1988 se acordó establecer la primera empresa 
mixta en la isla, para construir y explotar el hotel Sol 
Palmeras en Varadero. La organización de asociacio­
nes con capital extranjero (317 a principios de 1998) se 
aceleró a partir de 1992. Los capitales proceden de más 
de 50 países: España, Canadá, Italia, México y Fran­
cia sobresalen por su participación. Los sectores más 
favorecidos, son el turismo, la minería y el petróleo.

En 1995 se promulgó una nueva ley para atraer 
inversión extranjera y tecnología del exterior; además, 
se han suscrito con los gobiernos de varios países con­
venios de protección mutua a las inversiones. Las ca­
racterísticas principales de esta ley representan una 
importante flexibilización del régimen anterior; sin 
embargo, se mantienen prácticas restrictivas o de con­
trol, entre las que destacan la aprobación, caso por 
caso, de los proyectos con participación extranjera, y 
la contratación de personal cubano a través de entida­
des públicas. Las inversiones externas recientes han 
propiciado la creación de alrededor de 60 000 puestos 
de trabajo en diversas actividades, y más de 600 em­
presas y firmas comerciales extranjeras han instalado 
oficinas de representación en el país.

b) T u r ism o

En 1994 se inició la reorganización de la activi­
dad turística. Se ha revertido la excesiva concentración 
anterior de las decisiones y se ha otorgado autonomía 
económico-financiera a las empresas constituidas, para 
mejorar su competiüvidad. Las cadenas de hoteles tie­
nen libertad de adquirir sus insumos en el mercado 
nacional o en el exterior, y participan —con financia- 
miento y asistencia técnica— en el desarrollo de una 
red de proveedores nacionales.

El Ministerio de Turismo emprende programas de 
promoción institucional y define la política de inver­
siones, pero las cadenas hoteleras negocian directamen­
te con los inversionistas extranjeros, que provienen 
principalmente de Argentina, Brasil, Canadá, España, 
Italia, México y el Reino Unido. Se estima que los ser­
vicios turísticos dan empleo directo a 65 000 personas. 
La capacidad instalada asciende en 1998 a casi 390 000 
habitaciones disponibles para turismo internacional. 
Existe un programa para construir, con apoyo de inver­
siones extranjeras, 27 000 nuevas habitaciones al año 
2000, las que permitirían recibir cerca de dos millo­
nes de visitantes más.

2. Reforma y modernización del Estado

a) R e d im e n s io n a m ie n to  d e l  a p a r a to  e s ta ta l

Hasta 1989, la magnitud y funciones del sector 
público estuvieron íntimamente vinculadas a la parti­
cipación del Estado en la planificación de la economía 
nacional y en la gestión de las empresas estatales. 
Asimismo, la estructura del gobierno central era fun­
cional a las exigencias de integración económica con 
los miembros del desaparecido c a m e .

A partir de los años noventa comenzó a perfilar­
se un nuevo estilo en la organización estatal. En 1994 
se redujo de 50 a 32 el número de ministerios e insti­
tuciones con carácter de organismo central. Se compac­
tó el gobierno central, se asignaron funciones a las 
nuevas instituciones de conformidad con la reforma 
económica y se redujo considerablemente la plantilla 
de empleo del gobierno central. Conforme a las orien­
taciones recientes, el Estado asumió un papel menos 
protagónico en la economía, teniendo en cuenta las 
reformas y los nuevos objetivos.

Se ha emprendido gradualmente la reestructura­
ción y redimensionamiento de los sectores productivos 
para adaptar las empresas al tamaño del mercado, a la 
disponibilidad de insumos y a tecnologías que les per­
mitan competir. Ello implica tanto reconvertir produc­
ciones y cerrar empresas Ínviables, como modernizar 
actividades y usar mejor los recursos disponibles. El 
gobierno tiende a formar cuerpos directivos centrales 
reducidos pero más eficientes, y a ceder o descentrali­
zar funciones y responsabilidades a las provincias y 
municipios, así como a otorgar cada vez mayor auto­
nomía de gestión a las empresas públicas. Sin menos­
cabo de lo anterior, también se intenta distribuir las 
cargas de la crisis y sostener las redes de protección 
social. Sin embargo, el estrangulamiento externo ha 
llevado a las autoridades a establecer controles direc­
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tos y estrictos sobre la asignación de divisas y de in­
sumos estratégicos.

Por otra parte, con el doble propósito de acelerar 
el cambio estructural y difundir en forma equitativa los 
beneficios y costos del ajuste, se han creado mecanis­
mos especiales de estímulo a más de 1.4 millones de 
trabajadores (a principios de 1998), sobre todo en ac­
tividades exportadoras y en aquellas que sustituyen 
importaciones de manera eficiente.

b) R e fo r m a  f in a n c ie r a

La reforma financiera está apenas iniciando su 
adaptación a las transformaciones en el sector real de 
la economía, en las relaciones económicas con el ex­
terior y en los derechos individuales y colectivos de 
propiedad. Se están realizando reformas institucionales 
encaminadas a crear y fortalecer mercados é institucio­
nes financieros, con miras a mejorar la captación de 
ahorro y canalizarlo hacia la inversión y la recupera­
ción productiva. Se tiende así a crear un sistema finan­
ciero compuesto por bancos, intermediarios no banca- 
rios y mercados de capital.

Como primer paso de la reforma del sistema fi­
nanciero, en 1993 se legalizó la tenencia de divisas y 
posteriormente las cuentas bancarias de ahorro en 
monedas convertibles. Enseguida se establecieron ca­
sas de cambio y otros intermediarios financieros. En­
tre estos últimos cabe destacar la formación de ban­
cos o instituciones financieras especializadas en ser­
vir e integrar los circuitos productivos relacionados con 
la reconstrucción del comercio exterior y el desarrollo 
de los instrumentos de apoyo al intercambio con Oc­
cidente. Por último, se han abierto posibilidades de 
participación a la banca foránea, que ya cuenta con una 
decena de representaciones. Lo mismo ocurre en el 
caso de otros servicios financieros, como los seguros.

Los cambios enumerados constituyen el inicio de 
transformaciones más profundas de las instituciones 
financieras, a fin de adaptarlas a la secuela de mudan­
zas de orden económico que vienen tomando cuerpo 
en Cuba. Al respecto, conviene señalar la promulgación 
en 1997 de sendos decretos que crearon el Banco Cen­
tral de Cuba y la banca comercial, regulando el esta­
blecimiento y funcionamiento de los propios bancos e 
instituciones financieras no bancarias. Así, se rompió 
con el sistema de banca única y se dio paso al sistema 
tripartito que prevalece en las economías de mercado: 
banca central, banca comercial y banca de inversión.

3. Mercado laboral

En 1989 se tenía una situación de empleo favorable, 
aunque no siempre en puestos de elevada productivi­
dad. En los años noventa la crisis y el cambio estruc­
tural han disminuido el empleo en el sector público y 
lo han acrecentado en las actividades no estatales. Ha 
crecido el autoempleo privado, pero persisten restric­
ciones: las entidades por cuenta propia no pueden con­
tratar personal asalariado y en la práctica se encuen­
tran marginadas del crédito bancario. Asimismo, la 
política tributaria .se ha tornado muy severa con estos 
negocios, lo que ha motivado el desaliento y el cierre 
de muchos de ellos, cancelando oportunidades de crea­
ción de ingreso y empleos.

Aun cuando la reforma salarial está pendiente y 
los trabajadores han perdido poder adquisitivo, se ha 
procurado distribuir con la mayor equidad posible los 
costos del ajuste. A través de distintos mecanismos se 
ha mantenido el empleo en las empresas paraestatales, 
así como los ingresos de los trabajadores que resultan 
técnicamente redundantes. Así se procura paliar los 
costos sociales inmediatos que son la contrapartida 
inevitable de los beneficios de largo plazo del ajuste 
productivo. Los trabajadores que pierden sus puestos 
reciben una garantía salarial del 100% durante el pri­
mer mes, y con posterioridad un subsidio equivalente 
al 60% de sus salarios fijos durante un período que 
guarda relación con el número de años de servicio 
prestados. Asimismo, hay empresas que mantienen a 
los trabajadores en disponibilidad por razones técnicas 
o de política social, cubriéndoles íntegramente los sa­
larios.

La dualidad económica de mercados y precios se 
traduce en dualidad en las remuneraciones netas (no 
en los salarios) de la fuerza de trabajo. El salario real 
de los empleados públicos del sector central se ha 
deteriorado. En cambio, en actividades de alta priori­
dad (exportaciones, productos energéticos, alimentos), 
reciben ingresos complementarios por la vía de estí­
mulos para elevar la productividad y la generación o 
ahorro de divisas. Entonces, uno de los dilemas de la 
economía cubana es el de generalizar los estímulos que 
recibe sólo una parte de la población trabajadora. Así, 
se ha propiciado cierta emigración de trabajadores que 
no gozan de estímulos hacia los islotes de modernidad, 
como los servicios turísticos.
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4. Reformas macroeconómicas

a) R e fo r m a  f i s c a l

La reforma tributaria se está aplicando paulatina­
mente en vista de sus enormes exigencias administra­
tivas y de la ausencia de prácticas impositivas previas 
a nivel de personas y empresas individuales. Los im­
puestos anteriores se vienen reemplazando por gravá­
menes semejantes a los que imperan en Occidente y 
el impuesto a la circulación monetaria será sustituido 
por uno a las ventas. A mediados de 1998 todas las em­
presas estatales estaban incorporadas al nuevo sistema 
tributario.

Entre los propósitos principales de la Ley del 
Sistema Tributario de 1994 están los de proteger a las 
capas sociales de más bajos ingresos, estimular el tra­
bajo y la producción y contribuir a eliminar el exceso 
de liquidez. Se crearon dos impuestos directos, uno de 
35% sobre las utilidades de las empresas y otro sobre 
los ingresos de las personas físicas, de carácter progre­
sivo. Los ingresos del impuesto sobre las utilidades se 
multiplicaron por cinco entre 1995 y 1998, mientras 
que el segundo impuesto se concentró en las activida­
des mercantiles por cuenta propia y, a partir de 1996, 
en los ingresos en divisas de ciertas categorías profe­
sionales.

En mayo de 1997 se legalizó el alquiler de inmue­
bles y se creó un impuesto calculado sobre la base de 
las características de la propiedad arrendada. Se esti­
ma que un 20% de los turistas, descontando los cuba­
nos no residentes, se hospedan en casas particulares.

La gradual aplicación de la Ley mencionada se ha 
concretado en un aumento de las contribuciones del 
sector no estatal y de la población. En 1995 estos dos 
sectores representaban 6.7% de los ingresos totales; el 
año siguiente la aportación fue de 9% y se elevó a 9.4% 
en 1997. Esa cifra se sitúa todavía por debajo del aporte 
potencial del sector privado, en particular porque bue­
na parte de las actividades productivas no estatales se 
ubican en el sector cooperativista agropecuario, que no 
se ha incorporado todavía al nuevo sistema tributario.

b) S is te m a  m o n e ta r io

En materia monetaria se legalizó el mercado pa­
ralelo de divisas y también la apertura de cuentas de 
ahorro en moneda extranjera en los bancos nacionales. 
Se estableció, asimismo, una red de tiendas de recu­
peración de divisas ( t r d ) ,  con el doble propósito de 
suplir limitaciones en los abastos nacionales y retirar 
excedentes de liquidez. Así, los mercados se han seg­

mentado y las operaciones se realizan en varias mo­
nedas: pesos cubanos, dólares estadounidenses y, más 
recientemente, pesos convertibles. El mercado formal 
controlado con altos subsidios estatales ha mantenido 
estables los precios de los bienes y servicios esencia­
les de consumo, medidos en pesos cubanos. En los 
mercados liberalizados de productos de origen agro­
pecuario, industriales y de artesanía, los precios se fi­
jan libremente (en las tres monedas que circulan, peso, 
peso convertible y dólar), según las fluctuaciones de 
la oferta y la demanda. En las trd los regula el gobier­
no y la compraventa puede realizarse en pesos conver­
tibles o en dólares.

5. Sistema de planificación

El sistema cubano de planificación ha experimentado 
transformaciones y adaptaciones importantes que de­
rivan de las exigencias de la estabilización macroeco- 
nómica y de los cambios estructurales asociados a la 
reconstrucción de los nexos económicos con el mun­
do occidental.

Así, se van alterando las fronteras institucionales 
que delimitan lo público de lo privado. La planeación 
ha de ceder terreno a los mercados, en tanto sistema 
de coordinación económica. Con todo, aún predomina 
el sistema de control centralizado y las empresas pú­
blicas ejercen un papel principal en la asignación de 
los recursos y en el abastecimiento de la mayoría de 
los bienes y servicios. Sin embargo, las fuerzas del 
mercado van en ascenso, propiciando la descentraliza­
ción progresiva de actividades y decisiones económi­
cas. Por consiguiente, coexisten de manera tensionada 
la planeación central y el mercado en más y más áreas 
de la economía.

Al mismo tiempo, la reconstrucción de los nexos 
económicos con Occidente obliga a pasar de un modo 
extensivo de crecimiento a otro dominado por impera­
tivos de competid vidad, excelencia técnica y flexibi­
lidad de adaptación a los mercados. Y si bien la pla­
neación central puede resultar apta para el primer 
patrón de crecimiento, tiene claras deficiencias para 
procurar un desarrollo intensivo, sobre todo en econo­
mías pequeñas y, por ende, abiertas al comercio exte­
rior.

Como es natural, los resultados de los acomodos 
estructurales de la economía cubana ofrecen un com­
plejo panorama de avances y rezagos. Las fuerzas inter­
nas y externas favorecen unas veces y otras entorpecen 
el avance y la celeridad de los esfuerzos reformistas.
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Las vicisitudes inevitables del “período especial” 
afectaron la presentación de los planes anuales a la 
Asamblea Nacional entre 1991 y 1995. Al mismo tiem­
po que se instrumentaron medidas de emergencia, co­
menzaron a implantarse nuevos mecanismos de manejo 
macroeconómico y microeconómico que comenzaron a 
resaltar las relaciones de mercado y a apuntalar crite­
rios más estrictos de competitividad y eficiencia. Así se 
perfilaron modalidades programáticas antes inéditas 
que configuraron la llamada “planeación estratégica”.

Ningún sistema de planeación o, puesto de modo 
más general, ningún sistema coordinador de la econo­
mía es independiente del marco legal y organizativo 
en el que se desenvuelve. En Cuba, el impacto de cir­
cunstancias nuevas y problemas apremiantes han lle­
vado a abrir un período de reconstrucción institucional 
todavía en marcha. Hasta ahora, la reforma institu­
cional y la del sistema de planeación han ido de la ma­
no, y eso explica la flexibilidad y buena parte de los 
aciertos de la estabilización económica o de algunas 
transformaciones estructurales indispensables. Con 
todo, ambos procesos interdependientes de cambio no 
han concluido y por lo tanto subsisten tensiones, sin 
que se perfile con nitidez la división del trabajo entre 
el Estado y el mercado en la asignación de los recur­
sos o en la coordinación de la actividad económica.

6. Otras reformas

a) Legalización de los mercados duales y remesas
familiares
A  partir de las medidas de legalización de la te­

nencia de divisas a mediados de 1993, las remesas 
familiares han adquirido cada vez más importancia en 
el sector externo de la economía cubana. Ellas com­
plementan el ingreso de las familias, y a la vez se tra­
ducen en un poder de compra que contribuye a soste­
ner y ampliar las transacciones de los mercados libe­
ralizados y de las tiendas de recuperación de divisas. 
Por lo demás, la creación de mercados libres en sí ha 
alentado la producción y facilitado la difusión de nue­
vas fuentes de ingreso para la población.

Desde un punto de vista macroeconómico, la 
multiplicidad del sistema de precios o de los circuitos 
monetarios —aunque pudiese tener desventajas a más 
largo plazo— ha permitido captar divisas escasas, así

como acrecentar los abastos accesibles a familias y 
empresas.

b) Transformaciones en el sector agropecuario
Entre 1959 y 1963 se promulgaron dos leyes de 

reforma agraria que configuraron en la agricultura 
cubana un sector estatal dominante, que concentró la 
mayor parte de las tierras del país. En 1993 se decidió 
permitir el usufructo por parte de terceros del grueso 
de las tierras estatales, con miras a alentar el crecimien­
to de la oferta y descentralizar funciones y responsa­
bilidades, así como a reducir los apoyos fiscales.

Con ese fin se crearon las Unidades Básicas de 
Producción Cooperativa (ubpc), que iniciaron el cami­
no hacia formas de organización más pequeñas y con 
mayor autonomía. La profundidad de la reforma pue­
de apreciarse en el hecho de que hoy las dos terceras 
partes de la superficie cultivable son manejadas por 
entidades no estatales. Las ubpc recibieron en usufructo 
el 42% de las tierras cultivables y captaron préstamos 
equivalentes al valor de los equipos e instalaciones.

En 1994 se formalizó la creación de los “merca­
dos agropecuarios”, donde los precios se fijan libre­
mente. Se han establecido mercados de este tipo en los 
169 municipios del país y 29 en la ciudad de La Ha­
bana. De este modo quedó legalizada la comerciali­
zación de los productos de los campesinos privados, 
así como los provenientes de empresas públicas y coo­
perativas, después de haber cumplido sus compromi­
sos de ventas al Estado. En 1997 la iniciativa privada 
aportó el 73% de los suministros, en tanto que los 
sectores estatal y cooperativo contribuyeron con 24 y 
4%, respectivamente.

Los efectos inmediatos del cambio en el uso de 
la tierra agrícola se han traducido en aliento a la pror 
ducción, la creación de fuentes independientes de 
empleo e incipiente formación de nuevos cuadros 
empresariales. El experimento todavía no ha madura­
do y enfrenta los riesgos asociados a toda reforma agra­
ria, los cuales, en el caso de Cuba, están magnificados 
por la crisis, la sobremecanización agrícola anterior, la 
falta de experiencia gerencial, las insuficiencias en los 
abastos de insumos y repuestos esenciales y las formas 
de propiedad que alientan imperfectamente la rein­
versión, la innovación tecnológica o el cuidado de los 
recursos naturales. (Demsetz, 1967; Coase, comp,, 
1988).
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I I I
Comentarios finales

Subsisten problemas de envergadura que afectan y 
afectarán la evolución de la economía y la sociedad 
cubanas. Los avances microeconómicos se han concen­
trado en la producción de bienes comercializables; el 
proceso de formación de capital se ha debilitado con­
siderablemente, tanto como los estándares de mante ­
nimiento de las empresas y la infraestructura en mo­
mentos en que las necesidades técnicas de reconversión 
alcanzan su punto máximo. Los esquemas de reorga­
nización de los productores agrfeolas y de la industria 
están lejos de haberse consolidado (este es el caso en 
muchas de las cooperativas agrícolas, y de las plantas 
industriales que no se han redimensionado ni han co­
rregido el empleo excesivo); como sucedió en 1996 con 
el sobrecalentamiento de la economía, el estrangula- 
miento externo, apenas resuelto parcialmente, impone 
límites estrechos a las tasas asequibles de erecimien- 
to, y la brecha entre los ingresos y los gastos de segu­
ridad social se ha ensanchado desde 1989, dado que 
los beneficios se otorgan independientemente de la re­
caudación por nómina.

Fenómenos demográficos (como el envejecimien­
to de la población y la alta proporción de pensionados 
en relación con la fuerza de trabajo activa), así como 
las necesidades financieras señaladas en el párrafo 
anterior, reducen más allá de lo conveniente los fon­
dos presupuestarios de inversión y modernización pro­
ductiva. De ahí la importancia de reconsiderar el con­
junto de los sistemas de pensiones y las redes de se­
guridad social.

Resuelta la fase de estabilización del “período 
especial”, se está ante una bifurcación de caminos al 
futuro, cuya complejidad intrínseca apenas permite un 
esbozo grueso de orden general. Una primera opción 
conduciría a limitar los procesos de liberalización de 
la “segunda economía”, y a detener el fortalecimiento 
de los derechos privados de propiedad, lo que permi­
tiría prevenir la ulterior segmentación de la sociedad 
o la dispersión del poder político y económico. Los 
inconvenientes de esta vía son igualmente claros: 
menores tasas de desarrollo, reducción de los impul­
sos innovadores al crecimiento y la riesgosa prolonga­
ción de un período de transformaciones económicas y 
sociales inevitables.

La otra opción sería la de proseguir con las re­
formas y suprimir gradualmente las trabas al desano-

11o de la “segunda economía”. Desde la óptica cuba­
na, elegir esta variante no estaría exenta de problemas. 
En principio, tendría que aceptarse la separación gra­
dual de poderes entre Estado y mereado, lo que equi­
valdría a modificar el paradigma socialista prevalecien­
te hasta ahora. Al propio tiempo, habría que compen­
sar las tendencias estratificadoras de los ingresos, ex­
tendiendo los incentivos de la “segunda economía” a 
otros segmentos del mercado de trabajo a fin de res­
guardar los objetivos legitimadores del Estado cubano 
de bienestar.

Contrariamente a lo que suele suponerse, las 
metamorfosis profundas de los sistemas productivos no 
se alcanzan instantáneamente ni dejan de afectar al 
conjunto del cuerpo social; antes han de recorrerse los 
caminos poco explorados y azarosos de la transición 
institucional. A mayor abundamiento, Cuba no tiene 
mucho margen de maniobra. Aparte de tensiones in­
ternas, el actual aislamiento económico internacional 
impone limitaciones extraordinarias al ritmo asequible 
de la reconstrucción nacional. Por estas razones, de 
culminar el esfuerzo de reforma, éste se llevará a cabo 
gradualmente, sin fidelidad a la línea recta, sino si­
guiendo sendas zigzagueantes. La reciente elevación de 
la carga impositiva sobre las actividades privadas por 
cuenta propia ilustra la presencia de tensiones internas, 
y el embargo estadounidense la de aquéllas de origen 
foráneo.

Aquí cabe formular una distinción entre las estra­
tegias radicales de cambio estructural que pueden im­
plantarse de inmediato y el ritmo más lento de madu­
ración de los cambios institucionales. Ciertamente es 
posible desregular de la noche a la mañana el comer­
cio exterior o unificar los mercados cambiarlos, pero 
ello podría ser incompatible con el proceso más pau­
sado de reorganización y reconversión productiva al 
nivel microeconómico o con la aceptación social de 
nuevos valores o de mayores sacrificios en el corto 
plazo.

Como se anotó, el impulso reformista en Cuba 
surge principalmente en respuesta a perturbaciones de 
origen externo que exigieron estrategias terapéuticas 
implantadas de arriba a abajo, previo un período de 
consultas con las organizaciones populares. Exhibe 
entonces la ambigüedad propia de una reforma profun-
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da, muchos de cuyos objetivos sólo se desbrozarán al 
avanzarse en la solución de tensiones y rigideces po­
líticas inevitables.

Lo anterior no niega la necesidad de eliminar pro­
gresivamente distorsiones económicas flagrantes y 
abrazar un nuevo conjunto de reformas; sólo subraya 
la exigencia de seleccionar cuidadosamente las priori­
dades de corto y largo plazo, así como de evaluar la 
rapidez con que puedan aplicarse razonablemente los 
cambios institucionales.

En cualquier caso, el futuro cubano no está ence­
rrado en tas dicotomías clásicas de capitalismo o so­
cialismo. Hay muchos caminos abiertos, como lo ates­
tiguan los distintos equilibrios entre eficiencia, equi­

dad y crecimiento alcanzados en el norte de Europa, 
los países de la cuenca del Pacífico o Costa Rica en 
América Latina.

Hasta aquí se ha pasado revista principalmente a 
las opciones y condicionantes internas de la transición 
económica y de la reinserción de Cuba en los merca­
dos occidentales. Sin embargo, en un mundo interde­
pendiente, las decisiones nacionales son marcadas por 
influencias ajenas de creciente relevancia. Por eso, el 
ritmo del proceso cubano de reforma y algunas de sus 
características quedarán sujetos a las reacciones y res­
puestas de la comunidad internacional, expresadas en 
acercamiento y solución de diferendos, o en separación 
y hasta hostigamiento recíproco.
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Aunque los gobiernos de la región han aumentado sus gastos 
en salud y educación, los resultados son insatisfactorios. El 
gasto en esos servicios se ha considerado habitualmente como 
transferencia y no como inversión. La acumulación de capital 
humano ha sido relativamente lenta, con efectos negativos 
sobre el crecimiento económico y se ha distribuido en forma 
dispareja entre los diversos grupos de ingreso, lo que ha au­
mentado la desigualdad. En este artículo se examinan las cau­
sas de estos resultados. En primer lugar se describe la natura­
leza del problema, aportando datos que confirman la escasa e 
inequitativa acumulación de capital social en la región, la que 
ha acentuado la desigualdad en la distribución de la riqueza y 
los ingresos. Luego se discuten las causas que explican esos 
resultados y se pone de relieve el efecto de una débil demanda 
de educación entre los pobres, causada, entre otros factores, 
por las restricciones de su ingreso y la política antigua de pro­
tección económica. En las conclusiones se destaca que las re­
formas económicas han aumentado la demanda de capital so­
cial lo que eleva la rentabilidad privada de la inversión en 
capital humano y da origen a un renovado interés del sector 
privado en mejorar el sistema de educación pública. Asimis­
mo, el sector público tiene nuevos incentivos para acometer la 
reforma de los sectores de salud y educación. De ese modo po­
dría iniciarse un círculo virtuoso de una mejor acumulación y 
distribución de capital humano, ligadas con un crecimiento 
económico más equitativo.
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I
Introducción

En el modelo de desarrollo de eomienzos de la pos­
guerra se daba mucha importancia al papel del Esta­
do. El desafío de la coordinación —asegurar la com- 
plementación de la inversión publica y privada en los 
sectores de la industria, el transporte y las comunica­
ciones necesaria para el despegue de la economía— 
parecía justificar que el Estado no sólo asumiera el lide­
razgo como planificador, sino que también tomara la 
batuta en el manejo de la economía y la producción. En 
este modelo de desarrollo, gastar en ‘sectores no pro­
ductivos’ como la educación y la salud se veía como 
una carga que obstaculizaba la acumulación de activos 
productivos y, por lo tanto, como un costo en términos 
del crecimiento. Los primeros modelos demográficos 
señalaban, por ejemplo, que el crecimiento acelerado 
de la población de los países en vías de desarrollo 
implicaba una desviación de recursos públicos para 
pagar servicios de educación y salud, con lo que se re­
ducía la disponibilidad de capital físico productivo por 
habitante.

Los más recientes modelos de crecimiento incor­
poran el concepto de ‘capital humano’ como inversión 
productiva. En los nuevos modelos clásicos de creci­
miento, la acumulación de capital humano es un fac­
tor tan relevante para el crecimiento como lo era el 
estrecho concepto de capital físico: se estimula el cre­
cimiento económico aumentando el ahorro y la inver­
sión en educación. Los modelos de crecimiento endó­
geno más recientes atribuyen una importancia aún 
mayor al capital humano. En estos modelos, el desa­
rrollo sostenible es posible, en parte, por las externa- 
lidades positivas que genera el proceso de educación, 
importante modalidad del capital humano; para un cre­
cimiento sostenible y elevado son esenciales nuevas 
ideas y tecnologías, cuyo desarrollo, a su vez, depen­
de de elevados niveles de capital humano.

Los nuevos modelos de crecimiento ofrecen una 
justificación elegante y poderosa a favor de las inver­
siones en capital humano por ser eficientes y promo­
vedoras del crecimiento económico. En su forma más 
simple, sin embargo (como queda de manifiesto en los 
conocidos estudios empíricos sobre crecimiento de 
Barro, Sala-i-Martin, Römer y otros) incorporan hipó­
tesis poco eficaces para orientar las opciones de polí­
tica.

En primer lugar, y fundamental para los propósi­
tos de este trabajo, se pasa por alto la distribución del 
capital humano entre las personas. Se supone en for­
ma implícita que el proceso de acumulación beneficia­
rá, por un proceso de filtración, a los miembros de 
todos los grupos de ingreso en forma proporcional.

Segundo, y reforzando la primera deficiencia, no 
se toma en cuenta la demanda. Se considera la acumu­
lación de capital humano como exógena. Los determi­
nantes del proceso de acumulación —decisiones de los 
hogares de invertir en capital humano y decisiones de 
política pública respecto del tamaño y asignación de 
dichas inversiones— no han sido incluidos en los 
modelos. No se consideran en forma explícita ni la dis­
tribución inicial entre los hogares del grado de instruc­
ción de los adultos— factor decisivo para la inversión 
en educación infantil (Schultz, 1988)— ni las políti­
cas macroeconómicas, comerciales, y otras que abar­
can al conjunto de la economía y que también afectan 
la demanda de educación de los hogares en los distin­
tos grupos de ingresos. Se ignora el hecho de que los 
padres más pobres y con menor grado de instrucción 
tienden a invertir menos en la educación de sus hijos.

En tercer lugar, se deja de lado el problema de la 
entrega: la producción eficiente y equitativa de servi­
cios sociales. Se apoya en forma implícita un papel 
preponderante del Estado en la provisión de servicios 
de salud y educación. El acento en externalidades po­
sitivas del capital humano en los nuevos modelos de 
crecimiento se basa en la lógica del fracaso del mer­
cado —especialmente en los mercados de capitales— 
que inhibe la inversión privada óptima en capital hu­
mano. Como el capital humano no se puede apropiar, 
no puede servir de garantía para préstamos; aun cuan­
do los agentes reconozcan la alta rentabilidad de la 
inversión privada en salud y educación, no pueden 
endeudarse, con lo que sus inversiones tienen una fuer­
te restricción de liquidez. Por ello en estos modelos el 
papel del Estado es decisivo y refuerza el concepto 
tradicional del gobierno como principal financista, 
productor y proveedor de todos los servicios sociales.’

' Desde luego, el Estado puede tener un papel importante en e) 
financiamiento selectivo de programas sociales, parte de su provi­
sión. Los nuevos modelos de crecimiento no se pronuncian sobre 
este punto.
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La falta de énfasis en la distribución, la demanda 
y la entrega de programas sociales ha reforzado la 
antigua hipótesis de que las sociedades en desarrollo 
latinoamericanas enfrentan una ineludible compensa­
ción de ventajas {trade-ojf) entre los objetivos de efi­
ciencia y equidad. Siguiendo la tradición de Kuznets, 
los analistas han tendido a ver la elevada y creciente 
desigualdad de ingresos en la región como consecuen­
cia inevitable del desarrollo económico. Los esfuerzos 
de gobiernos en el pasado para rectificar la inequidad 
mediante transferencias populistas —con desastrosos 
resultados fiscales— han fomentado el pesimismo 
respecto de que América Latina pudiera conciliar el 
crecimiento con la equidad. Dado ese pesimismo, el 
abanico de recomendaciones de política ha sido relati­
vamente restringido: una política social marginal, di­
señada para mitigar el impacto de la creciente pobre­
za, sin darle ninguna importancia a la inversión en el 
capital humano de los pobres.

Para rebatir las hipótesis de los nuevos modelos 
de crecimiento y de los pesimistas del trade qff, este 
artículo se concentra en los sectores sociales de la edu­
cación y la salud de América Latina. El proceso de 
inversión en capital humano en estos dos sectores no 
ha funcionado bien en la región. Aunque los gobier­
nos han comprometido tantos o más recursos que otros 
países en desarrollo en los servicios de salud y educa­
ción, los resultados de la región dado su nivel de in­
greso son magros. El gasto en estos servicios, especial­
mente para los pobres, ha sido considerado en el pa­
sado como una transferencia y no como una inversión. 
La acumulación de capital humano ha sido relativa­
mente lenta, lo que ha afectado negativamente al cre­
cimiento, y ha sido altamente inequitativa entre gru­
pos de ingreso, lo que ha agudizado la desigualdad de 
los ingresos.

Este artículo busca las razones. La discusión se 
basa en una consideración más amplia de los puntos 
mencionados, centrándose en los aspectos interrelacio­
nados de la demanda (de educación, por ejemplo) y de 
la distribución. Una discusión profunda del tercer pun­
to, la transformación de la entrega de los servicios 
sociales, puede encontrarse en Birdsall y Londoño 
(1998).

En primer lugar, en lo que toca a la demanda, la 
baja acumulación de capital humano en América Lati­
na refleja la escasa demanda de educación de los ho­
gares, especialmente de los más pobres. Por otro lado, 
en cuanto a la distribución, la baja demanda de capital 
humano de los hogares está ligada a la elevada pro­
porción de hogares pobres en América Latina y a la

profundidad de su pobreza. En América Latina, el 
acceso históricamente inequitativo de los pobres a los 
activos que generan renta —tanto tierra como capital 
humano— ayuda a explicar el círculo vicioso de la baja 
acumulación de capital humano y la pobreza. Más aún, 
la escasa acumulación de capital humano de los pobres 
se ha acentuado por padrones regresivos del gasto pú­
blico en programas sociales — ios pobres no se han 
beneficiado mucho del gasto público en servicios de 
salud y educación— y por las políticas económicas que 
han penalizado al trabajo y han desalentado la inver­
sión de los hogares en educación.

En resumen, en América Latina la teoría de la 
filtración (trickle-down) no ha sido aplicable a la acu­
mulación de capital humano. Si las economías de la 
región han de aprovechar los efectos de eficiencia y 
promoción del crecimiento de una más rápida acumu­
lación de capital humano, deben darle mayor impor­
tancia a la equidad en la distribución de los servicios 
que generan capital humano.^

El artículo describe, para comenzar, la naturale­
za del desafío, resumiendo datos que demuestran que, 
a pesar de un nivel adecuado de gasto público, la acu­
mulación de capital humano en América Latina ha sido 
baja e inequitativa —la distribución de la educación 
apenas si ha mejorado en el transcurso del tiempo. El 
análisis empírico muestra que la acumulación baja e 
inequitativa del capital humano explica en gran parte 
no sólo el alto nivel de pobreza y la disparidad de in­
gresos en América Latina, sino también su lenta for­
mación de capital y la falta de crecimiento económi­
co; y que, en un círculo vicioso, la insuficiencia y la 
desigualdad de los recursos humanos de la región han 
sido efecto y al mismo tiempo factor coadyuvante del 
alto grado de desigualdad de activos e ingresos en toda 
América Latina.

Después se analizan las razones de esta baja y 
desigual acumulación de capital humano; se destaca el 
efecto de una débil demanda de educación entre los 
pobres debido a restricciones de liquidez y la probabi­
lidad de una baja rentabilidad de la inversión en capi­
tal humano en las economías sesgadas contra el traba­
jo. Por una parte, la historia sugiere un desalentador 
círculo vicioso en el que la pobreza y la desigualdad 
de ingreso iniciales se han traducido en una acumula-

 ̂ En Birdsall y Londoño (1998) planteamos el problema de una 
entrega más equitativa de servicios sociales mediante un nuevo 
enfoque horizontal a la provisión de seivicios sociales, que descan­
sa en una mayor focalización del gasto público en los pobres, una 
oferta de servicios más competitiva y una demanda que fortalece el 
poder de los consumidores, incluidos los pobres.
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ción de capital humano lenta y desigual, que a su vez 
ha reducido el crecimiento económico y acentuado la 
desigualdad. Por otra parte, hay una consecuencia 
positiva: una acumulación más rápida, con mayor én­
fasis en el acceso igualitario a la educación, puede 
acelerar el crecimiento económico y reducir la des­
igualdad de los ingresos. Más educación y una educa­
ción más igualitaria pueden promover tanto la eficien­
cia como la equidad.

Este artículo concluye con una nota de optimis­
mo. Las recientes reformas generales de la economía 
están aumentando la demanda de mano de obra califi­
cada en la región. Ello eleva la rentabilidad de la in­
versión en capital humano y genera una nueva ola de 
interés del sector empresarial por contar con un mejor 
sistema de educación pública. Al mismo tiempo, el 
éxito en el frente macroeconómico ha generado una 
disposición en el sector público para emprender refor­

mas en los sectores de salud y educación; la educación 
fue tema principal de atención de los jefes de Estado 
en la Cumbre de las Américas de Santiago de Chile 
(1998). En toda la región se están ensayando numero­
sos nuevos sistemas de provisión de servicios sociales 
que combinan las reglas del juego impuestas central­
mente con la oferta competitiva del mercado y el for­
talecimiento del poder de los consumidores. Estos in­
tentos muestran que es posible una mayor eficiencia 
interna en la provisión de servicios sociales y una 
mayor capacidad de respuesta y responsabilidad de los 
sistemas públicos frente a las necesidades de los po­
bres. Un mayor acceso de los pobres a buenos servi­
cios de educación y salud puede poner en movimiento 
un nuevo círculo virtuoso que incluya una distribución 
más justa de activos y oportunidades, un crecimiento 
económico más rápido y una distribución más amplia 
de sus beneficios.

II
La baja y desigual acumulación de capital 
humano en América Latina

Examinemos en primer lugar cuáles son los hechos. 
Cotejado con su ingreso por habitante, el proceso de 
acumulación de capital humano en América Latina es 
débil en comparación con otras regiones. Este hecho 
es más evidente en el sector de la educación: la esco­
laridad media es inferior en dos años a la que le co­
rresponde por su ingreso por habitante, apenas supera 
el desempeño del África subsahariana y está muy por 
debajo de la que se observa en Asia oriental y 
sudoriental. A principios del decenio de 1990, los tra­
bajadores tenían un promedio de 5.2 años de escolari­
dad, casi un tercio menos de lo que podía esperarse 
para países con un nivel de desarrollo similar; más de 
un tercio de los niños que entraban a la escuela pri­
maria no la terminaban, tasa de deserción que más que 
duplica la de otras regiones del mundo.

La brecha educacional ha empeorado en los últi­
mos treinta años. A comienzos de los años setenta, 
América Latina tenía un nivel de instrucción más bajo 
que países de niveles de ingreso comparables de Eu­
ropa y el sudeste asiático, pero equiparable al de los 
demás países en desarrollo, si se lo medía por habitan­
te. Desde entonces, la educación en América Latina 
(encabezada por Brasil, México, Venezuela y Améri­

ca Central) ha crecido a una tasa positiva pero lenta, 
muy por debajo de las tasas registradas por los países 
asiáticos y el resto del mundo en desarrollo. En 1980, 
la fuerza trabajadora de la región iba atrasada en un 
año con respecto al promedio de los países en desa­
rrollo en cuanto al número de años cursados. A me­
diados del decenio de 1990, este atraso se había du­
plicado. En comparación con Asia oriental y 
sudoriental, el déficit educativo de América Latina 
subió de menos de un año, en 1970, a alrededor de 
cuatro en 1995 (gráfico 1).

El déficit en salud es más pequeño en compara­
ción con otras regiones. La esperanza media de vida 
es casi dos años menor que la correspondiente a su 
nivel de ingreso (gráfico 2). Es posible que ello sea 
consecuencia de una menor diferencia que en otras 
regiones en cuanto a género en la educación, al efecto 
positivo del grado de instrucción de las madres en la 
mortalidad infantil y al gasto e innovación relativamen­
te mayores en el sector de salud en América Latina 
(bid , 1996).

El prob lem a básico  no es el de un bajo  nivel de 
gasto  en salud  y educación  — el que  es sim ilar al de 
o tras reg iones en desarro llo , con un 6.6%  del pib (cua-
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G R A FIC O  I G RA FIC O  2

A m é r ic a  L a tin a  y  A s ia  o r ie n ta l: 
E l d é f ic it  e d u c a tiv o

Fuente: Banco Interamericano de Desarrollo, Progreso económi­
co >' social en América Latina, Washington D.C., 1996.

A m é ric a  L a tin a ; E l d é f ic it  d e  
la  e s p e ra n z a  d e  v id a

Fuente: Banco Interamericano de Desarrollo, Progreso económi­
co y  social en América Latina, Washington D.C., 1996.

“ Calculado de la ecuación e(In (y), time).

dro 1)^—, sino más bien de utilización ineficiente del 
gasto público y de distribución poco equitativa de la 
incidencia del gasto en esos servicios, es decir, la pro­
porción relativamente baja de ese gasto que ha bene­
ficiado a los pobres.“̂ En comparación con Asia orien­
tal y los países industrializados, América Latina mues­
tra una alta desigualdad en la distribución de su capi­
tal humano. (La desigualdad en la distribución de la 
tierra, otro activo productivo crítico, es la más alta del 
mundo —véanse los gráficos 3 y 4).^ Por lo tanto, la 
baja tasa de acumulación general —un promedio de 
grandes aumentos de escolaridad para unos pocos y 
escasos aumentos para la gran mayoría— es produc-

C U A D R O  I

G a s to  s o c ia l e n  e l d e c e n io  d e  1990
(Por ciento  de l PtB)

Gasto público Gasto privado
Total Educación Salud Salud

América Latina 6.6 3.6 3.0 3.1
Otros países en desarrollo 6.4 4.2 2.2 1,9
Todos los países en 

desarrollo 6.5 1,1 2.4 2.2

Total mundial 9.9 5.1 4.8 3.2

Fuente: Banco Interamericano de Desarrollo (B ID ) , Progreso econó­
mico y social en América Latina, Washington, D.C., 1996.

 ̂ Igual que los resultados, el gasto en salud es relativamente más 
elevado que en educación en comparación con otras regiones. En 
este artículo se destaca la educación como medida de acumulación de 
capital humano. La salud es otra inversión en capital humano, pero 
con efectos menos mensurables —y, por lo tanto, más difíciles de 
medir y diferenciar— en la productividad y el crecimiento del in­
greso.

En comparación con Asia oriental, el bajo crecimiento económi­
co y la posterior caída de la fecundidad se tradujeron también en 
una disminución del gasto por niño en América Latina, especialmente 
durante el decenio de 1980, Ahora América Latina está empezando 
a beneficiarse de una reducción del crecimiento de la población en 
edad escolar y de un aumento absoluto del gasto por habitante que se 
asocia a tasas de crecimiento económico más elevadas, aun si no 
aumenta la proporción del p ib  destinado a gasto social. Además, en 
muchos países esa proporción también está aumentando.
* En los gráficos 3 y 4, se estiman los años de escolaridad usando 
la distribución de frecuencias de Barro-Lee para la población de 25 
años y más entre las categorías de escolaridad (‘sin escolaridad’, 
‘primaria incompleta’, ‘primaria completa', ‘secundaria incomple­
ta’, ‘secundaria completa’, ‘superior incompleta’ y ‘superior com­
pleta’), Hay datos que muestran que en América Latina estaría dis­
minuyendo la desigualdad de la educación; la desigualdad era me­
nor para los adultos jóvenes (entre 20 y 30 años) que para grupos 
mayores en 1990 (Elizabeth King, correspondencia personal, junio 
de 1997). Sin embargo, la experiencia de países como Indonesia 
mue.stra que aun a partir de niveles bajos, se puede asociar la acu­
mulación rápida con mejoramientos en la distribución.

to, en parte, de la naturaleza desigual de la acumula­
ción.^

Además, y contrariamente a lo que cabría espe­
rar, el aumento de la escolaridad media en América 
Latina en los últimos treinta años no ha estado asocia­
do con el mejoramiento de la distribución de la edu­
cación. En el gráfico 5 se compara la distribución prác-

 ̂ La baja acumulación en América Latina se asocia estrechamente 
con la mala calidad de las escuelas públicas primarias y secunda­
rias, como describen y analizan Schiefelbein, 1995 y Birdsall, 1998, 
Entre una multitud de problemas sistémicos de los sistemas alta­
mente centralizados está la dificultad de contratación y retención 
de los mejores profesores. En muchos países los profesores son 
muy mal pagados; más aún, los profesores, incluyendo a los menos 
preparados, son mal apoyados, pero sin embargo avanzan 
automáticamente en el sistema persistiendo a menudo en prácticas 
laborales insatisfactorias para beneficiarse de pensiones garantiza­
das y para retirarse a tan temprana edad como a los 50 años. Mu­
chos presupuestos están recargados de pagos a profesores inacti­
vos, ya sea retirados o profesores “fantasmas”, lo que merma los 
recursos disponibles para los profesores activos. Es un desafío para 
los gobiernos de la región crear mecanismos para atraer la colabo­
ración y la cooperación de los gremios de profesores, algunos de 
los cuales están politizados y se resisten al cambio.
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G R A FIC O  3

"oI I 
ë  ^
i l“ "g ■ë ^
I  i.
J  ;§  
s  ^

D e s ig u a ld a d  de  d is tr ib u c ió n  
d e  lo s  a c tiv o s , a lre d e d o r d e  1990

■I -
2.80'

•
Asia meridiana]

América Latina 
y el Caribe 

•
•

, •  Asia orienlal y 
del Pacífico •

Humpa

Biados Unidos 
•

África subsaliaríana 
•

0.35 0.40 0.45 0.50 0.55 0.60 0.65 0.70 0.75 0.80
Desigualdad de distribución de la tierra (eoef. de Gini) ponderada por población.

Fuente: La desigualdad de distribución del capital humano se calculó 
utilizando cifras de educación de R.J, Barro y J, Lee, [nternalional 
Comparison of Educational Attainment, Washington D.C., Banco 
Mundial, 1993. Los coeficientes de Gini para la distribución de la 
tierra se obtuvieron de K, Deininger y L. Squire (correspondencia 
personal).

 ̂ La medida de desigualdad de distribución del capital humano es 
la desviación estándar de la escolaridad de la población de 25 
años y más (véase la nota de pie de página número 5).

G R A F IC O  5

A m é ric a  L a tin a  y  e l C a rib e  y  A s ia  o r ie n ta l; 
D e s ig u a ld a d  d e  d is t r ib u c ió n  d e l c a p ita l 
h u m a n o , u n a  c o m p a ra c ió n  re g io n a l^

Fuente: La desigualdad de la distribución del capital humano se 
calculó con la información de escolaridad de R.J. Barro y J. Lee, 
fnternattonal Comparisons in Educational Attainment, Washington 
D.C., Banco Mundial, 1993.

a En Asia oriental se incluyen Hong Kong, Indonesia, la Repúbli­
ca de Corea, Malasia, Singapur, Taiwàn y Tailandia. La desigual­
dad de distribución del capitai humano se mide aquí por cl coefi­
ciente de variación de la escolaridad.

G RA FIC O  4

D e s ig u a ld a d  de  d is tr ib u c ió n  
de  lo s  a c tiv o s , a lre d e d o r d e  1990°

1.40
5  ’S 
' l - ' ä  ^  a

-ë - i
i  Ì1 S

'S
0.20

•  Arrica subsahariana
Asia meridional •

América Latina
Asía oriental y y e! Caribe

del Pacífico 
•

Europa

#

Japón •
• Estados Unidos 

•

0.30 0,40 0.50 0,60 0,70 0.80
Desigualdad de disiríbución de la tiena (coeí. de Gini) ponderada por población.

Fuente: La desigualdad del capital humano se calculó utilizando las 
cifras de educación de R.J, Barro y J. Lee International Comparison 
of Educational Attainment, Washington D.C., Banco Mundial, 1993. 
Los coeficientes de Gini para la tierra se obtuvieron de K. Deininger 
y L, Squire (correspondencia personal),

“ La medida de desigualdad del capital humano es el coeficiente 
de variación, es decir, el cuociente entre la desviación estándar y 
la media; esta medida considera el efecto de cambios en el pro­
medio de escolaridad en la distribución (véase la nota de pie de 
página número 5). Nótese que la alta desigualdad del capital hu­
mano en América Latina (gráfico 3) se reduce en relación con 
otras regiones al dividir la desviación estándar de la escolaridad 
de adultos por la media de la escolaridad de adultos. El nivel re­
lativamente alto de escolaridad en América Latina en compara­
ción con otros países en desarrollo no es suficiente para compen­
sar la elevada desviación estándar para una media dada, en com­
paración con Asia oriental y las regiones desarrolladas.

ticamente estática de la educación en América Latina 
con el mejoramiento en Asia oriental durante este pe­
ríodo.^

1. Efectos de la acumulación baja y desigual so­
bre el crecimiento

¿Cuáles han sido los efectos en la tasa de crecimiento 
económico de la baja y desigual acumulación de capi­
tal humano en América Latina en los últimos treinta 
años? El cuadro 2 muestra los resultados de la estima­
ción de una ecuación de crecimiento tradicional para 
los países de la región, utilizando la mejor y más re­
ciente información disponible sobre distribución del in­
greso (Deininger y Squire, 1996). Para estas estima-

 ̂ Es normal que las disparidades en el capital humano de la pobla­
ción aumenten durante la expansión inicial de los sistemas educa­
cionales, hasta que el grado medio de instrucción llegue a los cinco 
o seis años (Londoño y Székely, 1997).
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clones se seleccionaron los países en que se disponía 
de una curva de Lorenz para dos períodos con una se­
paración de al menos cinco años entre ellos, de esti­
maciones de ingreso por habitante a precios de poder 
de compra internacionales y de información sobre in­
versión en capital físico, escolaridad de la fuerza tra­
bajadora (que se utilizó para medir la distribución del 
capital humano), distribución de la tierra e indicadores 
de comercio.

Las conclusiones (dadas a conocer originalmente 
en Birdsall y Londoño, 1997) eran claras respecto del 
efecto de la educación y su distribución sobre el cre-

C U A D R O  2

E x p lic a c ió n  de l c re c im ie n to

cimiento económico. La acumulación de educación, así 
como la acumulación de capital, es buena para el cre­
cimiento económico —un resultado que aliora se da por 
sentado (columnas 2 y 3). El gran efecto positivo de 
la acumulación de capital humano en el crecimiento 
económico, como lo muestra el promedio de escolari­
dad de la fuerza trabajadora, es concordante con la 
teoría mencionada en la introducción, así como con 
datos microeconómicos que muestran que los trabaja­
dores con mayor nivel de instrucción ganan ingresos 
más altos y, particularmente las mujeres, son más efi­
caces en la producción familiar de buena salud y es-

A. Explicación del crecimiento global
Variable independiente (1) (2) (3)
Constante 0.01 0.04“ 0.03
Acumulación de capital 0.53“ 0.57“ 0.54“
Condiciones iniciales:

Nivel de ingreso 0.88 -0.41 -0.42
Nivel de educación 0.17 0.28'’ 0.30'’
Desigualdad en distribución del ingreso O.OS*’ -0.03 -0.002
Desigualdad en distribución de la tierra -0.02 ’̂ -0.01
Desigualdad en distribución de la educación -0.09 ’̂ -0.09'’
Recui*sos naturales -0.01

Cambios en:
Desigualdad en distribución del ingreso
Apertura del comercio 0.02
Comercio de bienes manufacturados
Comercio de bienes primarios

Variable ficticia (dummy) para América Latina y el Caribe 0,004
0.61 0.70 0.76

B. Explicación del aumento del ingreso de los más pobres
Variable independiente (4) (5) ( 6 )

Constante 0.00 O.OS*-' 0.04"'
Crecimiento global 1,31“
Acumulación de capital 0.72“ 0.77“
Condiciones iniciales:

Nivel de ingreso
Nivel de educación 0.4 F 0.51'"
Desigualdad en distribución del ingreso 0.05 0,02
Desigualdad en distribución de la tierra -0.07*’ -0,02
Desigualdad en distribución de la educación -0.20‘’ -0.18'’
Recursos naturales

Cambios en:
Desigualdad en distribución del ingreso -0.27“
Apertura del comercio
Comercio de bienes manufacturados 0.0.5'’
Comercio de bienes primarios -0.01

Variable ficticia (dummy) -0.01
r 2 0.51 0.42 0.63

Fuente: N. Birdsall y J.L, Londono, Asset inequality matters: an as.sessment of the World Bank’s approach to poverty reduction, The American
Economic Review, voL 87, N° 2, Nashville, Tennessee, American Economic Association, 1997,

Estadísticamente significativo a nivel de 1 por ciento.
 ̂ Estadísticamente significativo a nivel de 5 por ciento.

Estadísticamente significativo a nivel de 10 por ciento.
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colaridad de los niños. El efecto positivo del grado de 
instrucción del país al comienzo de un período sobre 
el crecimiento en el período siguiente es hoy un lugar 
común y conclusión muy firme de casi todos los estu­
dios sobre el crecimiento económico (Barro y Sala-i- 
Martin, 1995; Le vine y Renelt, 1992). Lora y Barrera 
(1997) estiman que América Latina como región po­
dría aumentar su tasa de crecimiento en 2 puntos por­
centuales anuales en la próxima década si, además de 
profundizar las reformas estructurales, fuera capaz de 
acelerar el ritmo de acumulación de capital humano 
para el conjunto de la fuerza de trabajo adelantándose 
en un año a la tendencia esperada. Visto desde otra 
perspectiva, Birdsall, Ross y Sabot (1995) estiman que 
Corea, con el nivel de educación primaria y secunda­
ria que Brasil tenía en 1960, habría crecido 0.56 pun­
tos menos por año en los 25 años siguientes, y que el 
crecimiento del p ib  por habitante de Corea habría sido 
en 1985 un 12% inferior a lo que fue en realidad.

Además, y controlando por el nivel de instrucción, 
el grado de desigualdad en la distribución de la edu­
cación tiene un fuerte efecto negativo sobre el creci­
miento (columnas 2 y 3). La variable que mide la dis­
tribución de la educación es muy confiable;^ su efecto 
negativo es independiente no sólo de la variable es­
colaridad, sino del efecto positivo de la apertura del 
comercio y el negativo de la dotación natural de re­
cursos.

Nótese que cuando se incluyen las variables de 
distribución de activos el efecto negativo de la des­
igualdad de ingresos en el crecimiento económico pier­
de significación estadística (columnas 2 y 3 compara­
das con columna 1); el efecto negativo tantas veces co­
mentado (Birdsall, Ross y Sabot, 1995; Alesina y 
Rodrik, 1994; Persson y Tabellini, 1994) aparentemen­
te corresponde a diferencias en un elemento fundamen­
tal de la estructura económica, a saber, el acceso de 
los diferentes grupos a los activos productivos.

En las columnas 4 a 6 del cuadro 2, se evalúa el 
efecto de las distribuciones iniciales de ingresos y 
activos sobre el crecimiento del ingreso de los pobres. 
La elasticidad del crecimiento del ingreso de los po­
bres respecto al crecimiento general es muy superior 
a I (columna 1), lo que confirma la lógica del argu­
mento de que el crecimiento económico es clave para 
la reducción de la pobreza. El aumento del ingreso de

® En estas ecuaciones de regresión se utiliza como medida de la 
distribución de la educación la desviación estándar de años de es­
colaridad de ios adultos de 25 años o más.

los pobres depende fuertemente también de la acumu­
lación de capital (columnas 2 y 3). Es interesante ver 
que las desigualdades iniciales en la distribución de la 
tierra y del capital humano tienen un claro impacto 
negativo en el crecimiento del ingreso de los pobres, 
de magnitudes que duplican sus efectos en el creci­
miento del ingreso medio (columna 2). Una distribu­
ción desigual de los activos, especialmente del capital 
humano, afecta el crecimiento del ingreso de los po­
bres en forma desproporcionada; una mejor distribu­
ción de los activos reduciría la pobreza en forma di­
recta e indirecta, al impulsar el crecimiento medio.

Al plantear este argumento con indicadores eco­
nómicos globales, Birdsall y Londoño (1997) demues­
tran que si las economías de Amériea Latina hubieran 
mantenido la misma distribución del ingreso del dece­
nio de 1970 en el de 1980, el aumento de la pobreza 
entre 1983 y 1995 habría sido casi la mitad (gráfico 6). 
Pero el crecimiento lento y la inestabilidad macroeco- 
nómica del decenio de 1980 hicieron más daño a los 
pobres que a otros grupos, agudizando una mala dis­
tribución de los activos y del ingreso. Estos resultados 
coinciden con una visión del mundo en que las opor­
tunidades sí importan. Los pobres, sin activos, no pue­
den aprovechar las oportunidades de ser productivos. 
En economías en que una parte importante de la po­
blación carece de capital humano, y por lo tanto de un 
activo productivo decisivo, sólo una fracción de la 
población puede explotar el proceso de crecimiento. El 
motor del crecimiento es pequeño y puede atascarse de 
cuando en cuando con rodeos populistas. Impulsados

G R A H C O  6

A m é ric a  L a tin a : Im p a c to  d e  la d e s ig u a ld a d  
en  la p o b re z a , 1970-1995

Pobreza con tiesigiialdad constante 
---------  Pobreza con desigualdad real

Fuente: N, Birdsall y J,L, Londono, Asset inequality matters: An 
assessment of the World Bank’s approach to poverty reduction. 
The American Economic Review, vol, 87, N° 2, Nashville, 
Tennessee, American Economic Association, 1997.
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G R A FIC O  7

A lg u n a s  re g io n e s : F a c to re s  d e l 
c re c im ie n to  g lo b a l
(Contribución a las variaciones del PIB, como 
porcentaje)

S 0

Igualdad de 
educacidn y activos

H  OCDE América Latina ■  Asia oriental

Fuente: Banco Interamericano de Desarrollo.

por ía creciente productividad de los pobres iniciales, 
los países del Asia oriental, que comenzaron el perío­
do de posguerra con una desigualdad de activos rela­
tivamente baja, fueron capaces de crecer a tasas altas 
y sostenidas por más de tres décadas. En cambio, la 
mayoría de los países de América Latina, con mayor 
desigualdad de activos, y presumiblemente con menos 
oportunidades para sus pobres, crecieron menos (grá­
fico 7). Los resultados del cuadro 2 y los indicadores 
globales reseñados apuntan a una conclusión tan clara 
como inquietante: la baja y desigual acumulación de 
capital humano en América Latina ha retardado el cre­
cimiento económico global y ha inhibido la reducción 
de la pobreza.

2. Efectos sobre la desigualdad del ingreso

Un segundo efecto de la baja y desigual acumulación 
es la desigualdad persistentemente alta de los ingresos 
en América Latina.

El coeficiente de Gini de América Latina (cerca 
de 0.50 para el conjunto de la región) es aproximada­
mente 15 puntos más alto que el promedio para el resto 
del mundo; en 1995, el 20% más rico de la población 
recibía el 58% del ingreso total, es decir, 12 veces el 
ingreso del 40% más pobre de la población y 19 ve­
ces el ingreso del 20% más pobre. El ingreso del 40% 
más pobre de la población es unas 20 veces más bajo 
que lo que le correspondería con un padrón distribu­
ción típico del ingreso. Y el número de pobres, que hoy 
se calcula entre 140 y 150 millones de personas con

ingresos diarios inferiores a 2 dólares, podría reducir­
se en un tercio (Londoño y Székely, 1997).

Londoño y Székely (1997) muestran que la des­
igualdad de ingresos en distintos países del mundo se 
explica razonablemente por la abundancia relativa de 
factores de producción, como la tierra y el capital hu­
mano, y por su distribución. Como se aprecia en el grá­
fico 8, la menor acumulación de capital físico no ex­
plica la desigualdad en el caso en América Latina. Por 
el contrario, la abundancia relativa de recursos natu­
rales y la mayor concentración de la tierra en el mun­
do son la causa de una gran parte de la excesiva des­
igualdad de la región. El bajo nivel de escolaridad 
(capital humano) de los trabajadores latinoamericanos 
y la enorme desigualdad en los activos educativos for­
man también gran parte de la explicación.

No sorprende el efecto de la baja y desigual edu­
cación sobre la desigualdad del ingreso. Donde una 
proporción relativamente escasa de la población com­
pleta la educación secundaria o superior, la inversión 
pública en educación es considerada por lo general 
como un mecanismo para reducir la pobreza y la des­
igualdad, dada la poderosa demostración a nivel indi­
vidual de que los de mayor grado de instrucción ga­
nan más. A nivel global, sin embargo, el efecto de la 
educación en la pobreza y la desigualdad depende 
obviamente de la distribución de la educación misma, 
de la rapidez de su expansión y de cómo se benefician 
de ella los distintos grupos. En América Latina sólo 
una proporción reducida de la población ha terminado

GRAHCO 8
A m é r ic a  L a tin a ; E x p lic a c ió n  d e l e x c e s o  d e  
d e s ig u a ld a d  en  e s ta  re g ló n  e n  c o m p a ra c ió n  
c o n  e l p ro m e d io  m u n d ia l
(Separado por composición, nivel y distribución de 
los activos)
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Total

Capital humano

_  naturales
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Fuente: J.L. Londoflo y M. Szdkely, Distributional surprises after a 
decade of reforms; Latin America in the nineties, en R. Hausman y 
E. Lora (comp.), Latin America after a Decade of Reforms: What 
comes next?, Washington D.C., b i d ,  1997.
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la educación secundaria o superior. Estos trabajadores 
calificados, relativamente poco numerosos, ganan un 
salario mucho más alto por lo limitado de su oferta y 
contribuyen así a la gran desigualdad general de los in­
gresos (Birdsall, Ross y Sabot, 1997).

La experiencia latinoamericana contrasta abierta­
mente con la del Asia oriental, donde la política edu­
cacional ha producido un gran número de trabajado­
res calificados, lo que ha disminuido cualquier gran 
diferencial que pudiera haber habido en comparación

con los salarios de la mano de obra no calificada. La 
teoría de Kuznets (de que la distribución del ingreso 
se deteriorará inicialmente mientras los trabajadores de 
las economías subdesarrolladas se trasladan a sectores 
más productivos) parece confirmarse en América La­
tina, en parte porque la expansión limitada y lenta de 
las oportunidades educativas ha generado una gran 
brecha de productividad entre un grupo pequeño de 
trabajadores calificados y el resto de la población (Sta- 
llings, Birdsall y Clugage, por publicarse).

I I I
Las razones de la acumulación baja 

y desigual en América Latina

El análisis anterior muestra que la acumulación baja y 
desigual de capital humano ha limitado el crecimiento 
económico de América Latina, especialmente en el in­
greso de los pobres, y ha agudizado la ya elevada des­
igualdad de la distribución del ingreso en la región. 
Ahora sostenemos que, de hecho, hay un círculo vi­
cioso: la acumulación lenta y desigual de capital hu­
mano en la región no es sólo causa de la actual pobre­
za y desigualdad, sino también consecuencia de la 
desigualdad anterior. La acumulación baja y desigual 
se puede explicar por factores de oferta y demanda en 
el mercado de la educación.^

En primer lugar, por el lado de la demanda, la 
gran dotación de recursos naturales de América Lati­
na ha limitado históricamente la demanda de educación 
de la sociedad. La organización socioeconómica que 
acompaña a la producción agrícola extensiva y a la ex­
tracción de recursos naturales tiende a caracterizarse 
por relativamente pocos propietarios del capital y un 
gran número de trabajadores no calificados (Engerman 
y Sokoloff, 1997). Hay poca demanda de trabajadores 
calificados, en parte porque los recursos naturales tien­
den a ser complementarios del capital, no del trabajo 
calificado, en la producción. Quizás como resultado los 
gobiernos y los hogares latinoamericanos han inverti­
do poco en educación, persiguiendo la mayor rentabi­
lidad del capital físico. Una base rica en recursos na­
turales minimizó también la necesidad de desarrollar

 ̂ La discusión y los datos de esta sección están basados en Birdsall, 
Biuns y Sabot (1996).

exportaciones no tradicionales competitivas a comien­
zos del período de posguerra, perpetuándose de esta 
manera la organización tradicional de la producción.

En segundo lugar, la alta desigualdad de ingresos 
en América Latina implica que un mayor número de 
hogares carecen de la liquidez necesaria, no son capa­
ces de endeudarse y no disponen de los recursos para 
mantener a sus niños en la escuela. Flugg, Spilimbergo 
y Watchtenheim (1996) muestran que el factor finan­
ciero explica muchas de las diferencias de escolaridad 
secundaria entre los países. Como se aprecia en el 
cuadro 3, en 1989 Brasil y Malasia tenían niveles si­
milares de ingreso por habitante. Pero el quintil más 
pobre de Brasil tenía alrededor de la mitad del nivel 
de ingreso absoluto del quintil más pobre de Malasia. 
Para una elasticidad ingreso de la demanda de educa­
ción secundaria de 0.50 (cifra conservadora), si la dis­
tribución del ingreso hubiera sido tan igual en Brasil 
como en Malasia, la matrícula secundaria de los niños 
brasileños pobres habría sido un 40% más alta. Hay 
datos que demuestran que, entre los pobres, la elasti­
cidad ingreso de la demanda de educación básica es 
mayor que 1.0, en cuyo caso la matricula secundaria 
de los niños pobres del Brasil habría subido en más de 
un 80%. Un estudio cuantitativo sobre el efecto de la 
desigualdad del ingreso en la escolaridad sugiere que, 
de los 27 puntos porcentuales de diferencia de matrí­
cula secundaria entre Brasil y Corea en el decenio de 
1970, más de 20 podían atribuirse a la mayor desigual­
dad de ingresos del Brasil, que se traduce en una me­
nor matrícula de los niños pobres (Williamson, 1993).
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CUADRO 3

P a rt ic ip a c ió n  a b s o lu ta  e n  e l in g re s o  d e l q u in t il  m á s  b a jo

País PIB por habitante 
(dólares de igual poder 

adquisitivo)

Participación en el ingreso del 20% 
de los hogares más pobres 

(%)

Ingreso por habitante del 20% 
de los hogares más pobres 

(dólares)

Malasia, 1989 4 674 4.6 1 075
Brasil, 1989 4 271 2.4 513

Fuente: Para piB, R. Summers y A. Heston, The Penn World Tables, Mark 5.6, Philadelphia, Pa., University of Pennsylvania, Department 
of Economics , 1995; para participación en el ingreso, K. Deininger y L. Squire, A new data set measuring income inequality, The World 
Bank Economic Review, vol. 10, N“ 3, Washington D.C., Banco Mundial, 1996,

En tercer lugar, la demanda de educación de los 
hogares no es sólo función del ingreso del hogar y de 
su acceso al crédito. También es función de la renta­
bilidad que espera la familia de la escolaridad, en tér­
minos de los ingresos futuros de los niños escolari- 
zados. Dos políticas públicas diferentes han reducido 
en forma sistemática la demanda de educación básica 
entre los pobres al reducir la rentabilidad prevista.

Por un lado, las estrategias económicas han cas­
tigado a la mano de obra reduciendo su rentabilidad y 
desalentando la inversión en educación. Los gobiernos 
latinoamericanos de la posguerra llevaron a cabo polí­
ticas de industrialización mediante sustitución de im­
portaciones en un intento de apartarse de las exporta­
ciones de bienes primarios y como una forma de pro­
mover la manufactura local. Estas políticas de indus­
trialización sustitutiva se tradujeron en grandes subven­
ciones y protección a los dueños del capital sin pro­
mover la demanda de trabajo (Schiff y Valdés, 1992). 
Como resultado, subieron las ganancias de los dueños 
del capital y en menor proporción los salarios reales 
de los trabajadores no calificados. El bajo crecimiento 
de los salarios relativos de los trabajadores y la eleva­
da rentabilidad del capital no estimularon la demanda 
de educación básica entre los pobres. En la última 
década, la mayoría de los países de la región ha aban­
donado estas políticas en la búsqueda de estrategias de 
crecimiento de mercado abierto. En algunos casos, sin 
embargo, una preocupación atendible por reducir la 
inflación ha hecho necesario sostener los tipos de cam­
bio con tasas de interés elevadas; esto ha castigado la 
creación de empleos en el sector de la empresa mediana 
y pequeña y ha disminuido las exportaciones que con 
frecuencia hacen uso más intensivo de mano de obra.

Además, en algunas partes de América Latina ha 
habido discriminación contra determinados grupos 
étnicos, lingüísticos o raciales que tienden también a 
ser más pobres. Esta discriminación ha reducido la

rentabilidad de la educación entre ellos y deprimido 
aún más la demanda de educación entre los pobres.

Por su parte, la política educativa en sí ha sido un 
problema. La mala calidad de la educación básica en 
América Latina y su deterioro, producto de un gasto 
público ineficiente, ha reducido la rentabilidad de la 
escolaridad básica en la región, especialmente para los 
hogares pobres cuyos niños tienen una mayor proba­
bilidad de asistir a las peores escuelas. Las altas tasas 
de repetición y deserción escolares de América Lati­
na, especialmente entre los pobres, son un triste testi­
monio del esfuerzo inicial de los padres para matricu­
lar a sus hijos y de su creciente desaliento cuando la 
baja calidad de la enseñanza limita el aprendizaje y, 
con ello, reduce la rentabilidad económica esperada.'^

En resumen, la rentabilidad esperada de la edu­
cación es función de la evaluación de los padres del 
mercado laboral futuro para sus hijos. Si la demanda de 
trabajo es pequeña (y el capital se subvenciona direc­
ta o indirectamente), si la enseñanza es de mala cali­
dad y si existe discriminación en el mercado de traba­
jo  contra algunos grupos que también tienden a ser 
pobres, la baja rentabilidad de la educación escolar va 
a reducir la demanda de educación de los hogares.

Al mismo tiempo, la oferta de educación en Amé­
rica Latina se ha visto afectada por la alta desigualdad 
de ingresos de la región.*’ Cuando la distribución del 
ingreso es altamente desigual, entregar educación bá-

Las causas de la baja calidad de la educación básica y sus con­
secuencias entre los pobres se abordan ampliamente para Brasil en 
Birdsall, Bruns y Sabot (1996) y para América Latina en Birdsall y 
Sabot (eds., 1996),
‘' América Latina gasta en educación un porcentaje de su pib tan 
alto como otros países en desarrollo con niveles similares de ingre­
so. Pero el hecho de que en América Latina se haya reducido el 
ritmo de crecimiento significa que los presupuestos de educación 
han sido menores en términos absolutos. Además, por efecto de la 
natalidad más alta de América Latina un mismo porcentaje del pib 
se traduce en un menor gasto por niño (Birdsall y Sabot, eds., 1996).
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sica subvencionada a un segmento grande de la pobla­
ción en edad escolar implica una carga tributaria rela­
tivamente grande para los ricos. Es probable que los 
hogares de altos ingresos se resistan. Un resultado pue­
de ser el financiamiento deficitario de la educación 
—y la merma en calidad que se ha descrito. Un segun­
do resultado puede ser la canalización de las subven­
ciones públicas a la educación superior, cuyos benefi­
ciarios han de ser con más probabilidad los hijos de 
los ricos. De hecho, como lo muestra el cuadro 4, en 
América Latina la proporción del gasto público en edu­
cación que se destina a la educación superior ha sido 
alta —más del 20% en promedio, comparado con el 
15% del Asia oriental. Venezuela y Corea son dos 
ejemplos extremos. Mientras a principios del decenio 
de 1990 Venezuela destinaba el 35% de su presupues­
to público de educación a la educación superior, en 
Corea sólo el 8% de su presupuesto llegaba a la edu­
cación postsecundaria. El gasto público en educación, 
como porcentaje del pib era en realidad más alto en Ve­
nezuela (5.1 %) que en Corea (4.5%). Sin embargo, des­
pués de restar la porción destinada a la educación su­
perior, el gasto público disponible para educación bá­
sica como porcentaje del pib era mucho más elevado 
en Corea (3.6%) que en Venezuela (1,3%) (pn u d ,
1997).

Al dar prioridad a la expansión de la cantidad de 
educación y a mejorar la calidad en la base de la pirá­
mide educativa, los gobiernos del Asia oriental han 
estimulado la demanda de educación superior, descan­
sando en gran medida en el sector privado para satis­
facerla. En América Latina, las subvenciones guber­
namentales han beneficiado en forma desproporcionada 
a los hogares de altos ingresos cuyos hijos tienen más 
probabilidad de llegar a la universidad. Al mismo tiem­
po, el escaso financiamiento público de la educación 
secundaria significa que los niños mal preparados pro­
venientes de sectores de bajos ingresos, se ven obliga­
dos a asistir a las universidades privadas o a quedar 
totalmente excluidos de los sistemas educativos de 
nivel superior. El financiamiento deficitario de la edu­
cación ha convertido en letra muerta la garantía de la 
educación primaria universal para los pobres de Amé­
rica Latina; la educación disponible para ellos ha sido 
de tan mala calidad que les reporta muy poco benefi­
cio real.

CUADRO 4
P re s u p u e s to  d e s tin a d o  a la  e d u c a c ió n  
s u p e r io r ,  1990-1994

Porcentaje del presupuesto 
total en educación

Asia oriental
Malasia 17
Tailandia 17
Indonesia 18
República de Corea 8
Promedio (simple) 15

América Latina
Argentina 17
Brasil 26
Chile 20
Colombia 17
Costa Rica 31
Ecuador 23
Honduras 20
México 14
República Dominicana 11
Uruguay 25
Venezuela 35

Promedio (simple) 22

Fuente: Programa de las Naciones Unidas para el Desanollo, De­
sarrollo humano, Informe 1997, Santafé de Bogotá, Tercer Mundo 
Editores, 1997,

En resumen, el crecimiento económico relativa­
mente bajo de América Latina, la persistencia de des­
igualdades de ingreso y las dificultades para reducir la 
pobreza no se pueden separar de la triste trayectoria 
regional de acceso limitado y desigual a la educación. 
En una serie de círculos viciosos, los altos niveles his­
tóricos de desigualdad de activos e ingresos han gene­
rado un ambiente político y económico que limita gra­
vemente las oportunidades de los pobres. Con escasas 
posibilidades de educación, a pesar de un gasto razo­
nable de los gobiernos, y careciendo de otros activos 
productivos, los pobres están condenados al trabajo de 
baja productividad, al bajo ingreso en los hogares y a 
un nuevo ciclo de acceso limitado a la educación. Las 
sociedades de la región se ven afectadas también en 
su conjunto, porque el progreso educativo y la acumu­
lación de activos se limitan a los que no son pobres, 
reduciéndose los niveles medios de crecimiento y per­
petuándose la desigualdad.
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IV
Conclusiones y reflexiones

Este artículo comenzó con una crítica, al menos en 
términos de orientación de políticas, de los modelos 
actuales de crecimiento endógeno —que apuestan a la 
educación pero no logran considerar la importancia de 
la demanda de educación de los hogares, los efectos 
de la distribución de la educación y los problemas 
institucionales de la entrega de la educación, especial­
mente a los pobres. La discusión destaca la importan­
cia de la demanda de escolaridad de los pobres en 
América Latina, inhibida por muchas décadas por po­
líticas económicas desfavorables a la mano de obra; y 
la distribución del capital humano, en que el acceso 
desigual a la escolaridad de los pobres retarda el pro­
ceso de acumulación. También se subraya que el ac­
ceso limitado y desigual al capital humano que se re­
gistra en América Latina se vincula con el bajo creci­
miento económico de América Latina, la persistencia 
de una alta desigualdad en la distribución de los ingre­
sos y las dificultades para reducir la pobreza. Mere­
cen especial atención los datos que sugieren que la dis­
tribución de la educación no ha mejorado o lo ha he­
cho escasamente en los últimos treinta años.

Para comenzar, se proporcionan antecedentes de 
que la acumulación baja y desigual de capital humano 
no sólo ha retardado el crecimiento global de Améri­
ca Latina, sino que ha dificultado la reducción de la 
pobreza y ha contribuido a la persistencia de los más 
altos niveles mundiales de desigualdad de ingresos. Las 
consecuencias son claras —hay un gran potencial de 
crecimiento acelerado para la región. El proceso de 
crecimiento podría beneficiarse de aumentos importan­
tes de productividad entre los pobres, si se les diera 
acceso a la educación. Más educación, y en particular, 
una educación más igualitaria (que llegue a los pobres), 
podría acelerar el proceso de crecimiento y simultánea­
mente reducir la desigualdad.

A continuación se sostiene que en América Lati­
na la baja acumulación de capital humano y su distri­
bución desigual tienen su origen, en parte, en una 
desigualdad, de larga data, de los activos (incluso el 
propio capital humano) y de los ingresos. El legado 
histórico es difícil de modificar a corto plazo, pero la 
acumulación baja y desigual puede también tener su 
explicación en las políticas económicas que prevale­
cieron en la región por décadas. Las economías cerra­

das que protegían al capital y dependían de la expor­
tación de recursos naturales desalentaban la demanda 
de educación en los hogares pobres de América Lati­
na, al desalentar la demanda de mano de obra, el acti­
vo más importante de los pobres, y de mano de obra 
calificada, donde radica el mayor potencial de aumen­
to de sus ingresos.

De hecho, la desigualdad de acceso se ha imbui­
do de un criterio de entrega de servicios sociales que 
alienta la exclusión, la segmentación y la ineficiencia. 
Los sistemas burocráticos verticales tradicionales para 
organizar la enseñanza y otros servicios han sido 
ineficientes y no han logrado atender a los pobres. El 
modelo alternativo de entrega privada, orientado por 
el mercado, no lo ha hecho mejor; en algunos países, 
la competencia que genera ha dejado fuera del siste­
ma a los que no pueden pagar.

No obstante, hay motivos de optimismo. En la 
mayoría de los países de la región, las reformas eco­
nómicas de la última década están eliminando los 
sesgos contra la mano de obra, típicos de las econo­
mías protegidas, y están produciendo la estabilidad 
macroeconómica esencial para la inversión privada. Se 
están sentando así las bases para un aumento de la 
demanda de escolaridad por parte de los hogares y de 
un mayor interés del sector empresarial en la mano de 
obra calificada para mantener la competitividad en las 
economías abiertas. Estas fuerzas se han conjugado 
para impulsar la reforma educativa en la región y para 
despertar un renovado interés entre los responsables de 
la política en nuevos sistemas de provisión de educa­
ción, salud y otros servidos públicos. Ya se ha comen­
zado en algunos países a aplicar sistemas alternativos 
de provisión de servicios sociales que promueven la 
competencia entre oferentes públicos y privados, ha­
cen valer el poder del consumidor y su capacidad de 
opción y aseguran la incorporación integral de los 
pobres como consumidores al sistema, mediante reglas 
de acceso justas, sistemas de vales y otros subsidios a 
la demanda. Estas reformas están demostrando que es 
posible conciliar la eficiencia con la equidad.’^

Sobre enfoques alternativos de provisión de servicios sociales, 
véase Birdsall y Londoño, 1998.
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Los trade offs no son inevitables en el proceso del 
desarrollo; muchos son resultado de malas decisiones 
políticas y de instituciones débiles. Centrarse en el ac­
ceso igualitario para los pobres a los servicios que 
generan capital humano, en otras palabras, superar el

proceso de filtración puede traer consigo más creci­
miento y un mejoramiento de la equidad para las eco­
nomías y los pueblos de América Latina.

(Traducido del inglés)
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En este artículo se sintetizan los resultados de un análisis de 
factores de largo plazo que afectan a la distribución del ingre­
so en cinco países de la región; Argentina, Brasil, Chile, Co­
lombia y México, sobre la base de encuestas de hogares dis­
ponibles para esos países entre 1979 y 1992. Tras una breve 
introducción (sección I), se examina la metodología aplicada 
(sección II) y luego se detallan los principales resultados (sec­
ción III), Se destacan entre éstos las menores remuneraciones 
al trabajo que perciben los primeros deciles de ingreso asocia­
das, entre otras cosas, a inequidades en los niveles educaciona­
les alcanzados. A la vez, se observa que tales deciles exhiben 
tasas de ocupación inferiores al promedio y tasas de inactivi­
dad más altas. Este último fenómeno aparece vinculado a la 
composición de los hogares: los primeros deciles acusan una 
mayor presencia relativa de menores en el hogar, con lo cual 
la carga de cuidado de niños es mayor y los costos de partici­
par en el mercado de trabajo se elevan, induciendo una menor 
participación en él y reduciendo la generación de ingresos. El 
artículo concluye con algunas sugerencias para una política 
redistributiva (sección IV). Esta debería avanzar conjuntamen­
te en al menos cuatro esferas: generación de empleo producti­
vo, elevación de los ingresos de los hogares más pobres, re­
ducción de las barreras para que éstos accedan al mercado 
laboral y, finalmente, aspectos relacionados con la dinámica 

demográfica.
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I
Introducción

Tres son los motivos que originaron el presente artí­
culo. En primer lugar, lograr mayores grados de equi­
dad ha formado parte importante de los objetivos de 
la estrategia de desarrollo de los gobiernos de la re­
gión, que se expresa en propósitos de promover una 
mayor igualdad de oportunidades, así como en pro­
puestas para reducir la incidencia de la pobreza. En 
segundo lugar, como ha sido documentado en otros 
estudios publicados por esta revista, el panorama dis­
tributivo a inicios de los años noventa, luego de los 
procesos de ajuste y reformas estructurales de los 
ochenta, exhibe un deterioro preocupante (Altimir, 
1994) y su recuperación supone un importante desafío 
para los gobiernos y sus políticas. En tercer lugar, la 
evolución distributiva en la región durante la primera 
mitad de la década de los noventa continúa siendo 
desalentadora en términos generales, observándose 
cierto progreso en algunos casos aislados, c epa l , 
(1994a y 1995). Aún más, el bajo crecimiento econó­
mico en ciertos casos, y el consiguiente incremento en 
las tasas de desocupación (oír, 1996), hacen prever que 
el deterioro distributivo podría agravarse en determi­
nados países.

En virtud de lo anterior, cobran renovada impor­
tancia políticas orientadas a superar esta situación, to­
mando en cuenta tanto el carácter de largo plazo de 
ciertos factores que afectan la distribución del ingre­
so,  ̂ como la urgencia de adoptar medidas que en el 
mediano plazo permitan mejorar la situación de los 
grupos más pobres, por la gravedad de su condición.

□  Este dociimento resume resultados de investigaciones realizadas 
en el marco del proyecto Gobierno de Holanda/cEPAL sobre “Distri­
bución de) ingreso y pobreza en experiencias recientes de estabili­
zación y ajuste en países de América Latina y el Caribe”. Los aná­
lisis individuales para Argentina, Brasil, Chile, Colombia y México 
fueron publicados en forma separada (Jiménez y Ruedi, 1997 a,b,c,d 
y e). Para la elaboración de estos estudios se contó con el apoyo de 
la División de Estadística y Proyecciones Económicas de la cepal. 
Los autores agradecen los comentarios de Oscar Altimir, Juan Car­
los Peres y Carlos Howes, así como la colaboración que ellos brin­
daron,
‘ Respecto de la influencia sobre la distribución del ingreso de 
factores y políticas de corto plazo, véase Jiménez (1997),

Este artículo aborda una de las dimensiones de la 
equidad, analizando factores que contribuyen a dar 
cuenta de las diferencias en el ingreso per cápita de los 
hogares en cinco países de la región. Diversos estudios 
de la distribución del ingreso se han orientado a exa­
minar factores que explicarían las desigualdades entre 
perceptores de ingreso. En contraste, en el presente 
estudio la unidad de análisis son los hogares, que in­
cluyen tanto a personas que perciben ingresos así como 
a otras que no lo hacen. El análisis se centra entonces 
en determinar cómo se conforma el ingreso per cápita 
del hogar. Las variables consideradas incluyen los ni­
veles de remuneración, la incorporación al empleo y 
las tasas de participación de los miembros del hogar, 
así como también aspectos demográficos que influyen 
sobre el tamaño de los hogares. También se examinan 
aspectos relacionados con desigualdades en las remu­
neraciones de los factores, asociadas a características 
de los perceptores, pero principalmente en su relación 
con el ingreso per cápita del hogar.

Debe tenerse presente que, aun cuando se emplea 
una metodología común, el análisis no se orienta a es­
tablecer comparaciones distributivas entre países; el 
propósito es más bien identificar regularidades en el 
comportamiento de ciertas variables que contribuyen 
a explicar la distribución del ingreso en un determina­
do país. A la vez, con el fin de obtener conclusiones de 
cierta validez general, esta síntesis se apoya en resul­
tados obtenidos para los principales centros urbanos de 
los cinco países. Como la cobertura de las encuestas 
varía mucho de un país a otro,^ la opción de restringir 
el análisis a estos centros aparece como válida al mo­
mento de comparar resultados con el fin de establecer 
conclusiones aplicables a otras experiencias.

 ̂ A modo de ejemplo, los resultados para Argentina se refieren a 
Buenos Aires, en tanto que las encuestas en Brasil y Chile inclu­
yen zonas rurales además de las metropolitanas.
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I I
El método de análisis

Con miras a reforzar el carácter comparativo de este 
estudio, se empleó una metodología anteriormente uti­
lizada por Pollack y Uthoff (1990) en el examen de la 
distribución del ingreso en el Gran Santiago, Chile. En 
el presente caso la metodología se aplicó a encuestas 
de hogares disponibles entre 1979 y 1992 en Argenti­
na, Brasil, Chile, Colombia y México. Esta parte de una 
identidad sencilla, pero que posee el mérito de identi­
ficar algunos factores claves que afectan el nivel de 
ingreso del hogar. La metodología es básicamente 
descriptiva y busca detectar regularidades de compor­
tamiento de determinadas variables asociadas a la dis­
tribución del ingreso. No se trata en consecuencia de 
la aplicación de un enfoque teórico que presupone a 
priori cierto orden de causalidad, aunque la interpre­
tación de los resultados, basada en la identificación de 
diferencias sistemáticas de comportamiento entre 
deciles, se apoya en hipótesis explicativas de los orí­
genes de la desigualdad y de sus cambios.

El ingreso per cápita del hogar puede ser expre­
sado de manera simplificada por la siguiente identidad:

Ypc= YP
^ N L 

donde:

L r L ± ^ r  EEL ^ QI 
L + D PET N N

Ypc = ingreso per cápita del hogar;
YT = ingreso total disponible del hogar;
N ~ número de personas en el hogar;
YP -  ingreso primario de los ocupados del hogar;
L = número de personas ocupadas del hogar;
D = número de personas desempleadas del hogar; 
PET = número de personas del hogar en edad de tra­

bajar;
OY = otros ingresos del hogar.

De este modo, el ingreso per capita del hogar 
queda expresado en función de variables económicas 
y demográficas. El primer término del lado derecho, 
YP/L, corresponde a la remuneración media obtenida 
por las personas ocupadas del hogar. Este ingreso pri­
mario se compone a su vez de ingresos del trabajo 
(sueldos, salarios e ingresos del trabajo por cuenta 
propia). Corresponde entonces a un concepto de remu­
neración factorial media por ocupado.

El segundo término del lado derecho, L/(L+D), es 
la tasa de ocupación del hogar, siendo su complemen­
to la tasa de desocupación. El tercer término, (L+D)/ 
PET, es la tasa de participación. El cuarto término es 
la razón entre el número de personas del hogar en edad 
de trabajar y el tamaño del hogar, PET/N. El inverso 
de este factor es una aproximación a la tasa de depen­
dencia del hogar, en el sentido que se discute en el 
párrafo siguiente. Mientras mayor sea esta razón, ma­
yor será el número de personas en edad de dar susten­
to económico al hogar y con ello menor será la tasa 
de dependencia.

Este concepto de tasa de dependencia tiene una 
connotación demográfica, en contraste con otros usos 
que destacan aspectos diferentes. Así, es frecuente 
referirse a esta tasa como la razón entre los ocupados 
y el número de personas que no trabajan en cierto gru­
po, haciendo con ello hincapié en el esfuerzo econó­
mico que efectivamente deben hacer los ocupados para 
dar sustento al resto. Las variables relevantes en dicho 
caso serán las tasas de ocupación y de salarios, las que 
ya se incluyen en los dos primeros factores de la ecua­
ción. En el presente caso, la razón entre las personas 
en edad de trabajar y el tamaño del hogar, representa 
la proporción del hogar que potencialmente podría 
sustentarlo, siendo la estructura de edades y el tamaño 
del hogar las variables relevantes.

Finalmente, el último factor corresponde a ingre­
sos percibidos de otras fuentes, distintas al trabajo, es 
decir, ingresos por concepto de propiedad y transferen­
cias, ambos en términos per cápita. Las transferencias 
corresponden a subsidios recibidos e ingresos por ju­
bilaciones.

Las diferencias por deciles en los niveles de ingre­
so per cápita de las familias quedan entonces expresa­
das en función de los comportamientos que exhiben las 
tasas de remuneración factorial, de ocupación y de 
participación en la fuerza de trabajo, una variable rela­
tiva a la estructura demográfica del hogar y un compo­
nente de otros ingresos. Los cambios en la distribución 
del ingreso se asocian así a la evolución de estos com­
ponentes a través del tiempo. En consecuencia, los ho­
gares se ordenaron según su ingreso per cápita y se cal­
cularon los factores componentes de esta identidad. No 
obstante, dado que estos últimos resumen la influen­
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cia de muchas variables, se obtuvieron indicadores adi­
cionales que contribuyeran a explicar las diferencias en 
los niveles de ingreso primario, tasas de participación 
y estructura de los hogares.

Para una mejor comprensión de las diferencias 
según deciles en los ingresos primarios, siempre con 
los hogares ordenados de acuerdo con el ingreso per 
cápita, se calcularon sus componentes, es decir, suel­
dos y salarios medios de los asalariados del hogar y 
los ingresos medios de los trabajadores independien­
tes, También se obtuvieron los ingresos medios prove­
nientes de la propiedad, completando de este modo las 
fuentes factoriales de ingreso.

Otros enfoques, teóricos y aplicados, se han orien­
tado a explicar las diferencias en los ingresos entre 
perceptores en función de características relacionadas 
con el nivel educacional de los oferentes de trabajo. 
En este estudio, con el fin de explorar la contribución 
del mencionado factor a la explicación de la desigual­
dad de ingreso per cápita entre deciles de hogares, se 
procedió a examinar la estructura de los hogares de 
cada decil según la educación del jefe de hogar.

También, con el fin de aproximarse a variables 
que causan diferencias en las tasas de ocupación y 
participación, se examinó el comportamiento de los 
hogares en cada decil según la actividad del jefe de 
hogar y del cónyuge. En este último caso, los cálculos 
registrados se restringen a cónyuges de jefes de hogar 
ocupados, con el fin de examinar la capacidad de 
ambos para otorgar sustento económico al hogar.

Finalmente, con el propósito de indagar acerca de 
la estructura de los hogares y su posible influencia 
sobre otras variables, se obtuvo, por deciles de hoga­
res, la proporción de niños con relación a los adultos 
y el número medio de personas en el hogar.

Es pertinente realizar ciertos alcances relativos al 
concepto de ingreso que aquí se emplea. En primer

lugar, las cifras utilizadas son aquellas que recogen los 
ajustes efectuados por la cepal, que se orientan a com- 
patibilizar esta información con aquella proveniente de 
las cuentas nacionales. En términos generales el pro­
cedimiento consiste en realizar imputaciones de ingreso 
con el fin de corregir discrepancias que surgen al com­
parar las partidas de la cuenta de hogares del sistema 
de cuentas nacionales, con aquellas obtenidas de la 
encuesta (Peres, 1995; cepal, 1991 y 1996b).

En segundo lugar, las encuestas registran el ingre­
so una vez descontados los impuestos y las contribu­
ciones a la seguridad social, pero incluyen transferen­
cias y donaciones recibidas. En tercer lugar, se ha 
excluido el alquiler imputado, ya que la imputación se 
realiza a nivel de los hogares en tanto que los indicado­
res seleccionados se refieren principalmente a carac­
terísticas medias de los miembros del hogar, referen­
tes a su capacidad de generación de ingreso.

Por último, el ingreso captado por las encuestas 
incluye aquel atribuible a la propiedad. No obstante, 
la experiencia señala que éstas reflejan los ingresos 
provenientes de la propiedad en una proporción con­
siderablemente menor que en el caso de los otros com­
ponentes del ingreso. Como las dificultades de medi­
ción de esta índole son agravadas por cuadros inflacio­
narios importantes, como los que afectaron a países de 
la región durante el período examinado, es arriesgado 
generalizar sobre la base de estos datos. En consecuen­
cia, el análisis se centra en torno a los otros compo­
nentes del ingreso del hogar.

Dado el interés que suscita la distribución del 
ingreso y los factores explicativos, los cuadros estadís­
ticos presentan índices relativos, empleando el prome­
dio de cada variable en el total de la muestra como 
patrón de referencia. Esto permite ilustrar el grado en 
que la variable media en cada decil difiere respecto del 
conjunto de la muestra.

I I I
Principales resultados comparativos

En el cuadro 1 se presentan sucintamente algunos ras­
gos relativos a la distribución del ingreso entre 1980 
y 1992 en los principales centros urbanos^ de los cin­
co países estudiados. Como allí se aprecia, durante este

En el caso de México se trata de zonas de alta densidad.

período, que en su mayor parte se caracterizó por im­
portantes fluctuaciones macroeconómicas asociadas a 
la crisis de endeudamiento externo que afectó a países 
de la región, los cambios en la distribución del ingre­
so fueron significativos. De acuerdo al coeficiente de 
Gini, la concentración del ingreso en los principales 
centros urbanos se redujo en Colombia, aumentó en
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CUADRO 1

A m é ric a  L a tin a  (c in c o  p a ís e s ): In d ic a d o re s  de  la d is tr ib u c ió n  d e l in g re s o

Coeficiente 
de Gini

Participación en el 
ingreso total

Razón entre el ingreso 
per cápita medio y el 

oromedio total

Indice del ingreso per cápita 
real promedio

Porcentaje 
de hogares bajo la 
línea de pobreza*' 

(total urbano)Primer
decil

Decil
superior

Primer
decil

Decil
superior

Total de 
la muestra

Primer
decil

Decil
superior

Argentina {Buenos Aires)
1980 0.365 3,0 30.6 22,0 360.0 100 100 100 S'’
1986 0.393 2.Ó 34.0 19.2 407,2 104.6 91.2 118.3 9b
1990 0.422 2,3 34.2 15.4 411,9 92.3 64.5 105.6 16̂
1992 0.408 2.3 31.6 15.6 399.5 89.1 63.3 98.9 10’’

Brasil (Sao Paulo y Río de Janeiro)
1979 0.448 2.1 36.1 12.9 432.3 100 100 100 30
1987 0.526 1.4 44,0 9.7 529.1 115,0 86.8 140.8 34
1990 0,503 1.5 37.6 9.7 467.2 99.7 75.2 107.7 37

Chile (Gran Santiago)
1987 0.507 1,4 40.0 9.9 471.9 100 100 100 38
1990 0.487 1.7 39.6 12.3 440.5 110.6 138.2 103.3 33
1992 0.512 1.7 44.4 12.4 489.3 136.0 170.3 141.1 28

Colombia {Bogotá)
1980 0.520 1.3 40.8 8.9 489.2 100 100 100 36*"
1986 0.457 1.5 36.2 10.5 443,6 121.4 142.5 110.0 36*̂
1990 0.478 1.4 36.0 10.3 437.1 120,9 139.2 108.0 35*̂
1992 0.448 1.8 34.0 12.0 433.8 124.8 168.2 110.7 38̂ *

Mexico (Zona de alta densidad)
1984 0,324 3.1 26.7 18,2 358.3 100 100 100 28
1989 0.432 2.4 37.6 14.7 460.8 101.4 82.0 130.4 34
1992 0.426 2.4 36.2 15.4 424,4 114.1 96.4 135.1 30

Fuente: CEPAL sobre la base de tabulados especiales de encuestas de hogares.

 ̂ CEPAL 1997. Areas metropolitanas. Siete ciudades principales.  ̂ Ocho ciudades principales.

Argentina, Brasil y México y tendió a mantenerse con 
ciertas oscilaciones en Chile.

Más ilustrativo resulta observar los cambios en las 
participaciones en el ingreso total de los deciles que 
ocupan ambos extremos de la distribución.'^ Examinan­
do el caso de Colombia, país que exhibe reducciones 
en la concentración durante este período, se aprecia una 
redistribución de alrededor de 7% del ingreso desde el 
decil superior principalmente hada deciles medios al­
tos, elevándose la participación de los deciles inferio­
res en una proporción reducida (véase Jiménez y Ruedi, 
1997b). Debe hacerse notar, sin embargo, que redis­
tribuciones de esta magnitud son muy significativas; 
aplicadas a un pib en crecimiento, representan una 
importante transferencia de ingresos hacia sectores 
medios altos. Otros indicadores reflejan una evolución

Solamente con fines ilustrativos, diremos que la mayoría de los 
cuadros incluidos en el texto presentan información relativa a los 
deciles extremos, pese a que las conclusiones se basan en la obser­
vación de toda la distribución, tal como aparece en los estudios de 
casos nacionales que este artículo sintetiza.

un tanto más positiva. Así, el ingreso per cápita me­
dio del primer decil pasó de representar un 8.9% del 
promedio total a un 12%. A su vez, el ingreso real de 
este segmento se expandió en 68.2%, mientras que el 
total subió 24.8%. No obstante, probablemente debi­
do al bajo nivel inicial del ingreso per cápita de los 
estratos inferiores, el aumento del ingreso no fue sufi­
ciente para reducir la incidencia de la pobreza en los 
hogares urbanos. En síntesis, en Colombia se verificó 
un proceso redistributivo, pero que no alcanzó signifi­
cativamente a los estratos pobres.^

En los países en que aumentó la concentración en 
este período (Argentina, Brasil y México) se observan 
reducciones en la participación del decil inferior y, en 
ciertos casos, significativas redistribuciones en favor 
del decil superior, incrementos en las diferencias de in­
greso per cápita entre el decil inferior y superior res­
pecto del promedio, pérdidas de ingreso real en el pri-

 ̂ Ocampo, Pérez, Tovar y Lasso ()998) señalan que si bien la 
distribución del ingreso mejoró en los sectores urbanos, en los ru­
rales se apreció un deterioro.
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mer decil y aumentos en la incidencia de la pobreza.
A su vez, en Chile se observan variaciones distri­

butivas que no se expresan totalmente en cambios del 
coeficiente de Gini. En efecto, la participación del decil 
inferior se incrementa levemente pero en menor grado 
que los aumentos de participación del decil superior. 
También, si bien como porcentaje del promedio se 
eleva el ingreso per cápita del primer decil, aquel del 
estrato más alto también sube, distanciándose así aún 
más del resto. En el contexto del crecimiento experi­
mentado, el ingreso real per cápita del primer estrato 
se expande a una tasa superior al promedio y conco­
mí tan temente se aprecia una reducción del porcentaje 
de hogares en situación de pobreza. Sin embargo, el 
decil más alto también exhibe mejoras superiores al 
promedio, contrarrestando de este modo una posible 
mejoría en la distribución. En suma, como otros aná­
lisis han señalado ( c e p a l , 1997), la experiencia chile­
na podría ser considerada como un proceso de creci­
miento con reducción de la pobreza y bajo contenido 
redistributivo. Más adelante se establecerán hipótesis 
que contribuirían a explicar el bajo grado de difusión 
social del crecimiento que se ha observado en algunas 
experiencias de la región.

En suma, con la excepción de Colombia, se apre­
cia un incremento en las diferencias de ingreso entre 
ambos extremos de la distribución durante el período 
examinado. No obstante, en todos los casos la partici­
pación de los primeros deciles permanece en niveles 
muy bajos. Nuevamente con la salvedad de Colombia, 
las redistribuciones de ingreso se tradujeron en incre­
mentos de la participación del decil superior que re­
sultan muy significativas, equivalentes en algunos ca­
sos a entre dos y tres veces la participación total del 
decil inferior. Además, se destaca la gran persistencia 
en el tiempo de las bajas participaciones en el ingreso 
de los grupos más pobres, fenómeno que se repite en 
todos los países, otorgándole una gran inercia a la dis­
tribución. Finalmente, durante el período examinado 
sólo se observa reducción de la pobreza urbana en 
Chile, en tanto que en los países restantes se incrementa 
su incidencia o bien la situación se estanca,

1. Rasgos estilizados de los niveles relativos de 
ingreso

a) Componentes del ingreso primario
En el cuadro 2 se presentan antecedentes relati­

vos a los componentes del ingreso primario y las trans­
ferencias. Se confirma allí la influencia sobre la dis­
tribución de las remuneraciones al trabajo asalariado.

En efecto, en aquellos países en los cuales son meno­
res las diferencias relativas en esta variable (Argenti­
na y México), tiende a ser mayor la participación del 
primer decil en el ingreso, A su vez, desde una pers­
pectiva temporal, en los países en que se deterioró la 
distribución (Argentina, Brasil y México), se profun­
dizaron las diferencias relativas de las remuneraciones 
salariales por ocupado.

El ingreso medio del trabajo independiente exhi­
be diferencias relativas entre deciles aún más pronun­
ciadas que en el caso anterior y han tendido general­
mente a profundizarse en el tiempo (cuadro 2). Típi­
camente, estos ingresos representan una fracción cre­
ciente del total por deciles, lo que se debería a la mayor 
heterogeneidad del tipo de trabajo que da origen a esta 
fuente de ingreso. Así, en esta categoría de ingresos 
suelen incluirse, entre los estratos superiores, aquellos 
provenientes del empleo profesional independiente y 
de rentas de empleadores, en tanto que entre los estra­
tos inferiores éstos son generados mayormente por tra­
bajadores por cuenta propia de baja calificación.

En suma, la desigualdad del ingreso per cápita de 
los hogares corresponde en gran medida a disparidades 
en las remuneraciones del trabajo, aunque este no es 
el único factor determinante, como más adelante se 
examina. A su vez, cambios en las diferencias en las 
remuneraciones relativas se expresan en fluctuaciones 
distributivas, asociándose una reducción de éstas a una 
mayor participación en el ingreso de los deciles más 
pobres.

Los factores que influyen en las diferencias de 
remuneraciones son de variada índole y han sido abor­
dados por diversos estudios. En primer lugar, el resul­
tado que con mayor solidez se obtiene se refiere a la 
influencia de la variable educacional.^ El cuadro 3 
presenta la distribución del ingreso en Brasil, Chile y 
Colombia según el nivel educacional de los jefes de 
hogar, por deciles.^ Como allí se aprecia, existe una 
asociación sistemática entre los niveles de educación 
alcanzados y el decil de ingreso al cual pertenece el 
jefe del hogar; mientras más alto sea su nivel educa­
cional, más probabilidades tendrá el hogar que enca­
beza de pertenecer a un decil cuyo ingreso per cápita 
sea mayor.

Véase por ejemplo Altimir y Pinera (1977); también Psacharo- 
poulos, Morley, Fiszbein, Lee y Wood (1992).
 ̂ La información para Argentina y México se presenta clasificada 

segiín niveles educacionales distintos a los presentados en este cua­
dro, por lo que no son comparables. No obstante, los resultados se 
mantienen. Véanse los estudios de caso para dichos países en esta 
misma serie.
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CUADRO 2
A m é r ic a  L a tin a  (c in c o  p a ís e s ): In d ic e s  re la tiv o s  d e  
fa c to re s  c o m p o n e n te s  d e l in g re s o  d e l h o g a r^

Ingreso primario 
medio/ingreso 
medio total

Ingreso asalariado 
medio/ingreso 

medio total

Ingreso medio del 
trabajo independiente/ 

ingreso medio total

Ingreso medio por 
transferencias/ingreso 

medio total

Primer
decil

Decil
superior

Primer
decil

Decil
superior

Primer
decil

Decil
superior

Primer
decil

Decil
superior

Argentina {Buenos Aires)
1980 40.1 241.3 60.9 202.5 9.4 350.8 61.7 172.2
1986 32.0 303.2 38.6 199.0 14.2 467.0 87.1 153.7
1990 25.9 321.8 39.8 202.0 6.8 452.3 86.9 119.9
1992 25.3 291.4 41.0 181.2 4.1 397.4 83.3 185.4

Brasil (Sao Paulo y Río de Janeiro)
1979 26.9 323.1 32.1 289.9 9.0 471.3 21.3 362.4
1987 14.8 385.7 23.6 323.4 7.5 478.3 20.2 462.9
1990 19.9 342.9 22.7 305.5 10.1 452.3 19.3 435.2

Chile {Gran Santiago)
1987 16.4 422.4 21.0 325.5 9.3 655.3 22.8 287.6
1990 23.4 401.3 28.5 321.5 9.4 551.3 30.4 224.5
1992 23.2 448.9 32.8 320.1 7.0 602.3 21.3 301.7

Colombia (Bogotá)
1980 18.1 391.6 24.1 302.9 9.1 465.3 42.2 315.1
1986 22.6 327.1 29.1 271.4 8.7 421.6 17.0 374.0
1990 23.0 317.7 25.5 239.5 9.6 384.5 10.4 392.9
1992 31.1 308.0 37.3 254.5 14.6 371.7 6.7 398.8

México (Zona de alta densidad)
1984 35.4 262.3 42.7 188.2 16.3 372.4 42.0 259.1
1989 29.8 377.5 45.3 210.8 7.5 573.7 23.0 318.5
1992 27.6 411.3 41.6 243.9 7.7 614.7 25.9 242.6

Fuente: cepal , sobre la base de tabulados especiales de encuestas de hogares.

® Los índices relativos son razones entre el valor medio de la variable en determinado decil y el correspondiente promedio.

CUADRO 3
A m é r ic a  L a tin a  ( tre s  p a ís e s ): D is tr ib u c ió n  de  lo s  h o g a re s
p o r  a ñ o s  d e  e s tu d io s  d e l je fe  de  h o g a r, p o r  d e c ile s
(Porcentajes)

Brasil, \9W Colombia 1992*’ Chile, 1992'
0 a 3 años 4 a 9 años 10 a 12 años 13 y más 0 a 3 años 4 a 9 años 10 a 12 años 13 y más 0a3años 4 a 9 años 10 a 12 años 13 y más años

Total 100 100 100 100 100 700 100 700 700 100 100 100

1 17.9 5.3 1.2 0.1 18.3 12.7 4.7 1.0 14.5 13.3 6.8 2.1
2 16.5 6.7 1.7 0.3 15.6 12.7 6.5 1.1 12.5 12.5 9.0 2.2
3 14.2 9.0 3.0 0.4 15.2 12.3 7.2 1.7 12.5 11.6 9.9 3.1
4 12.7 10.3 4.4 0.6 14.5 12.5 6.6 2.0 14.1 11.1 9.6 3.4
5 11.3 11.4 6.1 0.9 14.0 11.6 8.7 3.4 12.5 10.9 9.5 5.9
6 9.5 12.8 7.8 1.9 8.8 11.9 11.0 5.0 11.7 10.7 10.3 5.6
7 7.8 13.2 11.3 3.9 6.2 10.0 12.8 9.5 8.5 10.1 11.2 9.2
8 5.4 13.5 18.2 8.2 3.8 8.1 15.7 13.9 7.0 8.9 12.0 12.5
9 3.2 11.5 23.2 23.2 2.7 5.4 15.2 24.3 4.9 7.3 11.8 19.7
10 1.4 6.4 23.0 60.5 0.8 2.9 11.7 38.2 1.8 3.8 9.9 36.3

Fuente: CEPAL, sobre la base de tabulados especiales de encuestas de hogares.

® Total nacional. Ocho ciudades principales.
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En segundo lugar, en el contexto de mercados seg­
mentados, la remuneración al capital humano también 
difiere según el segmento del mercado de trabajo en 
que se inserte el trabajador. Así, para un mismo nivel 
de calificación, la remuneración dependerá del Upo de 
ocupación, el tamaño y la propiedad de la empresa 
(Aitimir y Pinera, 1977). Existe además suficiente in­
formación que señala que los grupos de menores in­
gresos se insertan en mayor grado en sectores de baja 
productividad y crecimiento, originando menores re­
muneraciones para un mismo nivel de calificación. Así, 
entre el 40 y el 60% de la población urbana ocupada 
está adscrita a segmentos de baja productividad, prin­
cipalmente la microempresa y el trabajo independien­
te no calificado (cepal, 1996a).

En síntesis, las diferencias en el ingreso per cápita 
de los hogares resultan parcialmente de desigualdades 
en la remuneración al trabajo, originadas a su vez por 
diferencias en los niveles de calificación y adscripción 
a los segmentos menos dinámicos del mercado de tra­
bajo.

b) El nivel relativo de transferencias
En el cuadro 2 aparece también información so­

bre transferencias medias por perceptor (jubilaciones, 
pensiones y otros ingresos) en los deciles extremos, a 
la vez que se documenta su evolución relativa en el 
período analizado. Resaltan al respecto los resultados 
de Argentina, que exhibe menores diferencias relati­
vas; aún más, en el tiempo dichas transferencias ha­
brían contribuido a evitar en este caso un mayor dete­
rioro distributivo, por cuanto tendieron a acortarse las 
distancias entre los deciles inferior y superior. Aun así, 
se observa el mismo comportamiento sistemático que 
en otros países; las transferencias medias por percep­
tor del hogar tienden a elevarse con el nivel de ingre­
so, estableciéndose diferencias que en algunos casos 
son muy significativas. Estas desigualdades se expli­
carían por la interacción de varios factores. En primer 
lugar, la cobertura de los sistemas de previsión social 
generalmente es menor entre segmentos de menores 
ingresos. En segundo lugar, las jubilaciones o pensio­
nes otorgadas tienden a reflejar la desigualdad de ingre­
sos prevaleciente al momento de adquirirse el derecho 
a ellas. En tercer lugar, las pensiones asistendales, al 
ser de cargo público, frecuentemente han sido erosio­
nadas por procesos inflacionarios. Finalmente, la ma­
yor informalidad entre los grupos de menores ingre­
sos dificulta su cobertura por parte de los organismos 
públicos de protección y asistencia social. Vemos así 
que, por lo general, las transferencias tienden a ser

insuficientes para compensar las inequidades de la 
distribución primaria.

2. Tasas de ocupación, participación y estructu­
ra del hogar

La influencia de las disparidades en las tasas de ocu­
pación sobre la distribución del ingreso queda de ma­
nifiesto tanto en los análisis de corte transversal como 
en una perspectiva dinámica. Como se ilustra en el 
cuadro 4, los primeros estratos de ingreso exhiben ta­
sas de ocupación consistentemente menores que el 
promedio y éstas son crecientes a medida que se sube 
en la escala de ingresos. A su vez, allí donde se obser­
vó un aumento de la concentración del ingreso (Argen­
tina, Brasil y México), los niveles relativos de ocupa­
ción del primer decil se deterioraron, en tanto que 
aquellos del decil superior mejoraron. En contraste, en 
el caso de Colombia (Bogotá), la mejoría distributiva 
se presenta asociada a un aumento en el nivel relativo 
de ocupación de los primeros estratos, reduciéndose así 
la distancia respecto del estrato superior.

Un comportamiento similar al anterior exhiben las 
tasas de participación, con la salvedad de que, para 
cada año, su dispersión es mayor que la de las corres­
pondientes tasas de ocupación. Como muestra el cua­
dro 4, las tasas de participación son persistentes y 
sustancialmente inferiores al promedio entre los hoga­
res más pobres. Por otra parte, sólo en Colombia (Bo­
gotá) se aprecian reducciones en el tiempo de las 
disparidades de tasas de participación, siendo este el 
único caso en que disminuye la concentración del in­
greso. Allí donde aumentó la concentración (Argenti­
na, Brasil y México) persisten las diferencias en esta 
variable. En Chile, país que no presenta mejoras dis­
tributivas no obstante su crecimiento sostenido y los 
aumentos en las tasas de ocupación, se incrementó en 
términos relativos la desigualdad en las tasas de parti­
cipación.^ En efecto, no obstante un incremento a ni­
vel absoluto, en términos relativos la tasa de partici­
pación del primer decil se redujo respecto del prome­
dio debido a una mayor alza en la participación de los 
estratos medios altos. De este modo, el crecimiento no 
se tradujo en la misma medida en ganancias distribu­
tivas.

El párrafo precedente se refiere a la participación 
en el mercado de trabajo de los integrantes del hogar **

** Para un mayor detalle de la evolución de esta variable en Chile, 
véase el correspondiente estudio de caso.
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CUADRO 4

A m é ric a  L a tin a  (c in c o  p a ís e s ): In d ic e s  re la tiv o s ^  de  fa c to re s  
q u e  re fle ja n  la p a r t ic ip a c ió n  en  e l m e rc a d o  de  tra b a jo

Años Tasa de ocupación 
media/promedio 

total

Tasa de participación 
media/promedio 

total

Población en edad 
de trabajar/ 

promedio total

Tamaño medio 
del hogar/ 

promedio total
Primer

decil
Deci!

superior
Primer
decil

Decil
superior

Primer
decil

Decil
superior

Primer
deci]

Decil
superior

Argentina (Buenos Aires)
1980 85,6 114.7 61.9 143.4 84.8 107.4 125.7 80,0
1986 68.4 115.8 56.7 1.39.8 88.4 107.0 122.9 77.1
1990 66.5 124.9 63.0 152.6 85.0 108.5 135,3 76.5
1992 62.4 119.6 60.1 145.1 88.4 107.8 128.6 71,4

Brasil (Sao Paulo y Río de Janeiro) 
1979 100.8 98.1 71.7 132.5 79.3 111.6 133.3 74.4
1987 88.1 99.9 81.5 113.8 83.5 111.6 119.4 72.2
1990 86.3 105.9 78.2 120.7 85.8 109.9 124.3 73.0

Chile (Gran Santiago)
1987 82.6 109.8 81.6 126.2 83.7 108.0 121.4 76.2
1990 81.8 108.0 78.1 121.8 83.7 107.3 122.5 85.0
1992 86.4 101.3 75.8 Il l . I 83.4 110.5 117.9 82.1

Colombia (Bogotá)
1980 91.2 107,7 79.9 122.5 82.3 115.4 117,0 74.2
1986 92.2 107.7 93.0 117.6 78.9 119.5 116.8 77.0
1990 97.1 105.1 88.8 119.8 83.7 113.7 114.3 73.8
1992 96.3 103.6 86,1 118.7 80.2 112.6 119.5 73.2

México (Zona de alta densidad) 
1984 100.4 96.1 90.4 114.8 76,2 117.8 136.0 66.0
1989 101.1 101.1 77.7 126.9 84.3 113.9 138.3 68.1
1992 98.6 102.0 77.6 118.4 83.4 110.2 128.9 73.3

Fuente: Cepa l , sobre la base de tabulados especiales de encuestas de hogares.

** Razones entre el valor medio de la variable en determinado decil y el correspondiente promedio.

pertenecientes a la población en edad de trabajar. Sin 
embargo, el tamaño relativo de ésta también varía se­
gún los deciles; en los hogares de los primeros estra­
tos hay relativamente menos personas en edad de tra­
bajar y proveer sustento económico. De este modo, aun 
cuando las tasas salariales, de ocupación y participa­
ción fueran iguales, los primeros estratos continuarían 
siendo, en términos relativos, menos acomodados. La 
contraparte, como se muestra en la sección siguiente, 
es una mayor presencia relativa de menores en los 
hogares más pobres.

En síntesis, entre los grupos de ingreso más bajo 
es menor la proporción de personas pertenecientes a 
la población en edad de trabajar que participan efecti­
vamente en el mercado de trabajo, ya sea estando ocu­
pados o bien buscando empleo. Esto limita el bienes­
tar del hogar, pues aun cuando los salarios fuesen los 
mismos que en estratos más altos, la menor incorpo­
ración al mercado de trabajo aminora el total de ingre­
sos que genera el hogar. Como se expone más adelan­
te, la contrapartida de esta regularidad son mayores

tasas de inactividad en los estratos de menores ingre­
sos, particularmente entre los cónyuges.

3. Tamaño y estructura de los hogares y su in­
fluencia sobre la incorporación al mercado de 
trabajo

Las dos últimas columnas del cuadro 4, así como el 
gráfico 1, ilustran respecto del tamaño de los hogares, 
apreciándose que sus miembros son más numerosos en 
los primeros deciles. Obsérvese también que los deciles 
superiores tienden a ser semejantes entre países. En los 
deciles inferiores, en contraste, las diferencias entre 
países son mayores. Con ciertas variaciones, en pro­
medio el tamaño de hogar en los estratos más pobres 
excede en 50 a 60% aquel de los deciles superiores. 
Este es un primer indicio de que las diferencias entre 
países en la dinámica demográfica se deberían en gran 
parte a la medida en que los estratos de menores in­
gresos han reducido sus tasas de fecundidad. En con­
traste, los grupos de mayores ingresos de los diferen-
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G R A FIC O  1 G RA FIC O  2

A m é r ic a  L a tin a  (c in c o  p a ís e s ): P ro m e d io  d e  
p e rs o n a s  e n  e l h o g a r, p o r  d e c lle s

A m é r ic a  L a tin a  (c in c o  p a ís e s ): N ú m e ro  d e  
m e n o re s  p o r  a d u lto  e n  e l h o g a r, p o r  d e c ile s

tes países parecen estar en una etapa de avance simi­
lar en la transición demográfica.

Como resultado de lo anterior, los hogares pobres 
se componen en mayor medida de menores, como 
muestra el gráfico 2, que ilustra la proporción de ni­
ños de hasta 11 años de edad por adulto en el hogar. 
Resalta la considerable diferencia entre los primeros 
deciles y los estratos superiores. Inclusive para países 
de avanzada transición demográfica, como Argentina 
y Chile,^ existen diferencias de 1 a 4 entre el primer 
decil y aquel superior en el promedio de niños por 
adulto en el hogar. Ello implica que la carga de cuida­
do de menores es considerablemente mayor entre los 
hogares más pobres, factor que a su vez se traduce en 
una alta ineidencia de la inactividad y baja participa­
ción en el mercado de trabajo entre los cónyuges en 
estos estratos, como ilustra el gráfico 3.

Según se aprecia, en varios casos el porcentaje de 
cónyuges inactivos (de jefes ocupados) en los prime­
ros deciles duplica aquel del decil más alto, reflejando 
una importante inequidad por estratos en el acceso 
efectivo al mercado de trabajo. En efecto, los grupos 
de menores ingresos enfrentan mayores eostos de opor­
tunidad e inferiores beneficios de incorporarse a este 
mercado. Por una parte, la mayor carga de cuidado de 
menores, en comparación con hogares de deciles más 
altos, incrementa el costo de oportunidad tanto de la 
búsqueda de empleo como de la incorporación a un 
empleo formal. Este problema es frecuentemente agra­
vado por insuficiente disponibilidad o cobertura de 
servicios públicos y/o privados, en particular guarde­
rías, jardines infantiles y escuelas. En segundo lugar, 
las remuneraciones asociadas a los bajos niveles edu­
cacionales alcanzados no compensan adecuadamente

® Véase en celade/bid (1996) un ordenamiento de países de la re­
gión según su avance en la transición demográfica.

G R A FIC O  3

A m é r ic a  L a tin a  (c in c o  p a ís e s ): H o g a re s  e n  
c a d a  d e c il e n  lo s  c u a le s  e l c ó n y u g e  e s  
in a c tiv o , p o r  d e c ile s
(Porcentajes)

[ « Aigentina • Brasil Chile -tr- Colombia ~o~ México [

el costo en que se incurre. Este conjunto de factores 
induciría una menor incorporación al mercado de traba­
jo, especialmente al formal, por parte de los cónyuges, 
lo que se refleja en una alta incidencia de la inactivi­
dad y baja ocupación entre aquellos de los primeros 
estratos.

Esta situación ha sido persistente en el tiempo y 
en general ha tendido a agravarse, ampliándose las di­
ferencias relativas. El cuadro 5 presenta, para dos pun­
tos en el tiempo, el porcentaje de hogares*^ en cada 
decil en los cuales ambos jefes están ocupados. Como 
allí se ve, persisten en el tiempo importantes diferen­
cias. Se desprende de este cuadro, en primer lugar, que 
la proporción de hogares con ambos jefes ocupados 
crece con el nivel de ingreso en todos los casos. En 
segundo lugar, que en promedio se verifica un aumento 
de este porcentaje. En tercer lugar, que el incremento 
del porcentaje de hogares con ambos jefes ocupados

El universo en cada decil se refiere a hogares en los euales ambos 
jefes están presentes.
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CUADRO 5
A m é ric a  L a tin a  (c in c o  p a ís e s ): H o g a re s  en  c a d a  d e c i! co n  je fe  y  c ó n y u g e  
o c u p a d o s  c o m o  p ro p o rc ió n  d e l n ú m e ro  de  h o g a re s  en  qu e  a m b o s  e s tá n  p re s e n te s
(Porcentajes)

Argentina“ Brasil^ Chile‘s Colombia México'^
1980 1992 1979 1990 1987 1992 1980*̂ 1992^ 1984 1992

Total 18.5 24.4 22.2 30.0 13.5 19.9 22.5 32.3 16.9 21.4

í 2.9 3.1 21.5 20.9 2.0 2.8 10.1 14.6 10.1 15.1
2 7.6 5.7 19.8 20.6 2.8 6.0 11.8 17.5 10.4 11.3
3 10.1 10,2 18,2 24,8 4.5 9.8 12.6 25.7 14.9 18,4
4 12.5 16,9 19.9 26,5 7.1 13,2 19,0 25,6 13,7 15,1
5 13.0 22.8 18.3 28.1 10.0 16,8 19.5 32.7 13,1 17.0
6 18.7 19.9 19.7 31.8 12.1 22.5 29.3 31.8 17.9 18.0
7 25.1 33.8 21.6 33.1 16.5 27.4 28.0 35.9 18.8 23.6
8 28.4 47.2 24.9 34.2 20.5 30.7 27.7 41.2 21.6 27.2
9 35.5 49.6 27.7 37.7 27.5 34.4 31.9 45.2 22.5 36.4
10 39.3 49.6 30.9 45.7 36.5 42.0 38.7 58.0 27.4 35.7

Fuente: cepal sobre la base de tabulados especiales de encuestas de hogares.

“ Buenos Aires. Total nacional.  ̂ Siete ciudades principales. Ocho ciudades principales.

entre el 30% más pobre es, en todos los países, infe- 
rior al aumento medio. Y en cuarto lugar, que el 30% 
superior de la distribución exhibe un alza mayor al 
promedio en esta variable en todos los países. En re­
sumen, es desproporcionadamente menor el grado en 
que los cónyuges de los estratos inferiores se incorpo­
ran al mercado de trabajo y al empleo, y ocurre lo 
inverso en los estratos superiores." Con ello, los be­
neficios del crecimiento económico, del empleo, de las 
ganancias de productividad y los consiguientes incre­
mentos en las remuneraciones, se circunscribirían a los 
deciles más altos de la distribución, en tanto que los 
restantes progresarían de un modo muy lento.

El mayor tamaño relativo de los hogares más 
pobres, así como la mayor presencia relativa de me­
nores en ellos, no sólo tiene consecuencias sobre los 
niveles de participación en el mercado de trabajo, sino 
que también sobre los costos directos y de oportuni­
dad para estos hogares de que jóvenes en edad de tra­
bajar permanezcan adscritos al sistema educacional. 
Ello redunda en menores niveles educacionales entre 
los jóvenes y, por ende, menores remuneraciones fu­
turas, reproduciendo en las siguientes generaciones una 
distribución concentrada del ingreso.

En síntesis, la interacción de las características 
demográficas y los niveles educacionales y su efecto

" Para comprobar esta hipótesis es preciso utilizar encuestas de 
corte longitudinal, las que sólo recientemente han comenzado a ser 
aplicadas en países de la región.

asociado sobre las remuneraciones configuran un cua­
dro que, a través del acceso diferenciado al mercado de 
trabajo, tiende a sesgar hacia los deciles superiores los 
beneficios del crecimiento económico. La inercia que 
esto origina se ve reflejada en un bajo avance en ma­
teria de distribución.

4. Conclusiones

Ciertamente existen factores determinantes de la dis­
tribución del ingreso que no se han examinado aquí, 
por el enfoque adoptado, por las limitaciones de espa­
cio e información y por el propósito de centrar el aná­
lisis en ciertos factores respecto de los cuales es posi­
ble formular políticas. El enfoque empleado pone de 
relieve el modo en que se configura el ingreso del ho­
gar, a diferencia de otros análisis que apuntan a expli­
car cómo influyen en el ingreso de los perceptores 
algunas características individuales (educación, géne­
ro, experiencia, tipo de ocupación, entre otros) y los 
sectores a los que se adscriben. Algunos de estos as­
pectos han sido abordados aquí, pero el análisis ha 
hecho hincapié en las características de los hogares y 
sus miembros en su relación con la configuración del 
ingreso per cápita del hogar. Por otra parte, no fue 
examinado el diferente acceso que los estratos de in­
greso tienen a acervos de capital, vivienda y servicios 
de salud, entre otros, que condicionan en grado impor­
tante el nivel de bienestar de las generaciones presen­
tes y futuras.
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Entre los aspectos abordados, destacan las dife- 
rendas en cuanto a remuneración al trabajo, educación, 
tasas de ocupación, acceso al mercado de trabajo y 
factores demográficos que condicionan importantes 
desigualdades. Sumariamente, los principales resulta­
dos se enumeran a continuación.

En primer lugar, los ingresos factoriales medios 
de los grupos de menor ingreso per cápita son sustan­
cialmente inferiores a los de estratos más altos, lo que 
se presenta asociado, en el caso de los ingresos prove­
nientes del trabajo, a importantes diferencias en los 
niveles educacionales. Además, como otras estadísti­
cas señalan, los sectores de menores ingresos se inser­
tan en segmentos de baja productividad del mercado 
de trabajo. Se confirman de este modo los resultados 
obtenidos por estudios previos acerca de las desigual­
dades de ingreso entre perceptores.

En segundo lugar, las tasas de ocupación de los 
grupos más pobres son sistemáticamente inferiores al 
promedio. Los cambios en la distribución van asocia­
dos en gran medida a variaciones en los niveles de em­
pleo, y las reducciones en las diferencias relativas de 
las tasas de ocupación se han presentado asociadas a 
una menor concentración del ingreso.

En tercer lugar, existen importantes diferencias 
entre deciles en el grado de participación en la fuerza 
de trabajo. Sistemáticamente se observan menores ta­
sas de participación en los grupos menos acomodados. 
La contrapartida de ello son mayores tasas de inactivi­
dad, especialmente entre cónyuges y en un grado consi­
derablemente menor, entre jefes de hogar.

En cuarto lugar, lo anterior se relaciona con la 
composición por edades de hogares en diferentes deci­
les. En efecto, según diversos indicadores la población 
en edad de trabajar es considerablemente menor en ho­
gares más pobres. La proporción de niños por adulto 
es mayor en ellos, haciendo que soporten una mayor 
carga de cuidado de menores, y elevando así el costo 
de oportunidad de participar en el mercado de trabajo 
para las mujeres.*^ Se suma este mayor costo a meno­
res beneficios de participar en dicho mercado, factor 
que se relaciona con los niveles educacionales alcan­
zados.

Por último, es importante tener presente que nin­
gún factor, considerado en forma aislada, logra dar 
cuenta completa de la distribución prevaleciente y sus 
cambios; sus efectos son más bien multiplicadores 
antes que aditivos.

IV
Sugerencias de política

De lo anterior se desprende que las estrategias orien­
tadas a influir en la distribución del ingreso debieran 
actuar conjuntamente en cuatro áreas; i) generación de 
empleo productivo y aumento de la demanda de trabajo 
menos calificado; ü) políticas para aumentar y mante­
ner los ingresos de los estratos más pobres; iü) reduc­
ción de las barreras a la incorporación al mercado de 
trabajo que éstos enfrentan, y iv) aspectos relaciona­
dos con la dinámica demográfica exhibida por estos 
segmentos.

Desde luego, la intensidad de la acción en cada 
esfera dependerá de la situación inicial de cada país. 
No obstante, debe recalcarse que el mejoramiento dis­
tributivo no se logra sólo mediante la acción sobre uno 
de los aspectos aquí señalados. En otras palabras, el 
objetivo de lograr una mayor equidad en la distribu-

Aun cuando el análisis estadístico se refiere a los cónyuges, en 
principio la segunda fuente de ingreso potencial para un hogar, la 
gran mayoría de estos son mujeres.

ción del ingreso excede los límites de las políticas de 
crecimiento, laborales y de población, siendo más bien 
el resultado del avance conjunto de ellas. En lo que 
sigue se sugieren políticas encaminadas a modificar en 
sentido progresivo la distribución del ingreso. También 
se examina la evolución de ciertas variables que permi­
ten anticipar la evolución distributiva en el mediano 
plazo.

1.

a)

Políticas de mediano y largo plazo en favor de 
una mejor distribución del ingreso

Generación de empleo productivo y aumentos en 
la demanda de trabajo menos calificado 
La CEPAL ha desarrollado un planteamiento que 

consistentemente abarca los principales aspectos liga­
dos a la distribución del ingreso (cepal, 1992 y 1997). 
En el corto plazo, se destaca la importancia de lograr 
elevados niveles de ocupación y la estabilidad macro- 
económica, evitando así las consecuencias regresivas
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causadas por fluctuaciones del nivel de actividad de­
bidas a procesos de ajuste como los experimentados 
por países de la región en los años ochenta.'^ En una 
perspectiva de mediano y largo plazo dicho enfoque, 
entre otros aspectos, hace hincapié en la creación de 
empleo productivo a través del crecimiento económi­
co sostenido como una de las condiciones básicas para 
lograr una mayor equidad en el tiempo. Acorde con 
ello, se proponen políticas de estímulo del ahorro y la 
inversión, así como la asignación eficiente de recur­
sos, en el contexto de una mayor integración de las 
economías nacionales al comercio mundial. Entre es­
tas políticas ocupa un lugar importante el fortaleci­
miento de las finanzas públicas, orientado a la genera­
ción de ahorro público para el financiamiento no in­
flacionario de los programas de inversión. Este esfuer­
zo público debiera completarse con el desarrollo de 
agentes de ahorro institucional, en particular de los 
sistemas de pensiones, y el establecimiento de un mar­
co regulatorio que conduzca a un sistema financiero 
solvente que funcione con eficiencia y que canalice 
efectivamente el ahorro hacia la inversión real. Mante­
ner un tipo de cambio real moderadamente alto y es­
table es crucial, no sólo como principal instrumento 
para promover los sectores exportadores y de sustitu­
ción de importaciones, sino que además, en conjunto 
con tasas reales de interés positivas y acordes con aque­
llas prevalecientes en los mercados mundiales, para 
mantener el ahorro financiero dentro del país y evitar 
así fugas especulativas de capitales. Se previenen de 
este modo fluctuaciones de los niveles de actividad, y 
su consiguiente impacto negativo sobre la inversión, 
que suelen derivarse de medidas de ajuste orientadas a 
enfrentar situaciones de desequilibrio externo. En su­
ma, se propende al establecimiento de un marco de po­
líticas orientadas al crecimiento, sobre la base de una 
mayor inserción externa y la recuperación de los nive­
les de inversión, apoyada principalmente en la gene­
ración de ahorro nacional.

No obstante, este enfoque reconoce que el mayor 
crecimiento no se traduce necesariamente en una ex­
pansión rápida de la demanda, por el tipo de trabajo 
ofrecido a los estratos de bajos ingresos, ni por ende 
en progreso distributivo. En'razón de ello, también se 
delinean políticas orientadas al fomento de la pequeña

Véase un examen de los efectos distributivos de los shocks y las 
políticas de corto plazo en Jiménez (1997). Allí se sintetizan resul­
tados obtenidos mediante simulaciones, empleando modelos de 
equilibrio general para Argentina, Brasil y Colombia.

y mediana empresa, principales oferentes de empleo 
formal para los estratos de menores ingresos. Uno de 
los factores que limitan de un modo gravitante el desa­
rrollo de estas empresas es la presencia de segmenta­
ciones del mercado financiero que restringen el acce­
so al crédito. Como consecuencia, las posibilidades de 
inversión de éstas dependen estrechamente de la ge­
neración de excedentes internos, lo cual reduce su cre­
cimiento y, con ello, la expansión de la demanda 
de trabajo menos calificado. Se necesitan nuevos ins­
trumentos financieros que superen la carencia de 
garantías reales en estas empresas, acompañados por 
programas de cooperación técnica y apoyo público al 
mejoramiento de su capacidad de gestión y adopción 
de progreso tecnológico, para liberar el potencial de 
crecimiento de pequeñas y medianas empresas y, con 
ello, de la demanda de trabajo (Held, 1995).

Desafortunadamente, la evolución en materia de 
ahorro, inversión y crecimiento en la región entre 1990 
y 1996 fue insuficiente para inducir aumentos signifi­
cativos en la generación de empleo ( c e pa l , 1997). Entre 
1991 y 1996, sólo cuatro países de la región lograron 
un crecimiento anual medio estable superior al 4%. 
Otros países lograron ocasionalmente tasas mayores, 
pero sin lograr sostenerlas. En suma, además de mo­
derado (3.1% como promedio entre 1991 y 1996), el 
crecimiento en la región ha sido inestable, factor que 
ha gravitado en la baja expansión del empleo y las alzas 
en el desempleo (c e p a l , 1997). Por otra parte, emplean­
do un indicador compuesto por cinco variables (des­
empleo, informalidad, salarios en la industria, salarios 
mínimos y productividad) la Organización Internacio­
nal del Trabajo ( o it ) señala que, en una muestra de 16 
países de la región, sólo cinco (Solivia, Chile, Pana­
má, Paraguay y Perú), exhibieron un progreso laboral 
tendencial positivo entre 1990 y 1996, y únicamente 
Chile presentó avances en todas las variables, inclui­
da la productividad; en los once países restantes, entre 
los cuales se hallan las economías más grandes y popu­
losas de América Latina y el Caribe, se observaron 
retrocesos o estancamientos de carácter tendencial en 
los índices de progreso laboral (o it , 1996). Como re­
sultado de lo anterior, salvo excepciones, no es posi­
ble anticipar mejoramientos significativos de la distri­
bución del ingreso en la región. Por el contrario, debi­
do a la influencia de la variable ocupacional sobre la 
distribución, así como por la mayor incidencia del 
desempleo entre los estratos más pobres, lo más pro­
bable es que aumente la concentración del ingreso en 
un número importante de países.
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b) Incremento y mantención de los ingresos de los 
hogares más pobres: educación y transferencias 
Como se señaló, el nivel educacional afecta en 

medida importante la remuneración de quienes logran 
empleo, por lo que las medidas para promover la am­
pliación de la cobertura del sistema educacional, el 
incremento de sus tasas de retención y las mejoras en 
su calidad, forman parte de toda política que se orien­
te a mejorar la distribución del ingreso en el largo pla­
zo. Sin embargo, en términos distributivos el resulta­
do de estos esfuerzos sólo cristalizará a largo plazo, a 
medida que sucesivas cohortes con mejores niveles de 
educación se incorporen al empleo y adquieran impor­
tancia numérica. Los programas de capacitación orien­
tados a elevar el nivel de calificación de aquellos más 
pobres, probablemente exhiban un resultado más cer­
cano, a mediano plazo. Además, estos programas pue­
den reforzar la eficacia de las políticas de largo plazo, 
por cuanto existen complementariedades intergenera­
cionales. Por ejemplo, alzas actuales en el ingreso del 
hogar, como resultado de mejoras salariales asociadas 
a programas de capacitación, aumentarían la permanen­
cia escolar de los hijos, evitando su prematura incor­
poración a empleos de baja remuneración. Con ello, en 
el futuro éstos podrán aspirar a mejores ingresos.

También existen importantes relaciones de com- 
plementariedad con políticas de otras esferas, como es 
el caso de la provisión de servicios de salud a la pobla­
ción pobre; al mejorar ésta, se refuerzan los efectos de 
la política de educación, pues permite mayor continui­
dad en la permanencia dentro del sistema escolar y un 
mejor aprovechamiento de éste por los menores. A su 
vez, como lo han demostrado varios estudios, los ma­
yores niveles de educación de las madres se traducen, 
entre otras cosas, en menores tasas de morbilidad 
y mortalidad infantil (c el a d e / b id , 1996). En ambos 
casos, los resultados distributivos son de larga madu­
ración. Por ello, es clave la persistencia de estas polí­
ticas y del crecimiento económico ya que las reduc­
ciones transitorias de los recursos destinados a ellas ge­
neran efectos permanentes. Quienes hoy, por ejemplo, 
pierden la oportunidad de permanecer en el sistema 
educativo por una reducción transitoria de ingresos en 
el hogar, encontrarán dificultades para reincorporarse 
en el futuro, con lo cual su calificación y por ende sus 
ingresos podrían ser permanentemente más bajos. Las 
oscilaciones negativas en los recursos destinados a la 
política social tienden entonces a reforzar los mecanis­
mos intergeneracionales de transmisión de la pobreza.

La experiencia de la región en este ámbito tam­
poco permite anticipar, con algunas excepciones, una

evolución progresiva de la distribución. Como lo se­
ñalan diversos estudios, frecuentemente fueron los 
recursos destinados a las políticas sociales los que 
experimentaron las mayores reducciones reales debi­
do a ajustes del presupuesto público (c e pa l , 1994b; 
Cominetti, 1994), agravando con ello efectos distribu­
tivos regresivos derivados de la recesión. Por lo tanto, 
la falta de progresos distributivos en los años noventa 
puede atribuirse en parte a etapas de ajuste macroeco- 
nómico vividas por la mayoría de los países de la re­
gión en los años ochenta.

El análisis precedente se refiere a políticas que de 
un modo indirecto, aunque determinante, intentan afec­
tar el nivel de ingreso de quienes consiguen un empleo 
y, por lo tanto, la distribución. Otras políticas de in­
tervención directa también son importantes. El estable­
cimiento de salarios mínimos es una de las prácticas 
más difundidas, aunque existen apreciaciones divergen­
tes respecto de su eficacia y conveniencia.

En términos generales habría cierto consenso en 
estimar que los incrementos salariales que sobrepasan 
los aumentos de productividad tienen efectos distri­
butivos poco claros, pero por lo general negativos, para 
los niveles de actividad,'^ En cuanto a los salarios 
mínimos, hay bases para creer que las pérdidas reales 
en ellos se asocian a incrementos en la incidencia de 
la pobreza y viceversa, aunque el efecto en términos 
del coeficiente de Gini no sea discernible. Por ello, en 
tanto el crecimiento real de los salarios mínimos no sea 
mayor que el de la productividad media de la econo­
mía,’  ̂ cabe anticipar que reduciría la incidencia de la 
pobreza, con lo cual continúa siendo una importante 
herramienta de política (Jiménez, 1996;Morley, 1997).

Desafortunadamente, durante la primera mitad de 
los años noventa los salarios mínimos reales urbanos 
evolucionaron de un modo tal que, al menos por esta 
vía, no se vislumbran mejorías en materia distributivas. 
Así, según señala la OIT (1996) respecto a  una muestra 
de 18 países de la región, sólo en cuatro (Colombia, 
Costa Rica, Panamá y Paraguay) los salarios mínimos 
reales urbanos en 1995 excedieron el nivel de 1980; 
aún más, sólo en Costa Rica el crecimiento real de esta 
variable fue de cierta significación; como resultado, en 
promedio para la región el nivel real de estos salarios

Véanse Chisari y Romero (1996), Urani, Moreira y Willcox 
(1997), Lora y Fernández (1996) y Jiménez (1997).

Téngase presente que el aumento de la productividad de las pe­
queñas empresas y sectores informales, importantes requirentes de 
trabajo menos calificado, suele ser inferior a la del resto de la eco­
nomía.
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mínimos en 1995 equivale a un 72% del de 1980, 
habiendo crecido a una tasa casi nula, de 0.8% anual, 
entre 1990 y 1995.

Una segunda alternativa para modificar la distri­
bución del ingreso son las transferencias directas, que 
se componen principalmente de pensiones, jubilacio­
nes y subsidios. El propósito del análisis que sigue no 
es agotar las opciones de mecanismos de transferen­
cias y su contenido redistributivo, sino que más bien 
señalar que, dado el carácter indirecto y de largo pla­
zo que revisten las políticas orientadas a modificar en 
sus fuentes la generación del ingreso, ciertas acciones 
tienen un importante potencial de distribución progre­
siva a plazo más cercano, lo que debe tenerse en cuen­
ta. En la región se han dado numerosas experiencias 
de transferencias de ingresos y subsidios cuyo objeti­
vo ha sido paliar los efectos de determinados factores 
que causan pobreza y distribución regresiva. Es perti­
nente hacer ciertos alcances breves a la eficiencia y 
eficacia de algunas de las principales modalidades de 
transferencias.

Con frecuencia se alude a posibilidades de redis­
tribuir ingresos a partir de la utilización de los siste­
mas de pensiones y jubilaciones. Es apropiada aquí una 
importante digresión. En primer lugar, como ha sido 
ampliamente respaldado por estudios de casos nacio­
nales, uno de los principales factores que originaron 
la precaria situación de estos sistemas en algunos paí­
ses ha sido la falta de correspondencia entre aportes y 
beneficios, lo que trajo consigo una baja identificación 
con los propósitos de éstos, e incentivó la subdeclara­
ción y la evasión.'^ Una característica relevante de las 
reformas recientes a los sistemas de pensiones es la 
tendencia a vincular más las contribuciones y los be­
neficios, como manera de promover su solvencia. 
Implícitamente, se ha reconocido de este modo que la 
introducción de criterios redistributivos en los sistemas 
de pensiones puede ejercer una considerable influen­
cia negativa sobre su eficiencia, solvencia y estabili­
dad financiera. En suma, estos sistemas serían un 
mecanismo ineficiente de redistribución.

En segundo lugar, en la experiencia regional la 
cobertura de los sistemas de pensiones suele ser insu­
ficiente, de modo que si se efectúa una acción redis­
tributiva a través de ellos, probablemente se excluya a 
una parte mayoritaria de los estratos más pobres. En 
otras palabras, la eficacia de estos sistemas como me-

Véanse Iglesias y Acuiia (1991); Uthoff y Szalachman, comps. 
(1991,1992 y 1994); Sdiulthess y Demarco (1993), y Uthoff (1995),

canismos de redistribución progresiva estaría lejos de 
ser la esperada, puesto que su alcance es inferior al 
necesario para llegar a los grupos deseados. No obs­
tante, los sistemas de pensiones que incluyen un com­
ponente de financiamiento solidario de hecho tienen un 
potencial redistributivo hacia segmentos medios y ba­
jos incluidos en su cobertura, que podría ser aprove­
chado en la medida en que se confronten los proble­
mas de solvencia.

Por otra parte, la actual orientación de las refor­
mas a los sistemas de pensiones no invalida políticas 
de carácter redistributivo como las de proveer una pen­
sión mínima a quienes, a pesar de sus contribuciones 
al sistema, no alcancen cierto nivel de ingreso al mo­
mento de su retiro. Más aún, los perfiles de pobreza 
señalan una mayor incidencia de ella entre los pensio­
nados. En consecuencia, cumplen una importante fun­
ción distributiva y paliativa de la pobreza las medidas 
tendientes a proveer pensiones mínimas, así como otras 
de carácter asistencial (ligadas, por ejemplo, a acciden­
tes, enfermedad y viudez), unidas a la ampliación de 
la cobertura del sistema de pensiones y en general de 
las redes de protección social.

Un segundo tipo de transferencias, cuyo examen 
ha suscitado cierto interés recientemente, es el de las 
vinculadas a la mayor incidencia del desempleo en los 
hogares pobres. En el cuadro 6 se presenta la distribu­
ción de los desempleados por deciles.

Como se aprecia en el cuadro, los desocupados 
se concentran desproporcionadamente en los primeros 
deciles de ingresos, aun cuando los países ineluidos 
atravesaban por diferentes fases del ciclo en los años 
considerados. Dos situaciones de desempleo, que ori­
ginan políticas distintas, deben ser tenidas en cuenta 
para explicar lo anterior. En primer lugar, la conside­
rable mayor incidencia del desempleo en el primer 
decil se debería en parte a factores causantes de des­
empleo crónico, que ni las recuperaciones del creci­
miento ni su mantención en el tiempo logran reducir 
significativamente. Se trata en este caso del núcleo 
duro de la pobreza. Paliar la incidencia de ésta reque­
riría, entre otras cosas, programas de empleo mínimo, 
cuya duración excediera la de programas de emergen­
cia y que proveyeran un nivel básico de remuneración, 
aunque no deberían convertirse en un desincentivo a 
la incorporación de estos desocupados al mercqdo de 
trabajo en pos de empleos de productividad y remu­
neración mayores. El segundo tipo de desempleados se 
asocia más cercanamente al ciclo económico, incidien­
do también en mayor medida en los grupos más po­
bres. Las transferencias, o bien los programas de em-
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CUADRO 6
América Latina (cinco países): Distribución de ios desocupados, por deciles
(Porcentaje.'!)

Argentina,
1992“

Brasil,
1990'̂

Colombia,
1992‘"

Chile,
1992'’

México,
1992*̂

Total ¡0 0 ¡0 0 ¡0 0 ¡0 0 700

1 33.6 25.6 18.6 29.0 13.8
2 19.2 13.1 15.4 15.3 17.0
3 9.8 12.2 11.9 14.4 15.2
4 14.0 13.0 11.0 9.2 10.2
5 7.8 9.6 10.6 9.7 11.3
6 5.1 6.7 11.0 5.6 7.4
7 5.2 7.1 6.2 5.8 10.8
8 0.9 5.6 7.0 3.9 2.5
9 2.1 3.4 5.4 4.9 7.5
10 2.4 3.5 2.7 2.2 4.2

Fuente: CEPAL, s o b re  la  b a s e  d e  ta b u la d o s  e s p e c ia le s  d e  e n c u e s ta s  d e  h o g a re s ,

“ Buenos Aires.  ̂Sao Paulo y Río de Janeiro. Bogotá. Gran Santiago, Zonas de alta densidad.

píeos de emergencia, orientados a reemplazar ingresos 
en situaciones transitorias de desempleo contribuirían 
a evitar que aumente la concentración del ingreso du­
rante períodos recesivos.

En la eficacia y eficiencia de estos esquemas in­
fluyen mucho las modalidades de financiamiento (se­
guros de desempleo con aportes individuales, fondos 
públicos, etc.), los criterios con que se eligen los be­
neficiarios, la duración del beneficio y el grado en que 
se reemplaza el ingreso perdido. Como no es posible 
efectuar aquí un análisis detallado, estas líneas más 
bien destacan que tales herramientas son importantes 
porque contribuirían a conjurar, al menos parcialmen­
te, la agudización de la pobreza y la concentración del 
ingreso que suelen acarrear períodos de ajuste macro- 
económico.

Dichas herramientas, de carácter principalmente 
compensatorio o paliativo, pueden ser incorporadas 
productivamente a una política global tendiente a ga­
rantizar un nivel de ingreso familiar mínimo, lo que 
permitiría superar algunas deficiencias que por sí so­
las ellas exhiben (cepal, 1992). En efecto, como se ha 
señalado, las políticas de salarios mínimos tienen un 
alcance parcial, restringido principalmente a sectores 
urbanos formales, a la vez que afectan en mayor gra­
do la rentabilidad de pequeñas empresas, principales 
demandantes de trabajo menos calificado. Aun más, en 
el caso de recesiones por insuficiencia de demanda 
interna su eficacia es limitada. En consecuencia su 
nivel no puede ser muy elevado ni tampoco puede ser 
la única herramienta que se use. Similares problemas

de cobertura presentan las pensiones mínimas y 
asistenciales y los esquemas de seguros de desempleo 
y subsidios de cesantía. Ello lleva a pensar en la utili­
zación de un conjunto de herramientas orientadas a 
lograr cierto nivel mínimo de ingreso familiar, median­
te una combinación de salarios y pensiones mínimas, 
subsidios y/o seguros de desempleo, más asignaciones 
familiares y/o bonos o transferencias directas o en 
especie distribuidas, por ejemplo, a través del sistema 
escolar público. En el caso de que no se alcance el nivel 
de ingreso familiar mínimo estipulado, estas medidas 
se suplementarían con transferencias asignadas según 
la incidencia de los factores que determinan la severi­
dad de la pobreza y la concentración del ingreso. Por 
cierto, para llevar a cabo lo descrito es preciso esta­
blecer métodos de evaluación de la situación de ingre­
sos y/o de carencia de cada familia a partir de regis­
tros especiales, como se ha hecho algunas veces en la 
región.*^

Finalmente, cabe hacer un alcance general al tema 
del financiamiento de transferencias de tipo redis­
tributivo o bien orientadas a paliar el efecto de facto­
res que inciden sobre la severidad de la pobreza. El 
efecto final de ellas sobre la distribución del ingreso 
depende también de los efectos del método de fi­
nanciamiento del gasto público. Parte importante de las

Un ejemplo es la operación del Subsidio Unico Familiar (sur), en 
Chile, basado en la ficha ca s , de caracterización socioeconómica, 
que considera diversos factores para establecer la elegibilidad de 
un grupo familiar para recibir este subsidio.
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CUADRO 7

América Latina (cinco países): Distribución de ios 
menores de cinco años, por deciles
( Porcentajes)

Argentina,
1992'“

Brasil,
1990̂

Colombia,
1992'-'

Chile,
1992'*

México,
1992''

Total ¡0 0 10 0 10 0 10 0 10 0

1 22.6 20.4 18.4 19.3 17.2
2 18.7 14.6 15.4 17.0 12.5
3 10.9 12.6 14.7 12.6 13.2
4 10.5 10.8 10.8 10.5 11.2
5 7.9 8.9 8.9 8.0 11.2
6 7.8 1 .9 7.7 9.0 8.8
7 6.9 7.7 6.3 6.4 7.5
8 7.0 7.4 7.3 5.7 6.4
9 4.0 5.7 5.6 6.5 5.9
10 3.7 4.0 4.8 5.0 6.2

Fuente: CEPAL, s o b re  la  b a s e  d e  ta b u la d o s  e s p e c ia le s  d e  e n c u e s ta s  d e  h o g a re s .

Buenos Aires. SSo Paulo y Río de Janeiro. Bogotá.  ̂Gran Santiago. ° Zonas de alta densidad.

reformas tributarias introducidas recientemente en la 
región se ha orientado a elevar la recaudación, así como 
también a mejorar aspectos de eficiencia del sistema 
tributario, ampliando la participación o bien introdu­
ciendo tributos indirectos, como el impuesto al valor 
agregado. Si bien hay muchas razones para tomar tal 
camino, debe tenerse en cuenta la regresividad de este 
método de financiamiento. En efecto, como se despren­
de de varios estudios de casos, financiar incrementos 
del gasto público mediante impuestos indirectos es, 
desde el punto de vista estrictamente distributivo, la 
opción menos deseable,'^ porque hay más posibilida­
des de traslación de su incidencia que en el caso de 
los impuestos directos. En consecuencia, desde esta 
perspectiva, es deseable que las futuras reformas ele­
ven la carga tributaria directa antes que la indirecta.

c) R e d u c c ió n  d e  la s  b a r r e r a s  q u e  e n fre n ta n  lo s  m á s  

p o b r e s  p a r a  p a r t i c i p a r  en  e l  m e r c a d o  d e  t r a b a jo  

Como se discutió más arriba, el costo de oportu­
nidad de participar en el mercado de trabajo que en­
frentan los hogares de menores ingresos es más alto, 
por la mayor presencia relativa de menores en el ho­
gar. Como se aprecia en el cuadro 7, en el 30% más 
pobre de los hogares se concentra la mayor parte de 
los niños menores de cinco años, llegando en algunos

casos al 50%.*^ Por lo tanto, una política de desarro­
llo de instancias institucionales para el cuidado de 
menores, ya sean éstas privadas o públicas, favorece­
ría la incorporación de los cónyuges al mercado de 
trabajo, al reducir uno de los factores que causan una 
distribución concentrada del ingreso, como es la me­
nor tasa de participación relativa y las tasas conside­
rablemente mayores de inactividad entre los cónyuges 
de hogares pobres.

Es importante tener presente ciertos factores que 
condicionan el éxito de lo anteriormente propuesto. En 
primer lugar, no sólo es mayor el costo de oportuni­
dad de participar en el mercado laboral para los cón­
yuges pertenecientes a hogares pobres, sino que, por 
las bajas remuneraciones que se originan en bajos ni­
veles de calificación, también es poco el incentivo que 
tienen para una mayor participación. Por lo tanto, jun­
to con tomar medidas para reducir las barreras que 
dificultan el acceso al mercado laboral de los cónyu­
ges pertenecientes a hogares de menores ingresos, es 
preciso establecer programas de capacitación orienta­
dos específicamente a estas personas. En segundo lu­
gar, las consideraciones y medidas anteriores están 
vinculadas principalmente a la oferta, y su resultado 
depende del aumento de la demanda de trabajo mer­
ced al crecimiento económico y del incentivo a secto-

Véanse Chisari y Romero (1996), Lora y Fernández (1996), Urani, 
Moreira y Willcox (1997) y Jiménez (1997).

Esto implica además que las transferencias en efectivo, servicios 
o especies cuyo criterio de asignación tome en cuenta la presencia 
de niños en el hogai* pueden tener un alto contenido distributivo.
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res que requieren trabajo menos calificado, como las 
pequeñas y medianas empresas. En este sentido se dijo 
antes que sólo a través de la acción conjunta en las 
áreas mencionadas es posible lograr mejoramientos 
distributivos duraderos.

Un segundo segmento del mercado de trabajo que 
tiene problemas de acceso es el de los jóvenes, entre 
los cuales la incidencia del desempleo es característi­
camente más elevada. La falta de calificación figura 
en este caso como uno de los factores gravitantes. Ac­
tualmente en la región se dan varios intentos de promo­
ver una mayor participación de los organismos de 
productores privados en el diseño y ejecución de los 
programas de capacitación, para lograr una mayor co­
incidencia entre la demanda de calificaciones y el con­
tenido de esos programas ( c e p a l / u n e s c o , 1996), Se 
aspira a que quienes egresan de las instituciones de 
capacitación puedan acceder de modo más expedito a 
un empleo, para lo cual se busca superar el esquema 
pasivo en el cual las instituciones de capacitación en­
señan sobre la base de sus capacidades tradicionales, 
que pueden no responder a la demanda, y dejan el 
acceso al empleo totalmente por cuenta de quienes 
asisten a estos programas.

Puesto que la falta de calificaciones entre los jó ­
venes es un obstáculo para su acceso al mercado de 
trabajo, debe tenerse presente que los estratos más 
pobres en muchos casos enfrentan serias dificultades 
para mantener a los jóvenes en el sistema escolar, in­
cluida la enseñanza media, y luego en instituciones de 
capacitación. Por este motivo, la fiexibilización curri- 
cular de la enseñanza también debe considerarse un 
mecanismo tendiente a dar formación técnico-profesio­
nal más temprana a personas que no deseen o no es­
tén en condiciones de ingresar a la educación superior.

d) Aspectos relacionados con la dinámica demográ­
fica
Como se ha recalcado más atrás, los aspectos 

demográficos influyen en grado importante sobre la 
situación distributiva, incluso en países como Argen­
tina y Chile, que ya han avanzado en la transición 
demográfica hacia menores niveles de fecundidad. Los 
estratos más pobres, como se señaló antes, se caracte­
rizan por exhibir hogares con mayor número de per­
sonas y mayor presencia relativa de menores y, en 
consecuencia, menos integrantes en edad de trabajar.

Diversos estudios demuestran que el avance en la 
transición demográfica ha sido más pronunciado en los 
estratos de ingreso más alto; los grupos pobres, en 
cambio, aún exhiben tasas de fecundidad altas, consi­

derablemente superiores al promedio ( c e l a d e / b i d , 

1996). Los estratos más pobres son también los que 
menos regulan su fecundidad, siendo menos espacia­
dos los embarazos; hechos ambos que, sin mencionar 
otras consecuencias negativas, se traducen en una 
mayor inestabilidad de la participación de la mujer en 
el mercado laboral.

Además, como ha sido ampliamente documenta­
do, los grupos más pobres exhiben una mayor propor­
ción de fecundidad no deseada; en otras palabras, hu­
bieran preferido tener menos hijos en una proporción 
mayor que los grupos que disfrutan de más bienestar.^® 
La educación de la madre ha probado ser una variable 
que influye mucho en esta situación; mientras menor 
es su nivel de instrucción, mayor es la fecundidad ob­
servada y mayor es la proporción de ésta que es no 
deseada ex-post. En contraste, las madres con mayo­
res niveles de instrucción exhiben menor fecundidad, 
y una proporción inferior de ésta es no deseada. Lo 
dicho pone de manifiesto una importante diferencia en 
el acceso a la planificación familiar entre estratos so­
cioeconómicos, que se traduce en inequidad para ejer­
cer un control efectivo sobre las decisiones que afec­
tan a la fecundidad. En efecto, según se desprende de 
estudios especiales, las madres con menos instrucción 
recurren en mayor medida a métodos tradicionales de 
control del número de embarazos o bien no los em­
plean en absoluto, en tanto que las madres con mayor 
nivel de instrucción recurren en mayor proporción a 
métodos modernos {ibid.). En consecuencia, las polí­
ticas que faciliten el acceso a la planificación familiar 
y que hagan hincapié ex ante en la paternidad respon­
sable, son parte necesaria de las estrategias orientadas 
a una mayor equidad y mejor distribución del ingreso.

En segundo lugar, como se señaló antes, la efica­
cia de políticas de largo aliento como la de educación, 
depende en gran medida de las condiciones de salud 
en que se encuentran quienes ingresan al sistema edu­
cacional. En este aspecto son determinantes la salud 
de la madre durante el período de gestación y el esta­
do de salud y nutrición de los niños durante sus pri­
meros años. Desde esta perspectiva también forman 
parte clave de una estrategia distributiva los programas 
de salud y nutrición materno-infantil, por cuanto sin 
que éste sea su objetivo principal, contribuyen a crear 
condiciones para que en el largo plazo los grupos más 
pobres eleven sus calificaciones e ingresos. A su vez, 
el grado de instrucción de la madre es una variable que

Véanse cepal  (1992), celade/ bid (1996) y cepal/cela de  (1998).
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incide en gran medida en la mortalidad infantil. Ha sido 
suficientemente documentado (ibíd.) que las tasas de 
mortalidad y morbilidad infantil son menores entre los 
hijos de madres con mayor educación. Nuevamente, lo 
anterior demuestra que una política redistributiva debe 
actuar en varios frentes a la vez, reconociendo de este 
modo la multiplicidad de los factores que determinan 
la distribución del ingreso.

Las políticas que se han mencionado tienen con­
tenido tanto de equidad como de redistribución de in­
gresos. Ellas contribuyen a reforzar en el tiempo el 
efecto de medidas encaminadas a aumentar la genera­
ción de ingresos entre los más pobres. Si en virtud de 
estas políticas se reduce la fecundidad en los estratos 
más rezagados, acortando la distancia entre el número 
de hijos deseado y el efectivo, tenderá a aminorarse la 
mayor carga relativa de cuidado de menores en esos 
estratos. Esto posibilitaría una mayor participación de 
los cónyuges en el mercado laboral, y si se llevan a

cabo programas de capacitación adecuados sus ingre­
sos podrían verse mejorados.

Por otra parte, cuanto menor sea el número de 
niños, más disminuirán los recursos necesarios para 
mantenerlos en el sistema escolar y se reducirá la pre­
sión para abandonarlos en busca de trabajo con el fin 
de entregar sustento a la familia. Ambas cosas contri­
buyen a prolongar la permanencia de los menores en 
el sistema escolar, los que podrán aspirar a mejores 
ingresos en el futuro.

No obstante, para que estos cambios demográfi­
cos ocurran se necesita una acción deliberada que pro­
mueva un mayor acceso a la planificación familiar y 
también medidas eficaces para reforzar la generación 
de ingresos entre los más pobres. De este modo, los 
cambios serán también el resultado de la voluntad de 
los estratos más pobres, que adoptarán una actitud dis­
tinta respecto de su fecundidad, en la confianza de que 
con ello contribuirán a su propio bienestar futuro.
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Los compromisos
de gestión en salud

de Costa Rica con una
perspectiva comparativa

Ana Sojo

O ficial de Asuntos Sociales, 

D ivisión d e  D esarrollo  Social,

CEPAL

En este artículo se analiza la reciente constitución de cuasi- 

mercados en la salud pública en Costa Rica, promovida me­

diante la separación interna de las funciones de recaudación, 

financiamiento, compra y provisión de servicios en la Caja 

Costarricense de Seguro Social; el establecimiento de un nue­

vo modelo de financiamiento, y la introducción de compromi­

sos de gestión con hospitales y áreas de salud como instru­

mento clave para asignar y transferir recursos en función del 

rendimiento y cumplimiento de metas. Se examinan el contex­

to y el fundamento de la reforma de la gestión y se exponen 

tanto el nuevo modelo de financiamiento como los alcances 

institucionales y organizativos que acarrean los contratos de

1997. Se describen los compromisos de gestión de 1997 según 

sus énfasis, que dan un espacio importante a la innovación de 

procesos y al desarrollo de registros fiables sobre actividad, 

costos y calidad , que trasciende el simple uso de indicadores 

de eficiencia y eficacia. Se expone el desempeño de los hospi­

tales y de las áreas de salud en el marco de esos compromisos 

y, finalmente, se reflexiona sobre las fortalezas y debilidades 

de las instituciones y del instrumento para optimizar la asigna­

ción de recursos. A lo largo del análisis se establece un contra­

punto con la experiencia chilena.

D IC IE M B R E  1998
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I
Introducción

‘'Los co n tra to s  no p ro p o rc io n a n  únicam ente un m arco  
ex p líc ito  en cuyo  sen o  se  d eriva rá n  ev id en c ia s em píricas sobre  

la s  fo rm a s  d e  organ ización  (y  p o r  consigu ien te  son  la fu en te  
e m p írica  b á sica  p a ra  p ro b a r  h ipó tes is  so b re  organ ización ), 

sin o  tam bién  p is ta s  e  ind icios so b re  la fo rm a  m edian te  la  cual 
la s  p a r te s  de un in tercam bio  estructurarán  fo rm a s  de  

organ ización  m ás com plejas. " (Douglass North).

Desde 1996 la Caja Costarricense de Seguro Social 
(ccss) ha promovido la constitución de cuasimercados 
en la salud pública. Sin crear a tal fin entidades exó- 
genas, el nuevo diseño organizativo de la ccss se orien­
ta a separar internamente las funciones de recaudación, 
financiamiento, compra y provisión de servicios, y 
establece un nuevo modelo de financiamiento. La re­
lación entre el financiamiento y compra y la provisión 
de servicios se concibe de forma contractual: los com­
promisos de gestión son el instrumento clave para asig­
nar y transferir recursos en función del rendimiento y 
cumplimiento de metas, especificando objetivos de 
salud y fijando acuerdos de producción para cada cen­
tro, en los tres niveles de atención.

En las secciones siguientes se analiza en primer 
lugar la ambiciosa reforma de gestión emprendida por 
la ccss, considerando su contexto y su fundamento. En 
seguida se exponen tanto el modelo de finaneiamiento 
del que es tributario el compromiso de gestión, como 
los alcances institucionales y organizativos que aca­
rrean los contratos de 1997.

Se describen y resaltan los aspectos primordiales 
de los contratos de 1997, poniendo de relieve que la 
medición de desempeño que los orienta trasciende el 
simple uso de indicadores de eficiencia y eficacia, ya 
que da un espacio relevante a la innovación de proce­
sos que debiera permitir sistematizar la prestación de 
servicios, dilucidar aspectos específicos de su eficacia 
y contribuir tanto a la reestructuración organizativa 
como a modificar la cultura de gestión. También se 
destaca la importancia otorgada a la elaboración de 
registros fiables sobre actividades, costos y calidad, y 
de sistemas de información que puedan fortalecer la 
capacidad gerencial. Los contratos, además, promue­
ven el desarrollo de una adecuada red de referencias y 
contrarreferencias.

Se expone el desempeño de los hospitales y de las 
áreas de salud en el marco de los compromisos de

1997, considerando las mejoras logradas, el aprendi­
zaje organizativo y los principales obstáculos. A la luz 
de las evaluaciones efectuadas por la ccss y de otros 
elementos, se reflexiona sobre las fortalezas y debili­
dades institucionales y del instrumento para optimizar 
la asignación de recursos. Finalmente, se señalan al­
gunos elementos que pueden poner en jaque a la inno­
vación.

La documentación oficial y las entrevistas e in­
tercambio de ideas con las autoridades de salud y con 
funcionarios que han estado inmersos en la innovación 
institucional constituyen la principal fuente de este 
análisis,' que articula una visión panorámica detallada 
de este aspecto particular de la reforma.^

En América Latina,-  ̂los sistemas públicos de sa­
lud de Chile y Costa Rica son los únicos que han es­
tablecido contratos de gestión con los proveedores 
públicos, avanzando mediante ese proceso de negocia­
ción hacia la formación de cuasimercados. De allí el 
contrapunto que se establece con la experiencia chile­
na en algunos aspectos.'^

' Para realizar el trabajo fue fundamental el interés demostrado por 
don Alvaro Salas, entonces Presidente ejecutivo de la ccss, su co­
laboración y la de las autoridades y funcionarios que nos concedie­
ron entrevistas y nos facilitaron un expedito acceso a la documen­
tación (véase lista de entrevistados al final del artículo). La respon­
sabilidad del procesamiento de la información y de su interpreta­
ción es exclusiva de la autora.
 ̂ No existe un análisis semejante. Véase un panorama actualizado 

de la reforma del sector salud costarricense en los últimos cuatro 
años, tanto en su sentido como en su ejecución, en Costa Rica, 
MI DEPLAN (1998, p p . 190-220).
 ̂ En el Caribe, Trinidad y Tabago también ha establecido una 

separación de funciones y acuerdos anuales de servicios.
Sobre el contexto y el sentido inicial de la introducción de los 

compromisos de gestión en Chile, véase Sojo (1996b y 1996c). 
Agradecemos también a las autoridades chilenas las entrevistas y el 
acceso a la documentación pertinente sobre el tema (véase lista de 
entrevistados)
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I I
Contexto y oportunidad de la reforma

En los años ochenta tuvo lugar una reestructuración 
administrativa de la ccss y un ajuste de su base finan­
ciera. Si bien el conflictivo deslinde de competencias 
entre el Ministerio de Salud y la ccss se convirtió en­
tonces en una rémora para la reforma del sistema de 
salud costarricense (Sojo, 1993; Güendel y Trejos, 
1994), un creciente acuerdo respecto de su morfolo­
gía permitió a mediados de la presente década aclarar 
sus respectivas competencias.

En 1993 se aprobó la reestructuración del Minis­
terio de Salud, al cual se asignaron las funciones rec­
toras —que cabe aún fortalecer— y de promoción, en 
tanto que la ccss tiene a su cargo actividades operativas 
de promoción, prevención, recuperación y rehabilita­
ción de la salud.

Desde 1994 se fortificaron la atención primaria y 
las acciones preventivas con los equipos básicos de 
atención en salud (ebais). Las acciones de atención 
primaria que efectuaba el Ministerio de Salud desde los 
años setenta se transfirieron progresivamente a la ccss, 
pasando a formar parte del modelo articulado por esos 
equipos;^ el ministerio retuvo tres programas: promo­
ción y protección de la salud, protección y mejoramien­
to del ambiente humano, y nutrición y desarrollo in­
fantil. La firma de los compromisos de gestión decan­
tó el traspaso de funcionarios del Ministerio de Salud 
a la ccss, ya que las áreas de salud tenían dificultades 
para cumplir con sus contratos de gestión cuando és­
tos no se hacían efectivos: en un año, a partir de enero 
de 1997, se trasladaron 1 027 funcionarios.

La actual reforma de gestión de la ccss tiene lu­
gar en un momento en que los recursos financieros de 
la institución se han saneado en dos planos. La ccss 
administra los servicios de salud a la población median­
te un régimen que se nutre de cotizaciones compulsivas 
tripartitas, en un esquema universalista de prestacio­
nes. La cuota asciende a un 7.5% de la nómina sala­
rial: el empleador aporta el 4.75%, el trabajador el 
2.5% y el Estado un 0.25%. La cuantiosa deuda por 
mora que acumuló el Estado con la Caja durante dé­
cadas fue negociada y cancelada en 1997. A su vez, la

consolidación financiera de la ccss también fue apun­
talada por la reforma de pensiones de 1995, que 
instauró el régimen de pensiones administrado por la 
ccss como el sistema exclusivo de pensiones con car­
go al presupuesto nacional. En este proceso se sanea­
ron las finanzas del régimen de salud (Sojo, 1997b).

La reforma de gestión actual de la ccss es una 
iniciativa ad hoc, diseñada a la luz de un enfático diag­
nóstico autocrítico^ sobre las características de la ccss 
de cara a sus objetivos, y que no se inserta en una 
reforma amplia y de raigambre del Estado costarricense 
en el campo de la gestión. En ese ámbito, la política 
de pretensiones más globales del período es la puesta 
en marcha, mediante algunos acuerdos piloto, del Sis­
tema Nacional de Evaluación (sine) diseñado y coor­
dinado por el MiDEPLAN. El siNE se basa en la firma de 
acuerdos de desempeño anual —los compromisos de 
resultados— entre el Presidente de la República y la 
autoridad correspondiente, avalados por el m i d e p l a n  y 
el Ministerio de Hacienda. La matriz de desempeño 
institucional detalla los programas y proyectos priori­
tarios, los indicadores de evaluación, el rango de cada 
programa y los compromisos institucionales adoptados 
en cada caso (Mora, 1998). Las instituciones que cum­
plieron mejor sus metas fueron objeto de un reconoci­
miento público, pero el sistema aún no ha emprendi­
do una etapa de evaluación o de premiación individual.

También se han llevado a cabo otras iniciativas 
específicas en el campo de la gestión, como la refor­
ma del servicio de aduanas, y la articulación e integra­
ción de los programas contra la pobreza en el marco 
del Plan nacional de combate a la pobreza.

A diferencia de las propuestas de reforma de ges­
tión annestati stas, que ven al Estado como problema 
pero no como parte de la solución (Ferlie, Ashburner, 
Fitzgerald y Pettigrew, 1996, p. 11), la reforma de la 
gestión de la ccss busca conservar y consolidar la res­
ponsabilidad social y pública en el disfrute de la salud 
como derecho ciudadano, y elevar su contribución a 
la competitividad sistèmica del país mediante un me­
jor uso de los recursos y una atención de calidad.

 ̂ Sobre el sentido global de la reforma véase Salas (1996) y 
Weinstock (1995), Para un análisis de la transformación del sector 
salud en  los últimos cuatro años, véase Costa Rica, m ideplan  (1998, 
pp. 190-211).

® Los argumentos en que se basa el diagnóstico de la ccss sobre los 
problemas estructurales de la institución en el ámbito de la gestión 
y del financiamiento se analizan en la sección III.
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Estos propósitos se plasmaron en los principios 
rectores del nuevo modelo de financiamiento —soli­
daridad, universalidad y equidad— que a partir de 1996 
se convirtió en el eje de la reforma de la ccss7

Las autoridades de la ccss comprobaron un claro 
déficit de gestión, pero al decidir cuál sería el mejor 
momento (el timing) para la introducción de los con­
tratos enfrentaron una disyuntiva: consolidar primero 
la capacidad de gestión requerida para asignar recur­
sos de acuerdo al rendimiento y luego introducir los 
compromisos de gestión, proceso más largo y quizá 
ficticio en términos políticos, o bien adoptar los com­
promisos y aprender al ir haciendo. Se optó por la 
segunda vía.^ En un breve lapso, el nivel central de la 
ccss especificó un modelo alternativo de financiamien­
to y las características de los contratos para avanzar en 
esa dirección, con repercusiones en la gestión global 
de la ccss. Se inició la ejecución de un plan piloto y 
se puso en marcha un intenso plan de capacitación.^ 

Es interesante reflexionar sobre los factores polí­
ticos que han posibilitado la maduración de la refor­
ma del sector. Su razonable continuidad se ha logrado 
porque el proyecto de modernización se inició en la 
administración Calderón Fournier, y fue aprobado con 
la unanimidad de los partidos políticos mayoritarios.*^ 
También contribuyó a la continuidad el hecho de que 
el equipo técnico que estuvo entonces a cargo del di­
seño de la reforma de la ccss pasó, en la administra­
ción Figueres Olsen, a ocupar puestos estratégicos de 
autoridad, incluyendo la presidencia ejecutiva.

La reforma de gestión fue precedida por discusio­
nes sobre cómo mejorar el uso de recursos en el ám­
bito de la salud; en 1994, por ejemplo, se había cons­
tituido una comisión de alto nivel hospitalaria. De 
octubre a diciembre de 1996 se realizaron, a instancias

del nivel central de la ccss, reuniones y negociaciones 
para perfilar el camino hacia los compromisos de ges­
tión. Al inicio, diferentes actores reaccionaron negati­
vamente; los sindicatos criticaban que se pretendiera 
ahorrar recursos o abrir el espacio a una propuesta 
privatizadora.” En el propio nivel central de la ccss 
hubo y persisten recelos respecto de los compromisos 
de gestión, que son percibidos como un debilitamien­
to de la acción central. Los directores de hospitales, 
escépticos inicialmente en su mayoría, se interesaron 
progresivamente, por cuanto la ampliación de la auto­
nomía les permitía contar con más instrumentos para 
enfrentar sus problemas, y surgió un liderazgo de los 
hospitales que estaban en mejor pie para iniciar el 
proceso. La innovación fue ampliamente apoyada des­
de el poder ejecutivo, que incluso participó en un en­
cuentro con los directores de hospitales’̂  respecto de 
las “colas” y listas de espera.’^

Un importante papel cumplió la consulíoría con­
tratada conjuntamente con Andersen Consulting y el 
Consorcio Hospitalario de Cataluña en diciembre de 
1995, para que formulara propuestas de asignación 
presupuestaria prospectiva, separación de funciones y 
mejora de la calidad. Paralelamente, el equipo de 
modernización de la ccss conoció y analizó experien­
cias del País Vasco, Cataluña, Inglaterra y Suecia, 
donde los sistemas son eminentemente públicos respec­
to de indicadores y sistemas de evaluación.

Como ilustración de lo que enseña el análisis de 
otras realidades, cabe mencionar el cambio cultural que 
tuvo lugar en el País Vasco con los compromisos de 
gestión, aun cuando éstos no estaban vinculados al 
presupuesto: esa experiencia fue rescatada al lanzar el 
instrumento costarricense en 1997, y se manifiesta en 
una relativa laxitud de los requerimientos de los con­
tratos.

7 La equidad en la distribución de los recursos se define como “la 
igualdad de oportunidade.s de acceso a los servicios de salud de 
aquellos usuarios que posean iguales necesidades” (ccss, Proyecto 
de modernización, 1997a, p. 36).
® Expresiones de don Alvaro Salas en entrevista del 5 de febrero 
de 1998.
 ̂ Se nos señaló que durante seis meses, las autoridades y los en­

cargados de los compromisos de los entes prestadores debieron 
ausentarse para ello tres o cuatro días a la semana (entrevista a 
Manrique Soto Pacheco, director general del Hospital San Juan de 
Dios, el 5 de febrero de 1998). La capacitación, paradójicamente, 
compitió en algunos casos con los objetivos perseguidos: según la 
evaluación de los hospitales de 1997, la distracción de los gestores 
del proceso en actividades de capacitación generó discontinuidades 
en el seguimiento de los compromisos.

Expresiones del Dr. Elias Jiménez, director general del Hospital 
Nacional de Niños y presidente ejecutivo de la ccss entre 1990 y 
1994, en entrevista del 5 de febrero de 1998,

Dificultades en el diálogo sobre la reforma y algunos prejuicios 
sobre ella se traslucen claramente en la sesión de análisis y comen­
tarios presentada en g t s s  (1997, pp. 41-70),

Las propuestas realizadas en ese encuentro atañen a ámbitos 
muy diversos: equipamiento, sistemas de asignación de citas, 
flexibilización de los horarios de atención, nuevos esquemas de 
contratación, descentralización de la gestión, flexibilización del 
presupuesto, ampliación de la capacidad resolutiva del médico ge­
neral, compra de servicios, mejora del sistema de referencias, coor­
dinación de servicios, ausentismo.

Para entender este proceso político nos fue sumamente útil la 
reunión con las autoridades de salud convocada por el presidente 
ejecutivo de la ccss, el 26 de agosto de 1997. Participaron en ella: 
Hermán Weinstock, Ministro de Salud; Alvaro Salas, presidente 
ejecutivo de la ccss; Femando Marín, Viceministro de Salud; Julieta 
Rodríguez, gerente de la División médica de la ccss, y Luis Bernar­
do Sáenz, director del Proyecto de modernización de la ccss.
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El conocimiento de los aspectos positivos y ne­
gativos de las experiencias también condicionó tres 
ámbitos de preocupación en el diseño del modelo: el 
sistema de pago debía evitar la sobreprestación de 
servicios o la manipulación en condiciones de baja 
producción; los indicadores no debían orientarse sim­
plemente a los resultados, saltándose los procesos, lo 
cual traiciona el compromiso y su credibilidad; y la 
evaluación debía concebirse como un proceso fuerte, 
consistente y constante.’'̂

Por su parte, los compromisos de gestión en Chi­
le se insertan en un contexto muy distinto al costarri­
cense: a saber, en un sistema de salud cuya solidari­
dad había sido hondamente socavada. Si bien se intro­
ducen en un período de expansión del gasto en el cual 
se ambicionan mejoras de eficiencia y equidad, el 
marco es un sistema de salud dual, tanto en razón de 
la propiedad como de la lógica de su diseño. La pri­
vatización del financiamiento y de la prestación de 
servicios de salud, que fue instaurada bajo el régimen 
militar, promueve el traslado del sistema público al pri­
vado de quienes tienen mayores ingresos.

Hasta el presente, este sistema de salud está for­
mado por dos subsistemas que se rigen por lógicas di­
versas y que no compiten entre sí: el seguro público es 
de reparto y favorece la solidaridad, mientras que el 
privado opera mediante cuentas y riesgos individuales; 
en el primero están las personas pobres y hada él mi- 
gran las de alto riesgo de salud, y en el otro, las de ma­
yores ingresos y bajo riesgo.

Esa dualidad inhibe una cobertura universal de la 
población y un uso eficiente de recursos, conspira 
contra una relación complementaria de la atención 
pública y privada, y acota significativamente las capa­
cidades de regulación, con serias repercusiones en el 
ámbito de la gestión debido a los trasvasijes entre 
ambos subsistemas.’-^Las desigualdades en salud y la 
ineficiencia inherentes al modelo dual hacen que en 
Chile se dé actualmente una compleja discusión res­
pecto al establecimiento de un seguro básico de salud 
solidario, con cobertura universal y obligatoria, que 
garantice efectiva libertad de elegir el seguro de salud 
y el proveedor de atenciones en el campo público y 
privado, sin posibilidad de rechazo por parte de las 
instituciones aseguradoras.’̂

I I I
Una asignación de recursos que permita 

superar los incentivos negativos

El mejor uso de los recursos, eje de la reforma de 
gestión de la ccss, se plantea como apremiante:’  ̂está 
en juego, se afirma, la sostenibilidad del sistema, ya 
que el gasto en salud ha venido creciendo en los últi­
mos años pero su productividad es constante o decre­
ciente, y el envejecimiento de la población presionará 
aún más para aumentarlo (cuadro 1). Hay insatisfac­
ción de los usuarios, lo que acarrea un doble gasto en 
salud cuando los cotizantes incurren en erogaciones 
para prestaciones privadas; este fenómeno representa 
costos en términos de eficiencia social y favorece la 
evasión. Se hace necesario, por lo tanto, controlar los

Estos antecedentes sobre el inicio del proceso los recabamos el 
29 de agosto de 1997 en entrevista conjunta a James Cercone, Norma 
Ayala, Rodrigo Bartels y Mario León, funcionarios del proyecto de 
modernización de la ccss que estuvieron a cargo de la elaboración 
de los compromisos y que han participado en su evaluación. 

Sobre el caso chileno, véase Sojo (1996b y 1996c).

costos y aumentar la eficiencia para contribuir efecti­
vamente a la solidaridad, equidad y competitividad que 
busca el país.

El diagnóstico sobre la gestión de la ccss plantea 
que el control del presupuesto de la Caja ha tenido un 
carácter administrativo: los costos de los servicios pres­
tados no se conocen cabalmente y no se han desarro­
llado procesos de facturación de servicios. Se precisa 
modificar la organización y el financiamiento según 
asignaciones históricas, para entregar los recursos en 
función de la eficiencia, el cumplimiento de objetivos, 
los resultados y el rendimiento obtenidos en los ámbi­
tos asistencial, financiero y de calidad. Una buena

Véanse planteamientos en ese ámbito en un estudio encargado 
por el Ministerio de Salud (Universidad de Chile, Departamento de 
Economía, 1997).

A menos que se precisen otras fuentes, el diagnóstico tiene como 
principal fuente ccss, Proyecto de modernización (1997a).
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CUADRO I
Costa Rica: Algunos indicadores sociales

Indicador Valor

Tasa bruta de mortalidad (1996) 4.12
Tasa de mortalidad infantil (1996) 11.83/,„
Esperanza de vida (1995) 74.8
Total de muertes 13 993
Principales causas de muerte (1996): 

Enfermedades del aparato circulatorio 4 308
Tumores 2 902
Traumatismos y envenenamientos 1 570

Porcentaje de nacidos con bajo peso 7.33%
Posición en el índice de desarrollo humano (1997) 33

Fuen te: CCSS.

práctica clínica, una correcta atención al usuario, y una 
coordinación efectiva entre los niveles asistenciales se 
consideran los criterios de calidad.

En el marco de una normativa inflexible, las 
remuneraciones de los funcionarios se determinan por 
la antigüedad, y no se evalúa el desempeño. Si bien la

organización del trabajo está sometida a una detallada 
reglamentación y estandarización, en el ámbito de la 
gestión clínica los profesionales actúan prácticamente 
sin limitaciones. Y el alto grado de ausentismo y de 
sustituciones e incapacidades supera los niveles medios 
del país.

Las agendas médicas constituyen una suerte de 
“mercado cautivo’' en manos de los especialistas, lo 
cual origina barreras de acceso y largas listas de espe­
ra, aunque también hay casos de escasez efectiva de 
especialistas, como en oftalmología, otorrinolaringolo­
gía y oncología.*®

Se propone, por lo tanto, establecer incentivos de 
tipo grupal o individual que premien el mérito y el 
logro de metas y resultados. El uso de incentivos, sin 
embargo, se concibe como una condición necesaria pe­
ro insuficiente para mejorar el desempeño del sistema 
de salud: otro requisito es desarrollar una nueva cul­
tura institucional orientada por el costo, el producto y 
el resultado, entendidos como la mejora de la salud, 
de la eficiencia y de la satisfacción del usuario.

IV
El modelo de financiamiento

1. La concepción general

El cuasimercado*^ se basa en un nuevo diseño organi­
zativo de la CCSS que separa internamente las funcio­
nes de recaudación, financiamiento, compra y provi­
sión de servicios de salud, y en un modelo de finan- 
ciamiento.^**La relación entre el financiamiento y com­
pra y la provisión se concibe de forma contractual: en 
ese marco, los compromisos de gestión son el instru-

Entrevista a Luis Bernardo Sáenz, el 26 de febrero de 1998.
En un cuasimercado determinado por un proceso de contrato 

entre comprador y prestadores, los precios no están formados por la 
interacción de la oferta y la demanda y, por lo tanto, no son precios 
libres de mercado sino, más bien, precios negociados o administra­
dos, En cuanto a la demanda, los consumidores finales no influyen 
en el precio, que ha sido regulado por la agencia gubernamental. El 
límite presupuestario de la agencia, que determina el nivel de pre­
cios que puede ofrecer, es fijado por el gobierno. Respecto de la 
oferta, para que el cuasimercado sea eficiente, una condición es que 
los proveedores pertinentes estén sometidos a límites presupuesta­
rios (Bartlett y Le Grand, 1993, pp. 23 y 24).

El planteamiento del modelo tiene como principal fuente ccss. 
Proyecto de modernización (1997a).

mento que permite especificar objetivos de salud y fijar 
acuerdos de producción con cada centro, para asignar 
y transferir recursos en función de su rendimiento y 
cumplimiento de metas. Con tal fin, se afirma que sus 
objetivos deben ser realistas, y que el instrumento debe 
adaptarse a las cambiantes necesidades y al desarrollo 
institucional.

Para desplazar el eje de la cultura de gestión des­
de el gasto hacia el costo es indispensable identificar 
toda actividad de asistencia al usuario, tanto en la re­
lación financiador-comprador con el hospital como en 
el intercambio de servicios entre los diversos centros 
prestadores de la ccss. Como se verá, este aspecto es 
asumido en los compromisos.

El financiamiento de los hospitales y del nivel 
primario de atención mediante un presupuesto por pro­
ducción, que contempla un monto máximo y una can­
tidad prefijada, se cristaliza en el compromiso de ges­
tión, que establece la cantidad y tipo de actividades que 
han de realizarse.

El modelo de financiamiento estipula un compo­
nente presupuestario variable que permite penalizar el
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incumplimiento, ya que la disponibilidad de recursos 
se condiciona a los objetivos y metas. El componente 
asciende a un 10% del presupuesto total y se divide 
paritariamente en dos fondos:

i) el fondo de incentivos, cuyos recursos podrían 
ser reintegrados al ente prestador para flexibÜizar la 
inversión en partidas que mejoren la calidad de las 
prestaciones y que permitiría financiar incentivos 
monetarios y no monetarios a los funcionarios, tales 
como capacitación, mejoras y mantenimiento de la 
planta física, adquisición de equipo menor, manteni­
miento de equipo, etc.; este fondo podría acrecentarse 
con ahorros generados por la gestión del presupuesto 
por producción, que no vayan en detrimento de los ob­
jetivos establecidos, y que no superen el 80% del aho­
rro logrado; y

ii) el fondo de compensación solidaria, que cons­
tituye un margen de protección o compensación con­
tra imprevistos en la ejecución presupuestaria, tales 
como producción que exceda la actividad prevista o 
incrementos de costos.

La introducción de los compromisos de gestión se 
concibe como un proceso gradual, considerando la li­
mitada capacidad gerencial de las diversas entidades 
prestadoras y del comprador. Para lograr mayores ca­
pacidades gerenciales debiera abrirse más espacio a 
profesionales especializados en esas actividades y al 
cumplimiento de tareas híbridas por parte de los mé­
dicos que combinan la visión clínica y preventiva en 
el campo de la salud con conocimientos sobre la ges­
tión de recursos.

La gradualidad responde al afán de mejorar para­
lelamente los sistemas de información, ya que las ca­
rencias en ese ámbito son muy grandes: al inicio no 
se disponía de datos básicos, como el número de per­
sonas atendidas en cada centro del primer nivel de 
atención y su estructura por edad y sexo, ni en las 
direcciones de los centros ni en el nivel central.

2. Especificaciones para el primer nivel de aten­
ción

Los objetivos deben ser realistas y responder a las ne­
cesidades de salud de la población de cada área de sa­
lud, en tres ámbitos: el presupuestario, el de los obje­
tivos de salud y el de la satisfacción del usuario.

El modelo contempla tres fases para la innovación 
en materia de financiamiento. En la primera, los re­
cursos correspondientes a los gastos de personal más 
de servicios no personales se asignan de acuerdo con 
el presupuesto histórico, pero se introduce un 10% de 
asignación variable.

Los recursos disponibles del fondo de incentivos 
y del de compensación solidaria podrán destinarse a las 
siguientes áreas, sujetos al cumplimiento de los com­
promisos; inversiones menores en maquinaria y equi­
po, mejoras al inmueble, capacitación, becas, repara­
ción del equipo existente y otros que mejoren la capa­
cidad resolutiva.

En la segunda fase se introduce el pago per cápita: 
las tarifas se obtendrán de dividir la asignación fija 
histórica por el número de habitantes cubiertos por los 
servicios pertinentes. Se crea asimismo un “fondo de 
capacidad resolutiva”, cuyo financiamiento provendría 
de reducciones equivalentes del presupuesto de los 
hospitales y que se asignará a la atención primaria de 
acuerdo con su capacidad para atraer clientes y dismi­
nuir el uso de los hospitales.

En la tercera fase, el pago per cápita sufrirá un 
ajuste por tasas de mortalidad infantil, sexo y estruc­
tura de edades, y por los patrones concomitantes de uso 
de servicios. Por otra parte, para fortalecer el sistema 
de referencias, el nivel primario captará entonces los 
recursos destinados anteriormente a la “primera visi­
ta” de la consulta externa hospitalaria, en tanto que los 
hospitales facturarán a los centros de atención prima­
ria por los pacientes que les sean remitidos.

3. Especificaciones para el segundo y tercer ni­
veles de atención

El compromiso de gestión es un instrumento que debe 
permitir vincular la actividad con los recursos, y esta­
blecer para cada hospital sus objetivos, responsabili­
dades e incentivos. En el caso del fondo de compen­
sación solidaria los recursos que no se utilicen se des­
tinarán a un programa de renovación tecnológica.

Los indicadores de desempeño hospitalario se 
organizan en torno a tres grupos de objetivos: i) or­
ganizativos, como el registro de referencias del sector 
primario o el desarrollo de un sistema centralizado para 
manejar las listas de espera; ii) asistenciales o de pro­
gramas específicos, destinados a resolver problemas 
como la reducción de las listas de espera o la disminu­
ción de la tasa de cesáreas y iii) objetivos en materia 
de calidad, que apuntan a mejorar la atención al usua­
rio y su satisfacción.

En la primera fase del financiamiento por produc­
ción, la actividad global del hospital se desglosa en 
cuatro áreas: hospitalización; atención ambulatoria en 
consultas especializadas y no especializadas; urgencias; 
y programas asistenciales especiales, docentes y de 
investigación. Se define una unidad de producción 
homogénea para los cuatro tipos de actividad. Este
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CUADRO 2
Costa Rica: Valores u p h , 1997

Escala de valor relativa para 
hospitales, por tipo de actividad

Equivalencia en unidades de 
producción hospitalaria (uph)

1 estancia 1
1 urgencia 0.35
Primera visita especializada 0.40
Primera visita resto 0.25
Visita sucesiva especializada 0.2
Visita sucesiva resto 0.1
Visita odontológica 0.1
Visita no médica 0.05

Fuen te: CCSS.

coeficiente estándar de equivalencia se denomina la 
unidad de producción hospitalaria (uph), muy estrecha­
mente relacionada con la estancia hospitalaria. La ac­
tividad de las áreas se agrupa y se pondera en una 
escala de valor relativo (cuadro 2), que considera cri­
terios de costo, planificación y productividad y que está 
constituida por los valores en uph.

En esta primera etapa, se introducen estancias me­
dias estandarizadas por sección o departamento, que 
consideran la severidad de los casos o la casuística 
{case mix). Este incentivo premia a los hospitales cu­
yas estancias sean menores al estándar, y estimula, en 
general, a reducir la estancia media.

Los valores uph se pagan de acuerdo con una ta­
rifa que es invariable para el período de vigencia del

compromiso. El presupuesto por producción equivale 
a la cantidad de uph de cada actividad concertada, 
multiplicada por la correspondiente tarifa. El pago de 
actividades que exceden las uph pactadas debe efectuar­
se de acuerdo a su costo marginal, y su fuente de 
financiamiento -sean ahorros generados o fondo de 
compensación solidaria- varía según la relación glo­
bal entre el presupuesto por producción y el presupues­
to ejecutado.

Cabe anotar que la función de producción de los 
contratos de 1997 se construyó con datos de 1994, y 
que al haberse entonces comprobado una producción 
hospitalaria mayor que la esperada, se readecuó la ta­
rifa para los compromisos de 1998.

La medición por uph se reconoce como imperfec­
ta, poco sensible a variaciones de costo y sujeta a co­
rrecciones. Se pretende, por lo tanto, avanzar hacia el 
pago por combinación de patologías atendidas. De allí 
que en una segunda fase se considerará la casuística 
vigente en cada hospital para fijar estándares por ser­
vicio.

En la tercera fase, para establecer tarifas acordes 
con la complejidad hospitalaria, el financiamiento por 
uph debe ceder cada vez más terreno al uso de la 
casuística, o de grupos relacionados de diagnóstico 
(grd). Luego, las estancias medias estándares serán de­
finidas por el agrupamiento de egresos, y las tarifas se 
establecerán por producto hospitalario, para grupos de 
egreso con episodios de hospitalización claramente 
reconocibles.

V
Alcances institucionales y 

organizativos de ios contratos

Es fecundo pensar en las instituciones como las reglas 
del juego que dan forma y limitan la interacción hu­
mana, estructurando incentivos en el intercambio po­
lítico, social o económico (North, 1993, p. 13). Para­
fraseando al mismo autor (ibid., pp. 116, 117 y 125) 
el período actual de la ccss puede caracterizarse como 
una situación de desequilibrio, en la cual una nueva li­
mitación institucional — encarnada en los compromi­
sos de gestión— altera la estructura de incentivos tra­
dicional, pero en el marco de convenciones y normas 
que le son concomitantes y que siguen teniendo vigen­

cia; ambas tendencias están ancladas en la acción de 
actores que moldean el cambio institucional.

En esta transición, por lo tanto, se encuentran en 
pugna diversas cristalizaciones de incentivos. Y como 
los nuevos incentivos no encuentran "a la mano” una 
retroalimentación de información satisfactoria, una 
estructura organizativa adecuada o normas eficaces, 
son necesarias diversas acciones específicas para avan­
zar en la dirección deseada. Algunas de ellas han sido 
ya expuestas, y en esta sección subrayaremos aquellos 
aspectos que atañen a la organización. Si del mercado
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se ha dicho que “es un saco mezclado de institucio­
nes; algunas aumentan su eficiencia y otras la reducen” 
(North, 1993), la idea de mezcla resulta también per­
tinente a la hora de visualizar un cuasimercado en 
gestación.

Varios objetivos singulares de la innovación de la 
ccss confluyen en otro más global: modificar la oferta 
de servicios vigente, que no ha respondido a una ca­
bal estrategia, sino a la capacidad de presión de cada 
centro. Entre esos objetivos se cuentan: distribuir ade­
cuada y equitativamente los recursos entre la atención 
primaria y hospitalaria; consolidar un sistema de refe­
rencia que asegure que las prestaciones se efectúen en 
el nivel adecuado a su grado de complejidad, para re­
ducir los costos; mejorar la calidad de la atención para 
elevar la satisfacción del usuario; reducir las listas de 
espera; promover la eficiencia y equidad del gasto 
hospitalario y ampliar el uso de procedimientos 
ambulatorios.

El discurso de la reforma plantea que si bien la 
ccss ha cumplido diversas funciones —compradora, 
financiera y prestadora— ellas no están deslindadas en 
términos funcionales, estructurales y gerenciales. Lue­
go, un objetivo central es separar y especializar inter­
namente estas funciones. El compromiso de gestión se 
concibe como el instrumento central para lograr esa 
separación y avanzar hacia el principal objetivo del 
financiador-comprador, a saber, maximizar la cantidad 
y calidad de los servicios de salud para la población 
usando bien los recursos.

La estructura actual de la ccss es piramidal y 
centralizada, con una gestión de inversiones, del man­
tenimiento y de la planificación normativa que se de­
termina central i zadamente. Las estructuras regionales 
son enlaces entre los centros prestadores y el nivel 
central, ejecutan instrucciones centrales y suplen las 
funciones de dirección y gestión de los establecimien­
tos de salud de su ámbito territorial.

Se afirma que para trasladar riesgos hacia el 
prestador, la función prestadora debe trasladarse des­
de el nivel central de la ccss a los hospitales y áreas 
de salud, en aras de una mayor autonomía del uso de 
recursos y de una mayor responsabilidad por los resul­
tados. Tal descentralización se traduciría en que los 
hospitales y las áreas de salud asumirían responsabili­
dades en cuanto al gasto, los objetivos y las metas, y 
en que las gananeias de eficiencia también serían cap­
tadas por los centros que las lograran. Al menos ini­
cialmente, no se contempla descentralizar la función 
compradora, en razón de los costos de transacción 
concomitantes, su escasa viabilidad y la incertidumbre

respecto de las mejoras institucionales que podría aca­
rrear.

Cabe señalar que en algunos hospitales existe un 
gran interés por la descentralización. En ellos se plan­
tea que la centralización de los hospitales no ha sido 
adecuada, que ha acarreado ineficiencias en la gestión^' 
y ha tenido repercusiones en la negociación con los 
grupos de presión: en tanto que antes cada hospital 
negociaba con un sindicato que agrupaba únicamente 
a sus empleados, ahora se negocia a nivel central

Las competencias del comprador se han ido ar­
ticulando en la práctica. Para evaluar los compromi­
sos se conformó una comisión evaluadora especial de 
las tres gerencias de la Caja, que ha interactuado 
fluidamente con las diversas instancias competentes. Se 
destaca que el proceso de evaluación ha estado estre­
chamente vinculado con la ejecución de los otros com­
ponentes de la puesta en marcha de los compromisos; 
que la evaluación ha combinado una fluida y efectiva 
coordinación informal dentro del ente comprador con 
una relación muy formal con las unidades prestadoras; 
y que los evaluadores han tenido un acceso muy di­
recto y oportuno a las autoridades superiores de la ccss. 
También se subraya como positivo que los distintos 
actores involucrados hayan aprovechado bien diversas 
oportunidades, como reuniones y talleres, para nego­
ciar, cabildear y resolver detalles de los contratos.^^

En la división administrativa de la ccss se ha 
conformado un “grupo de compra”, y los componen­
tes de negociación y de evaluación se han visto forta­
lecidos. La orientación de la función de compra en 
términos de planificación es, quizá, el aspecto más 
débil; a su desarrollo debiera contribuir la elaboración 
del Plan de salud, con alta participación del ministe­
rio. Los datos sobre producción generados por la sec­
ción de información biomédica fueron considerados 
como la fuente oficial de información en esta materia 
tras el primer taller de evaluación de la unidad 
evaluadora.

Se puede advertir que la función de compra ha 
experimentado un desarrollo desigual: se ha avanzado 
más en la evaluación, mientras que hay más retrasos 
en el aspecto financiero. Por ejemplo, el análisis del 
contraste entre el presupuesto por producción y el pre­
supuesto histórico, que debía realizarse durante el pri­
mer año, no se hizo. O hay rezagos en proveer meto-

Entrevistas con Elias Jiménez y Manrique Soto, citadas más 
atrás.

Entrevista con Elias Jiménez, citada antes.
Entrevista con Rodrigo Bartels y Norma Ayala, el 6 de febrero 

de 1998.
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dologías para efectuar los protocolos de atención. Los 
hospitales han reclamado que falta asesoría y apoyo del 
nivel central, sobre todo en informática, y que el com­
prador es lento para resolver problemas o solicitudes 
que impiden cumplir con los contratos. Pero también 
afirman que “se han sentido bien reflejados en el com­
promiso”.̂ ^

Con el avance de la experiencia piloto, también 
se fue consolidando el asidero legal interno de la re­
forma. La Junta Directiva de la Caja, en sesión 7133 
del 10 de junio de 1997, aprobó el marco conceptual 
del diseño organizativo (recuadro 1) para la transfor­
mación del nivel central, que se realizaría con los re­
cursos humanos disponibles y que en lo medular plan­
tea la separación de funciones, la relación contractual

Opinión de Manrique Soto Pacheco, en entrevista citada antes.

mediante el compromiso de gestión, y objetivos y 
orientaciones generales ya contenidos en el diagnósti­
co antes sintetizado.

En cuanto a la nueva estructura organizativa de 
la ccss, de tres opciones consideradas, la Junta aprobó 
la llamada opción 2B, con observaciones de los miem­
bros; como muestran el gráfico 1 y el gráfico 2, la 
División administrativa y la Divisón médica de la Caja 
reúnen atribuciones esenciales, mientras que la fundón 
financiamiento podría quedar mejor articulada. Sin 
embargo, en mayo de 1998 aún estaba pendiente la 
reasignación de personal y de tareas necesaria para 
implementar la función compradora.

Cada cuasimercado nace en un determinado con­
texto institucional e histórico que afecta su evolución 
(Ferlie, Ashbumer, Fitzgerald y Pettigrew, 1996, p, 57). 
En el caso de la Caja, la distinción de funciones se 
efectúa especializándolas en su propio seno, sin crear

Recuadro 1
P r in c ip io s  o r ie n t a d o r e s  d e l  d is e ñ o  o r g a n iz a t iv o  d e  l a  c c s s '*

La Caja Costarricense de Seguro Social es una única organización encargada de proporcionar protección 
para la salud y atención de la enfermedad y dar pensiones bajo los principios de la seguridad social.

La separación de las funciones de recaudación, financiamiento, compra y provisión.

El establecimiento de una relación entre el plan de financiamiento/compra y provisión basada en el cum­
plimiento del compromiso de gestión.

La facultación a las unidades para que asuman su gestión con autoridad y responsabilidad.

El desarrollo de una organización orientada a resultados y a la satisfacción del cliente y la rendición de 
cuentas.

La gestión coordinada de los centros proveedores de servicios de salud enmarcados dentro de una red. 

El proceso de cambio organizativo se hará con los recursos humanos disponibles.

La evolución hacia una cultura de rendición de cuentas.

El fortalecimiento de los mecanismos de comunicación interna y externa, como mecanismos de sensibili­
zación y divulgación del proceso de cambio.

La utilización de los sistemas de información como elementos claves en la planificación y el control de la 
gestión.

La nueva organización facilita la participación social.

La participación de los trabajadores de la CCSS en el proceso.

Incentivos a la productividad y la calidad.

Aprobados en sesión 7133 de la Junta Directiva, junio de 1997.
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Caja Costarricense de Seguro Social (ccss): Estructura organizativa mixta 
funcional con mayor orientación al producto
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Fu en te: Andersen Consulting/Consorci Hospitalari de Catalunya, por gentileza de la Caja Costarricense de Seguro social.
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GRAFICO 2
Caja Costarricense de Seguro Social (ccss): Estructura organizativa mixta funcional 
con mayor orientación al producto
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Control de gestión de los centros proveedores 
Análisis periódico, junto a los responsables de las 
estructuras de gestión del grado de cumplimentación del 
contrato y de las políticas correctoras a adoptar 
Coordinación y gestión de dispositivos asistenciales 
Soporte técnico para la elaboración de los planes 
estratégicos de los niveles operativos 
Soporte técnico para la organización y administración 
intema de ios centros
Soporte técnico para la gestión financiera de ios centros
Gestión de recursos humanos
Gestión de compras y mantenimiento
Gestión de sistemas de información clínica y gerenciales
Organización y ejecución de programas de formación

Dirección y coordinación técnica de inversiones 
Establecimiento de estándares de calidad, servicios, 
salud
Evaluación y autorización de tecnologias/dispositi- 
vos asistenciales
Planificación de sistemas de 'mformación corporati­
vos

Fu en te: Andersen Consulting/Consorci Hospitalari de Catalunya, por gentileza de la Caja Costarricense de Seguro social.
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entidades exógenas a cargo de algunas de ellas. En ese 
cuasimercado, el grado de concentración de la función 
compradora es monopsónico, ya que no se establecen 
micro o mesocompradores, A diferencia de ese poder 
monopsónico, la función prestadora se desconcentra en 
una multiplicidad de entidades, que están en manos de 
la ccss y que en 1997 comprendían siete de los 29 
hospitales y cinco de las 46 áreas de salud, que en 
conjunto representaban más de la mitad del presupuesto 
de la ccss. Para 1998 se negociaron compromisos de 
gestión con 28 centros de producción de servicios de 
salud: 10 hospitales, 14 áreas de salud y cuatro coo­
perativas.

El lugar de residencia es determinante para que 
el usuario sea asignado a un prestador, marco en el 
cual, por otra parte, los compromisos pretenden 
optimizar el sistema de referencias y contrarreferencias. 
No se trata, por lo tanto, de construir un cuasimercado 
que contemple la facultad del usuario de elegir el área 
u hospital en que quiere atenderse, según la opinión 
que de ellos tenga, o de elegir el médico dentro del área 
u hospital asignado.

Las funciones de compra y de provisión vistas en 
conjunto quedan concentradas en la ccss, y el medio 
de control fundamental es el contrato; es justamente el 
cambio desde una gestión por jerarquía a una gestión 
por contrato lo que constituye la esencia de este 
cuasimercado, que provoca a su vez modificaciones, 
por ejemplo, de los sistemas de información y de cos­
tos. Este cuasimercado está orientado hacia adentro y 
es altamente regulado en términos internos por el com­
prador, ya que el nivel central tiene poderes de regu­
lación, de fijación de reglas y de nombramiento en 
puestos claves.

Debido a las formas de contratación de personal 
y a las reglas vigentes sobre carrera y permanencia en 
el sistema, el poder comprador central y el de los 
prestadores están aún muy reprimidos. La contratación 
de bienes y servicios se ha desconcentrado, y a algu­
nas áreas de salud se les ha permitido comprar a ter­
ceros, medida cuya eficiencia y eficacia aún no ha sido 
evaluada.

Por otra parte, el proceso afecta las relaciones de 
poder, formales e informales, dentro de las unidades 
prestadoras de servicios. En el caso de los hospitales, 
ocurre en un contexto en que tradicionalmente la au­
tonomía funcionaría ha acarreado en algunos casos 
incluso problemas de gobernabilidad interna. En los 
hospitales nacionales se observa también la existencia 
de nichos políticos partidistas que dificultan el trabajo

organizativo conjunto.^^ En ese contexto, los directo­
res perciben los compromisos como un instrumento 
mediante el cual pueden presionar al hospital para ele­
var el rendimiento.^^ No es sencillo, sin embargo, tras­
ladar las responsabilidades del compromiso a las je­
faturas médicas, debido a la rapidez del cambio, a la 
limitada capacidad gerencial existente y al efecto de 
las resistencias funcionarías. Una tarea pendiente al res­
pecto es fortalecer a los directores de hospital ante sus 
jefaturas.

En Chile, por su parte, se está buscando también 
avanzar en la separación de funciones con los compro­
misos de gestión. En ese sentido, las singularidades de 
su sistema de salud y de la reforma de gestión han 
hecho del Fondo Nacional de Salud ( f o n a s a )  un im­
portante protagonista, que de ente estrictamente ase­
gurador pasó a asumir una función compradora dentro 
del sistema del Ministerio de Salud.

Se trata en Chile de concentrar la función pres­
tadora en los Servicios de Salud y en los hospitales y 
municipalidades con ellos vinculados, y de eliminarla 
del ministerio; precisamente la persistencia de la fun­
ción prestadora del Ministerio de Salud se ha señala­
do como un obstáculo importante para la reestructura­
ción de la s a lu d ,E n  el tema que nos concierne, esto 
llevó a una estructuración atomizada de los compro­
misos y de su evaluación. Así, al principio los contra­
tos de gestión se elaboraron a partir de propuestas de 
las diversas unidades del ministerio que también con­
servaban las potestades en relación con esos ámbitos 
del contrato, a tal punto que se analizaban los indica­
dores correspondientes en forma separada, para final­
mente hacer una integración estrictamente formal del 
análisis. Por la misma razón, los Servicios de Salud 
debían negociar los compromisos con varias instancias 
en el ministerio denominadas “mesas”, que en 1996 se 
redujeron a dos — una del ministerio y otra de 
FONASA— y desde 1997 a una, momento a partir del 
cual el análisis del compromiso también se hace de 
manera coordinada.^^

Debe llamarse la atención sobre el hecho de que 
diversas determinaciones políticas en torno a los com-

Antecedente planteado en entrevista conjunta a Cercone, Ayala, 
Bartels y León, citada antes.

Entrevista con Manrique Soto, mencionada antes.
Entrevista con L.B. Sáenz, el 26 de febrero de 1998. 
Entrevista con César Oyarzo, ex Director del fonasa , el 22 de 

agosto de 1997,
Entrevista con Pedro Croco, Director de la unidad de gestión del 

Ministerio de Salud, el 3 de septiembre de 1997.
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promisos de gestión hacen que ellos, por sí solos, no 
sean garantes de la gobernabilidad dentro del sistema 
de salud: para esa gobernabilidad es crucial la fortale­
za de los incentivos y la regulación en materia de en­
trada y de permanencia en el sistema. Un ejemplo 
notable de la experiencia chilena es el caso de un di­
rector de servicio que se negó a firmar un compromi­
so; a lo más, se buscó convencerlo de que lo hiciera, 
pero no se planteó su remoción.^®

Puede decirse que las reformas de la gestión en 
salud costarricense y chilena se han hecho “de arriba 
hacia abajo”, ya que la iniciativa en ambas experien­
cias provino de instancias centrales: del nivel central 
de la ccss, y del Ministerio de Salud y el f o n a s a , res­
pectivamente. Pero las evaluaciones de resultados 
muestran, en ambos casos, la importancia de la nego­
ciación: los resultados son mayores cuando los com­
promisos han emanado de una negociación fuerte y no 
de una laxa, es decir, cuando las especificaciones y 
preferencias locales se traducen, al menos, en la ne­
gociación de metas.

La autonomía de gestión de los recursos por par­
te de las agencias de la ccss, sean ellas hospitales o 
áreas de salud, es aún restringida; en sentido estricto, 
se han asumido los presupuestos históricos y se ha 
construido, con datos de 1994, una función de produc­
ción. Pero se pretende relajar el control sobre los 
insumos, es decir, relajar las limitaciones ai uso de los 
recursos y la asignación a rubros específicos de gasto: 
el compromiso contiene una cláusula que simplifica el 
procedimiento requerido para efectuar modificaciones 
presupuestarias intemas. Tradicionalmente éstas debían 
ser aprobadas por la Junta Directiva de la Caja con 
autorización de la Contraloría General de la Repúbli­
ca, lo que impedía una pronta respuesta a las necesi­
dades.

La morfología institucional del sector salud en 
Costa Rica potencia una amplia autonomía del uso de 
los recursos por parte de los prestadores, sujeta a que 
se garantice eficiencia y eficacia en su uso, ya que los 
recursos no provienen de alguna instancia central, 
como el Ministerio de Hacienda, sino que se encuen­
tran en manos de la institución y derivan del pago 
tripartito de cuotas. Se trata ahora, en esencia, de des­
centralizar la relación principal-agente dentro de la

misma ccss. En el caso chileno, a esta complejidad se 
agrega aquella que deviene de la rigidez centralista del 
sistema presupuestario nacional, a pesar de algunas 
iniciativas sectoriales emprendidas para agilizar el uso 
de los recursos y para introducir flexibilidad, experi­
mentando parcialmente con los pagos asociados a diag­
nóstico y con el pago per cápita (Sojo, 1996c, p. 144).

Tanto en las áreas de salud como en los hospita­
les costarricenceS, el rango y el involucramiento de los 
funcionarios en los procesos que condujeron a la ela­
boración de los compromisos de gestión y a su eva­
luación periódica han sido sumamente heterogéneos.

En la ccss se han dado diversos procesos de ne­
gociación. Por ejemplo, se realizaron reuniones con 
grupos clínicos para definir términos, criterios, varia­
bles, categorías y otros aspectos relacionados con la 
producción hospitalaria, tales como la definición del 
programa de cirugía mayor ambulatoria, de consultas 
especializadas de primera vez, de los procedimientos 
especiales ambulatorios, de las atenciones con obser­
vación en los servicios de urgencia y la redefinición y 
reubicación de la categoría “medicina de día”, y los 
problemas de estándares en ginecología y obstetricia.

Con las limitaciones del caso, ya que cada ente 
prestador tiene sus características singulares, los com­
promisos de gestión de la ccss abren el camino para 
establecer puntos de referencia {benchmarking) en 
cuanto a procesos y resultados entre las áreas de sa­
lud, por una parte, y entre los hospitales, por otra. En 
los planes que presenten continuidad en los contratos 
año a año evidentemente los diversos resultados de los 
compromisos debieran permitir que los prestadores 
individuales establezcan puntos de referencia entre 
ellos mismos, si bien no serán del todo comparables 
al modificarse las medidas de desempeño y especifi­
carse o hacerse más rigurosas las metas y objetivos 
individuales según los avances logrados. La inclusión 
de las clínicas en manos de cooperativas va a ser tam­
bién interesante para juzgar su desempeño específico 
y establecer comparaciones con las que están en ma­
nos de la ccss.

A mediano plazo, la experiencia con los contra­
tos debiera permitir extraer lecciones en cuanto a las 
mejoras prácticas de gestión, con alguna potencialidad 
de generalización útil para la reforma del Estado.

Entrevista con César Oyarzo, mencionada antes.
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V I
Los compromisos de gestion de 1997̂ ^

Como hemos visto, el cambio de una gestión por jerar­
quía a una gestión por contrato es el eje de la construc­
ción de este cuasimercado. Por lo tanto, los compromi­
sos de gestión constituyen elementos idóneos para 
captar las coordenadas fundamentales de esta reforma, 
la que debe considerarse en sus múltiples dimensiones. 
En la sección anterior fueron analizados algunos aspec­
tos organizativos asociados al establecimiento de los 
contratos; a continuación se plantean detalladamente 
algunas características de estos instrumentos, y los 
resultados del primer año de su aplicación.

1. Una visión global

Los compromisos de gestión en Chile (cuadros 3, 4 y 
5) se establecen entre el nivel central y los denomina­
dos Servicios de Salud. Debido a la conformación de 
los prestadores, estas entidades se relacionan con los 
hospitales públicos y con las municipalidades, y se 
promueve que, a su vez, establezcan compromisos con 
ellos. Si bien los indicadores de los compromisos de 
gestión chilenos cubren los tres niveles de atención, se 
observa mayor énfasis en la atención primaria y pre­
ventiva.

En Costa Rica, los compromisos de gestión de la 
ccss (cuadros 6 y 7) son específicos para las áreas de 
salud, y para el segundo y tercer nivel de atención. Los 
contratos, tanto con las áreas de salud como con los

hospitales, se establecieron desde el 1 de enero de 1997 
al 30 de junio del mismo año y fueron renovados has­
ta el 31 de diciembre de 1997, El buen cumplimiento 
de las áreas de salud llevó a establecer nuevos objeti­
vos y metas al renovarse sus contratos para el segun­
do semestre, mientras que rezagos en el cumplimiento 
de los hospitales, con excepciones como la del Hospi­
tal de Niños, llevaron a extender el plazo hasta el 31 
de diciembre para cumplir con los objetivos y metas 
inicialmente pactados.

Dentro de las vertientes de la llamada nueva ges­
tión pública, pueden distinguirse modelos en los cua­
les los procesos son tan importantes como los resulta­
dos organizativos, y otros que se centran más estrecha­
mente en las tareas (Ferlie, Ashburner, Fitzgerald y 
Pettigrew, 1996, p. 14). La medición del cumplimien­
to de los compromisos de la ccss tiene claramente la 
orientación más amplia, que trasciende el simple uso 
de indicadores de eficiencia o eficacia, aunque eviden­
temente éstos también se utilizan.

Así, en la amplia gama de componentes de los 
contratos de gestión de la ccss —incluyendo sus 11a-

El análisis e interpretación que se presentan en esta sección tie­
nen como base empírica los protocolos de los compromisos de 
gestión de la ccss y sus evaluaciones semestrales y anuales, y los 
protocolos de los compromisos de gestión del Ministerio de Salud 
de Chile y sus evaluaciones anuales.

C U A D R O  3

Chile; Compromisos de gestión con los Servicios de Salud, 1995

Indicadores Enfasis en metas 
de salud

Enfasis en gestión 
y calidad

Formulación de un plan de salud para 1996
Cobertura del examen preventivo de salud de la población laboral
Tasa de mortalidad perinatal
Número de comunas con coberturas de vacunas inferiores a 90% 
Número de actividades de prevención específica de salud bucodental 

realizadas del total en niños de 0-5 años y de 6-9 años 
Prevalencia de malnutrición en la población infantil 
Instancias de participación interna y de participación comunitaria e 

intersectorialidad en el funcionamiento a fines de 1995 en los 
Servicios de Salud y en los establecimientos 

Horas pabellón utilizadas/horas pabellón disponibles

Fuente: Documentación oficial.
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CUADRO 4

C h ile : C o m p ro m is o s  de  g e s tió n  c o n  lo s  S e rv ic io s  d e  S a lu d , 1996
{Indicadores de actividad, p o r área)

Gestión de salud Desarrollo organizacional y gestión del servicio Calidad de la atención

Cobertura del programa de inmunizaciones ( p a i ) Plan de salud Gestión de calidad
Implementación del plan de acción para la atención del Diagnóstico de la eficiencia de los Infecciones
desarrollo psico.social integral del menor de seis años consultorios de especialidades intrahospitalarias
Cobertura del examen preventivo de salud del adulto (espa) Eficiencia en el uso de pabellones Indice de cesáreas so­

bre el total de partos 
en hospitales tipo I y II

Evaluación médico-social del adulto mayor (EMSAM) Manejo presupuestario de inversiones

Diseño e implementación de un pian de trabajo para prevenir 
el embarazo en adolescentes en comunas de mayor pobreza.

Resultado operacional

Cobertura dei Papanicolau en la población femenina 
beneficiaria entre 25 y 64 años

Plan de mantenimiento

Localización de casos de tuberculosis Uso de equipos e infraestructura
Mortalidad perinatal Reducción de niveles de ausentismo por 

licencias médicas
Medición del gasto en remuneraciones 
Gestión participativa

Apoyo a la gestión municipal 
Participación interna en instancias regulares 
Participación social

Fuen te: Documentación oficial.

madas cláusulas adicionales— están los de introducir 
o mejorar ciertos sistemas de información, hacer vigen­
tes y optimizar procesos que no venían funcionando 
adecuadamente, o bien desarrollar nuevos procesos que 
permitan conocer y sistematizar la prestación de ser­
vicios y dilucidar aspectos específicos de su eficacia. 
Un análisis de los indicadores relacionados con estos 
aspectos evidencia su predominio, tanto en las áreas 
de salud como en los hospitales, al menos en términos 
cuantitativos.

Algunos componentes, como los protocolos clí­
nicos, pueden contribuir por sí mismos a la reestruc­
turación institucional, ya que implican sendas modifi­
caciones de los procesos de trabajo. De allí que estos 
aspectos complementarios de los compromisos parez­
can ser al menos tan importantes como el incremento 
de los índices de actividad y de los resultados en sa­
lud, aspectos que evidentemente también se reflejan, 
por ejemplo, en las metas de reducción de las listas de 
espera.

Instaurar protocolos clínicos implica exigencias 
técnicas y acuerdos sobre la manera de registrar los 
procedimientos con miras a su estandarización. En 
términos políticos, ha sido una tarea compleja que ha

encontrado resistencia por parte de los médicos^^ o bien 
ha motivado a médicos que los vinculan con forma­
ción clínica y con el avanzar hacia la excelencia, y que 
no perciben tanto su relevancia para la gestión. El ni­
vel central no ha provisto aún —tal como se contem­
plaba— metodologías para elaborar protocolos, pero ha 
iniciado su estudio.^^

Los procesos organizativos no han tenido una 
presencia tan relevante en el caso de Chile, cuyos con­
tratos precisamente muestran debilidades en cuanto a 
la integración de los temas de gestión en sentido es­
tricto. En 1995 eran bastante marginales aquellos 
indicadores de los compromisos que tenían un carác­
ter estrictamente de gestión. Si bien éstos adquirieron 
una mayor presencia en los dos años siguientes, toda­
vía en 1997 se hacía hincapié en la realización de de­
terminadas acciones en salud vinculadas con índices 
de actividad (cuadros 4, 5 y 6); en términos de la ges­
tión, destacaron en 1997 las actividades relacionadas 
con la reducción de las listas de espera. El mejoramien-

Entrevista a Manrique Soto, citada más atrás. 
Entrevista con L.B. Sáenz, mencionada anteriormente.
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CUADRO 5

C h ile : E n fa s is  e in d ic a d o re s  d e  lo s  c o m p ro m is o s  d e  
g e s tió n  c o n  lo s  S e rv ic io s  d e  S a lu d , 1997

Areas Indicadores Enfasis en metas Enfasis en gestión
de salud y calidad

Gestión programática Proyectos de promoción X
Cobertura del e s p a “ X
Atención odontológica infantil preventiva X
Pesquisas de casos de tuberculosis X
Cobertura del Papanicolau X
Medicamentos crónicos APŜ X
Hipertensión arterial X
Pauta de acreditación a p s

Promedio mensual de horas contratadas para jefaturas
X

de programas básicos X

Gestión orientada al
usuario Proyectos de modernización (artículo N® 10 del protocolo) X

Programa de oportunidad de la atención (artículo N® 11 del protocolo) X
Derechos de los beneficiarios Ley 18.469 (artículo 
N® 12 del protocolo) X
Reducción del tiempo de espera X
Porcentaje de hospitales con visita diaria X
Porcentaje de hospitales con cuidado parental del niño hospitalizado X
Porcentaje de hospitales con cuidado de enfermos terminales X
Porcentaje de hospitales con asistencia del padre al parto X

Gestión participativa Comité de desarrollo X
Facturación de los servicios de salud (artículo N®13 del protocolo) X
Endeudamiento X
Resultado operacional X

Gestión de recursos 
humanos Ausentismo por licencias curativas X

Rendimiento del gasto en remuneraciones X

Gestión de hospitales Compromisos de gestión de los Servicios de Salud con 
establecimientos bajo su juridicción (artículo N® 7 del protocolo) X
Uso de pabellón X

Gestión ambiental Monitoreo biológico y ambiental de empresas en vigilancia 
(fiscalización del D.S. 745) X

Calidad del agua X
Intoxicaciones alimentarias X

Fuente: Chile, Ministerio de Salud (1997b). Las áreas indicadas están definidas en el contrato.

“ ESPa : Examen preventivo de salud del adulto. 
APS: Atención primaria en salud.

to de los registros como instrumento para fortalecer la 
capacidad gerencia! no ha sido considerado en estos 
contratos.

En Chile se ha avanzado en la mejora de los 
indicadores sanitarios de los compromisos de gestión, 
que al inicio eran muy débiles, y en la vinculación con 
las metas ministeriales y gubernamentales, sobre todo 
a partir de 1998. En ese sentido, a lo largo del tiempo 
se han depurado y estructurado los objetivos y metas. 
Pero la ejecución —que en sentido estricto constituye

el núcleo de la gestión— ha quedado en lo fundamen­
tal al libre albedrío de los Servicios de Salud, ya que 
este aspecto no se ha incorporado plenamente en los 
compromisos y en las actuales condiciones la verifi­
cación de su avance posiblemente sería percibida como 
una intromisión por los directores de los servicios. Las 
discusiones sobre salud en el país han girado funda­
mentalmente en torno a los lincamientos de las políti­
cas y marginalmente en torno a la gestión; cuando se 
pactan ciertos ajustes con los directores de los Servi-
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C o s ta  R ic a ; C o m p ro m is o s  d e  g e s t ió n  d e  la C a ja  C o s ta rr ic e n s e  d e  S e g u ro  S o c ia l (c c s s )  c o n  io s  h o s p ita le s ,  1977
(O
o

Ambitos Indicadores del sistema de información y procesos Indicadores de eficiencia Indicadores de eficacia Metas Actividades conexas

Consulta
Externa

Sistema centralizado de citas en admisión (automatizado o Tasa de ocupación en consulta Tasa de mortalidad de pa- Reducción de listas de espe-
manual) externa

Mecanismo centralizado de lista de espera por especialida- Situación de listas de espera 
des (automatizado o manual}
Registro de diagnósticos y tratamientos efectuados por cada

cientes tratados en clínicas ra, fijando y estableciendo
multidisciplinarias plazos máximos de espera

Prestaciones
hospitalarias

Sistema de 
Referencias

Sistema de registro de patologías 
Registro de procedimientos

Nueva hoja de egreso hospitalaria 
Registro de reingresos
Registro mensual de la tasa de cancelación de intervencio­
nes quirúrgicas programadas, con causas
Registro de atención obstétrica
Registro de actividades
Protocolo de lavado de manos en todos los servicios
Protocolo de detección y control de portadores 
intrahospitaiarios de enfermedades infecciosas
Registros de atenciones y de complicaciones de la atención 
obstétrica-pediátrica

Registro de referencias derivadas del primer y segundo ni­
vel y de áreas de atracción, para identificar pacientes. In­
cluye referencia territorial, razón o diagnóstico de la refe-

Tiempos de espera para inter­
venciones quirúrgicas y prue­
bas complementarias, e indi­
cador de demora
Giro-cama (mayores de 60)
Tasas de estancia en clínicas 
multidisciplinarias

Tasa de reingresos por pato­
logía y servicios
Tasa de mortalidad de niños

Complicaciones en área ma­
terno- infantil
Complicaciones en diferen­
tes pacientes de las clínicas 
multidisciplinarias
Tasas de mortalidad de pa­
cientes tratados en las clíni­
cas multidisciplinarias
Tasa de cancelación de inter­
venciones quirúrgicas pro­
gramadas
Tasa de complicaciones 
posparto y poscesárea

Prevención y control de la in­
fección nosocomial
Análisis cuantitativo y cuali­
tativo de las complicaciones 
en el área de la salud materno 
infantil, según patología, edad 
y período

Determinación de responsables 
de la coordinación de las activi­
dades respectivas
Capacitación en prevención y 
control de la infección nosoco­
mial

Detección y control de portado­
res intrahospitaiarios de enferme­
dades infecciosas

Vigencia de sistemas de referencias y contraneferencias
informe tripartito (Grecia, Monseñor Sanabria y México) al 
Financiador Comprador sobre patologías que debieran ser 
resueltas en otros niveles de la red

(C ontinúa en página siguiente)



Cuadro 6 (continuación)

Recursos Registro de días de incapacidad de los empleados de la
humanos CCSS y de la población en general

Calidad y Encuestas de satisfacción de los usuarios extemos,
atención al Recepción de reclamaciones escritas de usuarios, con 10 días
usuario como tiempo máximo de respuesta

Servidos de 
apoyo

Registro sobre entrega de medicamentos 
Informe sobre uso de medicamentos

Atendón
clínica

Protocolos de atención 
Protocolo de tratamiento

Fuente: Elaboración y clasificación propias, sobre la base de documentación oficial.



Implantación de un sistema de 
control y evaluación de los 
días de incapacidad
Reduccción de los días de 
incapacidad {%)

% de jefaturas capacitadas en 
gestión

Análisis cualitativo de quejas Existencia de programa de mejo- 
y reclamaciones de usuarios ramiento continuo orientado a la 

atención del usuario

Tiempos adecuados de entre­
ga
Uso adecuado de medica­
mentos

Programas de instrucción a pa­
cientes
Sistema para evitar sobreentrega 
de medicamentos
Consolidación de farmacias saté­
lites

Establecimiento de comités de 
protocolos de atención y de 
farmacoterapia.
Elaboración de informes sobre 
protocolos de actividades

(O



Costa Rica: Compromisos de gestión de ta Caja Costarricense de Seguro Social (ccss) con las áreas de salud, 1997
tt>N>

Ambitos Indicadores del sistema de información y procesos Indicadores de eficacia Actividades conexas

Actividad
realizada

Cobertura de la consulta: consultas de primera vez/población adscrita
Concentración de la consulta: consultas de primera vez/total de consultas en el penodo
Urgencias por habitantes: número de urgencias/total de habitantes
Razón de urgencias; total de urgencias atendidas/total de consultas
Registros de; agenda diaria de actividad en vacunaciones

Caracterización 
de los
benefíciaríos

Pirámide de población actualizada 
Análisis de situación de salud actualizado 
Ficha familiar actualizada de la población
Porcentaje de viviendas según riesgo; número de viviendas según riesgo/total de viviendas 
Concentración de visita domiciliaria según riesgo: número de visitas a viviendas según 
riesgo/número de viviendas según riesgo
Estado nutricional de menores de 6 años, basado en tabla peso/edad 
Condición de asegurados con base en ficha familiar

Acceso de la Plan de promoción de estilos de vida saludables
población Plan de control y atención de al menos dos problemas transmisibles prevalentes: malaria y sida
adscrita Objetivos por programas:

a) Niños
Cobertura de crecimiento y desarrollo en niños de 0 a 6 años 
Cobertura en vacunación con esquema básico

b) Adolescente
Cobertura en consejería de salud sexual y reproductiva

c) Mujer
Cobertura de atención prenatal del período (incluye control fuera del área de atracción)
Registro de pacientes embarazadas con y sin control
Cobertura de detección de cáncer de cérvix en mujeres, según grupo de edad

d) Adulto
Número de hipertensos identificados en unidad proveedora 
Cobertura de personas hipertensas identificadas en control 
Número de diabéticos identificados 
Cobertura de personas diabéticas en control

e) Adulto mayor
Cobertura de personas con clasificación de riesgo

( Continúa en pá g in a  siguiente)



Cuadro 7 (continuación)

Fortalecimieiito 
del sistema 
de referencias

Cumplimiento de referencias a determinado hospital
Elaboración de propuestas sobre interrelación de establecimientos y de niveles asistenciales
Coordinación con otros actores del área en aras de atención integral
Recibo de contrarreferencias del área
Registro de casos referidos a otros niveles asistenciales
Actividad generada por el área de salud en el siguiente nivel de atención:

Registro de solicitudes de radiografías solicitadas 
Registro de exámenes de laboratorio solicitados 
Registro de recetas solicitadas

Atención clínica Expediente individual de salud
Historia clínica y examen físico completo, y hoja de identificación
Registro de atención brindada al paciente {expedientes clínicos en expediente de salud u otro)

Calidad y aten­
ción
al usuario

Recursos
humanos

Registro de personal por categoria actualizado 
Registro de incapacidades del personal por categorias

Fortalecimiento Desarrollo gradual de registros contables distintos a los tradicionales, con asesoria del 
de centros fmanciador-comprador
de costos Remitir oportunamente información financiero-contable

Fuente: Elaboración y clasificación propias, con base en documentación oficial.



Resolución de urgencias: total de 
urgencias referidas a otro nivel de 
complejidad/total de urgencias 
atendidas
Porcentaje de referencias: total de 
referencias/total de consultas

Un equipo de mejoramiento continuo de la cali­
dad, que analice e inicie plan de resolución en al 
menos dos áreas críticas de los servicios de sa­
lud
Una comisión de análisis de muertes maternas e 
infantiles, que investigue los casos
Un mecanismo de control de calidad del expe­
diente individual de salud, que tenga como mí­
nimo los siguientes requisitos: existencia de un 
responsable o grupo encargado, y evaluación de 
al menos una muestra representativa de expedien­
tes durante el período del compromiso

Un sistema de reclamación y sugeren­
cias

Un lugar accesible para la recepción de los re­
clamos y sugerencias; existencia de un funciona­
rio o grupo que atienda, conteste y resuelva; 
generación de un listado de principales proble­
mas y su plan de solución 
Aplicación del instrumento sobre satisfacción de 
los usuarios, provisto por el fmanciador-corapra- 
dor
Información al usuario sobre servicios del centro

toco
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cios para superar problemas de financiamiento, gene­
ralmente vinculados con remuneraciones, tampoco se 
aprovecha el ajuste acordado para solicitar medidas en 
el plano de gestión cuyo cumplimiento se verifique.^"^

En Chile, la introducción del pago asociado a 
diagnóstico (pad) se ha topado con limitaciones. Esta 
forma de financiamiento no ha sustituido a la asigna­
ción histórica del presupuesto, sino que se ha dado en 
forma paralela, con un carácter experimental. Se intro­
dujo con un alto grado de participación en el nivel 
hospitalario y, por tanto, no fue percibida como una 
amenaza; pero colapso cuando se quiso generalizar, 
porque la diversidad de condiciones iniciales y de in­
formación la hicieron in vi able. De allí que su uso se 
haya focalizado en temas concretos, como prestacio­
nes complejas y oportunidad de la atención; pero hay 
avances, porque actualmente la idea de “paquete” de 
prestaciones no es un concepto que suscite resistencias, 
y ya no se piensa en prestaciones aisladas.^^ Experien­
cias como ésta ponen de relieve la necesidad de con­
solidar el ámbito de gestión en la modernización del 
sector salud chileno, sea mediante contratos con los 
Servicios de Salud u otras formas. En el ámbito de los 
pagos asociados a diagnóstico podría avanzarse, des­
de el punto de vista de la gestión, con el apoyo de 
procesos tales como la vigencia de protocolos clínicos.

Los compromisos de la ccss, por su parte, esta­
blecen sistemas de información en numerosos niveles 
que debieran permitir que tanto el financiador-com- 
prador como el prestador conozcan cómo se realiza 
efectivamente la prestación de servicios y cuenten con 
elementos de juicio para hacer un diagnóstico sobre la 
eficiencia y eficacia del uso de los recursos, para 
modificar los procesos de gestión y prestaciones per­
tinentes, y para elaborar algunos indicadores de eficien­
cia y eficacia. Esta gama de objetivos subyace a va­
rias de las cláusulas adicionales de los compromisos 
de la ccss, en las cuales el desarrollo de registros fia­
bles sobre actividad, costos y calidad ocupa un sitio 
preponderante.

Destacan en esos términos los protocolos de aten­
ción y de tratamiento que debieran permitir conocer los 
procesos propios de la gestión clínica; este ámbito ha 
sido tradicionalmente una caja negra en la cual los

Este derrotero de los compromisos fue expuesto por Roiiy Lenz, 
Director del ponas a , en entrevista del 26 de mayo de 1998. Sus 
referencias a la debilidad que tienen los compromisos en términos 
de la gestión se dieron como respuesta a nuestro planteamiento 
crítico sobre el punto, con el cual coincidió.

Esta trayectoria de los pagos asociados a diagnóstico nos fue 
planteada por Rony Lenz, en entrevista citada antes.

médicos han actuado sin restricciones. Los protocolos 
permiten modificar ese grado de autonomía en las prác­
ticas laborales y debieran hacer posible someter a 
escrutinio el modo como se efectúan las prestaciones, 
para determinar su eficiencia técnica, clínica y de ges­
tión; individualizar los procesos en juego, para avan­
zar en la conformación de centros de costos de las 
prestaciones e ir hacia el pago por grupos relaciona­
dos de diagnóstico (grd); delimitar las responsabilida­
des funcionarías y de los equipos en la prestación de 
los servicios, para mejorar la calidad y conocer el des­
empeño; y por último, hacer ajustes al comportamien­
to clínico.

Al respecto se ha señalado, por ejemplo, la nece­
sidad de formalizar mediante protocolos las guías y 
procedimientos operativos, para garantizar una conti­
nuidad de la atención del paciente individual, percibi­
do como una entidad que existe en el tiempo y tiene 
historias de morbilidad que no están constituidas por 
episodios discretos de enfermedad ni deben ser aten­
didas en encuentros ocasionales o fragmentarios con 
diferentes profesionales. El “principio organizativo” es 
una gestión de la enfermedad que mejora la continui­
dad de la atención y reduce el uso de tratamientos 
inadeeuados: se considera que cada enfermedad tiene 
un ciclo vital y una estructura económica, y el uso de 
protocolos de atención se orienta a prevenir episodios 
caros de enfermedades concretas, tales como diabetes, 
y a mejorar la calidad de las prestaciones, poniendo al 
paciente en el centro del proceso (Bengoa, 1997, pp. 37 
y 38).

Los contratos de la ccss reúnen elementos ten­
dientes a organizar mejor el sistema de salud y la pres­
tación de servicios, particularmente en cuanto a la 
interacción de los tres niveles de atención en el siste­
ma de referencia y contrarreferencia: el sistema de 
referencias se apuntala, premiando la capacidad de 
resolución de las áreas de salud y la disminución del 
número de referencias; en cuanto a los hospitales, se 
reglamenta un sistema de referencias y, en algunos 
casos, se especifica una red hospitalaria que debe con­
solidarse. Esto tendría efectos positivos en la eficacia 
y la eficiencia, en la cobertura y en la calidad de la 
atención (por ejemplo, tratar en niveles menos com­
plejos del sistema a los pacientes diabéticos que ya 
lograron un equilibrio).

En las áreas de salud el compromiso pretende 
incentivar acciones de prevención y promoción de la 
salud en el primer nivel, que a mediano y largo plazo 
permitirían disminuir la morbilidad y mortalidad y 
consolidar condiciones de salud deseables mediante
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una adecuada atención prenatal, el seguimiento del 
desarrollo infantil, la detección precoz de enfermeda- 
des —como cáncer de cervix— , y la detección y con­
trol de enfermedades crónicas prioritarias, como la 
diabetes y la hipertensión. Para las áreas de salud se 
elaboraron normas de atención integral del primer ni­
vel que constituyen el marco de referencia para eva­
luar su quehacer.

La consolidación del sistema de referencia, con 
sus beneficiosos efectos sobre la reducción gradual de 
las filas en consulta externa y en especialidades, de­
pende también de avances en otros terrenos de la re­
forma del sector de la salud: a saber, de la consolida­
ción de los equipos básicos de atención integral de 
salud (ebais).^^

En Chile recientemente también se ha puesto in­
terés en optimizar la red de prestaciones con el apoyo 
de los compromisos de gestión, ya que antes el víncu­
lo se daba exclusivamente entre el nivel central y los 
Servicios de Salud individuales. Con tal fin, el fonasa 
se ha constituido en un intermediario entre los Servi­
cios y se ha reestructurado en cinco zonas que abar­
can varios de ellos, para articular la red en las regio­
nes. Se han creado “mesas” regionales, que le dan 
seguimiento a los compromisos.'*^

El mejoramiento de la calidad de la atención, 
concebido como un proceso continuo, tiene un espa­
cio importante en los contratos de la ccss. La medi­
ción cualitativa está presente en indicadores que remi­
ten a la eficacia de las prestaciones médicas (compli­
caciones de la salud de pacientes, trayectoria y causas 
de la tasa de mortalidad, etc.,) o en procedimientos para 
asegurar el uso adecuado de los medicamentos, mejo­
rar los expedientes individuales de salud o controlar las 
infecciones intrahospitalarias (cuadros 6 y 7). Y la 
preocupación por elevar la calidad está tras medidas 
relacionadas con la oportunidad de la atención y el 
acceso a ella (reducción de listas de espera, resolución 
de urgencias, agilización de servicios de apoyo, como 
los de farmacia). En el ámbito de la calidad, hay en 
los compromisos medidas orientadas a identificar pro­
cesos y responsabilidades funcionarias, como los pro­
tocolos de lavado de manos en los hospitales. La idea 
subyacente es que el logro de la calidad se puede de­
tectar y medir en los procesos que lo condicionan.

Parafraseando a Hirschman, ya que esta reforma 
no apuesta a “la salida del cliente”, se confía en la “voz

Véase un detallado análisis de estos equipos básicos en Costa 
Rica, MiDEPLAN (1998, pp, 195-200).

Entrevista con Rony Lenz, mencionada antes.

del usuario” como fuente de retroalimentación. Para 
captarla se establecen sistemas que permitan conocer 
tanto las principales fallas percibidas de la atención 
clínica como el grado de satisfacción de los usuarios 
y se fijan procedimientos para resolver reclamos.

La preocupación por conocer la opinión de los 
usuarios llevó también a efectuar en 1997 un “Estudio 
de opinión de los servicios de salud de la ccss”, en que 
se examinan los servicios brindados por este organis­
mo en cada región del país (eymsa, Estadística y mer­
cadeo, 1997). En una escala numérica del 1 al 10, los 
servicios tuvieron una calificación media de 8,2, cata­
logada como buena. El servicio mejor calificado fue 
el de hospitalización, con 8,6 de promedio, y en segun­
do lugar estuvieron los equipos básicos de atención 
integral de salud, con 8.4 como promedio; tanto el 
personal médico como el paramèdico estuvieron bien 
calificados. "

Pero la encuesta puso de relieve algunos cuellos 
de botella comunes: los aspectos que se califican como 
de situación grave en zonas muy diversas del país y 
que obtuvieron menos de 7 puntos —otorgamiento de 
citas, horario de atención, rapidez de la atención, tiem­
po de entrega de medicamentos— se refieren predo­
minantemente a la oportunidad de la atención, y son 
peores respecto de los servicios de apoyo. La encues­
ta no incluyó preguntas que dieran indicios acerca de 
la eficacia de las prestaciones, por ejemplo, sobre com­
plicaciones en la recuperación de la salud.

Los compromisos en Chile y Costa Rica tienen 
algunas metas comunes, como la reducción de las lis­
tas de espera en especialidades, el mejor uso de la 
capacidad instalada —por ejemplo, de los quirófanos— 
y la disminución del ausentismo de los médicos. Pero 
reducir significativamente ese ausentismo es una de las 
metas más difíciles de lograr si se acude exclusiva o 
primordialmente al compromiso de gestión, sin efec­
tuar modificaciones sustanciales de las formas de con­
tratación y de remuneración del personal (Sojo, 1996c).

Así, la baja de las tasas de ausentismo por licen­
cias curativas en Chile en 1996 —primer año en que 
se pactó— fue significativa sólo en algunos Servicios 
de Salud; en otros esas tasas incluso se elevaron. Al 
año siguiente sucedió lo mismo y con reducciones 
menores, como era previsible; además, en los Servi­
cios individuales las reducciones no siempre se han 
mantenido.

Finalmente, queremos destacar que en los contra­
tos de 1997 de la ccss fue casi inoperante el fondo 
único de incentivos en el caso de los hospitales, ya que 
la separación de fondos requerida no había sido pre­
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vista; para 1998 ésta sí se ha efectuado, apartando 
desde enero un 0.5% del presupuesto, para llegar a un 
10% en el año. Las áreas de salud, en cambio, efecti­
vamente obtuvieron en 1997 del fondo de incentivos 
entre un 2 y un 4%?^

2. El desempeño de les áreas de salud

La evaluación de las cláusulas adicionales de los com­
prom isos toma en cuenta im portantes aspectos 
contextúales de carácter organizativo que ayudan a 
entender sus resultados. Entre ellos destacan el carác­
ter del personal asignado como contraparte y su acti­
tud ante el cambio; el grado de conocimiento de las 
jefaturas y del equipo evaluador respecto de los com­
promisos; las formas de organización del trabajo —por 
ejemplo, coordinación interna de los servicios o ato­
mización de ellos— , y el uso de la información a lo 
largo del proceso. Se han encontrado grandes contras­
tes en ese sentido; al igual que en el caso de los hos­
pitales, hay carencias en la difusión de las metas y 
avances de los contratos, y en la adhesión funcionaria 
a la innovación. Y se ha comprobado también cuán 
importante es nombrar responsables de la ejecución de 
los procedimientos o de las tareas comprendidas en el 
contrato.

En cuanto a aspectos organizativos, la evaluación 
destaca un alto grado de compromiso y responsabili­
dad de parte del equipo de apoyo y de los miembros 
de los equipos básicos de atención integral de salud, 
tanto en el logro de los objetivos como en propuestas 
de opciones para su cumplimiento. Se avanzó a lo lar­
go del año en vencer resistencias al cambio, se forma­
ron y capacitaron equipos de mejoramiento continuo 
de la calidad, se capacitó a todos los directores y ad­
ministradores en temas de gestión, y se implementaron 
programas de estilos de vida saludables dirigidos a la 
población en todas las áreas de salud. La evaluación 
considera que para motivar a los médicos y lograr su 
participación activa debe darse una comunicación más 
estrecha entre la dirección y el equipo de apoyo a los 
compromisos.

Se observa una mejora del nivel de gestión a lo 
largo del año debido a los procesos de capacitación. 
Por otra parte, el fortalecimiento del proceso de eva­
luación ha hecho que éste se utilice como herramienta 
de gestión.

Naturalmente, algunas áreas de salud muestran 
más avances que otras en el cumplimiento de los com­

promisos. Pero la evaluación anual muestra que todas, 
salvo una, cumplieron con las cláusulas obligatorias. 
En cuanto a las cláusulas de calidad el cumplimiento 
fue satisfactorio, lo cual condujo a que se cumpliera 
parcialmente con la cláusula de atención integral, cuya 
cobertura iba ligada a criterios de calidad. Los regis­
tros permitieron verificar mucha información en las 
áreas de salud, y el sistema de información se está 
consolidando.

La evaluación transmite una preocupación por la 
calidad de los expedientes médicos, debido a que sa­
lieron a luz múltiples deficiencias, que parecen deno­
tar falta de colaboración de la parte médica. Pero aún 
así, hay progresos en ese plano, y un avance notable 
en la aplicación de los criterios establecidos y un me­
joramiento de la calidad de las prestaciones de los 
equipos básicos de atención integral de salud, con la 
introducción de la preconsulta y el incremento de 
medidas preventivas, lo que ha ganado felicitaciones 
de algunas comunidades.

En cuanto a calidad, se establecieron mecanismos 
para la recepción de quejas y sugerencias, lo mismo 
que grupos responsables de investigar y tramitar las 
respuestas; las comisiones locales de análisis de la 
mortalidad infantil continuaron con una labor iniciada 
de antemano; se logró incorporar el tema de la calidad 
en la atención directa a través de los criterios de eva­
luación de las coberturas, y se fomentó la cultura del 
registro y análisis de la información como instrumen­
to para mejorar la gestión. Los equipos dicen que se 
sienten más consolidados como tales, en torno a me­
tas comunes y la preocupación por la calidad de los 
procesos. Se ha capacitado y educado al personal en 
materia de mejoramiento de la calidad y atención al 
cliente. Por otra parte, se han identificado debilidades 
gerenciales que requieren de asesorías asignadas por 
el nivel central.

En el mismo ámbito, también en el segundo se­
mestre de 1997 se incorporaron criterios de calidad en 
las prestaciones de las áreas de salud, de acuerdo con 
las normas de atención integral para cada uno de los 
objetivos del compromiso. Aunque se negoció no to­
mar en cuenta este aspecto al evaluar el cumplimien­
to, se trabajó en él con gran seriedad, lo que permitió 
conocer las debilidades que habría que corregir, y sir­
vió de base para mejorar los compromisos de 1998, en 
los cuales se incluyeron oficialmente criterios de cali­
dad en la prestación.-'*^

Entievista con Rodrigo Bartels, Apreciaciones de Norma Ayala.
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Se observó una respuesta positiva en las áreas de 
salud a los incentivos aplicados durante el primer se­
mestre; fue el caso de la Región Pacífico Central.

El uso tradicional de las fichas en el nivel de aten­
ción primaría del país no había sido riguroso. Como 
se mencionó antes, al iniciarse la reforma se carecía 
incluso de datos básicos, como la población atendida 
en cada centro del primer nivel y su estructura por edad 
y sexo. En ese sentido, el contrato con las áreas de 
salud puede ser también útil en general para políticas 
sociales selectivas de carácter individual y geográfico, 
ya que el contrato exige identificar individualmente a 
los beneficiarios de los servicios de las áreas de salud, 
y hacer una caracterización socioeconómica que per­
mite establecer cuál es la población en condición de 
riesgo. Las fichas recogen información sobre ubicación 
geográfica y características de la vivienda, saneamiento 
del medio, sexo, edad, escolaridad, lugar de trabajo, 
condición de asegurado, hechos vitales, control de 
vacunas y condición de salud de las personas que con­
forman el núcleo familiar.

3. El desempeño de los hospitales

La introducción de los compromisos en algunos hos­
pitales fue precedida de medidas tendientes a su refor­
ma administrativa. En lo que respecta a las cláusulas 
adicionales de los compromisos, la evaluación anual 
destaca entre los principales logros de los hospitales 
la disminución de los tiempos de espera y de las listas 
de espera en todos los centros, tanto en servicios de 
apoyo como consulta externa, emergencias y hospita­
lización.

También muestra un mayor rendimiento de la 
prestación de servicios finales en esos ámbitos. Los 
avances en el servicio al cliente son propios de cada 
plantel, pero abarcan un amplio espectro: remodelación 
interna de lugares de estar para los usuarios internos y 
externos, charlas dirigidas al usuario interno en temas 
relacionados con la calidad del servido en la atención 
al cliente; ordenamiento del horario de atención al 
público en el servicio de laboratorio y farmacia; me­
joras del equipamiento de los servicios de apoyo; in­
troducción de nuevos tipos de consulta para satisfacer 
las necesidades de los grupos singulares de la pobla­
ción del área de atraceión, y optimización del uso de 
salas de operaciones y de distintos servicios.

En cuanto a los aspectos organizativos y los pro­
cesos de trabajo también varían los logros de una en­
tidad a otra. La evaluación destaca la integración de 
equipos de trabajo que han promovido la participación

real del trabajador en el mejoramiento de los procesos 
diarios; la formación de equipos de apoyo al proceso, 
en todos los centros; el uso del análisis de la informa­
ción para la toma de decisiones; el desarrollo de siste­
mas automatizados en algunos centros; el estableci­
miento de normas operativas y técnicas y de controles 
para evaluar los procesos de trabajo; el mayor conoci­
miento del perfil ocupacional de los funcionarios; la 
estandarización de los procesos de trabajo y la mejora 
de los registros.

En materia de calidad, se realizaron encuestas de 
satisfacción del usuario que permitieron conocer sus 
necesidades; se formaron equipos de mejoramiento 
continuo de la calidad; se diseñaron protocolos médi­
cos en todos los hospitales; las infecciones intrahospi- 
talarias se han controlado y disminuido, y se han esta­
blecido oficinas de quejas y sugerencias, con grupos 
responsables de resolver y responder.

También en el ámbito organizativo se han elabo­
rado planes y estrategias de comunicación interna y 
externa; se han utilizado medios masivos de comuni­
cación, como pizarras, sonido y boletines para infor­
mar a los usuarios en materia de prevención de infec­
ciones y educación para la salud, y se ha mejorado la 
comunicación entre jefaturas y subalternos.

Pero la medición de la producción hospitalaria 
realizada en el marco de los compromisos de 1997 
mostró que numerosos requisitos no satisfechos impe­
dían efectuarla satisfactoriamente, con lo cual el mo­
delo de análisis de la producción adquirió un carácter 
experimental. La evaluación planteó, por lo tanto, que 
el modelo deberá ajustarse para alcanzar el grado de 
confiabilidad requerido para establecer relaciones de 
índole económica entre producción y fmanci amiento, 
y para comparar adecuadamente la producción de los 
centros hospitarios. De allí que el informe evaluador 
anual haya dado cuenta escuetamente de la producción 
agregada por actividades, y no haya establecido tales 
relaciones ni efectuado comparaciones entre los hos­
pitales considerados."®

Ya el informe semestral había sido taxativo en 
esos términos: “Con base en la información de produc­
ción actual no ha sido posible establecer un presupuesto 
por producción en ninguno de los hospitales”. El in­
forme anual es muy cauto: los datos de producción se 
plantean como provisionales, ya que son susceptibles 
de revisión, tanto por solicitud de los centros como del 
nivel central.

Participaron los hospitales Calderón Guardia, México, Monse­
ñor Sanabria, Nacional de Niños, San Juan de Dios, San Francisco 
de Asís y William Allen,
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La evaluación estima que los valores relativos del 
modelo deben adecuarse, ya que sus estándares son 
estrictamente empíricos y asumidos del funcionamiento 
histórico, que justamente se trata de modifican Tam­
bién afirma que los métodos de análisis deben mejo­
rarse, y que la medición, por lo tanto, no refleja el 
verdadero quehacer de los centros.

En cuanto a los registros de actividad, los obstá­
culos principales detectados para medir la producción 
son; la falta de verificación, respaldo y validación de 
los datos; información que por no ser oportuna está 
desfasada de la medición de metas; los criterios 
disímiles de registro, consolidación y formato de la 
información, y las diferencias entre los reportes para 
entregar la información al nivel central. Como vemos, 
las fallas se relacionan tanto con la calidad de la in­
formación y la gestión tradicional, como con el hecho 
de que los compromisos aceptaron la heterogeneidad 
de información y de registro. Para superar esta hetero­
geneidad se está trabajando en un sistema nacional de 
información que, con una plataforma informática co­
mún, permita compatibilizar los sistemas usados en 
cada uno de los hospitales.

Los problemas de información señalados mues­
tran con claridad en el caso costarricense un problema 
que ha sido subrayado respecto del desarrollo de cua- 
simercados, a saber, la necesidad de superar las asi­
metrías de información entre el comprador y el 
proveedor y, por ende, de establecer incentivos a los 
proveedores para que faciliten o entreguen la informa­
ción adecuada. El comprador, así, estará protegido de 
comportamientos oportunistas de los proveedores y 
contará con mejores elementos para establecer los con­
tratos (Bartlett y Le Grand, 1993, p. 209).

En la ccss el resguardo mayor en esos términos, 
tanto respecto de los hospitales como de las áreas de 
salud, ha sido establecer que “lo que no se registra, no 
existe”: en los compromisos para 1998 la información 
se plantea como llave para los fondos. Pero como la 
información puede manipularse, está sobre el tapete su 
veracidad. En 1997 se descubrió, por ejemplo, un ex­
cesivo aumento de las “consultas por primera vez” res­
pecto de las consultas subsecuentes, hecho atribuible 
a la mayor ponderación de tales atenciones en valores
UPH.

El esfuerzo por medir la producción ha puesto en 
evidencia verdaderas tradiciones de la cultura insti­
tucional. Por ejemplo, únicamente el registro de egre­
sos hospitalarios, que tiene un fuerte arraigo, se excep­
túa de las carencias señaladas. Por el contrario, en las 
áreas de atención ambulatoria o de urgencias, la infor­
mación ni se valida ni se verifica. Esto confirma que

“las limitaciones informales derivadas culturalmente no 
cambiarán de inmediato como reacción a cambios de 
las reglas formales” (North, 1993, p. 65).

La evaluación de 1997 considera problemáticas 
algunas indefiniciones conceptuales del modelo de 
medición: la precaria definición e imprecisión de al­
gunas categorías, tales como los procedimientos espe­
ciales —la diversidad de criterios al respecto provocó 
discrepancias graves en la medición— o los produc­
tos finales.

En la discusión sobre la producción y las presta­
ciones hospitalarias, directores de hospitales han plan­
teado la existencia de dificultades técnicas para medir 
con la información disponible atenciones en emergen­
cias, en cirugía menor y en procedimientos quirúrgi­
cos; la necesidad de normar en detalle los sistemas de 
medición respectivos y de ajustarse a la clasificación 
internacional de enfermedades en el caso de los expe­
dientes clínicos, y la necesidad de especificar qué se 
entiende por reingresos y señalar las posibles causas.'” 
En otros casos, se ha planteado que la medición de la 
producción hospitalaria es viable cuando se eligen bien 
unas pocas acciones que reflejan adecuadamente la 
producción y, por lo tanto, la conveniencia de consi­
derar pocos procedimientos especiales.

Por último, la evaluación concluye que la medi­
ción efectuada de la producción hospitalaria no permite 
comparar adecuadamente los resultados, ni brinda in­
formación para la asignación presupuestaria prospec­
tiva. Hechas todas las precisiones anteriores, sin em­
bargo, se afirma que “de acuerdo con lo pactado, las 
reglas establecidas y el método aplicado, en los hospi­
tales con compromiso de gestión se cumplió con lo 
requerido”. Consideradas las unidades de producción 
hospitalaria en forma global, efectivamente la entidad 
con mayor cumplimiento logró un 136% de la meta, y 
la entidad con menor cumplimiento un 97%.

Analizando por nuestra cuenta los cuadros respec­
tivos, hemos advertido que en la mayoría de los hos­
pitales hay discrepancias entre las uph concertadas y 
las realizadas en las actividades específicas, pero que 
son de muy diverso rango y que, en general, los défi­
cit de algunas actividades son compensados por la 
producción superavitaria de otras. La relación entre 
actividades deficitarias y superavitarias es específica 
de cada plantel, y una comparación de las diversas 
entidades tampoco muestra alguna tendencia significa­
tiva a actividades que sean predominantemente defi­
citarias o superavitarias.

Entrevista con el Dr. Manrique Soto, citada anteriormente. 
Entrevista con Elias Jiménez, mencionada antes.
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VII
¿La reforma en jaque?

El “biombo”, figura en que confluyen la corrupción 
médica y una forma perversa de elección médica por 
parte del paciente que está dispuesto a pagarla o del 
que es sometido a hacerlo, es una práctica ilegal: con­
siste en que el médico cobra al asegurado de la ccss 
por atenciones, fundamentalmente intervenciones qui­
rúrgicas, que realizan en las instalaciones públicas. Al 
respecto es interesante señalar que los contratos han 
arrojado pistas que pueden ayudar a percibir y dimen­
sionar la presencia de estas prácticas. Por ejemplo, en 
1997 se detectó en un hospital que un 35% de los pro­
cedimientos caros presuntamente habían tenido su 
entrada en emergencias, donde tampoco habían sido 
registrados.

Traemos esto inicialmente a colación ya que, en 
todo caso, las profundas medidas que se requieren para 
superar el “biombo” tienen implicaciones que atañen 
a las reglas del juego en términos más generales. La 
estabilidad funcionada ajena al rendimiento, la carre­
ra funcionaría condicionada por la antigüedad y no por 
el mérito, el pacto de atender 4 a 5 pacientes por hora, 
los tortuosos procesos para despedir a un funcionario,“̂'̂ 
y la imposibilidad de elección médica por parte de los 
pacientes, configuran una tenaza que impide modifi­
car a cabalidad esta situación y que, en general, difi­
culta modernizar la gestión de los recursos humanos 
de la ccss.

La inflexibilidad de las contrataciones es, sin 
duda, un elemento crucial que puede obstaculizar la 
innovación de la gestión. En Chile, los sectores afec­
tados han impedido hasta ahora beligerantemente 
modificar la ley 15 076 que rige las modalidades de 
contratación y remuneración de los profesionales de los 
servicios de salud. Así, quedó relegado un novedoso 
proyecto de ley que en 1995 pretendía flexibiüzar y 
descentralizar significativamente la conformación de 
las plantas; sumar a la antigüedad de la carrera fun-

“Se deben simplificar a nivel nacional las posibilidades de cesar 
a funcionarios. Actualmente, existen como pasos el debido proce­
so, la apelación, la comisión local, la comisión central de relacio­
nes laborales y es aquí donde está el cuello de botella: se requiere 
entonces de un proyecto de ley para regular este aspecto y se debe 
tratar de unificar la forma de contratación para los diversos secto­
res”. Esos son algunos retos señalados por el Dr, Jiménez en entre­
vista ya citada.

cionaria el reconocimiento del desempeño, del mérito 
y de la eficacia; promover la asignación de responsa­
bilidades individuales; entrelazar el reconocimiento del 
desempeño individual con el institucional y condicio­
nar a concursos la permanencia en el sistema (Sojo, 
1996c).

Cabe reflexionar, en este contexto, sobre un ras­
go de un sistema de salud público que en las compa­
raciones internacionales se destaca como de conside­
rable equidad, eficacia y eficiencia: el eanadiense. Si 
bien los hospitales canadienses cuentan con un siste­
ma de presupuesto, los médicos que trabajan en ellos 
no ganan un salario fijo, sino que cobran por el núme­
ro de pacientes que atienden, en un sistema de libre 
elección dentro del plantel hospitalario, de acuerdo con 
una tarifa preestablecida en cada provincia (White, 
1997, p. 44).

La permanencia en puestos gerenciales debiera 
también vincularse al logro de los objetivos propues­
tos. La reforma hace indispensable desarrollar habili­
dades gerenciales en diversos niveles.

Los compromisos de la ccss ambicionan mejorar 
la información financiera sobre las finanzas de los 
agentes prestadores. Sin embargo, en cuanto a la ges­
tión financiera en sentido estricto, los contratos no 
contemplan instrumentos, indicadores o actividades 
destinadas a medir costos que permitan avanzar direc­
tamente en la medición del desempeño financiero y 
económico e imputar costos a los productos. Esta 
omisión puede constituir un serio obstáculo para esta­
blecer el modelo de fínanciamiento deseado, lo que 
debiera considerarse al configurar los compromisos 
futuros.

Por otra parte, los contratos no cuentan actualmen­
te con incentivos económicos convincentes. En cuan­
to al Fondo de incentivos económicos, se ha señalado 
su debilidad para generarlos a corto plazo, ya que la 
generación de ahorros que lo nutre es sumamente res­
tringida en las condiciones vigentes. Además, no se ha 
dispuesto que pueda ser usado para conceder incenti­
vos salariales por mérito.

De allí que se discuta si es conveniente introdu­
cir un sistema de incentivos por desempeño, sobre si 
su carácter debería ser individual o colectivo -para 
grupos de trabajo, entidades específicas de la organi­
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zación- y si se adecúa a los indicadores de desempe­
ño provistos por los compromisos de gestión. Entre la 
gama de posibilidades, én el caso de los incentivos 
económicos, está introducir remuneraciones ligadas al 
desempeño. También el uso sistemático de la capaci­
tación o el otorgamiento de becas pueden ser útiles.

Asimismo, es crucial establecer disposiciones cla­
ras para sancionar tanto a los proveedores en caso de 
que no cumplan los acuerdos, o al comprador si no 
cumple con sus tareas de apoyo al contrato: las san­
ciones deben tener un claro asidero legal. Es necesa­
rio también coordinar los términos de los contratos con 
la realización de auditorías tradicionales, que deben 
modificarse a la luz de la nueva distinción de funcio­
nes y de su interrelación.

Como señalan los ejercicios evaluadores, es fun­
damental que los funcionarios conozcan los resultados 
de los compromisos para que, siendo partícipes de las 
debilidades y fortalezas, colaboren en la elaboración 
de estrategias para enfrentarlas y en la mejora cotidia­
na de la calidad, para evitar desalientos.

Por otra parte, a pesar de todas las asimetrías de 
información que confronta el usuario y de las restric­
ciones a la soberanía del consumidor propias del ám­
bito de la salud, al formarse coaliciones que buscan la 
excelencia en la prestación de servicios de salud es 
muy importante el usuario, como fuente de presión 
externa sobre el proveedor y de señales que contribu­
yan a la “fijación de precios” del cuasimercado desde 
el lado de la demanda. De allí la relevancia de recibir, 
procesar y responder de manera expedita y adecuada 
las opiniones y reclamos de los clientes que se reca­
ban en el marco de los compromisos y por otros me­
dios. Consolidar avances en la atención —por ejem­
plo, reducir colas y listas de espera— traería sin duda 
una adhesión ciudadana a los compromisos, positiva 
para los fines recién esbozados.

También resulta importante en este contexto la 
participación comunitaria. En el caso de los hospita­
les, serán fundamentales la Juntas hospitalarias que 
tienen un germen en las Juntas de salud recientemente 
constituidas. Estas son de carácter asesor y de enlace 
con la comunidad, y están conformadas por siete per­

sonas: un representante de la ccss, uno de la munici­
palidad y cinco de asociaciones comunales o de servi­
cio."*̂

El éxito de los compromisos no va a estar aso­
ciado únicamente a la reorganización formal del com­
prador y del prestador. Habrá que considerar cómo se 
modifican también las normas y reglas informales, que 
alcanzan un carácter de cumplimiento obligatorio y que 
van a estar determinadas por la alteración de las rela­
ciones informales de poder, definiendo también los 
resultados.

El desarrollo de cuasimercados está enclavado en 
relaciones sociales e institucionales (Ferlie, Ashbumer, 
Fitzgerald y Pettigrew, 1996). Para considerar el efec­
to de largo plazo de la introducción de contratos en los 
patrones organizativos y en el comportamiento inter- 
organizacional de los cuasimercados de salud, tienen 
particular importancia las redes profesionales del per­
sonal médico y del paramèdico, y el peso e influencia 
que adquiera su segmento gerencial, dado que estas 
profesiones habían disfrutado tradicionalmente de una 
fuerte autorregulación.

El desafío tiene un vasto alcance: se trata nada 
menos que de concitar voluntades políticas, funciona- 
rias y ciudadanas en torno a un pacto de excelencia en 
la ccss que sitúe promisoriamente al país en el portal 
del nuevo siglo.

^  Alguien que aboga por la máxima descentralización de los 
prestadores, como el Dr. Jiménez, opina que estas juntas deben 
investirse de autoridad para que se transformen en las Juntas Direc­
tivas de cada hospital, en tanto que la Junta Directiva central, por 
su carácter político, debe fijar las políticas generales y establecer 
los límites presupuestarios (entrevista ya citada).

Atendemos así la advertencia formulada por Douglass North: 
aunque las normas explícitas nos ofrecen una fuente básica de 

materiales empíricos por medio de los cuales podemos someter a 
prueba el desempeño de economías en diversas condiciones, el grado 
en que estas reglas tengan relaciones únicas de desempeño es limi­
tado. Es decir, una mezcla de normas, reglas y características infor­
males de cumplimiento obligatorio define simultáneamente el con­
junto de elección así como los resultados en cuanto al éxito. Por 
consiguiente, considerando únicamente las reglas formales, tendre­
mos una noción inadecuada y a menudo equívoca de la relación 
entre limitaciones formales y desempeño,”
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Entrevistas

Sobre la experiencia costarricense*
(realizada en San José  de Costa Rica)

Norma Ayala, funcionaría del Proyecto de modernización de la ccss,
29 de agosto de 1997 y 6 de febrero de 1998.

Rodrigo Bartels, funcionario del Proyecto de modernización de la ccss, 
29 de agosto de 1997 y 6 de febrero de 1998.

Adolfo Cartín, Administrador general del Hospital San Juan de Dios,
5 de febrero de 1998.

James Cercone, funcionario del Proyecto de modernización de la ccss,
29 de agosto de 1997.

Elias Jiménez, Director general del Hospital Nacional de Niños,
5 de febrero de 1998.

Mario León, funcionario del Proyecto de modernización de la ccss,
29 de agosto de 1997.

Fernando Marín, Viceministro de Salud,
26 de agosto de 1997.

Luis Bernardo Sáenz, Director del Proyecto de modernización de la ccss, 
26 de agosto de 1997 y 26 de febrero de 1998.

Alvaro Salas, Presidente ejecutivo de la ccss,
26 de agosto de 1997 y 5 de febrero de 1998.

Manrique Soto Pacheco, Director general del Hospital San Juan de Dios, 
5 de febrero de 1998.

Julieta Rodríguez, Gerente de la División médica de la ccss,
26 de agosto de 1997.

Herman Weinstock, Ministro de Salud,
26 de agosto de 1997.

Sobre la experiencia chilena
Irealizadas en Santiago de Chile)

Pedro Croco, Director, Unidad de gestión del Ministerio de Salud, 
3 de septiembre de 1997.

Rony Lenz, Direetor del Fondo Nacional de Salud (fonasa),

26 de mayo de 1998.

César Oyarzo, ex Director del fonasa,
22 de agosto de 1997.

Los cargos indicados son los que las personas ocupaban en el momento de la entrevista.
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La tesis de este artículo es que el desarrollo acelerado de 

América Latina y el Caribe, una región rica en recursos natu­

rales, dependerá de la rapidez con que aprenda a industrializar 

y a procesar sus recursos naturales, así como a desarrollar las 

actividades proveedoras de insumos, servicios de ingeniería y 

equipos para ellos. Será, pues, un desarrollo basado no tanto 

en la extracción de recursos naturales, como ahora, sino a par­

tir de los recursos naturales y las actividades que naturalmente 

tienden a formarse y aglutinarse en tomo a ellos (los comple­

jos productivos o clusters). Diferirá, por tanto, de la experien­

cia de los países asiáticos de industrialización reciente escasos 

en recursos naturales. Más bien se asemejará al de los países 

actualmente desarrollados con abundante dotación de recursos 

naturales, como los nórdicos, Canadá, Australia y Nueva 

Zelandia.
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I
Introducción

Desde hace 10 años América Latina ha estado experi­
mentando un viraje estratégico sin precedente desde los 
años treinta. La región ha dejado de lado la estrategia 
de desarrollo orientada hacia adentro, con un mercado 
interno fuertemente intervenido y un Estado protagó- 
nico, y ha asumido una estrategia de desarrollo orien­
tada hacia los mercados externos, donde la asignación 
de recursos es detenninada básicamente por el merca­
do y donde el agente principal del desarrollo es la em­
presa privada.

Hoy el consenso es amplio en que al menos des­
de mediados de los años setenta la estrategia de indus­
trialización basada en la sustitución de importaciones 
estaba teniendo rendimientos fuertemente decrecientes 
y que el hiperactivismo del Estado había sobrepasado 
los límites de su capacidad de acción eficaz. Sin em­
bargo, también está claro que hasta la fecha la región 
ha visto la promesa, mas no la realidad, de los resulta­
dos que se esperaban del actual viraje estratégico. En 
efecto, si bien se ha logrado contener la inflación, el 
ritmo de expansión económico acusa un mediocre 3.5% 
anual: por cierto, superior al de los años ochenta, pero 
muy inferior a lo esperado, y en particular, mucho 
menor que el 5.5% logrado entre 1950-1980, cuando 
prevaleció la tan vilipendiada estrategia de sustitución 
de importaciones.

Sin duda, parte de la explicación de tan mediocre 
resultado se debe a que los desequilibrios macroeconó- 
micos fueron masivos; a que el diseño e implemen- 
tación de la política macroeconómica fue a menudo 
deficiente, y ciertamente a que reformas estructurales 
de tal envergadura requieren de tiempo, tal vez mucho 
tiempo, para dar su fruto. Surge, pues, la interrogante; 
¿basta con tener una economía abierta y desregulada 
y dejarla en “piloto automático” para crecer a las ta­
sas aceleradas deseadas o se necesita modificar la es­
trategia para profundizar la inserción internacional de 
la región? Más concretamente, ¿de dónde vendrán los 
próximos impulsos a las exportaciones para que el 
crecimiento económico alcance en la región tasas ace­
leradas superiores a las históricas y parecidas a las de 
los países de industrialización reciente en el sudeste 
asiático?

La tesis de este trabajo es que el desarrollo ace­
lerado de América Latina y el Caribe, una región rica

en recursos naturales, dependerá de la rapidez con que 
aprenda a industrializar y a procesar sus recursos na­
turales, así como a desarrollar las actividades provee­
doras de insumos y equipos para ellos. Será, pues, un 
desarrollo no tanto basado en la extracción de recur­
sos naturales, como ahora, sino a partir de los recur­
sos naturales y las actividades que naturalmente tien­
den a formarse y aglutinarse en torno a ellos (los com­
plejos productivos o clusters). Diferirá, por lo tanto, 
de la experiencia de los países asiáticos de industriali­
zación reciente, escasos de recursos naturales. Más bien 
se asemejará al de los países actualmente desarrolla­
dos, también ricos en recursos naturales, como los 
nórdicos, Canadá, Australia y Nueva Zelandia.

Esta tesis contradice los argumentos no sólo de 
los muchos que han llegado a hablar de los recursos 
naturales como causantes del “mal holandés” (un fe­
nómeno de corto plazo asociado al auge súbito de 
cualquier exportación), sino de los más pesimistas que 
hablan incluso de la “maldición” de los recursos natu­
rales (por ejemplo, Auty, 1994). Mucha de esta litera­
tura señala que en la práctica, y por paradójico que pa­
rezca, los países ricos en recursos naturales han tendi­
do a tener un crecimiento inferior al de los países es­
casos en recursos naturales. De hecho, Sachs ha esti­
mado este efecto en un 1/2% anual menos de creci­
miento per cápita por cada 10 puntos de participación 
de las exportaciones de productos primarios en el pib  

(Banco Asiático de Desarrollo, 1997). No obstante, él 
reconoce que esta es una relación empírica, más que 
analítica. No es inevitable, sino que simplemente ha 
resultado así. Al parecer muchos de los países ricos en 
recursos naturales han tendido a malgastar las rentas 
derivadas de los recursos naturales en las épocas de 
vacas gordas, en lugar de invertirlas en mejoras de 
productividad que les permitirían crecer aun en perío­
dos de vacas flacas. Tal incapacidad de convertir ren­
tas puras en rentas derivadas de avances de la produc­
tividad está en la raíz de estos magros resultados, Pero 
ellos no son inevitables. De hecho, hay países actual­
mente desarrollados y ricos en recursos naturales que 
han podido transformar exitosamente las rentas deri­
vadas de sus recursos naturales en rentas emanadas de 
una mayor productividad (por ejemplo, más del 60% 
de las exportaciones noruegas, australianas y neozelan­
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desas son aún productos primarios). Así que el buen o 
mal desempeño de los países ricos en recursos natura­
les depende de la idoneidad de su política económica 
y no del hecho mismo de tener recursos naturales.

Finalmente, ha de indicarse que son muchos los 
países que están tomando el camino de Japón, la Re­
pública de Corea y la provincia de Taiwan, es decir, 
exportar manufacturas, comenzando por las más inten­
sivas en mano de obra para llegar posteriormente a 
manufacturas con mayor valor agregado. Mas estos 
países, por su escasez de recursos naturales, no tuvie­
ron la alternativa de fomentar los complejos producti­
vos en torno a ellos. Y China y la India, por la misma 
razón, no tendrán otra opción que seguir el camino de 
las manufacturas livianas. De ahí que haya razón para 
creer que puede producirse una saturación de manu­
facturas que no hacen uso intensivo de recursos natu­
rales — sobre todo de aquellas con poca complejidad 
tecnológica— como en cierto sentido ya está sucedien­
do con la producción automotriz y electrónica en el 
sudeste de Asia. En cambio, el campo de las manufac­
turas tanto aguas arriba como aguas abajo en torno a 
los recursos naturales está desaprovechado. Esta es una 
razón adicional para creer que una estrategia que po­
tencie los complejos productivos en torno a esos re­
cursos puede ser muy valiosa para los países de Amé­
rica Latina y el Caribe bien dotados de recursos natu­
rales.

Los recursos naturales no son pues un castigo de 
Dios, pero tampoco aseguran por sí solos el desarro­
llo. Lo que hacen es ofrecer una oportunidad que con­
viene aprovechar.* De hecho, esto no es una asevera­
ción voluntarista o sólo teórica. Hay visos de que ya 
se está dando tal tendencia. En efecto, al menos desde 
que a mediados de los años ochenta se produjo el vi­
raje estratégico en la región hacia un desarrollo más 
volcado a los mercados internacionales, hubo una 
mayor expansión relativa de las actividades producti­
vas con uso intensivo de recursos naturales —en es­
pecial las mineras, agrícolas, forestales y pesqueras— 
a expensas de una retracción relativa de la producción 
manufacturera. A la vez, dentro de la actividad manu­
facturera, las ramas que hacen más uso de recursos na­
turales son las que muestran un mayor crecimiento (en 
especial, las co m m o d itie s  industriales como papel y 
celulosa, productos petroquímicos, hierro y acero, alu­

minio y metales no ferrosos). Como resultado, la pro­
ducción con uso intensivo de recursos naturales subió 
de 60 a 65% de la producción de bienes transables 
entre 1980 y 1997.

Esta reestructuración refleja un regreso al apro­
vechamiento de la ventaja comparativa natural de una 
región abundante en recursos naturales. Como resul­
tado, las actividades productivas con uso intensivo de 
tales recursos muestran no sólo sólidos aumentos de 
la producción sino impresionantes mejoras de la pro­
ductividad. En efecto, desde fines de los años setenta, 
y con más vigor aún desde mediados de los años 
ochenta, aparece una nueva generación de plantas 
fabriles en estas actividades, con alto grado de moder­
nización, mayor coeficiente de capital y vigorosa ac­
tualización tecnológica. Estas plantas fabriles tienen 
procesos de producción continuos, cuyo ritmo es re­
gulado por los equipos; por consiguiente, sus niveles 
de productividad distan mucho menos de la frontera 
tecnológica.

Si bien la abundancia relativa de recursos natura­
les de la región, así como la mayor disponibilidad y 
calidad de ellos, ha impulsado las actividades que ha­
cen uso intensivo de tales recursos, la expansión ha 
tendido a limitarse a las fases iniciales de procesamien­
to; aún no se avanza significativamente hacia la ela­
boración de productos especiales y más sofisticados 
con mayor valor agregado nacional (por ejemplo, pa­
peles finos, aceites hidrogenados o con bajo colesterol, 
aceros especiales, perfiles de aluminio, aleaciones de 
cobre, entre otros). Por lo tanto, lo que se requiere es 
una estrategia de desarrollo que potencie no tanto la 
extracción y procesamiento más simple de los recur­
sos naturales, sino la aceleración de las múltiples acti­
vidades que tienden a aglomerarse en torno a dichos 
recursos, sin contradecir las tendencias naturales del 
mercado y potenciando los encadenamientos con acti­
vidades proveedoras de insumos, equipos e ingeniería 
(hacia atrás), así como los encadenamientos con acti­
vidades procesadoras y usuarias de los recursos natu­
rales (hacia adelante). De lo que se trata es de lograr 
que los complejos productivos incipientes en torno a 
la abundante base de recursos naturales de la región 
puedan convertirse con más rapidez en complejos 
maduros, como los existentes en los países desarrolla­
dos ricos en recursos naturales.

‘ Hay una extensa literatura sobre la relación entre reculos natu­
rales y desarrollo económico. Véanse, por ejemplo, Baldwin (1963), 
Roemer (1979), Barham, Bunker y O’Heara (1994), Lewis (1989), 
Sachs y Warner (1995) y Londero y Teitel (1996).
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II
Teoría: ¿por qué se forman los 

complejos productivos?

Se entiende comúnmente por complejo productivo una 
concentración sectorial y/o geográfica de empresas que 
se desempeñan en las mismas actividades o en activi­
dades estrechamente relacionadas, con importantes y 
cumulativas economías externas, de aglomeración y de 
especialización (por la presencia de productores, pro­
veedores y mano de obra especializados y de servicios 
anexos específicos al sector) y con la posibilidad de 
llevar a cabo una acción conjunta en búsqueda de efi­
ciencia colectiva. Entre los ejemplos de complejos 
productivos exitosos en los países desarrollados se 
hallan los distritos industriales de Emilia Romagna 
(Italia) y Badén Wurttemberg (Alemania), Silicon 
Valley y la Ruta 128 (Estados Unidos), la nueva in­
dustria de computadores en Irlanda y la de electrónica 
en Escocia; en los países en desarrollo cabe mencio­
nar la industria del calzado en Nuevo Hamburgo (Bra­
sil), de electrónica y programas de computación en 
Bangalore (India), de instrumentos quirúrgicos simples 
en Sialkot (Paquistán) y de microelectrónica en el 
Hsinchu Science Park (provincia de Taiwàn).^

Diversos enfoques teóricos intentan responder a 
la pregunta que da título a esta sección: ¿por qué se 
forman los complejos productivos? Pasaremos revista 
a algunos de ellos.^

1. La teoría de localización y de geografía econó­
mica

La teoría de localización y de geografía económica 
trata de explicar por qué las actividades suelen concen­
trarse en ciertas áreas y no se distribuyen en forma 
aleatoria (véanse North,1955; Krugman, 1995; Borges 
Méndez, 1997). Es conocido que este enfoque hace 
hincapié en el peso relativo del costo de transporte en 
el costo final, lo que explicaría por qué algunas acti­
vidades suelen ubicarse preferentemente cerca de los 
recursos naturales, otras se localizan cerca de los mer-

 ̂ Schmit?. y Musyck (199.1) y Nadvi y Schmitz (1994) ofrecen una 
buena introducción a la literatura sobre este tema, en fuerte expan-

 ̂ Las siguientes 
(1996).

subsecdones se basan fundamentalmente en Stumpo

cados que van a abastecer, en tanto que otras pueden 
establecerse en cualquier lugar. Menos conocido, pero 
de creciente importancia, es que este enfoque subraya 
asimismo las interdependencias de la materia prima y 
el producto procesado y también los subproductos, que 
hacen más fácil coordinar sus movimientos en una sola 
ubicación. Así sucede, por ejemplo, con las empresas 
productoras de acero y las siderúrgicas, pues su gran 
interdependencia induce a la integración vertical de 
estas producciones. Cosa similar sucede cuando una 
misma actividad (por ejemplo, la ganadería) tiene va­
rios subproductos en forma simultánea (por ejemplo, 
carne fresca, productos industriales y fertilizantes).

Asimismo, las actividades de procesamiento que 
disfrutan de importantes economías de escala, especial­
mente en procesos complejos como los petroqufmicos, 
sólo tenderán a instalarse en el país de origen si este 
tiene un mercado nacional amplio o si está próximo a 
importantes mercados regionales. Como ejemplo cita­
remos las industrias canadienses y australianas de pro­
cesamiento minero para los mercados de Estados Uni­
dos y de Asia, re.spectivamente.

Finalmente, aspectos críticos para la localización 
de las actividades de extracción de recursos naturales 
son la claridad, transparencia y tradición de la legisla­
ción sobre derechos de propiedad, así como la estabi­
lidad y competí ti vidad de la legislación tributaria. En 
efecto, las inversiones con altos costos sumergidos y 
largos períodos de maduración necesitan seguridad y 
transparencia en el trato, y mínimo riesgo de cambios 
retroactivos.

2. La teoría de los encadenamientos hacía atrás
y hacia adelante

La teoría de los encadenamientos hacia atrás y hacia 
adelante de Hirschman (1957 y 1977) procura mostrar 
cómo y cuándo la producción de un sector es suficiente 
para satisfacer el umbral mínimo o escala mínima 
necesaria para hacer atractiva la inversión en otro sec­
tor que éste abastece (encadenamientos hacia atrás) o 
procesa (hacia adelante). Por cierto, toda actividad está 
eslabonada con otras. Estos encadenamientos adquie­
ren significación cuando su existencia hace que una
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inversión se realice o no. Cuando la realización de una 
inversión haee rentable la realización de una segunda 
inversión, y viceversa, la toma de decisiones en forma 
coordinada asegura la rentabilidad de cada una de las 
inversiones,

Los encadenamientos hacia atrás dependen tanto 
de factores de demanda (la demanda derivada de 
insumos y factores) como de su relación con factores 
tecnológicos y productivos (el tamaño óptimo de plan­
ta). Asimismo, el desarrollo de los encadenamientos 
hacia adelante depende en forma importante de la si­
militud tecnológica entre la actividad extractiva y la de 
procesamiento. Mientras mayor sea esa similitud, 
mayor será el aprendizaje y más fuerte el impulso hacia 
adelante; mientras mayor sea la distancia tecnológica 
entre estas actividades, menores serán el aprendizaje 
y el impulso. Por otra parte, hay pruebas de que los 
productos procesados no sólo tienen una menor va­
ri anza en precio que los productos primarios, sino tam­
bién de que en los últimos 25 años el precio de los pro­
ductos procesados ha crecido significativamente más 
que el de los productos primarios en general, sobre todo 
en el caso de los metales (Yeats, 1991). Esto indicaría 
que el desarrollo de los encadenamientos hada adelante 
no sólo diversificaría la producción sino que podría ser 
sumamente rentable.

3. La teoría de la interacción y los “distritos in­
dustriales”

La teoría de la interacción pretende explicar las con­
diciones más propicias para que haya aprendizaje ba­
sado en la interacción, lo que, según este enfoque, 
explicaría el éxito de los llamados “distritos industria­
les” en muchas regiones de Italia y Alemania y en otras 
de América Latina."̂  La interacción da lugar a “juegos 
repetitivos” que elevan la confianza y reducen, por 
ende, los costos de transacción y de coordinación. 
Asimismo, la interacción acelera la difusión del cono­
cimiento y la innovación, lo que es un bien “social” 
internalizado por el conjunto de empresas en el “dis­
trito”. En efecto, la interacción intensa en una locali­
dad genera derrames tecnológicos y economías exter­
nas y de escala para el conjunto de empresas del “dis­
trito” que no podrían ser internalizados de estar cada 
empresa interactuando con las otras a gran distancia.

 ̂ Sobre los distritos industriales, véanse por ejemplo Bianchi (1992), 
Bellandi (1996) y Dini (1992).

4. El modelo de Michael Porter

El modelo de Michael Porter (véase Porter, 1991) sos­
tiene que la diversidad e intensidad de las relaciones 
funcionales entre empresas explican la formación de 
un complejo productivo y su grado de madurez. Estas 
relaciones se refieren a los cuatro puntos del “diaman­
te”, es decir, de las relaciones de competencia entre 
empresas de la misma actividad; las relaciones con sus 
proveedores, con actividades de apoyo, con producto­
res de insumos complementarios y con proveedores de 
insumos y factores especializados. Por cierto, en el 
análisis de Porter los complejos productivos se dan tan­
to en torno a los recursos naturales como en torno a 
actividades basadas en el aprendizaje y el conocimiento 
(por ejemplo, las telecomunicaciones, la computación 
y la electrónica).

5. Variantes referidas a recursos naturales

Además de las teorías expuestas hay variantes que 
hacen referencia explícita a los recursos naturales. En 
particular, debe mencionarse la teoría del crecimiento 
económico a partir de los productos básicos (the síaple  
th eo ry  o f  eco n o m ie  g ro w th )  referida inicialmente a 
Canadá (Innis, 1954 y 1962; Watkins, 1963; Mackin- 
tosh, 1953; Scott, 1964). Esta teoría explica el desarro­
llo económico de Canadá a partir de los impulsos pro­
venientes de la exportación de sus distintos recursos 
naturales —pescado, pieles, minería, madera, papel y 
trigo— y a las inversiones en actividades relacionadas 
que ellos activan. Estas actividades de “segundo” y 
“tercer” grado incluyen: i) actividades secundarias para 
proveer los insumos y bienes requeridos por el recur­
so natural y por su fuerza de trabajo; ii) la inversión 
en infraestructura (ferrocarriles, energía eléctrica, ca­
minos, puertos, etc.) para las exportaciones, y iii) otras 
actividades, no necesariamente ligadas al recurso na­
tural, que pudieran aprovechar la infraestructura ya 
financiada por la actividad exportadora, pagando sólo 
sus costos variables. Así, cada auge exportador da lu­
gar a una ola de inversiones de primer, segundo y ter­
cer grado, que no sólo multiplica el efecto del impul­
so exportador inicial, sino que genera actividad eco­
nómica cada vez menos dependiente de ese impulso. 
De ahí que hoy Canadá posea una base productiva 
amplia y diversificada, mucho más extendida que la 
dada por sus recursos naturales, muchos de los cuales 
ya se acabaron.

Una variante parecida (David y Wright, 1997) 
parte del hecho poco conocido de que en el desanollo 
de los Estados Unidos a fines del siglo XIX la explo­
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tación y el procesamiento de recursos naturales fue 
mucho mayor que su participación en las reservas 
mundiales de tales recursos. En el caso de la minería, 
ello se debió, según estos autores, a que los Estados 
Unidos no sólo contaba con abundantes recursos mi­
neros, sino que tenía instituciones adecuadas para ex­
plotarlos: leyes mineras muy favorables a la explo­
ración; estudios geológicos en 29 de los 33 estados en 
1860, y 20 universidades que entregaban títulos en 
ingeniería minera ya en 1875 y tenían fuertes nexos con 
el sector productivo. América Latina, en cambio, a esa 
fecha carecía casi de programas universitarios en in­
geniería minera o metalurgia, e incluso Inglaterra sólo 
abrió su primera escuela de minas en 1851. Los mis­
mos autores indican asimismo que el importante de­
rrame tecnológico desde la minería impulsó una retroa- 
limentación entre la exploración, la extracción, el pro­
cesamiento y los avances tecnológicos del sector y 
causó un fuerte crecimiento de estas actividades. En 
la exploración, por ejemplo, la búsqueda de un mine­
ral muchas veces llevó a descubrir otro, igualmente 
rentable. Asimismo, los avances tecnológicos en sepa­
rar un metal de su mineral muchas veces sirvieron para 
otros metales. Fenómenos como los anteriores expli­
can que la extracción minera y su procesamiento in­
dustrial tuvieran en la producción estadounidense un 
peso tres veces mayor que su proporción de las reser­
vas mundiales de minerales.

6. Sustrato teórico común

Sea cual sea la inspiración teórica, todas estas hipóte­
sis explicativas de la formación de complejos producti­

vos tienen en común la noción de que la competitividad 
de la empresa es potenciada por la competitividad del 
conjunto de empresas y actividades que conforman el 
complejo al cual pertenecen. En efecto, esa mayor 
competitividad deriva de importantes externalidades, 
economías de aglomeración, derrames tecnológicos e 
innovaciones que surgen de la intensa y repetida 
interacción de las empresas y actividades que integran 
el complejo. Estas empresas y actividades se refuer­
zan mutuamente; la información fluye casi sin estor­
bo, los costos de transacción son menores, las nuevas 
oportunidades se perciben más tempranamente y las 
innovaciones se difunden con rapidez a lo largo de la 
red. Y la fuerte competencia en precio, calidad y va­
riedad da lugar a nuevos negocios, fortalece la rivali­
dad entre empresas y contribuye a mantener la diver­
sidad.

Más aún, una vez constituido el complejo produc­
tivo (fenómeno en general espontáneo y no intencio­
nal), se facilita la cooperación activa y consciente de 
sus miembros en pos de una mayor eficiencia colecti­
va (Schmitz, 1997); esto refuerza y hace acumulativas 
las externalidades iniciales; se facilita, por ejemplo, la 
colaboración entre empresas para abrir nuevos merca­
dos, crear nuevos productos, compartir equipos o fi­
nanciar programas de formación de mano de obra. De 
ahí que el concepto de complejo productivo sea, tanto 
para el análisis como para la política económica, mu­
cho más rico y relevante que el de sector al cual la 
empresa pertenece. Por lo demás, de ser cierto este 
enfoque, ello explicaría también dónde y cuándo hay 
tendencias hacia la integración vertical y horizontal de 
una empresa o conglomerado económico.

III
¿Cómo es y cómo se forma un 

complejo productivo maduro en torno 

a un recurso natural?

1. Un complejo productivo maduro

Para entender bien este concepto, examinemos un com­
plejo productivo maduro, como el que se formó en 
torno a la industria forestal en Finlandia (Rouvinen, 
1996). Este complejo es completo y profundo, pues 
genera el 25% de las exportaciones de Finlandia (más

de 5 000 millones de dólares). Cabe señalar, como 
elemento de comparación, que el importante, aunque 
aún incipiente, complejo forestal en Chile origina algo 
menos de 2 000 millones de dólares.

Un examen del gráfico 1 revela que el complejo 
productivo se forma en torno a una actividad con una 
fuerte ventaja comparativa natural. En el complejo
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finlandés; i) se cuenta con amplias reservas y planta­
ciones de bosque (400 a 600 per cápita en compa­
ración con 25 a 50 en el resto del mundo); ü) los 
bosques están cerca del mar, lo que reduce los costos 
de transporte, que de otro modo serían elevados, y iii) 
los bosques están cerca de un mercado internacional 
importante como es Europa. En el caso chileno, por la 
baja latitud los árboles gozan de mucho más sol que 
en los bosques nórdicos, lo que hace que crezcan has­
ta dos veces más rápido. Asimismo, por ser Chile un 
país estrecho, sus bosques están próximos al mar, de 
modo que sus costos de transporte son también relati­
vamente bajos.

Asimismo, la actividad forestal finlandesa tiene 
múltiples e importantes encadenamientos con otras 
actividades que forman el complejo, los que le permi­
ten agregar mucho valor a la fase extractiva. Hay im­
portantes encadenamientos hacia adelante con amplias 
posibilidades de agregar valor con productos procesa­
dos más sofisticados en cuatro áreas: i) maderas ase­
rradas (Finlandia tiene el 40% del mercado mundial en 
maderas terciadas); ii) productos de madera para la

construcción y para muebles; Üi) pulpa y celulosa, y 
iv) cartones y todo tipo de papel, de periódicos, de 
envoltorios, papel sanitario y papel gráfico (en este 
último Finlandia tiene 25% del mercado mundial).

Hay encadenamientos hacia atrás en al menos tres 
áreas de importancia: i) insumos para las fases de plan­
tación y procesamiento, como son los productos quí­
micos y biológicos, los rellenos y los blanqueadores; 
ii) todo tipo de maquinaria para las fases de plantación, 
cosecha, procesamiento y fabricación de papel; iii) 
servicios de ingeniería y consultoría, y iv) muy impor­
tante, programas universitarios especializados en la 
industria forestal así como institutos de investigación 
en biogenètica, química y silvicultura, todos estrecha­
mente vinculados con el sistema productivo. De hecho, 
el complejo forestal finlandés contiene una importan­
te industria de equipamiento y maquinaria para todas 
las fases de las actividades, así como de servicios de 
ingeniería y consultoría. Es más, mucha de la actual 
industria finlandesa de ingeniería surgió ligada al sec­
tor forestal y de a poco se fue diversificando hacia otras 
actividades. En otras palabras, el complejo va elevan-

GRAFICO 1
Finlandia: Complejo forestal maduro^

ENCADENAMIENTOS 
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1. Insumos especializados

Químicos y biológicos (para la 
producción de fibras, rellenos, 
blanqueador)

2. Equipo y maquinaria

Para cosechar (cortar, destroncar, 
jalar)
Para procesar (para astillar, para 
aserradoras, para pulverizar)
Para fabricar papel (30% del 
mercado mundial)

3. Servicios especializados

Consultorías en manejo de bo.sques 
Institutos de investigación en 
biogenètica, química y silvicultura

VENTAJA COMPARATIVA 
NATURAL
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Papeles gráficos (25% del 
mercado mundial) 
Sanitarios 
Envoltorios 
Especialidades

Fuente: CEPAL, s o b re  la  b a s e  d e  d a to s  o f ic ia le s

“ Genera el 25% de las exportaciones finlandesas.  ̂ 25 a 50 per cápita en el resto del mundo.
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do cada vez más la proporción de valor agregado gra­
cias a actividades más complejas y que utilizan más 
conocimientos especializados.

Hay encadenamientos hacia los lados en al me­
nos cinco áreas de importancia: i) la generación eléctri­
ca; ii) la actividad química y minera; iii) la comercia­
lización y la logística; iv) las industrias ambientales y
v) los servicios relacionados.

2. La formación de un complejo productivo ma­
duro

El gráfico 2 muestra la evolución de las exportaciones 
provenientes del complejo forestal finlandés durante el 
siglo XX. Como se observa, hasta fines del siglo XIX 
el grueso de las exportaciones estaba constituido por 
productos primarios con poca elaboración, básicamente 
troncos. De a poco comenzaron a diversificarse esas 
exportaciones hacia actividades procesadoras: prime­
ro, maderas aserradas, y sucesivamente maderas tercia­
das, muebles y productos de madera en general. Las 
exportaciones de estos productos alcanzaron su máxi­
mo nivel a fines de los años cincuenta, aunque nunca 
superaron los mil millones de dólares; a partir de 1920 
se profundizó el procesamiento, y pasó a ser fundamen­
tal la exportación de pulpa, luego la de cartón y papel 
y, en este último rubro, la de papeles cada vez más 
sofisticados. Desde 1960 el conjunto de estas exporta­
ciones genera la mitad del valor de las exportaciones 
totales del complejo forestal (actualmente, alrededor de 
2 000 millones de dólares). Después de la segunda 
guerra mundial se comenzó a exportar maquinaria para 
todo el complejo forestal —tanto para la plantación 
como para la extracción y el procesamiento— , por un 
valor que en la actualidad se acerca a los 1 500 millo­
nes de dólares y aún está en ascenso. Finalmente, a 
partir de 1970 se inició la exportación de productos 
químicos importantes como insumos al complejo fo­
restal, que en la actualidad alcanza a 250 millones de 
dólares.

A partir del análisis de la evolución del complejo 
forestal finlandés, podemos postular que la formación 
de un complejo maduro pasa por cuatro etapas (gráfi­
co 3). En una primera fase, se extrae y exporta el re­
curso natural con el procesamiento local mínimo in­
dispensable, dados los altos costos de transporte (por 
ejemplo, troncos y alguna madera aserrada). Casi todo 
lo demás se importa: el grueso de los insumos, maqui­
naria e ingeniería (salvo parte de la ingeniería de pro­
ducción).

GRAFICO 2
Finlandia; Evolución del complejo forestal

En una segunda fase, se ponen en marcha acti­
vidades de procesamiento y exportación (por ejemplo, 
industrias de pulpa, cartón y papel) y se comienza a 
sustituir importaciones, con producción local de algu­
nos insumos y de equipos (típicamente bajo licencia 
para el mercado nacional) y la provisión totalmente 
local de los servicios de ingeniería para la producción 
y parcialmente local en lo que a diseño se refiere.

En una tercera fase se comienza a exportar algu­
nos de los bienes y servicios que primeramente se 
sustituyeron —insumos y maquinarias básicas a mer­
cados poco exigentes (por ejemplo, en el caso finlan­
dés, a la Unión Soviética después de la segunda gue­
rra mundial); la ingeniería es casi totalmente nacional, 
y se profundiza la exportación de productos procesa­
dos cada vez más sofisticados (por ejemplo, papeles 
finos y especiales).

Finalmente, en una cuarta fase (que para el com­
plejo forestal finlandés comenzó a mediados de los 
años setenta) se exporta de todo: productos procesa­
dos de gran variedad y complejidad, insumos y maqui­
naria a mercados exigentes, servicios de ingeniería de 
diseño y consultorías especializadas. Asimismo, las 
empresas del país comienzan a invertir en el exterior 
en ese mismo rubro.

Por cierto, la realidad es mucho más rica y me­
nos rígida que los esquemas de análisis. Además, puede 
que algunas actividades se “atrasen” o “adelanten”. 
Pero el esquema anterior seguramente indica a gran­
des rasgos la evolución típica que cabría esperar en el 
desarrollo y conformación de un complejo productivo 
maduro exitoso, es decir, uno capaz de mantener su 
competitividad, no sólo por su ventaja comparativa 
natural, sino cada vez más en virtud de mejoras conti­
nuas de la productividad. En efecto, sin la acumula-
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GRAFICO 3
Desarrollo de un complejo productivo

FASEI FASE II FASE III FASE IV
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procesamiento

Procesamiento más 
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procesamiento

Inversión en el 
exterior
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—y

3. MAQUINARIA Importada 
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Exportación de 
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sofisticados, desarrollo 

de equipos más 
especializados
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maquinaria de todo tipo 
a mercados sofisticados

4, INGENIERÍA 
Producción 
Diseño de proyecto 
Consultoría

Semiimportada
Importado
Importada

Nacional
Parcialmente nacional 
Parcialmente nacional 

especialidades

Nacional
Nacional

Nacional, salvo las
Exportación

ción de progreso tecnológico la evolución del complejo 
se frenará, limitándose a la “renta pura” de la fase 
extractiva.

De hecho, en el caso del complejo forestal finlan­
dés, si bien la mayor parte de los adelantos tecnológi­
cos importantes fueron importados, al menos inicial­
mente, también hubo innovaciones finlandesas, produc­
to del aprendizaje por la práctica. Estas han tendido a 
ser innovaciones menores pero continuas, y por eso 
significativas a la larga. Y con el correr del tiempo, 
debido a la fuerte base tecnológica -de empresas con­
sultoras, universidades especializadas y variados cen­
tros de investigación en el área forestal- y la estrecha 
relación entre productores, proveedores e infraestruc­
tura tecnológica, se ha llegado a efectuar innovacio­
nes significativas propias. Así, el complejo forestal 
finlandés, especialmente en lo que se refiere a produc­
tos forestales químicos, está en la frontera tecnológica 
mundial (Ojainmaa, 1994).

Sin embargo, basta el anterior recuento del desa­
rrollo de la base tecnológica que permitió la creciente 
modernización, especialización y expansión de dicho 
complejo para ver que el éxito no está asegurado. Las 
posibilidades de fracaso son múltiples, pues su evolu­
ción no está determinada ni es automática. Si bien rara

vez hubo una promoción activa, sí ocurrieron fenóme­
nos fortuitos que bien aprovechados resultaron decisi­
vos. Por ejemplo, el hecho de que Finlandia tuviera que 
pagar reparaciones de guerra a la ex Unión Soviética 
creó una demanda insaciable de bienes de capital para 
las industrias forestal, papelera y minera soviéticas, que 
luego le sirvió a Finlandia de impulso decisivo en sus 
primeras etapas exportadoras, garantizándole un mer­
cado para sus equipos aún poco sofisticados y compe­
titivos en el ámbito internacional. Así, paradójicamen­
te, las reparaciones de guerra fueron decisivas en el 
desarrollo y la maduración competitiva de toda esta 
industria de bienes de capital.

No obstante, se han dado muchos casos de fraca­
sos o éxitos a medias, por falta del impulso fortuito o 
por no saber aprovecharlo o por ser la promoción in­
suficiente o ineficaz. Tal vez entre los casos más co­
nocidos y estudiados en la región se halla el de la 
Corporación Venezolana de Guayana (cvg).^ Si bien no

 ̂ Este párrafo se basa en una evaluación del impacto de la evo 
sobre el desarrollo de las actividades en torno a las empresas bási­
cas de hierro, electricidad y aluminio realizada por León (1996), La 
evaluación incluyó entrevistas a fondo con 62 agentes claves; 32 de 
la cvG, siete del ámbito político y 23 que eran empresarios supues­
tamente beneficiados por la cvg.
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cabe duda de que esta corporación potenció exito­
samente la explotación de las riquezas naturales de la 
región —especialmente hierro, electricidad y alumi­
nio— su éxito fue menor en lo que se refiere al desa­
rrollo de las actividades anexas en torno a las empre­
sas básicas, aguas arriba y abajo. Ello no se debió a 
falta de políticas de promoción —las hubo e incluye­
ron, entre otras cosas, la creación de parques industria­
les y programas de desarrollo de proveedores— , sino 
a la poca eficacia con la cual éstas se llevaron a cabo. 
Entre otras fallas, hubo politización, clientelismo, con­
troles laxos, falta de criterios técnicos y poca continui­
dad de las políticas, sobre todo las que favorecían a la 
competencia. De ahí que el desarrollo de actividades 
anexas fuera menor que lo esperado y que las empre­
sas formadas exhibieran a menudo baja competitividad 
y poca especialización, atraso tecnológico y alta depen­
dencia de las empresas básicas.^ Esta apreciación es 
especialmente negativa en lo que se refiere a los talle­
res metalmecánicos proveedores de las empresas bá­
sicas y al desarrollo de una infraestructura científica y 
tecnológica para apoyar la actualización e innovación 
tecnológica de las actividades del complejo producti­
vo en torno a las empresas básicas.

3. Complejos productivos maduros en ios países 
desarrollados

Son muchos y variados los complejos maduros que 
existen en los países actualmente desarrollados, no 
todos los cuales tienen como base un recurso natural. 
No obstante, como en América Latina hay relativa 
abundancia de recursos naturales, queremos pasar re­
vista a complejos creados en torno a un recurso natu­
ral de importancia.

 ̂ Más concretamente, la alta dependencia parece haber sido pro­
ducto tanto de la concepción estatista del desarrollo que prevalecía 
en la época —que reservaba las actividades básicas para el sector 
estatal y minusvaloraba el papel de la empresa privada— como de 
la baja capacidad empresarial. Así, “en virtud de que la promoción de 
otras actividades no obtuvo la respuesta adecuada por parte del sector 
privado, la evo se vio en la obligación de involucrarse en ámbitos 
en los cuales ningún otro sector se quiso comprometer —tanto en 
áreas de tipo privado, como hoteles, construcción de viviendas, 
industrias de pulpa y papel, de tractores, etc., como en ámbitos del 
sector público, tales como construcción de escuelas y hospitales"; 
la cvG se fue quedando con las empresas que creaba, sin traspasar­
las al sector privado, lo que inhibió aún más el desarrollo de este 
sector, induciendo en él una actitud de seguidor, con poco empuje: 
“De ahí que la cvg fue abarcando paulatinamente cada vez más 
responsabilidades y ámbitos de acción, circunstancia que marcó la 
diferencia entre la estrategia de promoción y la de ejecución” (León, 
1996).

Por ejemplo, en Noruega existe un importante 
complejo productivo en torno a la actividad marítima 
(Reve y otros, 1992; Reve y Mathiesen, 1994), En él 
destacan: las industrias de transporte marítimo, las de 
pesca y los astilleros para la producción de todo tipo 
de embarcación, incluyendo los buques tanques más 
especializados. Hay también producción y exportación 
de equipos y maquinaria para la industria pesquera y 
la fabricación de barcos, así como una gran gama de 
servicios relacionados con la actividad marítima en to­
dos sus aspectos (por ejemplo, seguros marítimos, co­
rredores de arriendo de embarcaciones, servicios lega­
les, consultorías e investigación y desarrollo).

Por la abundante energía hidroeléctrica y gas na­
tural que posee este país, también se ha desarrollado 
en él un importante complejo electrometalúrgico. Dina­
marca y los Países Bajos tienen sendos complejos 
lácteoganaderos de importancia, y una significativa 
producción de equipos y maquinaria para esta activi­
dad. Asimismo, en los Países Bajos ha surgido un 
complejo productivo completo en torno a la produc­
ción y comercialización de las flores. Canadá y en 
menor medida Australia exhiben complejos mineros 
maduros que abarcan no sólo la extracción y procesa­
miento, sino la exploración, la producción de insumos 
y equipos y la provisión de servicios conexos. Y una 
actividad tan aparentemente tradicional como la pro­
ducción avícola, ha dado origen a uno de los complejos 
más completos y sofisticados (al menos en Estados 
Unidos), en el cual las áreas nobles no son siquiera la 
fabricación de máquinas y equipos especializados, sino 
los avances biotecnológicos para mejorar el engorde y 
la postura de las aves.

Estos complejos maduros se caracterizan por ge­
nerar actividades tan sólidas que muchas sobreviven 
la desaparición o disminución relativa del recurso na­
tural que las impulsó originalmente. Por ejemplo, la 
minería finlandesa dio origen a una importante indus­
tria de maquinaria y equipos para la minería. Hoy día, 
pese a que la extracción minera -núcleo original del 
complejo- es poco importante en ese país, la industria 
de maquinaria para la minería es una de sus principa­
les actividades exportadoras. Asimismo, aunque los 
Países Bajos sigue produciendo flores, también las 
importa para la reexportación: su ventaja comparativa 
radica principalmente en el desarrollo de nuevas va­
riedades y en la comercialización de flores a toda 
Europa y el resto del mundo.

Por cierto, los complejos productivos no se dan 
sólo en torno a bienes físicos, como la extracción de 
recursos naturales, sino a la provisión de servicios li­
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gados a recursos naturales. Por ejemplo, el complejo 
turístico fue fundamental para impulsar el desarrollo 
español de posguerra, que se basó en la riqueza de la 
costa española (con abundancia de sol y playa). Según 
el caso, pueden ser aún más importantes el ecoturismo 
(como en Costa Rica, Ecuador, la Amazonia, etc.); el 
turismo de aventura (recorrer los rápidos y canales de 
Chile, escalar la cordillera, etc.); el turismo arqueoló­
gico o histórico (en México y Centroamérica, Perú y 
Ecuador, etc.); el turismo medicinal (en Cuba y otros 
países), y las colonias de cuidado para jubilados que 
provienen del mundo desarrollado (en el Caribe, Méxi­
co, Centroamérica, etc.).

Un elemento importante para potenciar e intensi­
ficar los encadenamientos en casi todos los complejos 
exitosos fue una complementación institucional idónea, 
a veces de origen público (regional o estadual más que 
nacional), siempre con la inclusión de asociaciones de 
los propios productores del complejo.^ Ya menciona­
mos la importancia que tuvo para el desarrollo mine­
ro, y también agroindustrial, de los Estados Unidos el 
temprano establecimiento de carreras universitarias de 
alta especialización tecnológica, con fuertes vínculos 
entre esos departamentos y la industria en materia de 
innovación. Al respecto, es muy conocida la relevan­
cia que tuvo la proximidad a grandes centros univer­
sitarios y a mano de obra profesional altamente espe­
cializada para los complejos de Silicon Valley (Cali­
fornia) y Route 128 (en torno a Boston). Asimismo, 
la existencia de programas de aprendizaje y capacita­
ción ha sido vital para muchos otros complejos, como 
los de Emilia Romagna (Italia), Badén Wurttemberg 
(Alemania) y West Jutland (Dinamarca) en los países 
desarrollados, y los del calzado en el Valle Sinos (Bra­

sil) y de la confección en Ludhiana (India), en países 
en desarrollo

También los centros proveedores de servicios han 
sido de gran importancia en el avance de los comple­
jos. Por ejemplo, los centros de transferencia tecnoló­
gica estaduales (más de 100) fuertemente vinculados 
al complejo productivo, han sido esenciales para el 
desarrollo y la actualización productiva del distrito 
industrial de Baden Wurttemberg, El centro proveedor 
de servicios (citer) ha contribuido al desarrollo del 
complejo textil de Emilia Romagna, por medio del 
suministro de información sobre tendencias de los 
mercados, precios internacionales de telas, maquina­
ria disponible y tendencias de la moda; centros simi­
lares existen para el calzado, la maquinaria agrícola y 
la construcción. Asimismo, Emilia Romagna opera 
centros para la promoción de las exportaciones y de la 
calidad, y programas de desarrollo de proveedores. 
Organismos privados y públicos que cumplen funcio­
nes similares también han sido decisivos para casi to­
dos los complejos productivos emergentes en países en 
desarrollo.

Finalmente, también han desempeñado un papel 
clave las instituciones financieras proveedoras de cré­
dito, a veces muy especializadas para atender a las 
necesidades de diversos tipos de complejos, tanto en 
los países desarrollados como en aquellos en desarro­
llo. En este caso, y también en los anteriores, el naci­
miento y formación inicial de los complejos son espon­
táneos y relativamente ajenos a cualquier apoyo 
institucional especial; pero su desarrollo posterior se 
beneficia tanto de la acción colectiva de sus miembros 
como de las políticas de apoyo específicas que apli­
quen los organismos públicos.

r v
Complejos productivos incipientes 

en América Latina

¿Están surgiendo complejos productivos en torno a los 
recursos naturales en América Latina, por incipientes 
que ellos sean? La respuesta es claramente que sí. 
Veamos algunos ejemplos.

 ̂ El examen de este tema se basa en Schmitz y Musyck (1993), y 
Nadvi y Schmitz (1994).

1. El complejo oleaginoso en Argentina

Este primer ejemplo está tomado del sector agroalimen­
tario, de gran relevancia en la región. Se trata del com­
plejo oleaginoso de Argentina (De Obschatko, 1997). 
Como muestra el gráfico 4, este complejo genera el 
25% de las exportaciones argentinas y ha tenido un 
crecimiento vertiginoso: sus exportaciones aumentaron

UNA ESTRATEGIA DE DESARROLLO A PARTIR DE COMPLEJOS PRODUCTIVOS EN TORNO A LOS RECURSOS NATURALES • JOSEPH RAMOS



116 R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  6 6  • D I C I E M B R E  1 9 9 8

GRAFICO 4
Argentina: Complejo oleaginoso^
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17 veces entre el principio de los años setenta y el 
inicio de los noventa, cuando su valor llegó a los 3 400 
millones de dólares. Este complejo, que es de primor­
dial importancia para la Argentina, aprovecha la ven­
taja comparativa para la producción agrícola que ofre­
ce la pampa argentina, y una salida al mar relativamen­
te próxima. Su despegue fue impulsado por: i) la du­
plicación del precio internacional de las semillas 
oleaginosas y del aceite, lo que hizo muy rentable la 
producción de ambos; ii) un fuerte aumento del rendi­
miento por hectárea en los últimos 20 años (de 2.2% 
anual en la soja y de 4.0% anual en el girasol), y iü) 
la factibilidad de hacer un doble cultivo, de trigo en el 
invierno y de soja en el resto del año, lo que duplicó 
la rentabilidad de la tierra.

En la actualidad el complejo está ya bastante 
maduro y exhibe encadenamientos hacia atrás, hacia 
adelante y hacia los lados. En lo que a encadenamien­
tos hacia adelante se refiere hay una importante indus­
tria procesadora que toma el insumo agrícola (soja y 
girasol) y lo convierte en aceite y subproductos, du­
plicando el valor por tonelada (de 245 a 485 dólares). 
La fase de comercialización que sigue incluye servi­
cios tan importantes como los de almacenamiento, 
transporte y embarque.

Tanto las fases agrícolas como las de procesa­
miento tienen importantes encadenamientos hacia atrás. 
La fase agrícola ha generado demanda de maquinaria, 
herbicidas y semillas oleaginosas que ha dado lugar a 
una industria nacional de equipamiento, de biotecno­
logía y de insumos. Asimismo, se ha creado una in­
dustria nacional (bajo licencia de fabricantes interna­
cionales de equipos) que produce 90% de la maquina­
ria requerida por las procesadoras. Además, la necesi­
dad de asegurar a éstas un abastecimiento adecuado y 
oportuno y así poder mantenerlas plenamente utiliza­
das, ha dado lugar a convenios entre las procesadoras 
y los productores agrícolas en virtud de los cuales las 
primeras entregan a los productores financiamiento 
para insumos y asesoría técnica en la difusión de tec­
nologías modernas. Finalmente, en la mejora fuerte y 
constante de los rendimientos han influido los servi­
cios ofrecidos por centros de investigación agronómica 
como el de la Universidad de Buenos Aires, que se 
encargó de la adaptación y mejora de variedades de 
semillas importadas.

El complejo pasó por tres etapas. En la primera 
fase, la agrícola, que duró 10 años hasta 1984, las 
exportaciones de grano aumentaron 200 veces, alcan­
zando un valor de 600 millones de dólares al año. En
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la segunda fase, la actividad procesadora, que se ha­
bía iniciado en la etapa anterior, exhibió un dinamis­
mo notable: las exportaciones de aceite se doblaron y 
en la actualidad alcanzan un valor de alrededor de 
1 500 millones de dólares. Durante esta segunda etapa 
se suscribieron convenios entre los industriales y los 
productores, por los cuales se proveía a estos últimos 
de tecnología y de fínanciamiento para insumos con el 
fin de asegurar un abastecimiento adecuado y oportu­
no a las plantas industriales.

Cuatro factores determinaron este fuerte desarro­
llo industrial: i) un aumento en el precio internacional 
de los aceites; ü) un tipo de cambio efectivo más fa­
vorable a la exportación industrial que a la agrícola, 
ya que el impuesto a las exportaciones agrícolas era 
más alto que el que gravaba las exportaciones de acei­
te; iii) la rápida introducción de la tecnología más 
avanzada  ̂en la planta procesadora argentina, que lle­
vó a reemplazar la tecnología anticuada e ineficiente 
de producción de aceites mediante prensas por el uso 
de solventes químicos, y iv) mejoras de productividad 
(¡de 10 veces!) debido al aprendizaje y al pleno apro­
vechamiento de las economías de escala (de hecho, la 
cantidad de aceite producida creció ocho veces, mien­
tras que el empleo en las procesadoras cayó en 20%).

La tercera etapa se caracterizó por un pujante 
crecimiento de las actividades de comercialización. 
Dos fenómenos fueron importantes en esta fase. Por 
un lado se produjo la desregulación de muchas activi­
dades esenciales para la comercialización, como las de 
ferrocarriles, transportes y puertos. Por otro lado, y en 
parte debido a la desregulación, se inició un ciclo de 
fuerte inversión en bodegas de almacenamiento, trans­
porte, ferrocarriles, puertos y embarques propios.

La competitividad internacional del complejo ole­
aginoso argentino se revela por su éxito en penetrar en 
el mercado más exigente, el de los países de la Orga­
nización de Cooperación y Desarrollo Económicos 
(ocde). En el gráfico 5 se observa que en las importa­
ciones de oleaginosas y productos afines efectuadas por 
la OCDE en 1994 Argentina ocupa el segundo lugar, 
después de los Estados Unidos, empatando con Brasil 
y Canadá. Si bien la participación argentina en el 
mercado de pienso y semillas y frutas oleaginosas de 
la OCDE es inferior a la de Brasil, en el de aceites es 
mucho mayor (5% contra alrededor de 1% ). En cam­
bio, si bien Argentina produce maquinaria para el com­
plejo oleaginoso, aún no es un exportador significati­
vo de maquinaria para elaborar alimentos, como lo son

Más moderna que la de los Estados Unidos.

GRAFICO 5
Participación de algunos países en las 
importaciones de oleaginosas y rubros 
afines efectuadas por la o c d e , 1994
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afines efectuadas por América Latina, 1994
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los Estados Unidos (con 10% del mercado de la ocde) 
o Canadá (con menos de 2%). El próximo paso que 
cabría esperar es el de la exportación (y no sólo la 
producción para el mercado interno) de maquinaria 
elaboradora de alimentos.

De hecho, como se ve en el gráfico 6, Argentina 
ya ha comenzado a exportar tales equipos, entrando 
primero al mercado latinoamericano donde tiene una 
participación de 2%. Esta participación, aunque es 
modesta, supera a la de Canadá, país que por lo visto 
es competitivo en la ocde (probablemente en el mer­
cado de los Estados Unidos) pero mucho menos en 
América Latina. De los países latinoamericanos, es 
Brasil el que tiene la mayor participación en el merca­
do de la región (con un 6%), muy a la zaga de los 
Estados Unidos (con casi 30% de este mercado).
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Esto sugiere que primero se produce maquinaria 
para la industria nacional (si la demanda es suficien­
te). Después, con mayor experiencia, se empieza a ex­
portar maquinaria simple a los mercados más próxi­
mos, mientras se inicia la producción de maquinaria 
más sofisticada para la industria nacional. Finalmen­
te, en una etapa posterior, se comienza a exportar 
maquinaria simple a todos los mercados y maquinaria 
especializada a los mercados más próximos que se 
puedan servir desde la casa matriz.

2. El complejo minero en Chile

Un segundo complejo productivo bastante desarrolla­
do, aunque aún no plenamente maduro, es el comple­
jo industrial que se da en torno a la minería en Chile.

Este complejo se estructura en torno a la extrac­
ción del cobre, para lo cual el país tiene una fuerte 
ventaja comparativa. En efecto, Chile posee más del 
25% de las reservas mundiales de cobre —lo que lo 
hace una especie de Arabia Saudita del cobre— y a la 
vez tiene minas de relativamente alta ley (en torno al 
2%). Además, por la configuración geográfica del país, 
donde la cordillera está cerca del mar, los costos de

transporte a los mercados internacionales son relativa­
mente más bajos que en otros países.

El complejo ya ostenta importantes encadena­
mientos tanto hacia adelante como hacia atrás (gráfi­
co 7),  ̂El mineral de cobre extraído de la mina tiene 
una ley del orden de 2% y un valor cercano a los 10 
dólares la tonelada. Después de un proceso de fundi­
ción y generalmente también de refinación, éste es con­
vertido en cobre (de pureza de más de 99% ), cuyo 
valor es actualmente cercano a los 2 000 dólares la 
tonelada. O sea, la elaboración multiplica el conteni­
do de cobre por 50, pero el valor por más de 200. La 
mayor parte del cobre refinado se exporta directamen­
te, pero una parte significativa es convertido en alam­
bre y otros productos que luego sé exportan. Una 
mayor maduración del complejo productivo impulsa­
ría estas últimas actividades.

Tanto o más desarrollados son los encadenamien­
tos hacia atrás. Sólo el 15% de los costos de extraer 
cobre corresponden a mano de obra; el 85% restante 
constituye una demanda derivada para potenciales pro-

 ̂ El análisis de este tema se basa en Duhart (1993).

GRAFICO 7

Encadenamientos hacia atrás 
◄--------------------------

Chile: Un complejo minero incipiente, en torno al cobre

Encadenamientos hacia adelante

F u e n te :  CEPAL, s o b re  la  b a s e  d e  d a to s  o f ic ia le s .

“ Dólares por tonelada.  ̂ Porcentaje de contenido de cobre.
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veedores nacionales. Ese 85% se desglosa en un 50% 
para insumos, como explosivos y sustancias químicas; 
25% para bienes de capital, como perforadoras, 
picadoras, camiones, buU dozers, etc., y 10% para ser­
vicios de ingeniería (básica, de proyectos y de estruc­
turas). Actualmente la producción nacional proporciona 
dos tercios de los insumos, el 40% de los equipos (so­
bre todo de los equipos de reemplazo) y el 75% de la 
ingeniería. Es decir, el 60% de los costos de los insu­
mos, maquinaria y servicios de ingeniería (o sea, el 
60% de los potenciales encadenamientos hacia atrás) 
ya es provisto por industrias nacionales.

Como podría anticiparse, ese proceso de sustitu­
ción de importaciones por producción nacional ha ido 
avanzando con el correr del tiempo. De hecho, 40 años 
atrás, en 1955, menos del 25% de estos encadenamien­
tos eran proveídos localmente: el 40% de los insumos 
(contra 67% en la actualidad); apenas el 5% de los 
equipos y maquinaria (contra 40% hoy) y menos del 
10% de los servicios de ingeniería. Ha habido progre­

sos notables en términos cuantitativos y en agregar 
valor a la producción, sobre todo en los rubros que 
hacen uso de conocimientos y tecnología.

Cabe destacar que sólo parte de este proceso de 
sustitución de insumos y equipos fue espontáneo. 
Mueho de él respondió al fuerte impulso proveniente 
de una política activa en favor de los productos nacio­
nales. El éxito de tal política se nota en que hoy esta 
industria nacional compite, ya sin mayores preferen­
cias, con las importaciones.

De hecho, un estudio reciente (Ritter, 1996) con- 
eluye que la industria chilena de bienes de capital para 
la minería no dista mucho en su desarrollo de la cana­
diense. Se estima que es nacional el 80 a 90% de la 
maquinaria de nivel tecnológico bajo de la minería 
(igual porcentaje que en Canadá); 30 a 40% de la 
maquinaria de nivel tecnológieo medio (contra 40% en 
el caso de Canadá); y 20% (contra 40%) de la maqui­
naria más especializada y de nivel tecnológico alto 
(gráfico 8). El gráfico 9 permite comparar los comple-

GRAFICO 8
El desarrollo relativo de la industria de bienes de capital para 
la minería: una hipótesis o apreciación global^

Fuente: Ritter (1996).

 ̂ Las barras indican los porcentajes de volúmenes de bienes de capital usados por la minería nacional y provistos por la industria 
nacional fabricante de equipos.
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jos productivos de ambos países en lo que se refiere a 
su participación en las importaciones de cobre y pro­
ductos afines efectuadas por la ocde en 1994. Se ob­
serva que Canadá tiene un complejo productivo mu­
cho más desarrollado que el chileno, con una impor­
tante participación en las importaciones de la ocde no 
sólo en cobre (donde la de Chile es mayor), sino en 
artículos de alambre y enrejado, máquinas para traba­
jar metales y maquinaria y equipo de ingeniería civil. 
En cambio, al observar la participación en las impor­
taciones de los mismos rubros efectuadas por Améri­
ca Latina (gráfico 10), se nota que Chile está inician­
do la exportación de artículos de alambre y enrejados, 
así como de maquinaria y equipo de ingeniería civil: 
la participación chilena en este mercado latinoameri­
cano no es muy inferior a la canadiense y es superior 
a la australiana. Se confirma, pues, la tendencia ante­
riormente anotada de primero sustituir importaciones.

G R A FIC O  9

Participación de algunos países en las 
importaciones de cobre y rubros afines 
efectuadas por la o c d e , 1994

GRAFICO 10
Participación de algunos países en las 
importaciones de cobre y rubros afines 
efectuadas por América Latina, 1994

luego exportar a los mercados más próximos, y poste­
riormente exportar a los mercados más distantes y 
exigentes, y se confirma asimismo no sólo el grado de 
complejidad relativamente alto de la producción vin­
culada al cobre en Chile, sino también su gran poten­
cial de desarrollo futuro.

Más aún, como la industria de maquinaria para la 
minería suele requerir cierta proximidad a las minas 
(pues al menos la minería subterránea requiere de 
muchas adaptaciones de los equipos a las minas loca­
les), puede anticiparse un fuerte impulso futuro a la 
industria chilena productora de bienes de capital para 
la minería. Por un lado, el gran volumen de inversión 
previsto en el futuro mediato para la minería en Ar­
gentina, Bolivia, Perú, y también en Chile, asegura una 
fuerte demanda de estos equipos. Por otro lado, Chile 
es el único de estos países con una industria de este 
tipo medianamente desarrollada y próxima a los yaci­
mientos.

Asimismo, es de destacar que empresas de inge­
niería chilenas están exportando sus servicios al exte­
rior e inclusive se ha comenzado a exportar tecnolo­
gía. Destacan al respecto el horno modificado, desa­
rrollado y patentado por Codelco, que se ha vendido a 
fundiciones en México, Perú y Zambia, y el proceso 
de lixiviación bacteriana de la mina Pudahuel, que 
también se ha comercializado externamente.

Pese a estos avances, el ritmo es aún insuficiente 
para un país que tiene las mayores reservas de cobre 
del mundo. De hecho, el esfuerzo de investigación y 
desarrollo en la minería es muy insuficiente: los cen­
tros tecnológicos dedicados a la investigación minera 
ocupan unos 150 profesionales especializados y su 
presupuesto gira en torno a los 4 millones de dólares 
anuales, lo que es mucho menos del 0.1% del valor de 
las exportaciones mineras del país. Si bien habría que 
agregar a esta cifra la investigación en las universida­
des y los proyectos de desarrollo financiados con va­
rios de los fondos tecnológicos, es evidente que los 
montos son irrisorios para lo que es la industria prin­
cipal del país que el mayor exportador mundial de 
cobre. Habría que recordar que los países desarrolla­
dos dedican cerca de 2% de su pib a investigación y 
desarrollo, y que hasta países que hacen uso intensivo 
de recursos naturales, como los nórdicos, dedican so­
bre el 1% de su pib a actividades de esa índole en ma­
teria de recursos naturales.

3. Otros complejos productivos importantes

Otros ejemplos importantes de complejos productivos 
incipientes en América Latina, son los vinculados a la
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industria siderúrgica y a la actividad forestal. El gráfi­
co 11 muestra la participación de tres países latinoa­
mericanos, dos países asiáticos de industrialización 
reciente y dos países desarrollados (Japón y Alemania) 
en las importaciones de la o c d e  en rubros relaciona­
dos con el complejo siderúrgico. En primer lugar se 
observa que Alemania tiene el complejo más comple­
to y maduro. Por cierto, no exporta mineral, sino que 
lo procesa todo. Pese a que Japón carece de recursos 
naturales significativos en este rubro, tiene no obstan­
te un complejo altamente desarrollado, aunque no tanto 
como Alemania. Por carecer de materia prima propia 
y tener una industria procesadora dependiente de im­
portaciones, Japón se ha especializado sobre todo en 
la producción y exportación de maquinaria para traba­
jar metales, sin duda la fase que hace uso más intensi­
vo de conocimientos especializados y tecnología.

En segundo lugar, Brasil, un país con abundante 
minera! de hierro, tiene una elevadísima participación 
en las importaciones de la o c d e  de esta materia prima, 
seguida por hierro y acero simple, pero una participa­
ción baja en los rubros más exigentes en materia de 
tecnología. Es más, la participación de Brasil en las 
importaciones de manufacturas de metal y de maqui­
naria para trabajar metales que efectúa la o c d e  es in­
clusive inferior a la de la República de Corea y la pro­
vincia de Taiwàn, cuya dotación de mineral de hierro 
es escasa. Esto muestra que se puede desarrollar un 
complejo industrial importante aunque se carezca del 
recurso natural que constituye su base, haciéndolo a 
partir de importaciones.

En tercer lugar, se observa en el gráfico 12 que 
la participación de Alemania decrece notablemente al 
tratarse del mercado latinoamericano, mientras que la 
de Brasil crece fuertemente en todos los rubros, inclu­

sive en los más complejos. De hecho, salvo en maqui­
naria, en los demás rubros la participación de Brasil 
supera a la de Japón y Alemania; y en maquinaria, 
supera a la sudcoreana y casi iguala a la taiwanesa. Ello 
sugiere una vez más que la evolución natural de un 
complejo productivo es ir de la sustitución de importa­
ciones a la exportación, pero dirigiéndose primero a los 
mercados más próximos o menos exigentes y sólo des­
pués a los mercados distantes. También Venezuela 
comienza a notarse en el mercado latinoamericano, 
con una participación superior a la sudcoreana en to­
dos los rubros y a la taiwanesa en los rubros menos 
complejos.

El gráfico 13 muestra la participación de los 
rubros forestales en las importaciones efectuadas por 
la OCDE en 1994. Finlandia y Suecia poseen los com­
plejos productivos más completos y desarrollados; los 
de Brasil, Chile, Malasia, Indonesia y la provincia de

GRAFICO 12
Participación de algunos países en las 
importaciones de hierro y rubros afines 
efectuadas por América Latina, 1994
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GRAFICO 11
Participación de aigunos países en las 
importaciones de hierro y rubros afines 
efectuadas por la o c d e , 1994

GRAFICO i 3
Participación de algunos países en las 
importaciones de madera y rubros afínes 
efectuadas por la o c d e , 1994
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Taiwàn —esta ultima pese a carecer del recurso natu­
rai (la madera)— , tienen cierto peso internacional. 
Cabe destacar que ha habido especialización en nichos 
diferentes, incluso del mismo rubro: por ejemplo, los 
suecos se han concentrado en muebles caros de alto 
diseño, mientras que los taiwaneses se han dedicado a 
la producción en serie. Pese a la mayor especialización 
sueca en muebles de calidad, el valor total de las ex­
portaciones de muebles taiwaneses dobló casi el de los 
suecos. Ello muestra que no siempre el nicho de alto 
valor y calidad es el de mayor volumen.

Una comparación de los gráficos 13 y 14 mues­
tra que desde 1977 los complejos forestales de los 
países en desarrollo han venido ganando participación 
en el mercado de la o c d e  en forma pujante, mientras 
que los de Suecia han exhibido un fuerte descenso. El 
desarrollo de los complejos de Brasil y Chile es aún 
más visible si observamos su participación en las im­
portaciones latinoamericanas en estos rubros (gráfico 
15). El desarrollo de Chile y sobre todo de Brasil es 
notable. La participación de Brasil en las importacio­
nes de madera y rubros afines efectuadas por América 
Latina es dominante en todos los rubros (salvo en la 
pulpa, donde Chile es la primera fuerza), y muy supe­
rior a la de Finlandia y Suecia: aún más, su participa­
ción en el mercado latinoamericano de maquinaria para 
pulpa y papel, así como en el de papel y cartón, es 
superior a la de Suecia y Finlandia en conjunto. La 
participación chilena, por su parte, es superior a la 
sueca, salvo en máquinas para pulpa y papel. Esto pone 
de relieve el importante avance de los complejos fo­
restales de Brasil y Chile, a los que todavía les queda 
mucho potencial que desarrollar en los mercados más 
grandes y exigentes de la o c d e .

GRAFICO 14

Participación de algunos países en ias 
Importaciones de madera y rubros afines 
efectuadas por la o c d e ,  1977

GRAFICO 15
Participación de algunos países en las 
Importaciones de madera y rubros afines 
efectuadas por América Latina, 1994

V
De la evolución espontánea a las 

políticas de promoción

En la sección anterior se ha mostrado el importante 
papel que desempeñó el desarrollo de los complejos 
productivos en tomo a los recursos naturales en mu­
chos países bien dotados de esos recursos y actualmen­
te desarrollados. Una estrategia de desarrollo similar 
que impulse la consolidación de los complejos hoy 
incipientes en tomo a su rica base de recursos natura­
les, ofrecería a la región un evidente potencial de de­
sarrollo.

1. Si este desarrollo se está dando en forma na­
tural, ¿por qué promoverlo?

La respuesta es que la promoción de tal estrategia 
ayudará a crecer a tasas mucho mayores que las espon­
táneas o históricas, y así llegar antes a la meta. En 
efecto, se trata de aprovechar la gran ventaja de un 
desarrollo tardío: a grandes rasgos se sabe hacia dón­
de se va y, por consiguiente, la promoción es factible.
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No hablamos, pues, de una promoción voluntarista o 
ahistórica, ni de una promoción en contra de las fuer­
zas del mercado. Por el contrario, porque ella va en la 
dirección de la evolución natural de las fuerzas del 
mercado, lo que hace es anticiparse al mercado y así 
acelerar el desarrollo.

Es importante que todos los agentes económicos 
tomen conciencia en forma colectiva de las virtudes de 
esta estrategia. En efecto, tal toma de conciencia equi­
vale a un proceso de planificación estratégica, en que 
se aúnan voluntades y se coordinan esfuerzos; de este 
modo se reduce la incertidumbre, se trabaja en todo 
momento más cerca de la frontera de producción, se 
maximizan las rentabilidades y por ende se multiplica 
la acumulación y la eficacia de los factores producti­
vos.

2. Con todo, ¿cuán importantes pueden ser los
complejos productivos en torno a los recursos
naturales?

A menudo se considera que el impacto global de es­
tos complejos es limitado, pues la actividad nuclear o 
extractiva suele tener un peso reducido en el pib . Tal 
raciocinio es profundamente errado, pues se concen­
tra exclusivamente en el impacto directo de los com­
plejos.

Por ejemplo, Meller (1996) estima que todas las 
exportaciones chilenas, la gran mayoría de las cuales 
hacen uso intensivo de recursos naturales, generan en 
forma directa apenas un 10% del empleo. Sin embar­
go, cuando se incluye el empleo indirecto de esas ex­
portaciones -es decir, el empleo generado por las ac­
tividades que procesan, comercializan y transportan 
esas exportaciones (los eslabonamientos hacia adelan­
te), así como las que les proporcionan insumos, bie­
nes de capital y servicios de consultoría e ingeniería 
(los eslabonamientos hacia atrás)— el empleo más que 
se duplica. En efecto, se estima que el empleo genera­
do en forala indirecta hacia atrás es de un 6% de la 
fuerza de trabajo nacional, mientras que el empleo 
generado indirectamente hacia adelante es de otro 
7.5%.'® Además, gracias a las divisas provenientes de 
las exportaciones (y los productos con alto contenido 
de recursos naturales suelen ser exportados), se dispo­
ne de recursos para importar, lo que tiene un impor­
tante efecto adicional sobre el empleo. De hecho, a 
diferencia de lo que sucede con los sustitutos de las

Respecto al fundamento de las cifras que figuran en este párrafo 
véase Díaz y Ramos (1998),

importaciones, cada dólar de exportación, al permitir 
un dólar de importación, genera un ingreso adicional 
para el fisco equivalente al sesgo antiexportador de la 
política económica. Ese sesgo es igual al 15% de aran­
cel (el promedio en la región) sobre las importaciones 
que, a la larga, son financiadas por las exportaciones. 
Si se invirtiese ese ingreso fiscal adicional, se genera­
ría un 10% de empleo adicional (bajo el supuesto de 
que cada 30 000 dólares crea un buen empleo de alta 
productividad). El empleo total del complejo de activi­
dades en torno a los recursos naturales de exportación 
en Chile originaría entonces alrededor de un tercio del 
empleo total del país, más de tres veces el efecto di­
recto. El verdadero impacto del complejo sobre la eco­
nomía nacional sería así de gran importancia.

3, ¿Cómo promover los complejos productivos?
¿Se trata de elegir ganadores?

Las experiencias de complejos maduros en países de­
sarrollados son indicativos de hacia dónde puede ir 
nuestro desarrollo. Pese a que la historia nunca se re­
pite, el camino recorrido por los países con abundan­
tes recursos naturales que actualmente son desarrolla­
dos da una idea de la dirección que se tenderá a seguir 
(o a no seguir) en América Latina. Es este conocimien­
to el que se debe aprovechar para decidir cómo mejor 
acelerar la maduración de los complejos productivos 
incipientes de la región.

En efecto, una comparación de los complejos la­
tinoamericanos incipientes en torno a una base de re­
cursos naturales, con complejos similares ya maduros 
en los países desarrollados, sugiere las siguientes me­
didas;

a) Identificar en forma conjunta con el sector pri­
vado el potencial de desarrollo de las aetividades pro­
veedoras de insumos y de equipos, en comparación con 
las actividades de extracción y procesamiento; de las 
industrias procesadoras de creciente complejidad, y de 
los servicios relacionados, incluyendo en especial los 
de ingeniería y de consultoría. No se trata, por cierto, 
de dirigir la inversión en forma directa hacia esas ac­
tividades como si fuéramos una suerte de gosplan, sino 
de efectuar una planificación estratégica entre los dis­
tintos agentes económicos para que se examinen en 
forma sistemática y colectiva las oportunidades de 
inversión en el complejo productivo pertinente.

b) Identificar las actividades del complejo produc­
tivo que requieren más inversiones extranjeras, por lo 
avanzado de su tecnología, por su acceso a los merca­
dos internacionales, o por los montos de recursos en­
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vueltos, y dirigir los esfuerzos nacionales a atraer a las 
empresas transnacionales más idóneas al país. En efec­
to, ya en los años noventa ha habido un fuerte incre­
mento de la inversión extranjera directa ( i e d )  en Amé­
rica Latina. Tales inversiones abren nuevas oportuni­
dades a productores de la región de ser proveedores de 
empresas trans nado nales no sólo para el mercado in­
terno, sino posiblemente para los mercados internacio­
nales. Sin embargo, no toda i e d  tiene el mismo poten­
cial de generar eslabonamientos, externalidades o 
aprendizaje tecnológico crítico, y es probable que las 
empresas transnacionales no conozcan las oportunida­
des locales. De ahí que se justifican los esfuerzos por 
atraer no tanto a la i e d  en general, sino a las empresas 
y a las inversiones extranjeras directas más interesan­
tes para el desanollo de los complejos incipientes de 
la región."

c) Identificar las tecnologías matrices y claves 
para desarrollar los complejos productivos y fomentar 
su dominio y actualización local a través de políticas 
selectivas de fomento a la investigación y desarrollo, 
tanto en las empresas nacionales como en institutos de 
investigación; asimismo, fomentar la actualización y 
adaptación tecnológicas mediante misiones al exterior, 
promoción de licencias y jo in t  ven tares, y programas 
de cofinanciamiento de consultorías en tecnologías 
claves.

d) Identificar las necesidades de infraestructura 
del complejo a corto, mediano y largo plazo, sobre todo 
en las áreas de mayor interés y responsabilidad públi­
cos: infraestructura física, infraestructura científica y 
tecnológica, e infraestructura de recursos humanos 
(sobre todo técnicos de nivel medio, técnicos especia­
lizados y profesionales).

Si bien para estos fines podrían utilizarse instru­
mentos “duros”, es decir, incentivos directos o coerci­
tivos, se considera que bastarían, y estarían más en el 
espíritu actual, que fuesen instrumentos “blandos”, es 
decir, concertados e inductivos más que coercitivos 
salvo, por cierto, en lo que a la infraestructura física, 
tecnológica y de profesionales se refiere. En efecto, 
estas últimas son de responsabilidad principal del sec­
tor público, por lo que no hay otra opción que planifi­

car y priorizar la asignación de sus limitados recursos 
entre sus múltiples obligaciones.

Por otra parte, hay que reconocer que acelerar la 
maduración de los complejos es una forma de elegir 
ganadores. Sin embargo, no lo es en el sentido peyo­
rativo de partir de la nada y elegir en forma volunta- 
rista. Simplemente se trata de hacer una apuesta razo­
nable, basada en las tendencias históricas del desan o­
llo, y así acelerar lo que el mercado tenderá a hacer 
por su cuenta. En efecto, una de las ventajas de un 
desarrollo tardío es que se puede aprender de la expe­
riencia de los demás y así saltarse etapas innecesarias. 
Concretamente, aquí se aboga por aprender de la ex­
periencia histórica y promover esas actividades que 
tendieron a surgir en torno a los recursos naturales en 
forma espontánea en los países actualmente desarro­
llados y ricos en recursos naturales. Es, pues, ir con, y 
no contra el mercado.

Con todo, debemos insistir en que esta estrategia 
es una apuesta. No hay garantía de éxito. Como seña­
lamos antes en nuestro análisis de la Corporación 
Venezolana de Guayana, la falta de promoción puede 
hacer que se desaprovechen importantes oportunidades; 
pero también se puede fracasar si se cae en el extremo 
contrario, una alta dependencia, por no saber distinguir 
entre promoción y paternalismo. Aun así, considera­
mos que es una apuesta razonable basada en nuestra 
capacidad de aprender del pasado para no tener que de­
pender exclusivamente de la espontaneidad y la ocu­
rrencia fortuita o providencial .

Finalmente, es de notar que esta estrategia de 
industrialización a partir de los recursos naturales no 
es una panacea, sino un instrumento valioso en la ac­
tual etapa de desarrollo de la región, enfrentada al 
desafío de convertir su dotación actual de recursos 
naturales —abundantes por ahora, pero en definitiva 
limitados— en un crecimiento ilimitado. No se trata 
de reemplazar el mercado sino de acelerarlo y lograr 
en 40 ó 50 años lo que le tomó 100 años hacer en for­
ma espontánea a los países actualmente desarrollados 
que contaban con amplios recursos naturales. Es esto 
lo que posibilitará nuestro desarrollo económico a ta­
sas aceleradas, muy superiores a las históricas.

"  Véase Battat, Frank y Shen (1996), en especial respecto al po­
tencial que ofrecen las empresas transnacionales para el desarrollo 
de empresa.s proveedoras nacionales de la región.
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Este artículo busca sintetizar los resultados de algunos estu­
dios sobre la estructura y dinámica de los grandes grupos y 
empresas industriales de propiedad privada nacional ( g g e)  en 
cinco países latinoamericanos (Argentina, Brasil, Colombia, 
Chile y México) y presentar elementos complementarios para 
ubicarlos en una perspectiva de conjunto. Tales estudios inclu­
yen análisis individualizados de 46 empresas líderes (Brasil, 
Colombia y Chile) y 15 grupos económicos de base industrial 
(Brasil y México), así como análisis agregados sobre esos gru­
pos en Argentina, Brasil y México. En todos los casos, los 
análisis se basaron en entrevistas realizadas especialmente, re­
visión de información estadística y documental, y utilización 
de información procesada previamente en la literatura sobre el 
tema. El alcance temporal de los estudios va desde la constitu­
ción de algunos g g e  a comienzos de siglo o durante el auge de 
la industrialización por sustitución de importaciones (isi) hasta 
los cambios en curso en la segunda mitad de los años noventa. 
El análisis se centra en la última década, es decir, desde el 
momento en que se acentúan los procesos de reforma estruc­
tural en la mayoría de los países cuyos g g e  son objeto de es­
tudio. El artículo tiene cuatro secciones. Después de la intro­
ducción (sección I), se presentan algunos hechos estilizados 
sobre el contexto de la acción empresarial en los cinco países 
examinados (sección II); en seguida se analizan los principales 
rasgos estructurales de los g g e  y su dinámica reciente a nivel 
de empresa, planta y grupo (sección 111), y se concluye seña­
lando los principales desafíos que demandaría la acción de las 
políticas públicas, así como las posiciones en el debate actual 
sobre ellas (sección IV).
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I
Introducción

En la segunda mitad de los años noventa los grandes 
grupos y empresas industriales de propiedad privada 
nacional (g g e )  tienen una fuerte posición en los mer­
cados de los países de América Latina. Esa posición ha 
resultado de procesos que se dieron en el contexto de 
las transformaciones estructurales ocurridas en las eco­
nomías nacionales y a nivel internacional desde co­
mienzos de los años ochenta y ha llevado a que los g g e , 

junto con las filiales de empresas transnacionales, sean 
las unidades empresariales más grandes y dinámicas 
que operan en la industria de la región. Este predomi­
nio ha tendido a consolidarse luego de la privatización 
de la gran mayoría de las empresas industriales esta­
tales, al tiempo que las empresas pequeñas siguen en­
frentando problemas para modernizarse y acelerar su 
crecimiento.

La posición competitiva de los g g e  está en transi­
ción y, pese a su fortaleza, enfrentan amenazas deri­
vadas de sus características estructurales, en particu­
lar su tamaño menor al de sus competidores interna­
cionales y su ubicación en sectores tecnológicamente 
maduros y de menor dinamismo relativo en el merca­
do mundial. La dinámica de crecimiento de los g g e  ha 
tenido problemas para arrastrar al resto de las econo­
mías nacionales, lo que dificulta calificar su posición 
competitiva como una situación de real liderazgo. 
Mientras, en general, los g g e  tienen un desempeño 
exitoso, las restantes empresas privadas locales atra­
viesan por serios problemas en la mayoría de los paí­
ses de la región, al tiempo que las nuevas configura­
ciones de esas economías generadas por los reformas

estructurales son aún volátiles y, en muchos casos, 
dependen fuertemente de variables externas.

La relativa fragilidad y la débil capacidad de 
arrastre de los g g e  plantean múltiples interrogantes y 
da lugar a debates sobre su naturaleza y potencialida­
des en relación con las economías donde operan. Sin 
embargo, la mayoría de los análisis sobre los efectos 
de las reformas estructurales se ha centrado en la di­
mensión macroeconómica, al tiempo que pocos estu­
dios se han interesado en la situación de las empresas, 
en particular los g g e , en este proceso. Tal omisión es 
paradójica porque, de acuerdo al enfoque de política 
predominante en las reformas, cabría esperar un inte­
rés creciente por el análisis de las estrategias y el des­
empeño de las empresas, ya que se preveía que éstas 
serían el agente económico central en el marco que sur­
giría de las reformas. Los factores determinantes y las 
modalidades de los procesos de cambio empresarial 
han estado ausentes del análisis, más allá de señalarse 
el papel positivo que (correctamente) se esperaba que 
cumpliera el aumento de la competencia.

En este artículo se resumen los resultados de al­
gunos estudios sobre la estructura y dinámica de los 
GGE en cinco países latinoamericanos (Argentina, Bra­
sil, Colombia, Chile y México).' Tales estudios inclu­
yen análisis individualizados de 46 empresas líderes 
(Brasil, Colombia y Chile) y 15 grupos económicos de 
base industrial (Brasil y México), así como análisis 
agregados sobre esos grupos en Argentina, Brasil y 
México.^

□  Ludovico Alcona, Martine Dirven, Jorge Kafz, Joseph Ramos y 
Ana San Sebastián hicieron valiosos comentarios y sugerencias que 
permitieron corregir errores e inconsistencias. El presente artículo 
es una versión resumida del capítulo 1 de Peres (1998),
' Los análisis nacionales se presentan en Peres (1998). Para evitar 
repeticiones, cuando se menciona alguno de los cinco países se hace 
referencia al capítulo correspondiente de ese libro, a menos que se 
indique lo contrario.

 ̂ Los criterios para la selección de las empresas y grupos estudia­
dos se detallan en los capítulos correspondientes de Peres (1998). 
En la mayoría de los casos, se combinó la posibilidad de acceso a 
la información con juicios de expertos sobre la importancia de las 
empresas y grupos en cuestión. La forma como se diseñó la inves­
tigación tendió a concentrar la atención en los g g e  existentes al 
final del período de análisis, por lo que, en realidad, implica im 
estudio de los g g e  al menos parcialmente exitosos en ajustarse al 
nuevo contexto económico. El hecho de que muy pocos g g e  hayan 
dejado de operar por quiebras o liquidaciones hace que este poten­
cial sesgo no sea importante.
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II
El contexto de la acción empresarial

Hasta inicios de los años ochenta, las empresas y las 
economías latinoamericanas se relacionaron con el 
mundo a partir de las condiciones que habían alcanza­
do bajo el orden económico surgido en la posguerra. 
Ese orden se caracterizaba por un fuerte proteccionis­
mo y el papel del Estado como el gran actor que orga­
nizaba y regulaba la dinámica económica mediante el 
impulso a la industrialización sustitutiva de las impor­
taciones (isi).

En su desaiTollo, las economías de la región fue­
ron presentando crecientes desequilibrios internos y 
externos que llevaron a procesos de “frenos y arran­
ques” en el crecimiento económico. En ese contexto, 
las empresas locales más grandes buscaron una moda­
lidad de crecimiento bajo las particulares condiciones 
que les imponía el ambiente macroeconómico, la re­
gresiva distribución del ingreso y la orientación pre­
dominante de su producción hacia mercados internos 
relativamente pequeños y con baja exigencia de cali­
dad. En especial, la relativa pequeñez de los mercados 
se transformó rápidamente en un límite a su crecimien­
to sin diversificación; al mismo tiempo, la posibilidad 
de altas tasas de rentabilidad en sectores nuevos im­
pulsados por la política de isi les hizo sumamente atrac­
tivo incursionar fuera de sus sectores de origen.

Las grandes empresas utilizaron entonces la inte­
gración vertical y la conglomeración como estrategias 
de crecimiento, lo que llevó a la di versificación de sus 
inversiones en distintos sectores económicos, incluida 
la banca, en medio de una creciente concentración del 
apoyo estatal y del poder económico en su favor. La 
integración vertical les permitió hacer frente a proble­
mas de mercados inexistentes o incompletos, en parti­
cular en materia de proveedores y subcontratación, los 
que eran particularmente graves en países poco desa­
rrollados y cerrados a la oferta externa. Por su parte, 
la incorporación de actividades financieras les posibi­
litó superar fallas de información asimétrica y acceder 
en condiciones privilegiadas al crédito, en especial de 
largo plazo.

La integración vertical y la conglomeración per­
mitieron que se constituyeran grupos empresariales de 
gran tamaño (los gge),-̂  que pudieron desarrollar y uti-

 ̂ El concepto de “grupo económico” implica un conjunto de em­
presas operativamente independientes que son coordinadas por un

fizar internamente activos específicos (mano de obra 
especializada, por ejemplo), reducir costos de transac­
ción, diversificar los riesgos derivados de la incerti­
dumbre causada por la inestabilidad económica, y te­
ner las garantías necesarias cuando necesitaban finan- 
ciamiento en condiciones de mercado. El aprovecha­
miento de economías de escala y de alcance o ámbito 
en materia de activos indivisibles, como la capacidad 
gerencial, las funciones corporativas y la tecnología 
especializada, sostuvo las ventajas del gran tamaño aun 
cuando los mercados fueron profundizándose y redu­
ciendo sus fallas (Paredes y Sánchez, 1996).

La combinación de los elementos anteriores expli­
ca por qué en América Latina, al igual que en otras re­
giones de desarrollo tardío, la diversificación ha ope­
rado como una estrategia importante para sostener y 
acrecentar el tamaño de grupos de empresas (Bisang, 
1996). Sin embargo, el crecimiento a partir de la inte­
gración vertical y la conglomeración terminó chocan­
do con los límites impuestos por la dimensión del 
mercado interno y llevó a una diversificación de las 
inversiones sumamente vulnerable.'^

Los GGE fueron así el logro más avanzado que dejó 
la isi en el universo de las empresas privadas naciona­
les y, junto con las filiales de empresas transnacionales 
y las grandes empresas estatales, formaron el núcleo 
de una estructura industrial orientada al mercado in­
terno. Fuera de ese conjunto dominante existía un gran

ente central. Sus actividades pueden estar concentradas en un cier­
to tipo de producto, diversificadas a lo largo de una cadena produc­
tiva con integración vertical u organizadas en conglomerados que 
operan en varios sectores de actividad económica. Muchas veces, 
estas formas organizativas incluyen instituciones financieras, las 
que en algunos casos son la entidad dominante para determinar los 
objetivos comunes. Véase una revisión de las teorías sobre grupos 
económicos en Granovetter (1994) y Bisang (1996).

Pese a sus costos en materia de especialización, la conglomera­
ción aún tiene un papel que jugar en América Latina, como lo 
muestra el hecho de que, a diferencia de la tendencia en los países 
desarrollados, las acciones de los conglomerados en la región se 
cotizan con un premio respecto a las de empresas independientes. 
Por el menor costo de capital que enfrentan y su mayor acceso a la 
oferta de capacidad gerencial, los conglomerados estarían en mejor 
posición para aprovechar nuevas oportunidades de negocios. En 
particular, los inversionistas extranjeros verían a los conglomera­
dos como fondos de inversión a nivel de país {couníry funds), en 
los que la di versificación ofrecería ventajas en mercados “todavía 
muy riesgosos” (The Economist, 1997).
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número de pequeñas empresas con producciones de 
muy bajo contenido tecnológico y que realizaban un 
aporte muy limitado al producto nacional, siendo su 
mayor contribución económica su significativa genera­
ción de empleos.

En los años ochenta, las economías de América 
Latina llegaron a tales niveles de desajuste en su acti­
vidad productiva y financiera que se enfrentaron a la 
necesidad de realizar reformas estructurales, buscan­
do nuevos senderos de crecimiento mediante una nue­
va inserción en el cambiante escenario internacional. 
En general, las reformas estructurales tendieron a es­
tablecer nuevos órdenes caracterizados por la desregu­
lación y liberalización de los mercados, junto a la aper­
tura de la economía al exterior. Por lo tanto, en esos 
países no sólo cambiaron las características y modali­

dades de operación macroeconómica, sino también las 
estructuras productivas y las relaciones de los diver­
sos actores económicos, tanto entre sí como con los de 
otros países y con el conjunto de la economía mundial.

En este contexto, las empresas privadas pasaron 
a ser el actor determinante en la dinámica económica. 
Luego de más de 15 años de iniciadas las reformas 
estructurales, los gge continúan siendo decisivos en-la 
economía de los países de la región. La mayoría de 
ellos ocupan posiciones destacadas en el universo 
empresarial de sus países, aunque el contexto macro- 
económico e institucional es sustancialmente distinto 
al que conocieron en sus orígenes y en sus estructuras 
organizativas, estrategias y tipos de desempeño difie­
ren mucho de los prevalecientes a comienzos de los 
años ochenta.

III
Estructura y dinámica empresarial

Es difícil extraer conclusiones generales de los resul­
tados obtenidos en los estudios sobre los gge para los 
cinco países latinoamericanos considerados, tanto por 
las distintas historias y evoluciones de las empresas 
y las diferencias entre las industrias en que actúan, 
como por las disimilitudes entre los países de origen 
en lo que hace a su evolución institucional y política, 
su tamaño, ubicación geográfica e importancia regio­
nal.

Teniendo en cuenta esas limitaciones, a continua­
ción se exploran similitudes y diferencias en las con­
diciones, evolución y tendencias de los gge dentro de 
dos grandes dimensiones de análisis. En la primera se 
traza un perfil de sus caracteristicas a partir de cinco 
variables: su origen, el tipo de propiedad predominan­
te, su tamaño relativo respecto a otras grandes empre­
sas industriales, los sectores de actividad en que se de­
sempeñan y las relaciones que han establecido entre su 
mercado interno y la economía internacional. En la se­
gunda se examinan sus procesos de cambio, lo que im­
plica esquematizar algunas de las principales interac­
ciones de las estrategias empresariales, la evolución de 
los patrones de producción y las acciones de política 
pública, en las que los impactos y desafíos de la aper­
tura externa, la globalización y la integración regional 
ocupan un lugar relevante.

1. El perfil de los grandes grupos y empresas

a) Origen
Los GGE que actualmente tienen un lugar desta­

cado en el universo empresarial latinoamericano se 
formaron en su gran mayoría durante la isi, aunque al­
gunos datan del cambio de siglo cuando comienza la 
industrialización en los países más avanzados de la 
región (Bunge y Born en Argentina, Alpargatas en 
Argentina y Brasil, el núcleo del Grupo Monterrey en 
México, Bavaria en Colombia y la Compañía de Cer­
vecerías Unidas en Chile, entre otros). El origen o el 
desarrollo acelerado durante la isi son particularmente 
notorios en el caso de los gge más grandes, que ya a 
fines de los años setenta ocupaban una posición tan 
importante como la actual (por ejemplo, Votorantim en 
Brasil, AciNDAR en Argentina o la Compañía de Acero 
del Pacífico en Chile), aunque todos han debido reali­
zar profundas reestructuraciones para sostener su po­
sición.

El origen de los principales gge ha respondido 
fundamentalmente a tres lógicas. Las dos más impor­
tantes han sido la expansión desde una fuerte base em­
presarial desarrollada en torno a recursos naturales (por 
ejemplo, Bunge y Born pasó de la comercialización de 
cereales a la industria alimentaria) y el crecimiento por 
diversificación para generar sinergias desde un núcleo
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básicamente industrial (por ejemplo, el Grupo Monte­
rrey avanzó desde la producción de cerveza hacia las 
industrias de envases de vidrio, láminas metálicas y 
cartón corrugado). Una tercera lógica, menos frecuen­
te, ha respondido a casos en los que la conglomeración 
ha resultado del impulso de grupos de base fundamen­
talmente financiera o vinculados a la construcción civil 
u otros servicios, los que tienden a adquirir empresas 
ya constituidas más que a crear nuevas actividades. 
Algunos ejemplos notorios son los grupos generados 
en torno a los bancos Bradesco, Bamerindus, Garantía 
e Itaú, así como las constructoras Camargo Correa y 
Odebrecht en Brasil, o los grupos industriales y finan­
cieros reconstituidos de hecho en México luego de la 
privatización de la banca comercial a comienzos de los 
años noventa.^

Junto a los gge originados antes y durante la isi, 
existen nuevos y, en varios casos, muy poderosos gge 
que surgieron o se desarrollaron en el curso de las re­
formas estructurales realizadas a partir de los años 
ochenta. Estas nuevas organizaciones han surgido tanto 
de la privatización de actividades tradicionales (Enersis 
en Chile) como de dinámicos procesos de conglome­
ración con criterios de portafolio (Grupo Carso en Mé­
xico).

En los cinco países objeto de estudio, la cúspide 
empresarial incluye, en la segunda mitad de los años 
noventa, participantes diferentes respecto de los de tres 
décadas atrás. El surgimiento de nuevos gge, al tiem­
po que algunos (pocos) grupos tradicionales, como 
Matarazzo en Brasil, Di Telia en Argentina, Cruzat- 
Larraín y Vial en Chile y el Gran Colombiano^ des­
aparecen o salen del universo de los líderes, muestra 
que la composición de esa cúspide no es rígida. Esto

 ̂ A finales de los años setenta se habían constituido importantes 
grupos alrededor del Banco Nacional de México (b a n a m e x ) y  del 
Banco de Comercio ( b a n c o m e r ), los que se desintegraron al 
estatizarse la banca privada en 1982.
 ̂ Las causas de la desaparición de estos grupos han sido diversas. 

Matarazzo perdió peso desde comienzo de los años sesenta debido 
a que no pudo afrontar el aumento de la competencia con una es­
tructura excesivamente diversificada y demasiado integrada verti­
calmente, La crisis de Di Telia se precipitó a finales de esa década 
cuando no pudo hacer frente a problemas de excesiva diversifica- 
ción, escala ineficiente y flujos de caja insuficientes para encarar 
los procesos de modernización que le imponía la competencia 
(Bisang, Burachik y Katz, eds„ 1995). Cruzat-Larraín y Vial que­
braron en 1983 cuando, debido a la devaluación del peso chileno y 
la recesión, sus empresas no pudieron hacer frente a los préstamos 
que sus bancos les habían hecho con fondos contratados en el ex­
terior. El Gran Colombiano terminó cuando el gobierno decidió 
nacionalizar a su ente controlador, el Banco de Colombia, en 1984, 
debido a transacciones dudosas (Arbeláez, 1997),

sugiere la existencia de diferentes capacidades de re­
acción frente a los cambios económicos y políticos, así 
como de competencia entre bloques de capital, en con­
tradicción con una aparente “vida tranquila del oligo- 
polio” que habría sido de esperar en mercados cauti­
vos.

b) Tipo de propiedad
Tanto los nuevos gge como los tradicionales se 

mantienen generalmente bajo propiedad personal o 
familiar y se estructuran dentro de grupos económicos 
formales o informales, para desde allí organizar las 
relaciones de propiedad, control, financiamiento y asig­
nación de recursos. Las principales razones de esta 
preferencia por mantener la propiedad de los gge bajo 
control personal o familiar serían la mayor flexibilidad 
que brinda para la toma de decisiones en contextos 
inestables, la facilidad para dirimir disputas de heren­
cia al morir el fundador y la existencia de un marco 
legal que no garantiza eficazmente los derechos de 
accionistas minoritarios e introduce incertidumbre so­
bre el respeto a los contratos {The Economist, 1997). 
Sin embargo, más allá de esas razones, el predominio 
de la propiedad y el control familiar parece ser típico 
de países con niveles de desarrollo como los de Amé­
rica Latina, siendo esto manifiesto cuando se observa 
un fenómeno similar en las economías del sudeste de 
Asia (Koike, 1993). Muchos de los gge siguen siendo 
de propiedad cerrada, en el sentido de que no cotizan 
sus acciones en los mercados de valores. Incluso los 
que sí lo hacen, exponen un porcentaje muy reducido 
de su paquete accionario en esos mercados, fenómeno 
que también ocurre en las cada vez más numerosas 
empresas que colocan American Depository Receipt 
(ADR) en las bolsas de valores en los Estados Unidos. 
En general, esas empresas se han visto obligadas a me­
jorar su despliegue de información y algunas de ellas 
han debido desmembrar partes del conglomerado en 
calidad de corporaciones relativamente independientes, 
aunque esto no ha modificado fundamentalmente las 
modalidades de propiedad y control empresarial.

En algunos países, como Colombia, la renuencia 
a abrir el capital social parece haber trabado la posibi­
lidad de concretar asociaciones estratégicas con inver­
sionistas externos, con los consiguientes efectos en ma­
teria de transferencia de tecnologías productivas y de 
gestión. En el otro extremo estarían Argentina y Méxi­
co, donde el número de tales asociaciones se ha incre­
mentado notablemente en los años noventa. Los resul­
tados de ellas aún no han sido debidamente evaluados, 
aunque parece claro que en algunos casos han sido de
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corta duración o incluso han preludiado la adquisición 
de parte importante de la empresa local por el socio 
extranjero, como habría sido el caso de la compra de 
la Cervecería Modelo (México) por Anheuser Busch,

c) Tamaño relativo
Las consideraciones sobre el tamaño de los gge 

y su posición relativa respecto a las empresas extran­
jeras requieren un estudio desagregado, comparando lo 
que ocurre en los cinco países objeto de estudio. Para 
ello, se utiliza información de tres muestras de las 100 
mayores empresas industriales (nacionales y extranje­
ras)^ en América Latina, con datos para 1990, 1994 y 
1996 respectivamente. Cada una de esas muestras fue 
extraída de una más amplia que cubre las 500 mayo­
res empresas (industriales y no industriales) de la re­
gión y es anualmente publicada por la revista Améri­
ca Economía A Como se indica en el capítulo 1 de Pe­
res (1998), en 1996 las 100 mayores empresas indus­
triales registraron ventas conjuntas por 163.8 mil mi­
llones de dólares, monto equivalente a 29% de las 
ventas de las 500 mayores (568 mil millones de dóla­
res). La importancia económica de las grandes empre­
sas es manifiesta al considerar que el producto interno 
bruto (pib) de la región ese año fue de aproximadamen­
te 1 700 000 millones de dólares.^

Al agregar la información de la muestra mencio­
nada por país y tipo de propiedad, se observa que 99 
de las 100 mayores empresas industriales en la región 
son privadas (cuadro 1), siendo la Corporación Vene­
zolana de Guayana (cvg) la única empresa estatal re­
gistrada. Asimismo, destaca el equilibrio numérico 
entre las empresas industriales privadas nacionales y

 ̂ En las muestras la definición de propiedad corresponde al criterio 
de accionista mayoritario al cierre del año calendario.
 ̂ Para algunos países, especialmente México, la muestra incluye 

empresas y grupos de empresas {holdings). Como esa inclusión no 
es homogénea entre países, sería erróneo afirmar que la unidad de 
análisis de los cuadros en este artículo son los g g e , aunque varios 
de ellos (principalmente los mexicanos) se encuentran incluidos. 
Por otra parte, se debe recordar que las empresas comprendidas en 
las muestras varían año a año según su interés en participar.
 ̂ Respecto al significado que tienen las ventas como indicador de 

tamaño empresarial cabe hacer algunas calificaciones. En primer 
lugar, estas magnitudes podrían estar sobrevaluadas debido al nivel 
del tipo de cambio real que predomina en la región. En segundo 
lugar, esos valores subestiman la importancia de las empresas pri­
vadas nacionales porque no incluyen a todos los grupos económi­
cos en que están organizadas. En tercer lugar, en la medida en que 
la muestra incluye fioldings (casi todos mexicanos) existe el riesgo 
de duplicaciones. Dado que no es posible estimar el signo del efec­
to neto de estos tres sesgos, los datos de los cuadros derivados de 
las muestras deben ser considerados con precaución y a título indi­
cativo.

las extranjeras. Sin embargo, esta conclusión debe ser 
relativizada, teniendo en cuenta la estructura de las 
ventas de la muestra (cuadro 2).

En este caso, mientras las empresas privadas na­
cionales realizaron 40.2% del total de las ventas en 
1996, las extranjeras tenían una participación sensible­
mente mayor (57.3%), al tiempo que la presencia de 
las empresas estatales era muy pequeña (2.5%).*® En 
ese panorama resalta, asimismo, el gran tamaño me­
dio de las empresas involucradas. En 1996, la empre­
sa privada nacional media de la muestra realizaba ven­
tas de 1 345 millones de dólares, mientras que las 
empresas extranjeras alcanzaban en promedio a los 
1 879 millones. Naturalmente, estos datos no reflejan 
el poder económico de cada uno de esos grupos. Si bien 
el tamaño de las empresas nacionales puede estar 
subvaluado debido a que no están consideradas todas 
las empresas de los grupos a los que pertenecen, la gran 
mayoría de las grandes empresas extranjeras en la re­
gión son filiales de corporaciones gigantes a nivel 
mundial.

A nivel de países se observan distintas situacio­
nes. Brasil y México concentran 75% de las grandes 
empresas industriales de la región, con predominio del 
primero sobre el segundo. Respecto al balance entre 
empresas nacionales privadas y extranjeras, en Brasil 
hay una mayor presencia de las segundas, mientras que, 
con distintos órdenes de magnitud, México, Argenti­
na y Colombia registran un equilibrio entre ambos ti­
pos de empresas; mientras que en Chile sólo se regis­
tran empresas privadas nacionales.

Para completar la consideración del tamaño de las 
grandes empresas industriales latinoamericanas es útil 
compararlas con las grandes empresas en la economía 
internacional. Teniendo en cuenta la información so­
bre las 500 mayores empresas globales consideradas 
por la revista Fortune, se observa que el total de las 
ventas de las 100 mayores empresas industriales (na­
cionales y extranjeras) en América Latina en 1996, 
mencionado anteriormente, es menor que los ingresos 
de la mayor empresa a nivel mundial (General Motors), 
los que ascendieron a 168.4 mil millones de dólares 
ese año.'* La mayor empresa industrial privada de la 
región alguna vez registrada fue una joint ventare de

A efectos comparativos es útil tener en cuenta que en 1996, a 
nivel de los 500 mayores empresas en todos los sectores de activi­
dad, 276 privadas locales realizaban el 42% de las ventas, 161 
extranjeras el 29.5% y 63 estatales el 28.5% (América Economía, 
1997, p.l52).
“ Información del web siie hhtp:\www.pathfmder.com\fortune\ 
global 500\5001ist. html.
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CUADRO 1
América Latina: Propiedad de las 100 mayores empresas industriales, 1996
(Número de empresas)

Empresas estatales Empresas privadas nacionales Empresas extranjeras Total

Brasil 0 17 23 40
México 0 18 17 35
Argentina 0 7 8 15
Colombia 0 2 2 4
Chile 0 2 0 2
Venezuela 1 3 0 4

Total I 49 50 100

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos incluidos en el capítulo 1 de Peres (1998),

CUADRO 2
América Latina: Características de las 100 mayores empresas
industriales, por tipo de propiedad, 1996

Tipo de empresa Número de empresas Ventas Ventas medias Estructura de las ventas
(millones de dólares) (millones de dólares) (porcentajes)

Privadas nacionales 49 65 898 1 345 40.2
Extranjeras 50 93 953 1 879 57.3
Estatales 1 4 000 4 000 2.5

Total ¡00 163 851 I 638 100.0

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos incluidos en el capítulo 1 de Peres (1998).

Ford y Volkswagen (Autolatina, en Brasil) que fue di­
suelta en 1994. Esta empresa, que tenía ventas anua­
les de casi 10 mil millones de dólares, sólo se ubicaba 
en los últimos lugares de las mayores a nivel mun­
dial.*^ Por su parte, ninguna empresa industrial priva­
da nacional en América Latina tuvo ventas cercanas a 
ese monto en 1996.'^

d) Sectores de actividad
Un tercer rasgo de los gge que interesa destacar 

se refiere a los sectores de actividad donde actúan y el 
peso de su presencia en ellos. El cuadro 3 presenta 
información, para 1996, sobre las cinco mayores em-

Para evaluar adecuadamente esa información, se debe tener en 
cuenta que, como se indicó antes, los fenómenos de conglomera­
ción no se registran plenamente en la muestra, lo que cuenta tanto 
para las empresas privadas nacionales como para las extranjeras 
que tienen grandes filiales en diversos países de la región. Para 
ambos tipos de empresas, consolidar plenamente sus ventas llevana 
a que calificaran en los rangos inferiores de las mayores empresas 
a nivel mundial.

En 1996 no había empresas no financieras privadas entre las 
siete empresas latinoamericanas registradas en la lista correspon­
diente (The Economist, 1997, p. 7),

presas en 19 sectores industriales, que fue elaborada a 
partir de la mencionada muestra de 500 mayores em­
presas de América Economía.

En primer lugar, destaca en el cuadro la concen­
tración económica existente en la industria latinoame­
ricana. En los 19 sectores industriales, las 83 empre­
sas (nacionales y extranjeras) que califican entre las 
cinco mayores de cada sector realizaban ventas por 122 
mil millones de dólares y generaban casi 780 mil 
empleos en 1996, año en que el valor bruto de la pro­
ducción industrial de la región fue del orden de los 750 
mil millones de dólares, con un nivel de empleo indus­
trial de cerca de 8.5 millones de personas.'"^Las em­
presas nacionales tenían una participación de 39.8% en 
las ventas de ese universo.

En segundo lugar, el cuadro muestra que los sec­
tores en los que las grandes empresas privadas nacio­
nales tienen una presencia claramente predominante en 
las ventas de las cinco mayores empresas (superior a 
66% del total) corresponden a actividades tradiciona­
les productoras de bienes de consumo masivo o de in-

Esta cifra de empleo no incluye a las microempresas.
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CUA D RO  3
América Latina: Las cinco mayores empresas en 
19 sectores índustriaies, 1996

Sector/empresa“ País Propiedad^ Ventas Participación de las Empleados Exportaciones
(millones de empresas nacionales (millones de

dólares) en las ventas de las dólares)
cinco mayores (porcentajes)

Bebidas no alcohólicas
y cerveza 100.0
Femsa'^ México P 2 558.7 35 937 55.8
Polai^ Venezuela P 1 700.0 18 000
Modelo México P 1 548.4 38 757 290.7
Brahma Brasil P 1 541,1 4 858
Petroquím icos 100.0
Alpek México P i 546.9 5 876
Copene Brasil P 1 130.7 1 017
Cydsa*^ México P 861.7 10 481 400.2
Copesul Brasil P 594.8 743 64.9
Vidrio 100.0
Vitro*̂ México P 2 317.0 33 428 758.0
Acero 80.4
e S N Brasil P 2 169.7 12 532 579.8
Grupo Acerero del Norte‘S México P I 739.0 23 869 522.9
Ispat Mexicana México X 1 650.2 4 083 639.5
Usiminas Brasil P 1 605.8 9 210 333.4
Hylsamex^ México P 1 273.5 7 623 235.0
Autopartes 76.8
Desc^ México P 1 576.7 18 880 582,6
Robert Bosch Brasil X 934.0 10 829 266.1
Unik México p 579.7 9 816
lochpe-Maxion Brasil p 466.2 5 082 98.9
Grupo Industrial Saltillo‘S México p 465.2 10 285 102.9
Textiles 74.1
Alpargatas Argentina X 421.3 2 166
Alpargatas Santísta Brasil p 416.7 5 196 -

Grupo Synkro*^ México p 399.7 40.1
sao Paulo Alpargatas Brasil p 389,7 11 777
Agroindustrias 71.2
Cargill Argentina X 1 308.0 1 800 1 066.3
Molinos Río de la Plata Argentina p 1 215.4 4 600 373.8
Coamo Brasil p 712.9 3 179 386.8
Nidera Argentina Argentina p 674.5 840 482.6
La Plata Cereal Argentina p 631.9 568 446.3
Cemento 69.0
Cemex México p 3 488.7 20 527 125.3
Apasco México X 525.5 2 607 7.9
Santa Marina Brasil X 373.1 3 018
Vencemos Venezuela X 340.0 4 000 91.5
Cebrace Brasil X 331.6 -

Celulosa y papel 66.4
Papeles y  Cartones (C M P C ) Chile p 1 265.0 298.5
Kimberly-Clark México X 1 198.0 8 013 70.5
Klabin Brasil p 564.7 6 337
Aracruz Brasil p 536.7 2 547 490.0
M aquinaria y equipo 57.6
Condumex México p 787.6 1) 554
Asea Brown Boveri ( a b b ) Brasil X 477.7 3 006
Empresa Brasüeira de
Compressores (Embraco) Brasil p 410.7 6 006
Caterpillar Brasil X 406.2 2 338
Alim entos 48.1
Nestlé Brasil X 3 591.8 17 150 123.0
Sabritas México X 2 600.0

(continúa en página siguiente)
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Cuadro 3 (continuación)

Copersucar Brasil P 2 033.7 1 107 380.8
Bimbo México P 1 983.2 55 148
Ceval Brasil P 1 729.5 13 828 735.6
Línea blanca y electrónica 
Multibrás Brasil P 1 804.5

46,0
11 101 63.9

Xerox Brasil X 1 630.0 6 000 66.1
Itautec Philco Brasil P 929.9 4 887
Ericsson Brasil X 806.8 2 330
Mabe México X 772.9 13 120 30.1
Tabaco
La Moderna México P 1 883.9

39.4
11 249 55.9

Souza Cruz (bat) Brasil X 1 583.2 8 920
Massalin (Philip Morris) Argentina X 1 455.7 1 795
Nobleza Piccardo (BAT) Argentina X 892.4 1 700
Cigatam
Química

México p 672.4
18.4

3 446

Celanese México X 1 255.9 6 791 613.5
Basf Brasil X 983.9 4 429 107.0
Grupo Irsa México p 757,4 4 472 -

Bayer Brasil X 574.3 2 555 192.5
White Martins Industriáis Brasil X 542.6 4 503
Com putación y equipo  
telefónico 14,7
IBM Brasil X 1 950.0 4 039 136.1
IBM México X 1 550.0 1 258.3
Hewlett-Packard México X 1 141.9 1 045 365.8
NEC do BrasiF Brasil p 905.7 2 496 -

IBM Argentina X 630.0 1 200
Neumáticos
Goodyear Brasil X 835.2

14.6
212.4

Pirelli Pneus Brasil X 644.0 4 930 132.3
Bridgestone/Firestone Brasil X 617.0
Tigre Brasil p 358.6 2 642 -

Aluminio
c v g '̂ Venezuela E 4 000.0

8.1
28 000 1 050.0

Alcoa Aluminio Brasil X i 060.4 8 346
Albrás Brasil E 518.1
Caraiba
Automotriz

Brasil P 492.9
0.0

944

Volkswagen Brasil X 7 003.3 29 616 -

Chrysler México X 6 455.4 11 066 4 948.3
General Motors México X 6 345,6 91 263 4 526.5
General Motors (GM b ) Brasil X 5 432.9 20 800 611,6
Fiat Brasil X 4 742.9 21 359 329.9
Artículos de higiene 
y limpieza
Gessy Lever Brasil X 2 748.7

0.0
9 724 41.6

Avon Brasil X 1 222.3 3 500 -

Procter & Gamble México X 1 200.0
Lfnilever Argentina X 796.7 2 800

T o ta l 122 270 .5 39.8f^ 779 686 2 4  791,5

Fuente: Capítulo 1 de Peres (1998).

“ En algunos sectores se incluyen menos de cinco empresas debido a que no se registraban suficientes empresas en la muestra o porque se 
eliminaron algunas para evitar duplicaciones con lioldings. Los sectores aparecen ordenados según la participación de las empresas na­
cionales en las ventas de las cinco mayores empresas; cuando la participación es igual se los ordena según sus montos de ventas.

 ̂ Tipos de propiedad: P: privada nacional, X: privada extranjera, E: estatal.
Se trata de un holding; puede incluir actividades no relacionadas con el sector.
Propiedad de c e m e x .
Empresa controlada por Globopar, hoiding de las Organiza9óes Globo.

 ̂ Promedio ponderado por las ventas de las cinco mayores.
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sumos básicos (bebidas no alcohólicas y cerveza, vi­
drio, petroquímicos, acero, textiles, agroindustrias, 
cemento, y celulosa y papel) y a una industria metalme- 
cánica, la producción de autopartes. Mientras la presen­
cia de empresas nacionales tiene un nivel intermedio 
(entre 30 y 66% del total) en alimentos, maquinaria y 
equipo,'^ línea blanca y electrónica, y productos de 
tabaco,’̂  su presencia es muy baja o nula en algunos 
sectores que hacen uso intensivo de tecnología y mer­
cadotecnia, como la producción de automóviles, equi­
pos de computación y de telefonía, neumáticos, pro­
ductos químicos y artículos de higiene y limpieza.*^ 
Aunque las privatizaciones abrieron áreas modernas 
ajenas al sector industria! para los gge —por ejemplo, 
las telecomunicaciones, donde han debido asociarse 
con grandes empresas transnacionales para enfrentar la 
fuerte competencia predominante- éstos no tienen 
participación importante en actividades manufacture­
ras tecnológicamente avanzadas a nivel internacional.*^ 

La combinación de una especialización sectorial 
en bienes relativamente homogéneos que demandan 
grandes economías de escala, por un lado, y tamaños 
empresariales pequeños en comparación con sus prin­
cipales competidores, por otro, introduce cierta vulne­
rabilidad en la posición competitiva de los gge, como 
se analizará más adelante. El proteccionismo llevó a 
que algunos de estos sectores pudieran dedicarse a 
productos prácticamente no transables, con lo que su 
dinámica estaba determinada totalmente por la del 
mercado interno. Sin embargo, tras la apertura de las 
economías, estos sectores están enfrentando una cre­
ciente competencia de carácter global con cada vez 
menos, pero más poderosos, competidores de talla 
mundial. En consecuencia, los gge han perdido la es­
tabilidad que significaba ser líderes en esos sectores

Fundamentalmente debido a la producción de Condumex, em­
presa mexicana productora de conductores eléctricos.

Se debe tener en cuenta que la venta de las dos grandes tabaca­
leras mexicanas a empresas extranjeras en 1997 ha reducido sensi­
blemente la presencia de empresas nacionales en ese sector.

La presencia en aluminio se debe a la alta participación de dos 
empresas estatales entre las cuatro mayores.

Los casos de incursión de los grupos en industrias con tecnolo­
gías avanzadas son mínimos, siendo de destacar las inversiones del 
Grupo Pulsar (México) en biotecnología, y algunas participaciones, 
a veces transitorias, de grupos brasileños en joint ventares para el 
desarrollo de programas y equipos de computación o productos 
electrónicos de consumo, generalmente surgidos mientras estaba en 
vigor la política de reserva de mercado (Itautec Philco, Semp 
Toshiba, Sharp, nbc, cce da Amazónia, por ejemplo). De las 46 
grandes empresas estudiadas individualmente en esta investigación, 
sólo una (Sonda, Chile) podría ser considerada como especializada 
en una tecnología de las que caracterizan a la actual revolución 
tecnológica (producción de programas de computación).

tradicionales, y confrontan el desafío estratégico de 
crecer o ser absorbidos por grandes empresas globales.

Un tercer elemento que surge del mismo cuadro 
es la concentración del liderazgo sectorial en empre­
sas mexicanas, las que figuran con las mayores ventas 
en seis de los ocho sectores en los que las empresas 
nacionales tienen una participación superior a 50% en 
las ventas de las cinco mayores empresas y realizan las 
mayores ventas dei sector.

Finalmente, combinando las informaciones pre­
sentadas en el cuadro 3 y en el capítulo 1 de Peres 
(1998), se puede concluir que existen gge en los que la 
conglomeración combina liderazgo sectorial con arti­
culaciones directas con bancos u otros agentes finan­
cieros, lo que potencia las ventajas de acceso a los 
mercados de capitales que generalmente se vinculan a 
la gran escala de las operaciones.*^ Sin embargo, la ar­
ticulación financiero-industrial puede ofrecer otras 
modalidades de acceso más abierto a esos mercados, 
como se observa en casos de grupos altamente exitosos 
que no son propietarios de bancos, ni pertenecen a 
ellos, siendo uno de los ejemplos más notables el de 
Cementos Mexicanos (cemex).

e) Las relaciones entre mercado interno y economía
internacional
Para concluir el perfil de los gge cabe referirse a 

las relaciones que ellos han establecido entre su mer­
cado interno y el mercado internacional. Como se ana­
liza en detalle más adelante, ante la apertura a la com­
petencia externa los gge, junto a distintas estrategias 
para defender los segmentos de su mercado interno, 
incursionaron en exportaciones no tradicionales. Bus­
caron así ampliar sus mercados en el exterior, en sus 
espacios regionales históricos o los que se desarrolla­
ron con la integración, y con el tiempo en los grandes 
mercados de los países industrializados. En el cuadro 
3 se muestra que, de las 41 empresas nacionales que 
en 1996 pertenecían al grupo de las cinco mayores en 
19 sectores industriales, 37 exportaban, aunque la 
muestra no registra los montos correspondientes a to­
das ellas. En los sectores con predominio de empresas 
nacionales, la participación de las exportaciones en las 
ventas es particularmente alta en las agroindustrias, la 
producción de celulosa y papel y la de acero y vidrio. 
Considerando sólo las 24 empresas nacionales para las

En este sentido, es útil recordar los trabajos clásicos de Leff 
(1976, 1978 y 1979) en los que se argumentaba que los grupos 
económicos latinoamericanos eran una respuesta al insuficiente 
desarrollo de los mercados de capitales en la región.
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que se registran datos de exportaciones, la participa­
ción media en los 19 sectores industriales es de 23.6%. 
Este porcentaje, aunque casi duplica el 13.1% que 
presentaban en 1994, es muy inferior al de las empre­
sas extranjeras de la muestra (33.9%), resultado en el 
que tienen un fuerte impacto las exportaciones de las 
empresas automotrices.

Un grupo de gge, habitualmente los más grandes, 
internacionalizaron sus actividades de una manera más 
completa ya que no sólo exportan mercancías, sino 
también capitales. Así, realizan inversiones directas en 
el exterior, mediante creación de nuevas empresas, 
adquisiciones de empresas existentes, fusiones o alian­
zas estratégicas. Esta internacionalización se da bajo 
dos modalidades.

Por un lado, se observa un proceso de alcance 
regional asociado a la consolidación de la integración 
comercial, como el que exhiben los gge que operan en 
el Mercado Común del Sur (Mercosur) o en el marco 
del Tratado de Libre Comercio de América del Norte. 
En el primer caso, destacan las inversiones de Enersis 
y la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones 
(CMCP) de Chile y las de productores brasileños de 
autopartes, como cofas, en Argentina. En el segundo, 
las inversiones más importantes han sido las de Vitro 
(México) en Estados Unidos.^® Hasta este momento, 
esta modalidad ha sido más frecuente.

Por otro lado, una intemacionalización más com­
pleja es la de empresas que establecen filiales en di­
versos países del mundo en forma articulada y como 
parte de una estrategia común. Esas empresas buscan 
llegar a ser globales, lo que está fuertemente influido 
por las modalidades de competencia en que operan sus 
industrias; así sucede con las producciones de cemen­
to, refrescos embotellados y cervezas, entre otras. El 
caso más importante en la región es el de cemex con 
sus inversiones en Estados Unidos, España, Centro- 
américa y Sudamérica, siendo en la actualidad sus 
actividades en México una parte de las de su división 
para América del Norte.

La importancia relativa de estas empresas globales 
latinoamericanas en comparación con otras del mismo 
tipo que han surgido en los países en desarrollo puede 
aquilatarse mejor con la información proveniente de

una muestra para 1995 de las 50 mayores empresas 
transnacionales originarías de países en desarrollo (véa­
se UNCTAD, 1 9 9 7 ) .^ ^  Entre las empresas consideradas 13  
eran de origen latinoamericano;^^ ocho correspondían 
a sectores industriales, cuatro a petróleo y minería, y 
una a medios de comunicación. Entre las ocho empre­
sas industriales, cinco eran mexicanas, dos brasileñas 
y una chilena.

Entre las seis mayores empresas latinoamericanas 
sólo había una empresa industrial, cemex. Más aún, si 
bien ésta era la segunda empresa industrial según el 
monto de sus activos en el exterior, sólo ocuparía el 
lugar 26 en un ordenamiento según las ventas totales, 
ya que las ventas de cemex eran inferiores a 10% de 
las ventas del mayor grupo industrial de la muestra 
(Daewoo), las que superaban los 26 mil millones de 
dólares.

La información señalada resalta una vez más la 
especialización de las empresas latinoamericanas en 
áreas estrechamente vinculadas a recursos naturales 
procesados, frente al peso de los países del este de Asia 
en actividades como la manufactura de productos elec­
trónicos. Sin embargo, pese a las limitaciones que tie­
ne este tipo de información, es de hacer notar que, en 
términos del índice de transnacionalización,^Mas 
empresas de la región presentan un promedio similar 
(32%) al de los países asiáticos, excluida China.

2. La dinámica empresarial

Los gge han debido afrontar diferentes coyunturas de 
cambio a lo largo de su historia. Dos momentos en el 
pasado fueron de especial importancia: i) la introduc­
ción de políticas explícitas de industrialización por 
sustitución de las importaciones en los años treinta, con 
el consiguiente impacto sobre la dinámica de las orga­
nizaciones que habían surgido en el marco del mode­
lo agrario o minero exportador de las décadas previas, 
y ii) el agotamiento de esas políticas y el desencade­
namiento de la crisis de la deuda externa a comienzos 
de los años ochenta. En el presente, viven un momento 
de igual importancia, buscando ajustarse a un orden 
económico menos proteccionista, con fuerte presión

Los intentos de intemacionalización de empresas latinoamerica­
nas han tenido resultados diversos. Así, por ejemplo, la compra de 
Anchor Glass, la mayor fabricante de botellas de vidrio de Estados 
Unidos, por parte de Vitro en 1989 terminó en fracaso siete años 
después. Asimismo, las operaciones de alianza y joint venture tam­
bién han tenido suerte diversa. No es inusual que ellas duren poco 
tiempo y se deshagan por distintas razones.

La muestra tiene limitaciones de cobertura; por lo tanto, los 
datos que se derivan de ella deben usarse sólo en forma indicativa.

Datos similares para 1993 mostraban la presencia de 17 empre­
sas latinoamericanas ( unctad , 1995).

El índice de transnacionalización se calcula como el promedio 
de las relaciones entre activos en el extranjero y activos totales, 
entre ventas en el extranjero y ventas totales, y entre empleo en el 
extranjero y empleo total (unctad, 1997).

GRANDES EMPRESAS Y GRUPOS INDUSTRIALES LATINOAMERICANOS * CELSO GARRIDO Y WILSON PERES



138 R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  6S D I C I E M B R E  1 9 9 8

competitiva en los mercados de bienes y capitales, e 
inmersos en una revolución tecnológica que parece 
acelerarse,

El análisis del ajuste actual puede organizarse en 
tres niveles: i) los cambios en la participación de los 
G G E en el universo de las grandes empresas de la re­
gión, ii) las transformaciones que se han operado a 
nivel de empresas y plantas industriales, y iii) la diná­
mica de la estrategia general de los grupos a que per­
tenecen esas empresas.

a) Los cambios en la participación de las empresas
nacionales en el universo de las grandes empre­
sas
La información agregada disponible muestra que 

las grandes empresas naeionales han aumentado su 
tamaño, aunque han perdido participación relativa en 
el universo de las grandes empresas privadas industria­
les (nacionales y extranjeras), con algunas calificacio­
nes que se harán posteriormente. Esto ha resultado de 
la interacción de dos importantes procesos ocurridos 
en América Latina como consecuencia de las reformas 
estructurales. El primero fue la privatización de em­
presas estatales a lo largo de los años ochenta y no­
venta, que casi las ha hecho desaparecer del universo 
de las grandes empresas manufactureras de la región. 
El otro fue la creciente presencia de filiales de empre­
sas extranjeras como efecto de la desregulación, la li- 
beralización de las medidas que limitaban su presen­
cia en sectores específicos y las medidas de política 
aplicadas para atraer capital extranjero. Pese al activo 
papel que las empresas nacionales tuvieron en las 
privatizaciones, así como en la defensa de sus merca­
dos locales y la expansión de sus exportaciones, no 
pudieron contrarrestar el gran aumento de la presen­
cia de las filiales de empresas extranjeras.

El aumento del tamaño se refleja en el cuadro 4, 
en el que se señala que las empresas nacionales en el 
universo de las 100 mayores empresas industriales de 
América Latina acrecentaron sus ventas anuales de un 
promedio de 827 millones de dólares en 1990 a 1 345 
millones en 1996.̂ "̂  Pese a ese esfuerzo, crecieron más 
lentamente que las empresas extranjeras, las que ele­
varon su tamaño medio de 1 075 millones de dólares 
a 1 879 millones en el mismo período. En ese cuadro

también se muestra que la participación de las empre­
sas privadas nacionales en las ventas de las 100 ma­
yores empresas industriales cayó de 45.9% a 40.2% 
entre 1990 y 1996, al tiempo que las empresas estata­
les redujeron su presencia a menos de una tercera par­
te y las filiales de empresas extranjeras la aumentaron 
significativamente, alcanzando el 57.3% del total. Sin 
embargo, debe tenerse en cuenta que las empresas de 
un solo sector industrial, el de ensamble de automóvi­
les, explican 30 puntos porcentuales de la participación 
de las empresas extranjeras tanto en 1996 como en 
1994 (el porcentaje correspondiente en 1990 fue de 
22.1). Así, 8 de los 11 puntos porcentuales en que 
aumentó su participación fue resultado del gran des­
empeño de ese sector industrial en los países estudia­
dos (Mortimore, 1997), habiéndose dado casi todo ese 
aumento entre 1990 y 1994.

Más allá de lo sucedido en la industria automo­
triz, la información del cuadro 4 apunta también a otros 
elementos, pues muestra que gran parte de la caída de 
la participación de las empresas nacionales en el uni­
verso de las 100 mayores empresas tuvo lugar a partir 
de 1994, mientras las empresas extranjeras no automo­
trices aumentaban su participación en casi cuatro pun­
tos porcentuales. La crisis mexicana de 1995 y su ne­
gativo impacto sobre otras economías de la región 
(“efecto tequila”) podrían marcar un punto de in­
flexión.^^ No sólo se puede inferir que la menor pro­
pensión a exportar de las empresas nacionales respec­
to a las extranjeras las afectó más negativamente ante 
la caída del mercado interno, sino que además la in­
formación contenida en los casos nacionales presenta­
dos en Peres (1998) muestra la importancia de las 
compras de empresas nacionales por extranjeras a partir 
de 1995. Entre ellas destacan, en los países más gol­
peados por el “efecto tequila”, la venta del control total 
o parcial de empresas en la industria alimentaria en 
Argentina y en las industrias de la cerveza y de pro­
ductos de tabaco en México.

Pese a lo anterior, la venta de empresas industria­
les a inversionistas extranjeros también se ha dado en 
países, como Chile, en los que el efecto tequila fue 
prácticamente nulo. En esos casos, es posible que la 
maduración de las condiciones de globalización de los 
sectores productivos y la expansión de los mercados 
derivada de la integración subregional en América

En un contexto de lento crecimiento económico en el período en 
cuestión, este aumento del tamaño sugiere que la pérdida de la ren­
ta estática que se obtenía por la protección habría sido más que 
compensada por el aprovechamiento de la ampliación del mercado 
derivada de la apertura comercial.

En particular, la participación de las empresas mexicanas en la 
muestra de las 100 mayores empresas bajó de 22.0% en 1994 a 
19.5% en 1996.
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CUADRO 4
América Latina: La dinámica de las 100 mayores 
empresas industriales, 1990, 1994 y 1996

Empresas 1990 1994 1996

Privadas nacionales 52
Número de empresas 

55 49
Extranjeras 40 44 50
Estatales 8 1 1
Total iOO 100 100

Privadas nacionales 43 011
Ventas (millones de dólares) 

68 269 65 898
Extranjeras 43 009 80 991 93 953
Estatales 7 688 2 757 4 000
Total 93 708 ¡52 017 163 851

Privadas nacionales 827
Ventas medias (millones de dólares) 

1 241 i 345
Extranjeras 1 075 1 841 1 879
Estatales 961 2 757 4 000
Promedio general 937 1 520 1 638

Participación en las ventas
de las 100 mayores empresas industriales (%)
Privadas nacionales 45.9 44.9 40.2
Extranjeras 45.9 53.3 57.3

Automotrices (22.1) (30.0) (30.2)
Otras (23.8) (23.3) (27.1)

Estatales 8.2 1.8 2.5
Total 100.0 100.0 100.0

Fuente: Elaboración propia de datos de América Economia (1993, 1996 y 1997).

Latina explique el interés de inversionistas extranjeros 
por ocupar posiciones en esos mercados mediante ía 
compra de empresas en operación. Esto se comprueba 
al observar que aunque algunas adquisiciones han sido 
de empresas con problemas productivos o financieros, 
como la fabricante brasileña de autopartes Metal Leve, 
muchas de las operaciones de compra han correspon­
dido a empresas exitosas, como el holding eléctrico 
Enersis en Chile y la fabricación de productos de lí­
nea blanca en Brasil, donde las tres principales empre­
sas nacionales fueron adquiridas por grandes empre­
sas transnacionales entre 1995 y 1997 ijhe Economist,
1997).

b) Las transformaciones en la planta y la empresa 
A nivel de empresas y plantas, los principales 

cambios se han dado en las funciones organizativas, 
comerciales y financieras, siendo el panorama más 
heterogéneo a nivel productivo y tecnológico. Las or­
ganizaciones empresariales han tendido a reducir sus 
niveles jerárquicos, aplanando su estructura, y han 
concentrado sus actividades en centros o unidades de 
negocios y aumentado sensiblemente la profesionali- 
zación de su gestión, modernización que en algunos ca­

sos ha coincidido con un relevo generacional en el 
control familiar. En este contexto, la función comer­
cial y la ingeniería financiera siguen siendo las áreas 
más fuertes de la gestión.

En materia de comercialización, se modificaron 
sensiblemente las relaciones con clientes y proveedo­
res de servicios o insumos. El refuerzo de la orienta­
ción al cliente (consumidor o usuario de un producto 
intermedio) ha permitido en ciertos casos hacer frente 
a la competencia de las importaciones. En otros ha de­
bido ser combinado con la importación de bienes ter­
minados e intermedios para completar las líneas de pro­
ductos que se ofrecen a los clientes, las que se distri­
buyen a través de fuertes cadenas de comercialización 
establecidas durante la

Tal ha sido el caso de empresas ensambladoras de automóviles 
— por ejemplo, la Fiat en Brasil y la Compañía Colombiana Auto­
motriz (cca) y la Sociedad de Fabricación de Automotores (sofasa) 
en Colombia— ; de fabricantes de productos electrodomésticos — la 
Industria Colombiana de Electrónica y Electrodomésticos ( incelt) 
y la Compañía Tecno Industrial (cti) en Chile— , e incluso de 
empresas siderúrgicas y petroquímicas, como Acerías de Colombia 
(Acesco) y Poliolefinas Colombianas (Policolsa).
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Si bien las relaciones con los clientes, en especial 
si eran usuarios finales, y con los proveedores de ser­
vicios a la producción mejoraron significativamente 
como efecto de los esfuerzos por mantener la fideli­
dad del mercado interno y reducir costos de operación, 
las relaciones con los proveedores de insumos tran- 
sables presenta un cuadro más heterogéneo. La presión 
de las importaciones se hizo sentir particularmente en 
la sustitución de proveedores nacionales por provee­
dores externos, estrategia que fue acompañada por la 
importación de productos terminados para comerciali­
zarlos internamente. En ambos casos, la demanda de 
insumos nacionales se redujo, fenómeno que, con una 
lógica similar, se observa en la mucho menos desarro­
llada oferta local de bienes de capital. Sin embargo, ha 
habido amplios programas de desarrollo de proveedo­
res por parte de algunas industrias de ensamble —por 
ejemplo, el armado de equipos de computación en 
Guadal ajara (México)— o de las industrias de autopar- 
tes en Bahía (Brasil) y Córdoba (Argentina).

Las ventajas comparativas tradicionales,^^ las ca­
pacidades acumuladas y la política macroeconómica 
parecen ser las variables que determinan la selección 
de una lógica u otra. Todo indica que, al menos en el 
corto plazo, la tendencia a aumentar la importancia 
relativa de las importaciones de insumos y bienes de 
capital es la dominante, excepto en momentos de ajuste 
macroeconómico con recesión y devaluación abrupta 
del tipo de cambio. Esto ha llevado al debilitamiento 
de muchas cadenas productivas locales y reducido las 
opciones abiertas a las pequeñas y medianas empresas 
proveedoras, como se reconoce explícitamente, por 
ejemplo, en el Programa de Política Industrial y Co­
mercio Exterior aprobado por México en 1996 (Peres,
1997).

La combinación de productos que manufacturan 
o comercializan las empresas ha cambiado, aunque no 
siempre en la misma dirección. Mientras empresas 
textiles como Fabricato y Coltejer en Colombia y Sao 
Paulo Alpargatas en Brasil, la han reducido, otras 
empresas la han expandido, como han hecho weg 
Motores, Oxiteno (química) y usiminas (siderurgia) en 
Brasil. Si bien hay también casos de expansión de la

mezcla de productos en algunas empresas en Chile 
(madeco, por ejemplo), parecería que lo que ha movi­
do en esa dirección a estas empresas brasileñas es un 
resultado del tamaño de su mercado interno y la posi­
bilidad de combinar economías de escala y alcance.

Incluso en los casos en que las empresas amplían 
su gama de productos, la tendencia a subcontratar a 
terceros para que efectúen las actividades secundarias 
es una respuesta generalizada a la mayor presión de la 
competencia. A veces esa subcontratación va acompa­
ñada de una mayor integración vertical a nivel del 
grupo industrial, como se verá más adelante.

El fortalecimiento de la ingeniería financiera en 
las grandes empresas ha permitido a los gge consoli­
dar su acceso a los mercados internacionales de capi­
tales de corto y largo plazo, siendo sus operaciones más 
notorias las colocaciones de adr en el mercado de Nue­
va York. En unos pocos casos, el acceso al mercado 
de capitales ha significado la apertura total del capital 
de la empresa; aunque, como se señaló antes, el con­
trol familiar todavía sigue prevaleciendo.

Las funciones productivas y de desarrollo tecno­
lógico de las empresas no muestran, en general, un 
desarrollo similar al que tienen las de comercialización 
y finanzas. Entre las empresas de tres países que fue­
ron estudiadas en detalle, las brasileñas son las que 
muestran mayor interés y capacidad en estas áreas, lo 
que, por otra parte, es consistente con otros indicadores, 
como el número de certificaciones iso 9000 que han 
obtenido. El tamaño de mercado y la madurez relativa 
de las capacidades previas parecen ser los principales 
factores explicativos de este mejor desempeño, sobre 
todo en lo referente a diseño de productos, manejo de 
marcas y gestión de la calidad (Bonelli, 1997), los que 
en algunos casos fueron eficazmente apoyados por la 
política pública.^^

En los otros países se observa un peso relativa­
mente menor de los avances productivos y tecnológi­
cos.^^ Los principales logros en materia de aumentos 
de productividad media del trabajo a nivel sectorial 
—que han sido notables en la primera mitad de los 
años noventa incluso descontando el efecto del d -

La fortaleza de la red de proveedores de los grandes grupos 
agroalimentarios en Brasil (Perdigao y Sadia), Argentina (Moreno, 
Urquía, Bunge y Bom) y Chile (Industria Azucarera Nacional, íansa) 
muestra la importancia que tiene la base de ventajas comparativas 
para llevar adelante acciones no vohmtarísías de desarrollo de pro­
veedores. La limitada competitividad de los proveedores colombia­
nos de cebada a Bavaria (cerveza) muestra lo mismo a contrarío

Los avances en materia de tecnologías blandas en Brasil gene­
ralmente se atribuyen al éxito del Programa Brasileño de Calidad y 
Productividad aplicado a partir de 1990.

Incluso en el caso de Chile, el capítulo correspondiente en Peres, 
(1998) resalta que, si bien el país ocupaba el noveno lugar en ma­
teria de “gestión empresarial” entre los 48 países considerados en 
1996 en el World Conipetitiveness Report ( i im d , 1996), su ubica­
ción descendía al puesto 27 cuando se medía el factor ciencia y 
tecnología.
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cío económico (Katz, Benavente, Crespi y Stumpo, 
1997)— se explican fundamentalmente por reduccio­
nes del personal ocupado como resultado de los esfuer­
zos de subcontratación de actividades secundarias, 
flexibilización del proceso de trabajo e incorporación 
de algunos elementos de las nuevas técnicas de ges­
tión. Sin embargo, los casos nacionales muestran que 
también se dieron importantes inversiones en moder­
nización de plantas y equipos en las grandes empresas 
de algunas industrias maduras de la rsi, como la siderúr­
gica en Argentina, la producción de azúcar en Chile, 
la fabricación de cerveza en Colombia y la producción 
de cemento en México. El amplio acceso al financia- 
miento que tienen los gge facilitó esa respuesta al in­
cremento de las presiones competitivas derivadas de 
la apertura comercial, en contraste con lo que le suce­
dió a empresas de menor tamaño.

Los diferentes pesos relativos de las distintas fun­
ciones gerenciales responden a factores de demanda y 
oferta. La crisis de los años ochenta centró la atención 
de la alta gerencia en la comercialización y las finan­
zas, pues los problemas más agudos que se percibían 
eran la caída de las ventas y la incapacidad para cum­
plir con compromisos financieros de las empresas. Esa 
demanda generó, a su debido tiempo, una oferta de pro­
fesionales altamente calificados en esas áreas. Los te­
mas de producción y tecnología fueron relegados, lo 
que se vio muchas veces reforzado por la importación 
de bienes de capital con exigencias mínimas de adapta­
ción, la que se expandió notablemente durante la re­
cuperación económica de comienzos de los años no­
venta.

c) Las estrategias de crecimiento
Existen diversas alternativas para ordenar los cam­

bios que se han operado a nivel de las estrategias de 
los GGE, pero en general éstas tienden a centrarse en la 
tríada de conductas de retirada, defensivas y ofensi­
vas,^^ aunque las primeras implican a largo plazo la 
terminación de actividades o la pérdida del control de

Naturalmente, las estrategias defensivas hacen poco sentido en 
el largo plazo. Frente a una mayor presión competitiva y la revolu­
ción tecnológica en curso, una estrategia defensiva es sólo una eta­
pa hacia la retirada o la ofensiva. La experiencia también muestra 
que no hay necesidad de que exista una primera etapa defensiva, 
pues muchas de las mayores empresas han estado en una estrategia 
ofensiva desde los inicios de la crisis de la deuda externa. Las re­
estructuraciones patrimoniales (fusiones y adquisiciones), las inver­
siones en el exterior y la articulación con el sector financiero se 
desarrollaron durante toda la década de los años ochenta, aunque se 
combinaron con estrategias de defensa de la participación en el 
mercado interno cuando la apertura se hizo operativa.

ellas por sus propietarios iniciales. En todos los casos, 
las conductas pueden haber sido una reacción a pre­
siones exógenas (reactivas) o tener un carácter básica­
mente proactivo.

El universo de los gge presenta esos tres tipos de 
estrategia, aunque, por su propio tamaño, los ejemplos 
de retirada tienden a concentrarse en la venta del total 
o del control mayoritario de la empresa al capital ex­
terno, más que en su cierre; ejemplos de ello son el 
grupo petrolero Astra en Argentina, la productora de 
autopartes cofap en Brasil o las dos grandes manufac­
tureras de cigarrillos en México: Cigarros La Tabaca­
lera Mexicana (cigatam) y La Moderna.

La defensa del mercado interno ha adoptado dife­
rentes modalidades, siendo las más relevantes las vin­
culadas a la realización de inversiones preventivas 
(especialmente en las dos economías más grandes), la 
importación de productos terminados para su comer­
cialización aprovechando redes locales de distribución, 
una mayor y más intensa orientación hacia el cliente 
(particularmente notable en las industrias alimentarias), 
la formación de grupos industriales y financieros, en 
los países donde la legislación lo permite,-^* y la bús­
queda de rentas mediante el acceso a beneficios fisca­
les, comerciales o de promoción sectorial. Tales bene­
ficios, si bien tienen menos peso relativo que en el pa­
sado, distan de haber desaparecido, como lo muestran 
la industria automotriz en Argentina, Brasil y México, 
la forestal en Chile o el apoyo a diversos sectores in­
dustriales en Colombia.

Una modalidad de estrategia defensiva, aunque 
implica nuevas inversiones diversificadas, ha sido el 
avance desde las actividades industriales hada servi­
cios modernos no transables. La tendencia a salir de 
sectores industriales es resultado de las señales prove­
nientes de la apertura comercial y de la política macro- 
económica de mantener tipos de cambio que sobre­
valúan la moneda nacional, lo que presiona sobre la 
rentabilidad de los sectores transables. Por su parte, la 
posibilidad y conveniencia de invertir en servicios no 
transables han sido impulsadas por la desregulación de 
algunos mercados o el acceso privilegiado que algu-

Entre los países objeto de estudio, Chile destaca como el que 
presenta menor articulación formal entre banca e industria, fruto de 
la experiencia de la crisis de comienzo de lo.s años ochenta, aunque 
algunos de sus grupos industriales tienen claras vinculaciones con 
bancos. Por otra parte, en ese país, así como en Brasil, se comprue­
ba una creciente participación de los fondos de pensiones (privados 
en el primer caso; de las grandes empresas estatales en el segundo) 
en el capital accionario de las mayores empresas. Esto podría abrir 
nuevos caminos para la conglomeración de base financiera.
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nos grupos tuvieron, o esperan tener, a las privatiza­
ciones de las telecomunicaciones, la distribución de 
electricidad y la infraestructura en general. En muchos 
casos, como sería claro en Colombia, esa dinámica ha 
llevado a utilizar a las grandes empresas industriales 
de los grupos como una fuente de recursos financie­
ros para acceder a las privatizaciones o a los mercados 
desregulados, relegando o minimizando las inversio­
nes en la modernización de sus actividades producti­
vas.

En este sentido, sería necesario reconsiderar has­
ta qué punto las reformas estructurales han eliminado 
el comportamiento rentista de importantes sectores 
empresariales, pues pese a que algunos mercados de 
servicios no transables son muy disputados entre fuer­
tes competidores, las condiciones de esa competencia 
y, por lo tanto, la rentabilidad que finalmente se deri­
ve de ella dependen de regulaciones del Estado y del 
diferente acceso que a él tengan los competidores.

Las estrategias ofensivas son más complejas y en 
ellas se pueden distinguir al menos tres tipos; .

i) Crecimiento con especialización creciente alre­
dedor del núcleo básico de negocios, como sería el caso 
de algunos gge muy centrados en tomo al procesamien­
to de recursos naturales: por ejemplo, Bunge y Born, 
y Pérez Companc en Argentina, Klabin en Brasil o Alfa 
en México. También se incluyen en este conjunto los 
GGE que no han aumentado su especialización, debido 
a que ésta ha sido tradicionalmente muy alta, como 
CEMEx en México y el Grupo Matte en Chile.

ii) Crecimiento con aumento moderado de la di­
versificación, en el que se puede combinar la desverti- 
calización a nivel de empresas individuales y el aumen­
to de la integración vertical u horizontal a nivel del 
grupo, como fruto de la participación en unas pocas 
privatizaciones o en fusiones y adquisiciones de otras 
empresas privadas. En todos los casos, el logro de po­
tenciales sinergias es el criterio básico para encarar este 
tipo de operaciones. Techint y Pescarmona en Argen­
tina, Angelini en Chile, Suzano y Votorantim en Bra­
sil, Santo Domingo (Bavaria) en Colombia y Pulsar en 
México son ejemplos de esta estrategia moderada.

iii) Crecimiento con extrema diversificación, en 
gran medida resultado de la participación en numero­
sas privatizaciones. Estos casos, en los que se dan 
verdaderos conglomerados sin evidentes sinergias pro­
ductivas, comerciales e incluso financieras, son muchas 
veces manejados con criterios de portafolio. Los ejem­
plos más notables son la Sociedad Comercial del Pla­
ta (energía, construcción, servicios) en Argentina, VÍ- 
cunha (textiles, siderurgia, minería) en Brasil y Carso

(telefonía, conductores eléctricos, llantas, restaurantes) 
en México. Estos conglomerados abarcan actividades 
sumamente disímiles y han basado su gran desarrollo 
relativamente reciente en una fuerte articulación con 
el mercado internacional de capitales, los mayores 
bancos nacionales y el nivel de decisión en la instan­
cia política de las privatizaciones. Naturalmente, los 
beneficios esperados y los riesgos financieros son ele­
vados.

En cada caso, las estrategias adoptadas dependen 
de un complejo conjunto de factores. El factor secto­
rial es generalmente importante a tres niveles; i) la dis­
tinta competitividad de eada sector y por lo tanto su 
capacidad para competir con las importaciones en un 
contexto de apertura, ü) su diferente madurez, fruto de 
senderos de aprendizaje propios y con diversos grados 
de avance, y iü) los paquetes de políticas promocio­
nales, los que, aunque muchas veces no reconocidos, 
han sido importantes en casi todos los países (petroquí­
mica en Argentina, forestal en Chile, automotriz en 
México y Brasil son algunos ejemplos notables). Sin 
embargo, el solo factor sectorial no es suficiente para 
explicar la estrategia empresarial, como lo muestran los 
estudios de pares de gge ubicados en un mismo sector 
en Brasil (Peres, 1998).

Así, los grupos siderúrgicos (Gerdau y Belgo- 
Mineira) tienen aproximaciones diferentes a las adqui­
siciones y las privatizaciones. Aunque Klabin y Suzano 
compiten en el mercado de papel y celulosa, el prime­
ro buscó la especialización, mientras que el segundo 
presentó mayor interés por una diversificación mode­
rada. Finalmente, el contraste no puede ser más gran­
de que en el caso de los grupos textiles, pues mientras 
Alpargatas adoptó una estrategia básicamente defen­
siva, Vicunha, basado en fuertes apoyos financieros, 
pasó a tener un peso importante en la Companhia Si­
derúrgica Nacional y en el gigante minero Companhia 
do Vale do Rio Doce.

La cautela o la audacia del liderazgo empresarial, 
con todo lo difícil que es definirlas, son factores rele­
vantes para explicar la adopción final de una estrate­
gia. Estas diferencias de estilos de gestión, en tanto 
relativamente independientes de los determinantes 
sistémicos, también explicarían los diferentes intereses 
de los grupos en materia de privatizaciones, los que van 
desde una participación sumamente reducida o nula en 
ellas hasta una presencia avasalladora, tanto en su país 
de origen como en el exterior. Naturalmente, estilo de 
gestión y búsqueda de poder económico son muchas 
veces inseparables en términos operativos. Más allá de 
estas diferencias, un elemento compartido por las di­
ferentes opciones estratégicas es el creciente peso del
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mercado externo, sea en materia de exportaciones e 
importaciones, sea en lo que se refiere a recibir o rea­
lizar inversiones en el exterior.

En resumen, el crecimiento de los g g e  exitosos no 
ha sido un simple resultado de “hacer más de lo mis­
mo”. Por el contrario, para desarrollarse en las líneas 
de productos en que tenían experiencia, debieron rea­
lizar cambios de magnitud en organización, mercado­

tecnia y finanzas, así como inversiones en nuevas plan­
tas y en equipos modernos. Aun así, algunos elemen­
tos que se analizan en la sección siguiente sugieren que 
mantenerse en sus líneas tradicionales de productos 
puede restringir su crecimiento de largo plazo, lo que 
hace prever que en el futuro deberán enfrentar la ne­
cesidad de desplazar sus senderos de expansión hacia 
sectores más dinámicos.

IV
Desafíos y respuestas de política

El perfil que presentan actualmente los gge constituye 
en sí mismo prueba de que un grupo significativo de 
ellos ha logrado una mutación positiva en el marco de 
los cambios estructurales registrados durante la última 
década. Sin embargo, los resultados son limitados y 
cambiantes, ya que este conjunto de empresas, así 
como los sectores y las economías en donde operan, 
se encuentra todavía en estado de transformación, al 
estar sometido a tensiones internas y a la presión de la 
competencia internacional.

La situación actual de los gge muestra éxitos en 
consolidar sus senderos de evolución, enfrentar favo­
rablemente la dinámica de las industrias en que parti­
cipan y aprovechar los apoyos ofrecidos por las polí­
ticas públicas. Sin embargo, confrontan desafíos deri­
vados de los límites que impondrá su especialización 
sectorial y de las señales contradictorias derivadas de 
la interacción de las reformas estructurales y la políti­
ca macroeconómica que las acompañó.

1. Los límites de la especialización sectorial

En el largo plgzo, la permanencia de los gge en líneas 
de productos que no convergen hacia las que tienen una 
fuerte dinámica de expansión en el mercado mundial 
hace prever que podrán enfrentar un agotamiento de 
sus posibilidades de crecer. Aunque en el corto plazo 
varias líneas de productos tradicionales han exhibido 
fuertes expansiones que han sustentado las estrategias 
de crecimiento de las empresas, en esto han influido 
elementos que no siempre propiciarían su expansión 
de largo p la z o ,s i  los flujos internacionales de comer-

Como lo muestran las industrias de aceites vegetales, forestal, 
pesquera, minera y otras, la principal razón del aumento de la pro-

cio más dinámicos se siguen concentrando en produc­
tos de las industrias electroelectrónicas y metalmecá- 
nicas avanzadas, y los recursos naturales continúen 
perdiendo terreno (Mortimore, 1995).^^

La expansión de los gge mediante sus líneas tra­
dicionales de productos los lleva regularmente a des­
cubrir que, para mantener su crecimiento, deben am­
pliar sus mercados en el exterior. Para ello deben en­
frentar a grandes empresas transnacionales que com­
piten en los mismos mercados a nivel mundial, pero 
que a la vez buscan apoderarse de los mercados loca­
les de los gge. Confrontan entonces el siguiente dile­
ma: efectuar cambios en sus estrategias, modos de 
organización y producción, de financiamtento, de 
comercialización y de ubicación en los mercados mun­
diales, para asumir la competencia de carácter global 
o, por el contrario, mejorar su posición actual para 
aumentar el valor de mercado de sus empresas con el 
fin de venderlas a la competencia extranjera al mejor 
precio posible, aprovechando las eventuales coyuntu­
ras de sobre valuación de la moneda nacional en sus 
países.

La primera opción requiere extraordinarios recur­
sos financieros, tecnológicos y de comercialización, al

ducción de esos bienes ha sido una fuerte expansión de su frontera 
de producción, derivada de inversiones físicas y en conocimientos. 
No existen previsiones generalmente aceptadas sobre la posibilidad 
de sostener en el largo plazo la tasa de crecimiento que esa frontera 
ha presentado en las últimas décadas, aun ante una creciente de­
manda de tales bienes.

Si bien podría argumentarse que no es posible distinguir entre 
buenas y malas especializaciones sectoriales, diferencias en materia 
de elasticidad ingreso de la demanda mundial, rendimientos a esca­
la y senderos de aprendizaje hacen dudar que todos los sectores 
sean igualmente buenos para el crecimiento a largo plazo de una 
economía. Al respecto véase, por ejemplo, Cohen y Zysman (1987).
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tiempo que la segunda se observa crecientemente en 
la región, dando lugar a una mayor extranjerización de 
segmentos dinámicos de las industrias lo c a le s .E l 
tamaño relativamente pequeño de los gge respecto a 
los líderes mundiales e incluso a empresas similares de 
algunos países del este de Asia, los hace presa fácil de 
compras hostiles una vez que sus mercados naciona­
les o regionales se vuelven atractivos.

La opción de venta abre un camino de alternati­
vas contrapuestas para los grandes empresarios latino­
americanos. Por una parte, la venta puede transformar­
los en meros inversionistas de portafolio; pero, por la 
otra, la disponibilidad de capital líquido así lograda 
puede apoyar su desplazamiento hacia nuevas áreas de 
inversión. Esos desplazamientos siguen dos lógicas. En 
algunos casos, como se señaló anteriormente, los fon­
dos se invierten en la producción de bienes y servicios 
no transables (servicios de utilidad pública, empresas 
privatizadas con regímenes de protección especiales, 
etc.) con la expectativa de mantener reductos protegi­
dos de la competencia externa. Por el contrario, en 
otros, particularmente cuando el vendedor cuenta con 
otras empresas con “activos secundarios específicos”, 
se podrían estar sentando las bases para un nuevo sen­
dero de expansión de largo plazo.

2. El impacto de las reformas estructurales

Las reformas estructurales buscaron crear un nuevo 
patrón de competencia con menor intervención del 
Estado y más abierto al exterior. En general, a un pri­
mer momento de relativa moderación y gradualismo, 
siguió posteriormente su acentuación e incluso, en al­
gunos países, su radicalización. En este contexto, los 
GGE, grandes beneficiados del modelo de isi, fueron teó­
ricamente percibidos como obstáculos para estable­
cer un orden de libre competencia, dado su dominio 
en importantes mercados oHgopólicos. Sin embargo, en 
los hechos, la forma como se dieron las reformas es-

Aunque la extranjerización no implica problemas por sí misma, 
hace más difícil llevar adelante políticas basadas en la coiicertación 
de actores públicos y privados, como es crecientemente la práctica 
en los países de América Latina (Peres, 1997), La aceptación de la 
participación explícita de agentes externos en el diseño y aplica­
ción de políticas públicas implicaría cambios importantes en el marco 
político y cultural en la mayoría de los países de la región.

Un ejemplo es el caso del Grupo Pulsar (México) que vendió la 
empresa La Moderna (tabacalera) a la British American Tobacco 
(b a t ) por l 700 millones de dólares para potenciar su empresa de 
biotecnología de semillas, de pequeño tamaño relativo, pero que es 
líder en su sector a nivel mundial y que se espera será el soporte del 
desarrollo agroindustrial y fore.stal del grupo.

tructurales y m edidas explícitas de fom ento dieron 
lugar a un orden económ ico altam ente favorable al 
desarrollo de los gge.

Más allá de los apoyos directos mediante subsi­
dios fiscales a algunas actividades ya mencionadas, 
cuatro tipos de políticas destacan por su importancia.

i) El acceso privilegiado a las principales privati­
zaciones, las que casi nunca se hicieron en condicio­
nes de libre mercado. En particular, se permitió que los 
entes privatizadores seleccionaran los futuros grupos 
de control de las empresas privatizadas y establecie­
ran, en los pliegos de licitación, condiciones de acce­
so y de operación futura fuertemente discriminatorias. 
Más aún, habría indicios de que, en algunos casos, 
integrantes de los entes privatizadores o incluso de 
niveles políticos superiores fueron actores y beneficia­
rios en las subastas de licitación.

ii) Las negociaciones comerciales internacionales 
tendientes a constituir áreas de libre comercio dieron, 
como era deseable, un papel importante al sector pri­
vado, para que participara o asesorara respecto a sec­
tores productivos y prácticas de política particularmen­
te sensibles para cada país, en los que la apertura po­
dría representar una amenaza o una oportunidad. Sin 
embargo, la propia heterogeneidad del sector privado 
hizo que esa participación fuera controlada en los he­
chos por los GGE o por cámaras empresariales en los 
que ellos desempeñan un papel determinante.

iii) La implementación de la legislación para for­
talecer la libre competencia mediante desregulación 
tendió a mantener el statu quo de concentración en las 
diversas ramas industriales, a partir del argumento (co­
rrecto) de que en economías abiertas el poder de mer­
cado no está determinado por la existencia de una 
estructura industrial concentrada. La tesis de que lo 
adecuado era evitar acciones contra la competencia más 
que estructuras concentradas fue funcional para soste­
ner la participación de los gge en sus mercados cla­
ves.

iv) Algunos programas de fomento orientados a 
sectores no industriales también tuvieron un impacto 
positivo sobre los gge, siendo esto particularmente 
evidente en México, donde la demanda generada por 
grandes programas de construcción de carreteras y 
viviendas repercutió positivamente sobre las empresas 
de construcción civil ( i c a ) , así como sobre las produc­
toras de cemento y vidrio plano (cemex y Vitro), gran­
des componentes de los principales grupos del país, El 
mayor peso económico alcanzado por las grandes 
empresas de construcción civil e ingeniería pesada 
{empreiteiras) de Brasil responde a la misma lógica,
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En resumen, pese a ser oligopolios generados 
mayori tari amente durante la isi bajo condiciones de 
protección, el nuevo orden económico que fue puesto 
en vigor operó de una manera tal que fue altamente 
funcional para el crecimiento de los gge.

Los estudios incluidos en Peres (1998) muestran 
que efectivamente esos grupos han sido capaces de 
procesar adecuadamente las señales que ha emitido el 
nuevo orden económico. Sin embargo, incoherencias 
en las señales han trabado la materialización de los 
resultados que serían de esperar de un desarrollo 
liderado por las exportaciones que pudiera articularse 
eficientemente con el resto del tejido industrial, más 
allá de sus líderes.

De una parte, la apertura externa ha implicado 
políticas macroeconómicas determinadas por los 
vínculos con los capitales internacionales de corto pla­
zo que operan como factores claves para financiar los 
déficit en cuenta corriente que la acompañan. En este 
contexto, el libre movimiento de capitales y la sobreva­
luación de las monedas locales causada por las altas 
tasas de interés reales en dólares, la contracción del 
gasto público y la contención del salario real son las 
“anclas” de los equilibrios macroeconómicos, en espe­
cial de la estabilidad de precios.

Esto se traduce en que las señales que emite el 
entorno macroeconómico son contradictorias, porque 
aunque hay estabilidad en el corto plazo, las condicio­
nes en las que ésta se logra generan incertidumbre, 
especulación financiera y aumento de las expectativas 
de inestabilidad en el futuro."'  ̂ Así, las variables cla­
ves de la política macroeconómica tienden a debilitar 
lo que debería ser el núcleo de un nuevo modelo de 
crecimiento: la eficiente inserción internacional me­
diante exportaciones, sobre todo de productos con cre­
ciente valor agregado local. Las señales ambiguas y 
confusas transmitidas por las principales variables 
macroeconómicas favorecen y retroalimentan el énfa­
sis en el corto plazo que tienen las empresas, lo que 
es desfavorable para una reestructuración sólida y para 
la competitividad de largo plazo.

Por otra parte, las señales emitidas por las refor­
mas estructurales fueron insuficientes. Como se seña­
ló más atrás, en esas reformas, a pesar de la importan­
cia que se asignó a la competencia entre los actores

Un factor adicional que complica este cuadro es que algunos de 
los factores claves de las corrientes de capital de corto plazo no 
están bajo el control de los gobiernos nacionales, como lo muestran 
las crisis de México en 1994 y de Tailandia en 1997,

privados, no se tuvo en cuenta la problemática de las 
empresas. Por el contrario, las estrategias de reforma 
privilegiaron la estructura de precios relativos determi­
nada en mercados libres como la variable que trans­
mitiría la información necesaria a los agentes econó­
micos para que tomaran sus decisiones de consumo y 
producción, y que, en consecuencia, garantizaría la 
evolución de la economía por un sendero de crecimien­
to.

En esas estrategias no se prestó atención al dise­
ño de políticas para facilitar el cambio de las empre­
sas en respuesta a las reformas. Por el contrario, se 
consideraba que el Estado debía facilitar la realización 
más rápida y radical del ajuste empresarial, no inter­
viniendo directamente y permitiendo la aplicación de 
lo que en su momento se denominó “terapia de cho­
que”, la que minimizaría los costos del cambio y sen­
taría las condiciones para que las empresas pudieran 
impulsar un crecimiento más sano de la economía 
sobre la base de la lógica del mercado.

No haber considerado las diferencias entre las 
distintas empresas y los múltiples factores que deter­
minaban su comportamiento sugeriría que las reformas 
tuvieron una concepción implícita de competencia 
determinada por el poder relativo de los concurrentes, 
donde las empresas más grandes tendrían en principio 
una situación privilegiada para adecuarse a los cam­
bios macroeconómicos y sectoriales. En consecuencia, 
se puede afirmar que un componente importante de las 
reformas fue un discurso ideológico (en el buen senti­
do del término) orientado a potenciar la reestructura­
ción y una nueva posición, siempre predominante, de 
los GGE ante las nuevas condiciones nacionales e in­
ternacionales.

De manera coherente con este enfoque, en una 
primera etapa de las reformas se desecharon en gene­
ral las políticas industriales activas y toda estrategia 
financiera, tecnológica y organizacional orientada 
sistemáticamente a promover la reestructuración y rear­
ticulación de los distintos segmentos y sectores de 
actividad hacia una nueva organización productiva 
capaz de generar una dinámica de competitividad 
sistèmica. En una segunda etapa, a mediados de los 
años noventa, ha habido un fuerte resurgimiento del 
interés de los gobiernos de la región por desanollar 
políticas de competitividad industrial, aunque todavía 
la voluntad política y la capacidad de implementación 
continúan siendo débiles (Peres, 1997). Todo esto ha 
limitado los intentos de crear estrategias empresaria­
les que procuren nuevos senderos de expansión pro­
ductiva.
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3. Los temas del debate de política

En conjunto, las condiciones contradictorias en las que 
se interrelacionan las transformaciones de las empre­
sas con los “ambientes de selección” que proporcio­
nan los patrones productivos y los entornos de políti­
cas públicas, hacen que los procesos de cambio em­
presarial se estén dando de manera inestable, incluso 
para los gge exitosos, y con costos, riesgos y retrasos 
para el conjunto de las economías donde operan. Esto 
es así porque esos procesos no están contribuyendo a 
generar un nuevo tejido económico manifiestamente 
viable en el largo plazo. Todo sugiere que es necesa­
rio reconsiderar algunos elementos de la concepción 
misma de las reformas estructurales si se desea alcan­
zar una articulación progresiva entre cambios en las 
empresas, en el patrón productivo y en las políticas 
públicas, para tomar un eficiente sendero de desarro­
llo bajo las nuevas condiciones internacionales. En este 
contexto, existen cuatro áreas de política que merecen 
especial atención, pues estarán en el debate futuro en 
la región.

i) La articulación entre los sectores financieros e 
industriales es una primera área de problemas no re­
sueltos, pese a las diferentes soluciones que se han 
ensayado, que van desde el reconocimiento de hecho 
de la operación de grupos financiero-industriales has­
ta una separación total de unos y otros basada en cri­
terios de seguridad y precaución bancada. Sin embar­
go, en el primer caso, no se han podido evitar los com­
portamientos oportunistas o de abierta corrupción, con 
los consiguientes costos en materia de confianza y 
gasto público, mientras que en el segundo son mani­
fiestas las dificultades para lograr que el sistema ban­
cario avance en el financiamiento de actividades pro­
ductivas vinculadas al desarrollo de nuevos sectores y 
tecnologías.

ii) El tamaño relativo de los gge es una segunda 
área de problemas no resueltos. Si bien por un lado, 
mayor tamaño y crecimiento puede significar riesgos 
para la libre competencia y aumento de la heteroge­
neidad estructural, la mayoría de los gge son demasia­
do pequeños a escala internacional como para compe­
tir con posibilidades de éxito en el escenario de las 
grandes industrias oligopólicas globales. Más aún, ese 
menor tamaño relativo los ha hecho vulnerables a ad­
quisiciones por parte de inversionistas extranjeros, tan­
to de fuera como de dentro de la región. Si bien esto 
puede no tener mayor importancia o incluso ser posi­
tivo en términos de crecimiento y progreso técnico de 
las empresas, genera problemas para los esfuerzos de

diseño de políticas concertadas, por las dificultades 
para incluir abiertamente a agentes externos en proce­
sos de negociación y ejecución de políticas internas. 
Todo ello sin olvidar la dimensión estrictamente polí­
tica de la pérdida de control nacional sobre más agen­
tes líderes del desarrollo.

iii) Apertura, integración comercial, capacidades 
acumuladas y dimensión sectorial aparecen a lo largo 
de este artículo como los grandes determinantes de la 
estrategia empresarial. Sobre los primeros dos temas 
los países de la región ya tienen posturas claras y en 
algunos casos irreversibles, aunque todavía están pen­
dientes importantes decisiones en materia de tiempos 
y ritmos. Sin embargo, a nivel sectorial aún falta defi­
nición y en materia de formación de capacidades com­
petitivas hay poca voluntad de comprometer los 
recursos necesarios para llevarla a cabo. Es posible que 
la indefinición sobre cómo actuar a nivel sectorial en 
un contexto en el cual la protección se ha reducido 
notablemente se mantenga por largo tiempo y sólo se 
ejecuten acciones puntuales derivadas de la competen­
cia por inversiones extranjeras, el rescate de algunos 
sectores en crisis y, en los países más grandes, esfuer­
zos de desconcentración de la actividad económica. Sin 
embargo, no hay razones, ni excusas válidas, para no 
avanzar en la implementación de las numerosas polí­
ticas de competitividad diseñadas recientemente en la 
región (Peres, 1997).

iv) La articulación de los gge con el resto de las 
empresas es posiblemente el problema que más importa 
resolver para garantizar un desarrollo estable en el 
largo plazo. Si bien los avances han sido modestos e 
incluso hay casos de importantes retrocesos, la tenden­
cia a la desincorporación de actividades secundarias se 
mantendrá con fuerza en el proceso de competencia. 
La primera reacción ha sido recurrir a las importacio­
nes como fuente de insumos y bienes de capital; sin 
embargo, la búsqueda de ventajas competitivas puede 
llevar a prestar atención a las ventajas comparativas 
que podrían tener las pequeñas y medianas empresas 
nacionales como proveedoras de partes, componentes 
y servicios para la producción. La misma voluntad 
política que podría dinamizar la aplicación de las po­
líticas de competitividad señaladas anteriormente tie­
ne una amplia responsabilidad en este campo. Sin 
embargo, esa voluntad política deberá enfrentarse con 
los límites que impone la especialización de los gge 
en sectores que procesan recursos naturales, en los que 
es difícil desarrollar cadenas de subcontratación tan 
largas —es decir, con tantos niveles de pequeñas y
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medianas empresas subcontratistas— como las pre­
dominantes en industrias de ensamble (por ejemplo, de 
bienes de consumo electrónicos, de confecciones o 
automotriz)

Avanzar en estos temas de política demandará 
esfuerzos importantes en materia de análisis y propues­

tas. Los estudios nacionales que sirvieron de base a este 
artículo proporcionan abundantes elementos para la 
reflexión y para el diseño de propuestas de acción que 
busquen integrar los factores macroeconómicos, sec­
toriales y microeconómicos que inciden sobre el uni­
verso empresarial en América Latina.
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Fruto de la revolución mexicana, el ejido fue creado con múl­
tiples propósitos: lograr el control político del campesino, re­
presentarlo en sus relaciones con el Estado y prestar asistencia 
para la producción de los minifundistas. Estos múltiples obje­
tivos, al comienzo conciliables y base de una fructuosa etapa 
de crecimiento económico y de mejoramiento del bienestar, 
fueron haciéndose cada vez más contradictorios, lo que preci­
pitó una crisis de grandes proporciones tanto en la producción 
como en el bienestar rurales. Ya en 1992, año en que se en­

mendó el artículo 27 de la Constitución de 1917, el ejido se 
caracterizaba por una fuerte intervención estatal en sus asuntos 
internos, incluso en sus mecanismos de toma de decisiones, en 

las condiciones de acceso a los recursos públicos y en la admi­
nistración del sistema de bienestar rural. Fue esta misma deca­
dencia del sistema del ejido, en el contexto global de la libe- 

ralización política y económica, que aconsejó las profundas re­
formas iniciadas por el Presidente Salinas, Entre las reformas 

figuran la redefinición de las relaciones entre el Estado y las 
unidades familiares del sector ejidal, la reestructuración de las 
instituciones públicas que atienden al sector, la reforma del 

marco jurídico que regula el acceso a la tierra y la modifica­

ción de ios instrumentos de la política agraria. En el presente 

artículo describiremos el impacto inicial de estas reformas so­

bre el sector ejidal.

DI CI EMBRE 1998
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I
El medio rural como “menor de edad”: 

el conflicto de intereses, 1910-1940^

El contrato social que garantizó la paz y la estabilidad 
en el campo durante la mayor parte de los últimos cin­
cuenta años y que permitió institucionalizar el conflicto 
luego de 25 años de revolución armada, se concretó en 
el gobierno del Presidente Cárdenas.^ Durante ese go­
bierno, el levantamiento campesino fue derrotado mili­
tarmente, sus demandas sociales y su programa políti­
co fueron asimilados en el marco constitucional del 
nuevo régimen, sus líderes fueron reprimidos o inte­
grados al sistema político, los otros poderes que dispu­
taban la hegemonía del Estado en el sector rural —los 
terratenientes y el clero— fueron desarticulados polí­
ticamente, y el nuevo sistema institucional se consoli­
dó sobre la base de una complementación corporativa 
de los organismos estatales y las organizaciones nacio­
nales de agricultores.

Las disposiciones básicas del artículo 27 de la 
Constitución se redactaron bajo la influencia de una 
fuerte corriente intelectual, que ya había comenzado a 
perfilarse en los últimos días de la dictadura de Porfirio 
Díaz.^ Una de las principales premisas de este movi­
miento era su repudio al papel conservador que des­
empeñaba la hacienda.'* La distribución de la tierra se 
consideraba en esencia como una política de moderni­
zación, que tenía por principal objetivo eliminar los 
obstáculos que se oponían al desarrollo del capitalis­
mo y al fortalecimiento del mercado interno. Siendo 
así, se creía que la reforma agraria por sí sola crearía 
una clase social capaz de engendrar el prototipo de la 
modernidad: el agricultor empresario.

Es probable que el postulado más importante de 
esta corriente intelectual haya sido su “estatolatría”, al

□  Este artículo corresponde a una ponencia redactada para su pre­
sentación en la vigesimotercera Conferencia Internacional sobre 
Economía Agrícola, Sacramento (California), agosto de 1997.
' Basado en Gordillo, Í988b.
 ̂ El Presidente Lázaro Cárdenas gobernó México de 1934 a 1940. 

En Córdova, 1973, se presenta una descripción detallada sobre ese 
período,
 ̂ Este movimiento intelectual ha sido analizado por Krauze, 1971 

y Córdova , 1973. Uno de los principales representantes de este 
movimiento fue Andrés Molina Enriquez,
'* Véase Orozco, 1895, en el que se exponen los principales argu­
mentos sobre el rol conservador de las haciendas en México,

considerar al Estado como agente social por excelen­
cia, tanto en una sociedad mexicana reorg^izada como 
en la promoción de su desarrollo económico. El ar­
tículo 27 de la Constitución surgida del Congreso 
Constituyente de 1917 estipula que el Estado es crea­
dor de propiedad —lo que contradice la doctrina tra­
dicional del derecho natural— ya que se establece que 
la propiedad de las tierras y las aguas corresponde ori­
ginariamente a la Nación, “la cual ha tenido y tiene el 
derecho de transmitir el dominio de ellas a los parti­
culares constituyendo la propiedad privada”. Asimis­
mo, se indica que la Nación “tendrá en todo tiempo el 
derecho de imponer a la propiedad privada las moda­
lidades que dicte el interés público”.

Aunque en la Constitución se estipula que el 
Estado actúa en toda oportunidad como representante 
de la Nación, por tratarse de un régimen presidencial, 
en la práctica se delega esta función en el Ejecutivo, y 
por lo tanto, también la de creación de propiedad pri­
vada.

En el artículo 27 se reconocen tres categorías de 
propiedades rurales: las pequeñas propiedades agríco­
las, las comunidades y los ejidos; estas dos últimas 
reciben trato especial. En la Constitución se reconoce 
debidamente el daño provocado a las comunidades 
indígenas durante el período de reformas liberales de 
la segunda mitad del siglo XIX, debido a la aplicación 
del principio según el cual todos los ciudadanos tie­
nen igual capacidad jurídica; para indemnizarlos por 
el daño sufrido, se dispone que todos los litigios por 
distribución o restitución de tierras y todos los casos 
de solución de controversias con los indígenas debe­
rán ser conocidos por tribunales administrativos, no 
judiciales, “para que pudiera, discrecionalmente, apre­
ciarse las circunstancias especiales que pudieran pro­
venir de la falta de capacidad de los pueblos... De no 
ser así, los juicios administrativos de que se trata, que 
son administrativos precisamente para ser discreciona­
les, son reducidos por este o por aquel medio legal a 
convertirse en juicios de estricto derecho, será inútil se­
guirlos; puede decirse por anticipado que no habrá 
dotación o restitución que no venga a ser totalmente 
deshecha por la habilidad y por los recursos de los
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hacendados” (García Treviño, 1956, p. 51). Además, 
para que no quepan dudas de que el ejido y las tierras 
comunales están sujetos a un régimen que los diferen­
cia de la propiedad privada, Andrés Molina Enriquez, 
el padre de la reforma agraria mexicana, comentó años 
más tarde que “los distinguidos miembros de la Asam­
blea Constituyente de Querétaro tenían presente que 
tanto las comunidades como los trabajadores del cam­
po estaban en condiciones de tal inferioridad ante los 
terratenientes y los empresarios industriales, respecti­
vamente, que el gobierno no podía dejar de defender 
sus intereses para lograr un equilibrio de fuerzas y velar 
por una justicia cabal, desempeñando en ambos casos 
la función que corresponde a un fiscal o fiscal general 
en todos los conflictos que involucren a menores Esto 
da origen a una relación de “tutela” entre el Estado y los 
campesinos, considerados incapaces como niños o me­
nores de edad desde el punto de vista jurídico,

Sin cuestionar el principio que sirve de fundamen­
to a las disposiciones constitucionales relativas a la 
tutela que ejerce el Estado sobre los campesinos, la 
escuela cardenista de pensamiento introdujo dos cam­
bios importantes en la política gubernamental: la con­
cepción de la reforma agraria como instrumento de 
estabilidad social y la creación del ejido como institu­
ción permanente. La aplicación de esta política se basó 
en dos hipótesis: no se podía seguir postergando la de­
manda fundamental del movimiento campesino —el 
acceso a la tierra— so pena de que el movimiento de 
masas desbordara el marco constitucional,^ y el ejido 
debía convertirse en el eje de la política rural del go­
bierno.^

El ejido, que hasta entonces se había considera­
do como un instrumento para contener las reivindica­
ciones campesinas, adquirió nuevas características (que 
mantendría hasta 1991)^ a consecuencia de una vincu­
lación doble: entre el ejido y el Estado, específicamente 
los organismos gubernamentales, y entre el ejido y los 
ejidatarios, que actúan como socios en esa unidad pro­
ductiva.

En el gobierno de Cárdenas el ejido debía desem­
peñar dos funciones económicas: el abasto de alimen- * *

 ̂ Citado en Córdova (1974, pp. 339-340).
* De hecho, muchas asociaciones regionales de campesinos acusa­
ban a la nueva elite gobernante de traicionar los ideales más impor­
tantes de la revolución mexicana.

Castillo (1956, pp, 5-164) ofrece una original interpretación del 
problema del ejido en México,
 ̂ La reforma constitucional del artículo 27 y la nueva ley agraria 

fueron aprobadas por el Congreso y promulgadas entre noviembre 
de 1991 y febrero de 1992, en el gobierno del Presidente Salinas,

tos y materias primas a bajo costo, y el impulso al mer­
cado interno gracias a la demanda generada por los 
propios campesinos dueños de la tierra. Sin embargo, 
para los cardenistas, el ejido sólo podía cumplir esas 
funciones económicas satisfactoriamente si se vincu­
laba con organismos gubernamentales. Por lo tanto, se 
estableció una pirámide orgánica de base amplia y 
numerosos niveles, que vinculaba la dirección del eji­
do (los comités ejecutivos y el Consejo Supervisor)^ 
con las ligas agrarias, y a través de éstas con la Con­
federación Nacional Campesina ( c n c ) .

Aunque la última etapa de este proceso de orga­
nización culminó con la promulgación de un decreto 
presidencial en virtud del cual se creaba la Confede­
ración Nacional Campesina, a la que estaban obliga­
dos a pertenecer todos los miembros de los ejidos, sería 
un error atribuir su constitución exclusivamente a una 
decisión del gobierno. Antes de que se creara la Con­
federación, hubo un largo período de protestas cam­
pesinas e intentos de establecer organizaciones regio­
nales, que en muchos casos condujeron a la formación 
de las ligas agrarias estatales y los organismos supra- 
rregionales de campesinos, como la Liga Nacional 
Campesina, encabezada por Ursulo Galván, del esta­
do de Veracruz, a comienzos de los años treinta. Por 
consiguiente, la presión de las bases provocada por las 
protestas campesinas se sumó a la decisión del gobier­
no central de consolidar su hegemonía en el sector 
rural, para crear la c n c .

La CNC no puso fin a la tutela estatal sobre los 
campesinos. Por el contrario, ésta formaba parte de un 
conjunto de instituciones, creadas o reforzadas duran­
te el gobierno de Cárdenas, con la expresa intención 
de facilitar el desarrollo del ejido y asegurar la hege­
monía estatal. Las reformas de la ley agraria realiza­
das en 1934 y 1935 otorgaron al Departamento de 
Asuntos Agrarios y Colonización numerosas faculta­
des discrecionales para proteger y supervisar el desa­
rrollo de ejidos y comunidades y, sobre todo, para 
reglamentar la adquisición de tierras. La constitución 
de ejidos colectivos en zonas de riego que habían sido 
expropiadas a latifundistas dio origen a una serie de 
organismos gubernamentales de desarrollo rural, sien­
do el más importante el Banco Nacional de Crédito 
Ejidal. Aunque se solía considerar que estas institucio­
nes habían sido creadas para apoyar y atender a los 
ejidos hasta que se sostuvieran por sí solos, tanto en 
la práctica como en el criterio e intención de los direc-

En GordiUo (1998 b) se analizan estos temas en detalle.
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lores políticos de estos órganos, su objetivo era perpe­
tuar la intervención gubernamental en la producción, 
la regulación y el abasto de productos agrícolas, sobre 
todo de alimentos básicos,

No tardó en producirse una primera “división del 
trabajo” entre todas estas instituciones vinculadas con 
el medio rural: la c n c  se encargó de encauzar las de­
mandas de los campesinos, sobre todo en materia de 
asignación de tierras; los organismos gubernamentales 
eran responsables de cumplir y regular esas reivindi­
caciones, sobre todo las relacionadas con la organiza­
ción de la producción ejidal.

Como se ha dicho, las políticas que a la postre se 
plasmaron en la ley agraria mexicana compartían dos 
conceptos: que el Estado debe proteger los intereses de 
los campesinos como una forma de velar por el equi­
librio social, y que esta protección o tutela debe ser 
temporal.

La solución al problema del medio rural como 
“menor de edad” jurídico, que se impuso a fines de los 
años cuarenta en México, cuando se institucionalizó la 
revolución mexicana, se basa en una fórmula híbrida, 
enunciada por primera vez en el proyecto de ley pre­
sentado por el Presidente Calles en 1925 y cuyo más 
claro exponente fue un ex integrante del ejército 
zapatista. La fórmula podría resumirse como una 
combinación de derecho de propiedad en común con 
disfrute privado.^^El zapatista Soto y Gama argumen­
taba lo siguiente: “La propiedad pertenece en común 
a la colectividad, ¿por qué?, porque la colectividad 
tiene derecho de imponer modalidades a esa propiedad, 
mejor dicho a ese usufructo, por esto el disfrute es pri­
vado, porque el lote se da para que se disfrute en to­
dos sus productos, en toda la cosecha por la persona 
que lo recibe; pero esta última ¿tiene la propiedad 
privada de derecho romano, la propiedad típica del ca­
pitalista? evidentemente que no (...) no tiene, pues, el 
tercero de los derechos característicos de la noción ín­
tegra de la propiedad (...) recibe pues la tierra como 
una función social, no tiene el derecho de abusar. Y el 
abuso peor que se puede hacer de la tierra es no 
trabajarla”. (Córdova, 1974, pp. 339-340).

El ideal de la corriente moderada, según la cual 
el objetivo fundamental del ejido era el desarrollo de 
la propiedad privada, condujo a la subdivisión de al­
gunas tierras ejidales en parcelas, cuya superficie ori­
ginalmente no debía superar las 20 has. El legado de 
la escuela radical fue el importante papel atribuido a

Esta expresión proviene de Córdova (1974, p. 339).

las tradiciones comunitarias, con la designación de un 
área comunal dentro de cada ejido. En los treinta años 
siguientes se impuso una estrategia moderada por la 
cual la reforma agraria y el sistema ejidal se conside­
raban en esencia como un mecanismo político para 
asegurar la estabilidad en el medio campesino. Se sub­
estimó por completo el papel del ejido como unidad 
productora, asignándose la función del abasto de ali­
mentos a la agricultura comercial privada.

Sin embargo, esta fórmula híbrida encerraba dos 
contradicciones, que entraban en pugna constantemen­
te, lo que, en gran medida, creó el caldo de cultivo para 
la agitación campesina de hoy. La primera se relacio­
na con el derecho a la propiedad, y podría describirse 
en los siguientes términos; el derecho al usufructo pri­
vado de la propiedad puede conducir —y de hecho 
conduce— a un creciente debilitamiento de la propie­
dad colectiva, en la medida en que da mayor acceso a 
los recursos económicos y políticos a algunos ejida- 
tarios, lo que permite la acumulación de capital priva­
do. Pero el derecho a la propiedad colectiva puede 
traducirse —y de hecho se ha traducido— en la prohi­
bición del usufructo privado, debido a una inercia so­
cial que impide el aprovechamiento del potencial pro­
ductivo de la tierra comunal.’’

La segunda contradicción se plantea entre el de­
recho a la propiedad y el derecho de los agricultores a 
organizarse (Castillo, 1956). En último término el 
dominio de la tierra queda en manos del Estado en su 
calidad de representante de la nación, pero por tratar­
se de un sistema presidencial el derecho recae en la 
presidencia. Esta situación agudiza la existencia de un 
abanico de organismos gubernamentales que intervie­
nen en el ciclo productivo del ejido. En la medida que 
éstos han debilitado al ejido como cuerpo representa­
tivo, se ha cercenado la capacidad de organización de 
las comunidades para defender sus propios intereses.

Estas dos contradicciones afectaron el funciona­
miento interno del ejido y, sobre todo, lo que podría 
definirse como su “sistema poUárquico”. Desde un 
comienzo se establecieron dos órganos rectores cole­
giados: un Comité Ejecutivo Ejidal —integrado por un 
presidente, un secretario, un tesorero y tres vocales— 
y un Consejo Supervisor, también integrado por seis 
miembros; además, existía una Asamblea General del 
Ejido, que se reunía por lo menos una vez al mes, para 
definir las políticas generales del ejido y solucionar

" Esta contradicción merece particular atención, ya que el 67% de 
la tierra asignada a los ejidos es de propiedad colectiva. Véase de 
Janvry, Gordillo y Sadoulet (1997).

ENTRE EL CONTROL POLITICO Y LA EFICIENCIA: EVOLUCION DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD AGRARIA
EN MEXICO * GUSTAVO GORDILLO, ALAIN DE JANVRY Y ELIZABETH SADOULET



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  6G • D I C I E M B R E  1 9 9 6 153

conflictos internos. Se aplicó el principio democrático 
de representación minoritaria y mayoritaria y, hasta la 
reforma jurídica de 1983, el Consejo Supervisor que­
daba automáticamente integrado por los candidatos que 
sacaban la segunda mayoría en la elección del Comité 
Ejecutivo Ejidah El sufragio era directo y universal, 
basado en una lista de ejidatarios con plenos derechos 
—el registro de votación— y la votación era directa, 
secreta y personal. Asimismo, se adoptaron reglamen­
tos que establecían los métodos de la toma de decisio­
nes, ejecución de las mismas, aplicación de sanciones, 
distribución de utilidades, etc. Los vocales podían pre­
sentarse a la reelección, pero en el segundo período 
debían obtener el 75% de los votos de los ejidatarios.

Sin embargo, todos los derechos y facultades que 
permitían organizarse libremente a los ejidatarios, y

que hacían del ejido un órgano de representación di­
recta de los campesinos, fueron severamente distor­
sionados por efecto de las dos contradicciones implí­
citas en la fórmula híbrida que se impuso finalmente.

En otros términos, se podría decir que, como ór­
gano representativo de los campesinos, el ejido no 
podía dejar de estar en conflicto permanente con el 
ejido en su calidad de aparato estatal. Esta inevitable 
tensión se reflejó en las modalidades de elección, que 
determinaban en qué forma se expresarían los conflic­
tos y las luchas en el campo. Como resultado de esas 
luchas, se reforzó la fundón del ejido tanto como ór­
gano representativo de los campesinos cuanto como 
aparato estatal, y ninguno de esos aspectos desapare­
ció del todo hasta la enmienda del artículo 27 de la 
Constitución de 1991.

II
Las lealtades y los beneficiarios 

a título gratuito (1940-1970)

Después de Cárdenas, surgió un modelo de desarrollo 
que propugnaba un rápido proceso de industrialización 
para aprovechar la coyuntura después de la segunda 
guerra mundial. El conflicto típico de las elites de otros 
países latinoamericanos que derrotaron los intentos de 
reforma agraria, entre las burguesías agrarias y agroex- 
portadoras, por una parte, y las nacientes burguesías 
industriales por la otra, no apareció en México sino 
cuando el proceso de reforma agraria estaba casi con­
cluido. Por lo tanto, la estrategia de “modernización sin 
expropiación”,*^que tuvo tanto éxito en los años se­
senta y setenta en los demás países latinoamerieanos, 
asumió una forma algo diferente en México en los años 
cuarenta. En el pacto político concertado entre las elites 
dominantes en el segundo quinquenio de los años cua­
renta, se encomendó principalmente a la agricultura 
privada el abasto de alimentos a los centros urbanos, 
cuyo crecimiento a todas luces se veía acicateado por 
el incipiente proceso de industrialización. Sin embar-

Véase Prseworski (1985, especialmente la p. 73): “La afirina- 
ción de que las relaciones sociales determinan los conflictos de clase 
no debe interpretarse mecánicamente. Las relaciones sociales ,,, 
son una estructura de opciones que se da en un punto específico de 
la historia”.

Véase de Janvry y Sadoulet (1989).

go, la agricultura ejidal, es decir el sector reformado, 
seguía en pie, por precaria que fuera su existencia en 
los años siguientes. Con estos supuestos — sobre todo 
el del carácter irreversible de la reforma agraria, pese 
a que en la práctica estuviera bloqueada desde enton­
ces— la estrategia de “modernización sin expropia­
ción” resultó tan eficaz como en otros países, dado que 
indujo al Estado a reasignar los fondos destinados a la 
reforma agraria y a reorientar a los organismos respec­
tivos a la modernización de las explotaciones agríco­
las medianas y grandes (de Janvry y Sadoulet, 1989, 
p. 1406).

1. Supervivencia y transformación

Quizás uno de los aspectos más interesantes que se 
plantea al analizar este período sea el de la superviven­
cia misma del ejido. ¿Por qué si el ejido se había con­
vertido en una reserva barata de mano de obra y era 
explotado y descapitalizado sistemáticamente, sin be­
neficiar de ninguna manera a sus miembros, no se le­
vantaban los propios ejidatarios en contra de la insti­
tución? Y si el gobierno fomentaba la aplicación de 
distintos métodos para desintegrar al ejido y para co­
locar en el sitial de honor a la agricultura privada, ¿por 
qué no acabó su tarea?
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Pragmáticamente, podría contestarse la segunda 
pregunta alegando que el Estado no destruyó al ejido 
por completo porque funcionaba muy bien, en la co­
yuntura reinante, para fines tanto de acumulación de 
capital en el medio rural, como para el control políti­
co. Pero esta es una explicación a posteriori de un fe­
nómeno anterior. A menos que el Estado se considere 
un ente de una racionalidad absoluta, en esta respues­
ta no se toman en cuenta las razones que aconsejaron 
al gobierno poner fin al período de transición que su­
ponía el establecimiento del ejido, a pesar del constante 
rechazo de las políticas populistas por los estamentos 
superiores del gobierno desde fines de los años cua­
renta hasta 1970.''^

En cuanto a por qué los ejidatarios no rechaza­
ron el sistema, la respuesta podría hallarse en barreras 
institucionales que impedían modificar el sistema ju­
rídico sin perder el acceso a la tierra. Sin embargo, la 
decisión de los ejidatarios de no abandonarlo, debe 
acotarse según el significado que se le dé al término 
“abandonar”. También entra en juego otro elemento 
clave al que se refiere Hirschman (1977, pp. 78-104); 
la lealtad (presente y pasada), como mecanismo que 
fortalece la adhesión a una colectividad en determina­
das circunstancias.

El “abandono” del ejido habría supuesto, en tér­
minos estrictos, la pérdida de la parcela ejidal y, en 
términos más amplios, la pérdida de la calidad de 
ejidatario. En el período considerado, esta opción ha­
bría ofrecido diversas ventajas, como la posibilidad de 
ganar un mejor salario en otras regiones agrícolas más 
dinámicas, en las ciudades o en las zonas de emigra­
ción a los Estados Unidos. Además, el auge y la con­
solidación del cacicazgo en muchas zonas rurales de 
México crearon en esa época condiciones de coexis­
tencia tan intolerables como para compensar por la 
incertidumbre de trasladarse a otra zona rural o a ciu­
dades grandes. Hubo casos de abandono; tanto en los 
polos agrarios más dinámicos como en los grandes 
centros urbanos hay fuertes indicios de las corrientes 
migratorias desde los ejidos en esos añ o s .S in  embar­
go, esta migración, cuando llegaba a ser permanente, 
suponía el traslado de parte de la unidad familiar, pero 
no incluía al ejidatario mismo, es decir el miembro de

En Torres y Medina (1978, 1979a y 1979b) passim, se presenta 
un estudio muy bien documentado de la oposición a las políticas 
populistas,
’ 5 Paré { 1977) describe principalmente las migraciones de una zona 
rural a otra. Asterga (1985) y Arispe Schloesser (1985) presentan 
interesantes interpretaciones de las migraciones rurales.

la familia titular de los derechos agrarios; cuando lo 
incluía, éste había negociado previamente un acuerdo 
con las autoridades del ejido, para alquilar o prestar su 
parcela sin perder sus derechos de dominio. En todo 
caso, la migración no suponía un rompimiento con el 
ejido, lo que se podía atribuir a que la primera genera­
ción de ejidatarios estaba en una situación similar a la 
descrita por Hirschman; alto costo de ingreso a la or­
ganización, lealtad absoluta y barreras institucionales 
que dificultaban su abandono (Hirschman, 1977). El 
alto costo del ingreso se debe a que, generalmente, los 
ejidatarios habían luchado durante muchos años, con 
ingentes sacrificios, incluso con peligro de su vida, para 
conseguir la tierra. La lealtad que mostraban al ejido, 
al que reconocían como la entidad que naturalmente 
los representaba, tenía fuertes raíces históricas, ya que 
el ejido surgió de múltiples luchas y la operación mis­
ma de la institución estaba muy marcada por la movi­
lización campesina.

Como es evidente, las barreras institucionales no 
limitan la posibilidad de renunciar al ejido sino de 
hacerlo y, a la vez, conservar la propiedad de la par­
cela y, en cierta medida, el carácter de ejidatario. Es 
significativo que en plena ofensiva en su contra en el 
decenio de 1940, el desmantelamiento de los ejidos 
puso fin a las modalidades de explotación colectiva de 
la tierra, pero no al ejido en sí mismo. En resumen, la 
posesión de parcelas ejidales y el pertenecer a un eji­
do eran una forma de seguridad para los ejidatarios.

Entra aquí otro elemento; tanto la lealtad como las 
barreras institucionales impiden que el ejidatario aban­
done el ejido o alce la voz para protestar contra sus 
dirigentes. Se produjo entonces una especie de protes­
ta sorda, que se expresó en la emigración y en el au­
sentismo de las asambleas del ejido. Como comenta­
rio al margen, cabe señalar que los mayores conflictos 
sociales de ese período se dieron en las zonas rurales en 
que se estaba desmantelando la agricultura colectiva.

Esta interpretación nos lleva a dar una respuesta 
preliminar a la segunda pregunta planteada. Desde el 
punto de vista de la elite política de esa época, que 
propugnaba la industrialización, era evidente que el 
apoyo que recibiría el proceso desde el sector agrícola 
debía provenir de la agricultura privada. Así lo demues­
tra el hecho de que casi todas las políticas estatales 
estuvieran destinadas a fomentarla. Sin embargo, el 
desarrollo de un marco institucional en el cual apoyar 
esa transformación de la política agraria a favor del 
sector privado demoraría algún tiempo, porque en lo 
inmediato, los organismos gubernamentales estaban 
muy comprometidos en apoyar al ejido (o en preten­
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der ayudarlo), y el cambio de política despertaba re­
sistencia y provocaba conflictos en la burocracia de 
esas instituciones.’̂

Además, el sector empresarial no respondió auto­
máticamente a los estímulos estatales, sobre todo debi­
do al trauma provocado por las expropiaciones durante 
la presidencia de Cárdenas, y el ejido seguía desem­
peñando una importante función productiva, especial­
mente de alimentos básicos. Por último, era evidente 
para todos que la reforma agraria le había permitido 
al Estado evitar los conflictos en el medio rural por 
muchos años. A eso hay que sumar que el surgimien­
to de los caciques, la desintegración interna de los 
ejidos y la posición marginal a la que había quedado 
relegado el ejido en las políticas públicas impidieron 
que se produjeran trastornos sociales y que se siguie­
ran adoptando medidas para poner fin al ejido. En cier­
to sentido, el mantenimiento del statu quo se debió a 
los buenos resultados registrados en todo el sector 
agrícola.’̂

Resumiendo este aspecto relevante: el ejido no fue 
privatizado porque, para los campesinos, representa­
ba un dispositivo fundamental de seguridad, que faci­
litaba el cumplimiento de múltiples propósitos, en tanto 
que para el gobierno representaba un aparato políti­
co esencial para asegurar la estabilidad en el campo 
y permitir que la agricultura comercial privada siguie­
ra encargándose del abasto de alimentos.

2. La movilización social en demanda de tierras

A fines del decenio de 1960, varios hechos se conca­
tenaron para modificar la situación descrita, y en gran 
medida moldearon las tendencias en que ocurriría la 
nueva ola de movilizaciones campesinas.

A medida que la agricultura privada comercial se 
concentraba en cultivos lucrativos tanto de exportación 
como de insumos para los complejos agroalimentarios, 
con el consiguiente abandono del cultivo de cereales,

Un ejemplo típico de esta situación es el conflicto surgido entre 
la Oficina de Estudios Especiales de la Secretaría de Agricultura, 
auspiciada por la Rockefeller Foundation, y el Instituto de Investi­
gaciones Agropecuarias, dependiente de la misma Secretaría, pero 
influenciado por la Liga de Agrónomos Socialistas en lo que res­
pecta a ia orientación que dabía darse a los estudios agrícolas en 
México.

De comienzos de los años cuarenta a mediados del los sesenta, 
la producción agropecuaria tuvo una evolución muy dinámica. Entre 
1946- i 948 y 1964-1966, el producto agropecuario aumentó en 7,1 % 
anual, que se tradujo en un crecimiento anual per cápita de 3.8%, 
dado que el crecimiento de la población era de 3,2%. Véase Gordillo 
(1990).

se imponía con urgencia la necesidad de reorientar el 
sistema de ejidos hacia la producción de alimentos bá­
sicos y de otorgar más importancia a su función de uni­
dad productiva que, como ya se ha dicho, había que­
dado relegada a un segundo plano desde los años cua­
renta. No cabe duda de que este cambio en el régimen 
de cultivos obedecía a una alteración de la división in­
ternacional del trabajo y a la presencia de las empre­
sas transnacionales productoras de alimentos a fines de 
los años cincuenta, pero también fue fomentado por la 
política general del gobierno, que necesitaba divisas 
para financiar el proceso de sustitución de importacio­
nes.

Aparecieron también otros fenómenos, inherentes 
al tipo de desarrollo rural que estos cambios estaban 
gestando. La raíz de esos cambios debe buscarse en la 
época en que los incentivos estatales para la produc­
ción de alimentos básicos daban preferencia a la agri­
cultura comercial privada, de gran rentabilidad, basa­
da en el incremento del volumen físico de la produc­
ción gracias a un mayor rendimiento de los cultivos y 
a la extensión de la superficie cultivada. Este proceso 
se veía bloqueado por dos factores: el capital necesa­
rio para mantener el mayor rendimiento (sobre todo de 
alimentos básicos) o para continuar las obras de riego 
en gran escala, y el resurgimiento de los movimientos 
campesinos que ejercían abierta presión para impedir 
el acaparamiento ilícito de tierra, método favorito de 
ampliar la superficie de cultivo controlada por la agri­
cultura privada.

A partir de 1965 se notaban síntomas crecientes 
de crisis en el sector agrario, siendo los más evidentes 
la reducción de la tierra cultivada y el menor ritmo de 
crecimiento de la producción de maíz en tierras de 
secano. La combinación de ambos indicadores mues­
tra que la crisis afectaba sobre todo al sistema de 
ejidos,’® La crisis se debía tanto a la descapitalización 
desenfrenada de la agricultura ejidal como a las difi­
cultades que enfrentaban los migrantes internos en bus­
ca de trabajo, por efecto de la transición a una nueva 
etapa en el proceso de sustitución de importaciones de 
que dependía el desarrollo agropecuario, y la crecien­
te mecanización de la agricultura comercial. El ejido 
se veía afectado en realidad por una doble crisis: de 
producción económica y de reproducción social.

La agricultura comercial abandonó paulatinamen­
te la producción de cereales, y se dedicó fundamental­
mente a los forrajes y a los cultivos del complejo soya-

Véanse los datos estadísticos presentados en el artículo de Gómez 
Olivier (1978, pp. 714-727).
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sorgo, a lo que se sumó el desarrollo de la ganadería 
que ocupaba grandes extensiones destinadas anterior­
mente a los cereales. Debido a su descapitalización, el 
ejido no pudo aprovechar ese vacío; además, del 35% 
al 45% de las unidades ejidales no podía obtener ni la 
mitad de su ingreso de la agricultura, y les era cada 
vez más difícil encontrar otras fuentes de ingresos. A 
la imposibilidad del ejido de acumular ahorros propios 
se sumaron las crecientes dificultades de las unidades 
familiares para crear su propio fondo de consumo. La 
agricultura ejidal respondió a esta coyuntura dando 
mayor importancia al autoconsumo, reduciendo el área 
de cultivo, lo cual, como se mencionó, desembocó en 
la crisis agraria de fines del decenio de 1960.

Estas mismas circunstancias dieron origen a otro 
fenómeno, aparentemente paradójico: ante la mayor 
presión ejercida sobre la agricultura ejidal, y a pesar 
de la difícil situación en los mercados de trabajo ex­
ternos, se produjo una corriente migratoria ininterrum­
pida, causante, en gran medida, del crecimiento explo­
sivo de los cinturones de pobreza en torno a las gran­
des ciudades, y del surgimiento de pueblos de campe­
sinos en las cercanías de las áreas de explotación agrí­
cola comercial y de ghettos campesinos en las ciuda­
des y los pueblos grandes (es decir, barrios habitados 
por personas procedentes de la misma zona campesi­
na, que no sólo mantienen sus vínculos culturales y 
afectivos con sus comunidades de origen, sino que 
establecen una corriente constante de ayuda económi­
ca). Sin embargo, igual que en el período anterior, estas 
corrientes migratorias que habían llegado a ser perma­
nentes, presuponían el mantenimiento del vínculo le­
gal con el ejido y no su rompimiento.

Otro fenómeno comenzaba a descollar: el traspa­
so generacional de los ej i datarlos, pues no hay que 
olvidar que la mayoría de los miembros originales de 
los ejidos recibieron sus tierras entre 1930 y 1940. 
Aunque la distribución de tierras no se interrumpió, y 
de hecho cobró nuevo ímpetu entre 1964 y 1970,*  ̂este

Según las cifras oficiales, durante la presidencia de Díaz Ordaz 
se distribuyeron 24 millones de hectáreas, es decir 16 más que 
durante la presidencia de Cárdenas. Las características de esta dis­
tribución quedan en evidencia cuando se compara el número de 
miembros de los ejidos beneficiados en ambos penodos; en la pre­
sidencia de Díaz Ordaz, las tierras distribuidas beneficiaron a alre­
dedor de 300 000 unidades familiares, mientras que en la presiden­
cia de Cárdenas beneficiaron a poco más de 750 000. En el penodo 
comprendido entre 1964 y 1970, se consideran tambión las tierras 
distribuidas en otros períodos, pero efectivamente entregadas en esos 
años. Asimismo, se adoptaron nuevas disposiciones legales, en vir-

traspaso generacional fue muy importante, por el nú­
mero de ejidatarios y la situación geopolítica de los 
ejidos.

La forma que asumió ese traspaso fue muy dis­
tinta a la de las primeras generaciones de ejidatarios; 
quizá lo más importante fue que en esta etapa se com­
binaron: i) un proceso de fragmentación de la parcela 
ejidal, que dio acceso a la tierra al hijo mayor, aunque 
en forma inestable; ii) la constitución de comités de so­
licitantes de tierras —integrados fundamentalmente por 
los otros hijos del ejidatario y por vecinos— que pe­
dían a las autoridades la expansión del ejido original, 
y iii) la emigración permanente y temporal de los her­
manos menores, en un proceso en que primero se tras­
ladaba una parte de la unidad familiar a una zona re­
ceptora, se instalaba allí, y creaba una base para re­
cibir después a los demás miembros de la unidad fa­
miliar, en calidad de emigrantes temporales.

Los años sesenta se caracterizaron por una gran 
inestabilidad de los hogares campesinos, no sólo a 
consecuencia de la emigración, sino también de nume­
rosos conflictos, dentro de la unidad familiar, entre 
unidades, contra los caciques ejidales, etc., todos los 
cuales giraban en torno al acceso a una parcela.

Dentro del ejido había cada vez más partidarios 
de su transformación, lo que se traducía en la oposi­
ción directa a los dirigentes y en un proceso lento, a 
veces clandestino, generado por la constitución de 
comités solicitantes de tierra formados por los hijos de 
los ejidatarios y los vecinos asentados en el ejido. De 
una u otra manera, la creación de estos comités que 
reclamaban tierras generó nuevas formas de pensar, 
relacionadas directamente con la operación de los 
ejidos, y activó la memoria histórica de los ejidatarios 
originales. Además, los ejidatarios se dieron cuenta de 
que tenían mucho más influencia sobre la acción del 
gobierno en reacción a sus movilizaciones, aunque se 
limitaran en general al ejido, y también al boicot, que 
en este caso consistía en dejar ociosa la tierra 
(Hirschman, 1977, pp. 86-87).

Todos estos procesos condujeron a un nuevo 
momento de protesta campesina, que se inició en los 
años setenta y continúa hasta hoy.

tud de las cuales la entrega de la tierra se definía como la asigna­
ción de un terreno ubicado a gran distancia del lugar de residencia 
original de los beneficiarios (“nuevos centros de población”). La 
verdadera intención de estas medidas era mitigar la presión ejercida 
sobre las grandes haciendas regadas, pero en la práctica impidió en 
muchos casos el traslado de los campesinos a otras zonas. Sin 
embargo, las tierras fueron consignadas como distribuidas.
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III
La dinámica del control político (1970-1988)

La respuesta del gobierno a esta crisis fue típica de los 
ciclos políticos mexicanos. Durante treinta años des­
pués del régimen de Cárdenas, las políticas que él había 
aplicado en el campo o se repudiaban por ser populis­
tas o se las consideraba anticuadas, aplicables a un 
período ya superado. Pero ahora nos encontramos con 
el recientemente electo gobierno de Luis Echeverría, 
quien tras la sangrienta represión del movimiento es­
tudiantil en 1968, tenía que encontrar una nueva fuen­
te de legitimación y que además se veía enfrentado a 
una nueva marejada de movilizaciones campesinas 
como no se había visto desde el decenio de 1930. Ante 
las nuevas demandas de tierras de los miembros de los 
ejidos y las señales incipientes, pero claras, de un es­
tancamiento de la actividad agropecuaria, el régimen 
recurrió al arsenal de políticas y medidas cardenistas, 
con la evidente intención de dar nueva vida al contra­
to social, de crucial importancia en los años cuarenta.

Para lograr ese objetivo, el régimen de Echeverría 
introdujo dos reformas importantes. Siguiendo el ejem­
plo de la escuela cardenista, adoptó al ejido como cen­
tro de la intervención estatal y principal unidad pro­
ductora, que debía garantizar el abasto de alimentos y 
la autosuficiencia. La ley agraria, que no había sufri­
do enmiendas importantes desde 1946, se reformó por 
completo, añadiéndosele un capítulo dedicado a las 
“actividades económicas del ejido”. Paralelamente, se 
crearon diversas instituciones y se amplió el mandato 
de las instituciones ya existentes, a fin de que pudie­
ran aplicar las nuevas disposiciones legales. Hasta 
entonces, ningún gobierno, ni siquiera el de Cárdenas, 
había recibido facultades tan amplias como las que 
supusieron las reformas realizadas en el gobierno de 
Echeverría. En la década de 1970 se creó la Secretaría 
de Reforma Agraria, y se unieron las de agricultura y 
recursos hidráulicos en una sola entidad con grandes 
atribuciones. También mediante fusión de organismos 
se crearon instituciones paraestatales para la provisión 
de servicios de crédito rural, distribución de alimen­
tos, desarrollo agroindustrial y producción y distribu­
ción de insumos, entre otros, que dieron mucho ma­
yor alcance a la acción estatal.

En segundo lugar, el gobierno adoptó medidas pa­
ra hacer frente a la movilización campesina —encabe­
zada fundamentalmente por grupos de base popular que 
cuestionaban el papel predominante de las organiza­

ciones oficiales de campesinos— tratando de impartir 
nueva vitalidad al sistema corporativo. Aunque durante 
el primer año del nuevo régimen se recurrió al ejérci­
to para combatir con dureza las nuevas ocupaciones 
ilegales de tierras, las extensas movilizaciones obliga­
ron poco después al gobierno a recurrir a sus faculta­
des discrecionales, a fin de confiscar tierras privadas 
y distribuirlas entre los campesinos sin tierras. De 
hecho, durante el gobierno de Echeverría se expropia­
ron extensas áreas en los distritos de riego, donde se 
encontraban las mejores tierras, y la superficie distri­
buida alcanzó uno de los niveles más altos registrados 
desde el período cardenista. Esto provocó una profun­
da crisis política, ya que tanto las organizaciones de 
campesinos como los agricultores privados quedaron 
descontentos con las medidas del gobierno.

Es probable que el fenómeno más destacado de 
este período sea el grado de perfeccionamiento y ex­
tensión del control político al sector reformado. Lue­
go de haber analizado el ejido desde el punto de vista 
histórico —que por razones obvias se limita al siglo 
XX— examinaremos la interacción entre sus compo­
nentes, en el supuesto de que el motor primario de su 
evolución es la función que cumple como instrumen­
to de control político. Cabe recordar que la transfor­
mación del ejido en instrumento de control político por 
parte del Estado fue un proceso lento, que no se dio 
en forma pareja en todo el país. Los ejidos siempre han 
sido muy heterogéneos. No sólo se diferencian en cuan­
to a su dotación de recursos naturales, sino también a 
la composición de sus miembros y a la trayectoria de 
su lucha por la tierra. A pesar de estas diferencias, es 
posible analizar el modelo de control político aplica­
do en todos los ejidos. El modelo operaba simultánea­
mente aunque con distinta intensidad según la región 
y la época, en tres planos: el marco jurídico, la repre­
sentación política y la reproducción social. A pesar de 
que las organizaciones gubernamentales y las interven­
ciones estatales adoptaron distintas formas, todas se 
basaban en un modelo de control autoritario y jerár­
quico, pero a la vez incluyente.

1. La intervención estatal en los ejidos

Existían códigos legales que regulaban muy estricta­
mente el funcionamiento interno de los ejidos y esti­
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pulaban los derechos y los deberes de los ejidatarios. 
Por ejemplo, éstos tenían que trabajar la tierra perso­
nalmente, no podiendo contratar jornaleros. No podían 
alquilar la tierra ni venderla. SÍ el ejidatario se ausen­
taba del ejido por más de dos años, perdía el derecho 
a la tierra. Todos los ejidatarios tenían que designar por 
escrito a los herederos de la tierra, por orden de suce­
sión; en la mayoría de los casos, se designaba al cón­
yuge o a un colaborador como sucesor preferido. Los 
ejidatarios tenían derecho a voto en las elecciones del 
comité ejecutivo de la asamblea y a ser elegidos como 
miembros de éste. También tenían derecho a voto para 
la aprobación del reglamento interno en el que se es­
tipulaban sus derechos, sobre todo con respecto a las 
tierras comunales. Cada ejidatario tenía derecho tam­
bién a un lote urbano para establecer su residencia, y 
a un máximo de 20 ha para cultivos directos.

Había cuatro modalidades de acceso a la tierra. En 
el caso de una comunidad indígena documentada, el 
acceso derivaba del derecho a restitución. Si el intere­
sado vivía en un asentamiento en que había tierra para 
distribuir dentro de un radio determinado, podía reci­
bir tierras mediante dotación. Si el interesado estaba 
dispuesto a trasladarse a otra región o estado, podía 
recibir tierras en zonas destinadas a la colonización, en 
las que se crearían nuevos centros de población. Por 
último, un ejido podía obtener nuevas tierras e incor­
porar a nuevos ejidatarios.^® En el decenio que prece­
dió a las últimas reformas, el gobierno autorizó la in­
corporación de unidades familiares cuyos miembros 
tenían título de ejidatarios, pero no tenían tierras 
(ejidatarios con derechos a salvo).

Existían variados mecanismos que permitían al 
Estado intervenir en los asuntos internos de los ejidos 
para hacer cumplir las leyes (Whetten, 1948; Fernández 
y Fernández, 1973).

i) El Estado intervenía con el objeto de legalizar 
el proceso interno de toma de decisiones. Por ejemplo, 
en la asamblea del ejido se aprobaban casi todas las 
decisiones importantes; distribución de terrenos urba­
nos y de parcelas de cultivo; aprobación de reglamen­
to interno, solicitudes de crédito y otro tipo de servi­
cios públicos como escuelas, sistemas de agua pota­
ble y caminos; reglamentación del acceso a las tierras 
de uso colectivo y la definición de las modalidades de 
trabajo. Sin embargo, para validar las decisiones de una 
asamblea, debía estar presente en ella un representan-

Los nombres jurídicos de estas formas de adquisición son: res­
titución, dotación (creación de) nuevos centros de población y 
ampliación.

te de la Secretaría de Reforma Agraria, sucesora del 
Departamento Agrario. Además, la convocatoria a una 
asamblea sólo se consideraba legal con el aval de un 
representante de la Secretaría de Reforma Agraria o del 
alcalde. Las asambleas extraordinarias sólo podían ser 
convocadas por la Secretaría.

i i) El Estado intervenía en casos de arbitraje. Por 
ejemplo, las controversias familiares sobre uso de las 
parcelas o los conflictos sobre herencia tenían que 
someterse a los tribunales administrativos estatales, que 
formaban parte de la Secretaría de Reforma Agraria y 
también dictaminaban en casos de disputas por cues­
tiones de límites entre los ejidos, entre ejidos y hacen­
dados, y entre ejidos y comunidades indígenas.

iii) El Estado controlaba la asignación de recur­
sos públicos al ejido. Desde fines del decenio de 1970, 
los bancos comerciales otorgan préstamos a los ejida­
tarios, pero hasta entonces sólo los bancos estatales 
ofrecían ese servicio. Para que un ejidatario obtuviera 
un crédito, debía tener una autorización oficial de la 
asamblea, pero el crédito se extendía a nombre del eji­
do. Por lo tanto, todos los ejidatarios eran codeudores 
del total del crédito y tenían que ofrecer su cosecha 
como garantía. Para que ésta sirviera de garantía, el 
banco oficial firmaba un contrato con el ejido, con cada 
ejitadario receptor de un crédito y con la organización 
estatal que comercializaba la cosecha y los productos 
ganaderos del ejido. Esta organización, la Compañía 
Nacional de Subsistencias Populares ( c o n a s u p o ) ,  com­
praba las cosechas a un precio garantizado y emitía 
cheques a nombre del ejidatario y del banco oficial. 
Parte del crédito se pagaba en especie. Si se había 
destinado a la compra de fertilizantes, Fertilizantes 
Mexicanos ( f e r m i t e x ) , la institución paraestatal encar­
gada de la producción y distribución de fertilizantes, 
se responsabilizaba del reembolso. Si había sido des­
tinado a insecticidas, otros productos químicos o ma­
quinaria, el banco firmaba contratos con las empre­
sas privadas pertinentes. En los distritos de riego, tam­
bién se exigía un permiso de riego, que otorgaba la Se­
cretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos ( s a r h ), 
anteriormente denominada Secretaría de Recursos 
Hídricos y, en una etapa anterior, Comisión Nacional 
de Agua ( c n c )  (Gordillo, 1988 b).

Hasta hace muy poco tiempo, para obtener un 
préstamo del banco oficial los ejidatarios debían sacar 
un seguro de cosecha en una institución oficial. Tam­
bién había empresas estatales que prestaban servicios 
relacionados con toda la cadena de comercialización 
de café, cacao, caña de azúcar, frutas tropicales y otros 
cultivos especiales. Estas empresas paraestatales otor­
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gaban créditos, compraban la cosecha, proporcionaban 
insumos y prestaban asistencia técnica. La asamblea 
del ejido tenía que autorizar en cada caso la participa­
ción del ejido en estas operaciones. Abrumada por las 
numerosas exigencias del Estado, la asamblea del eji­
do tenía que limitarse a deliberar sobre políticas ya 
aprobadas por el gobierno, con lo cual se sofocaban 
las iniciativas que podían haber nacido de los propios 
ejidatarios.

iv) El Estado intervenía en múltiples servicios de 
bienestar social e infraestructura. La Secretaría de 
Educación Pública (s e p )  tenía a su cargo la creación 
de escuelas y la contratación de maestros y había or­
ganizaciones que se ocupaban de la salud, la vivien­
da, la ayuda alimentaria, las redes viales, los asuntos 
indígenas y las actividades de esparcimiento. La ex­
tensa intervención estatal en los servicios sociales se 
centraba en las comunidades indígenas y en los ejidos 
más pobres, lo que contribuyó a la distribución fun­
cional de organismos estatales entre ejidos y acentuó 
la heterogeneidad del sector rural; mientras los orga­
nismos estatales de desarrollo social se ocupaban fun­
damentalmente de atender las necesidades de los ejidos 
pobres y las comunidades indígenas, los que fomenta­
ban la producción se dedicaban a los productores pri­
vados y los ejidos más prósperos.

2. La representación política

En un segundo plano, el modelo de control político 
operaba a través de distintas formas de representación 
política en el ejido. La política intervenía en todo. 
Hasta mediados de los años ochenta, con muy pocas 
excepciones en las décadas de 1950 y 1960,^’ para 
recibir bienes y servicios públicos los ejidatarios tenían 
que pertenecer a la Confederación Nacional Campesi­
na, que a su vez estaba afiliada al Partido Revolucio­
nario Institucional ( pri) , el partido gobernante. Por lo 
tanto, ya fuera en virtud de una decisión de la asam­
blea del ejido o, más común aún, de una decisión de 
su comité ejecutivo, los ejidatarios pasaban a ser miem-

En esos años se produjeron dos importantes divisiones del fé­
rreo monopolio político de la Confederación Nacional Campesina 
(CNC), de donde nacieron cuatro organizaciones: la Unión General 
de Obreros y Campesinos de México ( uoocm), la Central Campesi­
na Independiente (cci), el Consejo Agrario Mexicano (c a m ) y la 
Central Independiente de Obreros Agrícolas y Campesinos (cioac). 

Posteriormente, las tres primeras se incorporaron ai partido político 
oficial (Piu), en tanto que la Central Independiente de Obreros 
Agrícolas y Campesinos siempre mantuvo ciertos lazos con los 
partidos de izquierda.

bros de la c n c  y del p r i . No está de más insistir en que 
si bien el modelo de control político era autoritario, 
también era incluyente, lo que significa que no dejaba 
fuera a los actores sociales del medio rural, sino que 
más bien le interesaba incorporarlos a la gobernación 
rural. Para lograr este objetivo, el gobierno recurría a 
organizaciones de campesinos de distinto nivel.

El primer nivel estaba constituido por las organi­
zaciones corporativas, que recibían trato preferencial 
del Estado. En un comienzo, eran de carácter exclusi­
vamente político, debido a los vínculos que tenían los 
comités ejecutivos de los ejidos con los comités regio­
nales, las ligas estatales y la c n c . Sin embargo, en el 
decenio de 1970, cuando se realizó la primera enmien­
da sustantiva de la ley de reforma agraria en treinta 
años,^^ la organización económica del ejido se convir­
tió en la forma de organización corporativa preferida. 
Esto condujo a la constitución de los primeros sindi­
catos ejidales y Asociaciones Rurales de Interés Co­
lectivo en los años setenta. Como todas las formas de 
organización económica, debían responder a iniciati­
vas del gobierno y se utilizaban como medios para 
facilitar la aplicación de los programas gubernamen­
tales. Se desplegaron grandes esfuerzos para incorpo­
rar a la población rural a través de estos mecanismos. 
Nuevos tipos de organizaciones se crearon para incor­
porar a nuevos grupos. Así es como se establecieron 
las Unidades Agrícola-industri ales de la Mujer en el 
decenio de 1970. En la década siguiente, se crearon, 
dentro del ejido, entre otras, las organizaciones de jó ­
venes, los Consejos Comunitarios de Abasto, y orga­
nizaciones especializadas en determinados productos. 
Dondequiera que aparecía una nueva meta nacional de 
importancia, una nueva demanda masiva en el campo, 
o un programa favorito de algún presidente, allí se 
creaba una nueva organización. Aunque no hubiera 
sido su propósito original, el establecimiento de esas 
organizaciones amplió la capacidad de negociación de 
los ejidos e hizo aparecer una nueva generación de 
líderes campesinos.

El segundo nivel de la organización campesina se 
basaba en organizaciones comunales tradicionales, que 
habían existido desde tiempos inmemoriales. Estas 
entidades, regidas por el principio de reciprocidad, 
ofrecían seguridad, trabajo colectivo y bolsas de mano 
de obra. En la mayoría de los ejidos, se adaptaron a 
las nuevas circunstancias, pero no desaparecieron.

Durante la presidencia de Luis Echeverría (1970-1976) se pro­
mulgó una nueva ley agraria.
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Como el criterio oficial para determinar si los campe­
sinos estaban o no organizados era el número de orga­
nizaciones formales existentes, no se tomaban en cuen­
ta estas organizaciones comunitarias, con lo cual se 
concluía que los campesinos no estaban organizados.

En el tercer nivel se encuentran las entidades que 
antes sólo tenían existencia teórica, porque habían sido 
creadas artificialmente por el gobierno, y que se con­
virtieron en organizaciones representativas. El proce­
so de transformación de instituciones comunitarias, 
formales e informales preexistentes —sindicatos ejida- 
les. Asociaciones Rurales de Interés Colectivo y coope­
rativas— en organizaciones representativas obedeció 
a movilizaciones en defensa de causas específicas.

En gran medida, la coexistencia de estos distin­
tos tipos de organizaciones campesinas fue consecuen­
cia de una división de funciones no intencional. Las 
organizaciones gremiales establecían vínculos entre el 
Estado y los campesinos, y las comunitarias velaban 
por la solidaridad entre los miembros de la colectivi­
dad. Las organizaciones representativas surgieron 
cuando los cauces tradicionales de transmisión de de­
mandas dejaron de funcionar.

3. Los mercados secundarios como fuente de 
reproducción social

Ningún modelo de control político es perfecto, sobre 
todo cuando no existe un plan preconcebido. Como el 
modelo fue evolucionando a medida que se aplicaba, 
muchos de sus aspectos son fruto del azar. Varios ele­
mentos del modelo se contradecían entre sí, y los ins­
trumentos de control variaban de un gobierno a otro. 
Sin embargo, hubo dos componentes del modelo que 
no variaron. Su característica de inclusión se mantu­
vo, lo que significa que, en lugar de marginar a los 
nuevos agentes sociales y a los posibles disidentes, el 
Estado trataba de asimilar a cada grupo según las nor­
mas preestablecidas. También existía una fuerte ideo­
logía agraria, que actuaba como aglutinador de la es­
tructura del ejido. Esta ideología se estructuraba en 
torno a dos grandes temas: i) la alianza entre los cam­
pesinos y el Estado, que supuestamente contribuiría al 
progreso de los primeros, y ii) la necesidad de recurrir 
a agentes del Estado como intermediarios entre los 
campesinos y el resto de la sociedad

Sin embargo, parece característico de todas las 
sociedades que cada intervención del Estado en la es­
fera política o en el mercado económico, sobre todo si 
se sostiene por un largo período, provoca una reacción 
contraria y da origen a mercados secundarios. El mo­

delo de control estatal de los ejidos no fue una excep­
ción a esta regla. Por ejemplo, la prohibición de ven­
der tierras ejidales hizo aparecer un mercado secunda­
rio (Warman, 1980 y Gledhill, 1991). Las viudas y los 
ejidatarios que emigraban para no volver eran partici­
pantes primarios en las ventas de tierras; las fuentes 
primarias de la oferta eran la venta de terrenos exce­
dentes o de parte de las parcelas de ejidatarios obliga­
dos a vender para hacer frente a crisis económicas. La 
prohibición de alquilar tierras hizo surgir un mercado 
ilegal aún más activo, sobre todo en las zonas de rie­
go. Desde el punto de vista de los ejidatarios, el alqui­
ler temporal de una parcela era un mecanismo de 
recuperación en casos de penuria económica. El alqui­
ler ilegal de ejidos solía vincularse con la emigración 
de una zona a otra (De Walt, 1979). En algunos casos, 
el titular de la parcela se trasladaba por un largo pe­
ríodo y la alquilaba para evitar que se le aplicara la pro­
hibición de abandonar el ejido por más de dos años. 
En otros casos, un ejidatario viejo o su viuda arrenda­
ban la parcela porque no tenían hijos que les ayudaran 
a trabajarla. También se podían contratar jornaleros 
para que remplazaran a los parientes que habían emi­
grado. La asamblea del ejido, que debía sesionar una 
vez al mes en presencia de un funcionario público, 
sesionaba frecuentemente sin cumplir ese requisito, 
aunque éste —a cambio de favores y beneficios— ates­
tiguaba ex post facto haber estado presente. A veces, 
incluso se inventaban asambleas que nunca se habían 
realizado, con la anuencia del representante del gobier­
no. Así podían obtenerse créditos, seguros, caminos y 
escuelas. El método servía también para expulsar a eji­
datarios, incorporar a nuevos miembros y despedir a 
integrantes de los comités ejecutivos.

Los mercados secundarios generaban sus propios 
agentes políticos y económicos: los dirigentes de los 
ejidos. Como todos los mercados negros son ilegales, 
estos agentes tenían que legalizar la trasgresión de la 
ley. Por ejemplo, la venta de una parcela se legalizaba 
mediante un proceso de depuración y nuevas adjudi­
caciones. Aduciendo cualquier razón legal, el vende­
dor perdía su condición de ejidatario cuando se reali­
zaba la venta, y el comprador pasaba a convertirse en 
nuevo ejidatario. Asimismo, se podía autorizar a un 
ejidatario a dejar de trabajar la tierra por más de dos 
años, alegando “razones de salud”. Sin estos mecanis­
mos, muchos dirigentes campesinos que habían aban­
donado el ejido hacía veinte o treinta años habrían 
perdido sus tierras. En algunos casos, un ejidatario no 
lo abandonaba oficialmente sino que prestaba la tierra 
“sin compensación” al comité ejecutivo o a una per-
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sona autorizada por el comité, aunque de hecho reci­
bía dinero a cambio. Para el alquiler de tierras se apli­
caba un mecanismo similar. Para ocultar la ausencia 
de un ejidatario, siempre se lo incluía en la lista de 
participantes en la asamblea. Además, su nombre fi­
guraba en la nómina de créditos del banco oficial e 
incluso en la lista de personas aseguradas por la em­
presa estatal. Para compensar a los inquilinos por dis­
poner de la tierra sólo por un corto período, debido a 
la ilegalidad de la transacción, los ejidatarios que al­
quilaban sus tierras los autorizaban a hacer uso de su 
nombre. En esta forma el arrendatario podía optar a los 
créditos oficiales subvencionados. En el noreste de 
México, algunos hacendados llegaron a alquilar no sólo 
parcelas, sino ejidos enteros.

Algunos de los mercados secundarios que surgie­
ron a consecuencia de las intervenciones del Estado en 
la economía se convirtieron en negocios muy lucrati­
vos. Por ejemplo, el negocio de los desastres consistía 
en la declaración de cosecha dañada, lo que permitía 
cobrar el seguro correspondiente. Para que el sistema 
funcionara, había que contar con la colaboración de un 
integrante del comité ejecutivo, que era el primero en 
ser notificado del “desastre”. También había que con­
tar con la complicidad de los representantes del Mi­
nisterio de Reforma Agraria y de la Secretaría de 
Agricultura y Recursos Hidráulicos, encargados de

verificar el presunto desastre. También colaboraban en 
la notificación de desastre, los agentes de la empresa 
de seguros, los representantes del banco oficial y, por 
supuesto, el propio ejidatario. Este cobraba el seguro 
por “daño” a la cosecha, y luego la vendía a través de 
los conductos regulares del mercado. El ejidatario se 
compensaba así de los bajos precios de garantía o sim­
plemente ganaba unos pesos más. ¿Qué recibían los 
demás participantes en la operación? Aquí es donde 
intervenía el agente del banco oficial. El ejidatario 
había recibido un préstamo pagadero en cuotas. La 
última cuota pagada antes del “desastre”, se endosaba 
al agente, que cobraba el dinero y lo distribuía entre 
todos los colaboradores de esta peculiar operación 
(Relio, 1987).

En resumen, la reproducción del ejido se apoya­
ba en mercados secundarios o negros. Estos cumplían 
una notable función de adaptación de las intervencio­
nes políticas y legales del Estado a la lógica que regía 
la economía y la sociedad campesinas. Esta interacción 
entre dos racionalidades, muchas veces contradictorias, 
influyó en la forma de funcionamiento de ambas y las 
hizo compatibles, aunque no convergentes. Como es 
evidente, todo esto se logró a un enorme costo en tér­
minos de eficiencia y equidad, tanto por el derroche 
de recursos y carga para el erario público, como de los 
niveles de bienestar de los propios ejidatarios.

IV
Reforma de la reforma agraria (1982-1994)

1. Convergencia de opuestos

Las reformas del medio rural ejecutadas durante el 
gobierno del Presidente Salinas (1988-1994) se centra­
ron en dos esferas fundamentales: la relación entre los 
productores rurales y el Estado y la relación entre los 
agentes productivos en el campo (Cordilio, 1992).

En los últimos 20 años, los campesinos desarro­
llaron mecanismos de resistencia a las políticas públi­
cas en las zonas rurales. El Estado, con sus instrumen­
tos de intervención y control, fue considerado cada vez 
más como un enemigo por los diferentes agentes so­
ciales de las zonas rurales. Con frecuencia se politiza­
ban los problemas económicos y provocaban confron­
taciones que tenían efectos paradójicos. Las mismas 
políticas estatales que sofocaban a los ejidos los ha­
cían reclamar un mayor apoyo estatal.

A raíz de la crisis de la deuda de 1982 y la poste­
rior aplicación de políticas de estabilización y ajuste, 
dejó de ser económicamente viable la estrategia de 
desarrollo rural basada en un Estado omnipresente. El 
Estado había intervenido hasta entonces por muy dis­
tintos medios, incluso con subsidios específicos indi­
rectos, regresivos en su mayor parte. Esta estrategia 
resultaba muy onerosa para el Estado, porque suponía 
el pago de cuantiosos subsidios, y en poco tiempo el 
modelo se volvió muy ineficiente. Los subsidios no 
sólo beneficiaban a los ejidos, sino también y sobre 
todo a la agricultura privada. Tenían propósitos varia­
dos: para el ejido, su objetivo era lubricar la maquina­
ria de control político; para el sector privado, se trata­
ba de estimular la producción. A este último sector se 
le asignó la función clásica de la agricultura en un 
modelo de sustitución de importaciones: la producción
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de divisas y de alimentos baratos. La pérdida de efi­
ciencia del modelo de control político se debió a que 
estaba concebido para una sociedad cerrada, dividida 
en segmentos corporativos. Los vientos de moviliza­
ción política, que comenzaron a soplar con fuerza en 
México después del movimiento estudiantil de 1968, 
fueron erosionando este modelo autoritario. La legiti­
midad del Estado pasó a depender cada vez más del 
proceso electoral y de la apertura política. Por otra 
parte, la crisis de la deuda de 1982 también desarticu­
ló el modelo económico prevaleciente en México des­
de los años cincuenta.

Por consiguiente, diminuyeron el control político 
y los subsidios económicos, lo que creó una coyuntu­
ra extraordinaria para la convergencia entre las políti­
cas macroeconómicas de libre mercado y la moviliza­
ción social. La política económica —cuyos pilares eran 
la liberalización del comercio, la desregulación y la pri­
vatización— y los objetivos de la movilización social, 
que perseguían la reestructuración de los mecanismos 
de representación del campesinado mediante la libe­
ralización de políticas, coincidieron en sus críticas fun­
damentales a la intervención estatal. Esta convergen­
cia no fue premeditada ni fomentada deliberadamente 
por el gobierno o la sociedad civil. Por el contrario, se 
suponía que la liberalización económica se lograría en­
mendando y usando el autoritarismo político, no eli­
minándolo. Así también, el objetivo de la estrategia de 
liberalización política, y en algunos casos de la demo­
cratización, era mantener los privilegios económicos 
derivados de los subsidios estatales.

¿Cómo llegaron a coincidir estas dos tendencias 
opuestas? Nunca hubo una política que combinara am­
bas estrategias. Lo que se dio en la práctica fue una 
yuxtaposición de políticas que produjo un vacío ins­
titucional. El modelo de control político dependía de 
la intervención estatal, pero muchas de las empresas 
estatales intervinientes se habían privatizado y sus 
controles se aflojaron cuando empezaron a tener pro­
blemas financieros. La clientela política apoyada por 
estas empresas impidió su completa privatización y los 
activos de muchas de ellas se transfirieron a produc­
tores rurales. Por ejemplo, los instrumentos básicos de 
control político en el campo se vieron afectados cuan­
do el Banco Nacional de Crédito Rural ( b a n r u r a l ) 

entró en crisis financiera y cesó la distribución de tie­
rras. Sin embargo, la oposición de los campesinos evitó 
la desaparición total del banco oficial y aparecieron así 
mecanismos alternativos, entre otros el crédito sin ga­
rantía del Programa Nacional de Solidaridad ( p r o n a -  

s o l )  y, más recientemente, la creación de asociaciones

de ahorro y préstamo. La oposición campesina también 
impidió que se suspendiera la distribución de tierras y 
permitió negociar en el caso de tierras que aún esta­
ban en proceso de asignación. Esta convergencia tan 
particular hizo posible superar obstáculos, pero no se 
tradujo en la creación de instituciones.

Las reformas económicas tenían el doble propósi­
to de poner fin al sistema de precios garantizados y de 
alinear los precios internos con los internacionales. No 
obstante, la yuxtaposición de ambas corrientes —la 
liberalización económica y la política— planteó dos 
graves problemas. En primer lugar, el sistema de pre­
cios de garantía —que cubría a 12 productos— des­
apareció, pero se mantuvo para el maíz y los frijoles. 
No hubo un plan de reajuste razonable para la alinea­
ción de precios y la apertura comercial, que modifica­
ron en forma dramática la comercialización agrícola, 
e hicieron aumentar el endeudamiento de los campe­
sinos. En cambio, el mantenimiento de los precios de 
garantía para el maíz y los frijoles dio utilidades extra­
ordinarias a algunos productores. Todo el sector agrí­
cola se volcó a la siembra de maíz, con lo cual evolu­
cionó la agricultura hacia el monocultivo en vez de la 
diversificad ón.

La reforma del artículo 27 de la Constitución de 
México en 1991-1992 fue otro elemento del desman- 
telamiento del modelo de control político. Los propul­
sores del liberalismo económico la consideraban un 
medio adecuado para aprovechar el potencial produc­
tivo del ejido y crear un mercado de tierras. Para eje­
cutar sus planes, contaban con la eficacia del modelo 
de control político, sobre todo para aplicar las medi­
das más impopulares. Los partidarios del liberalismo 
político, por su parte, consideraban que las reformas 
legales desarticularían el modelo de control político, 
pero no el sistema de beneficios económicos paralelo. 
Las dos posiciones eran utópicas. La primera se cen­
traba en la reducción de la intervención económica, 
manteniendo el control político, mientras la segunda 
propugnaba la reducción del control político y el man­
tenimiento de la intervención económica. La contradic­
ción entre ambas creó graves lagunas institucionales, 
que si bien permitieron la aparición de un incipiente 
sistema campesino de producción, pusieron en grave 
peligro la eficacia de las reformas aplicadas.

2. Una economía campesina trunca

Luego de examinar las contradicciones y la compleji­
dad del control político del ejido, cabe preguntarse 
cómo consiguió sobrevivir durante tanto tiempo. La
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respuesta, como ya se ha indicado, está en el papel del 
ejido como mecanismo de seguridad y como aparato 
político. A continuación, analizaremos la función des­
empeñada por el ejido como mecanismo de seguridad, 
vale decir, como órgano de representación de los cam­
pesinos. Esto se vincula estrechamente con el funcio­
namiento particular de una economía campesina. Es 
bien sabido que la economía campesina se basa en el 
hogar como unidad productora y de consumo, y en una 
serie de prácticas de asistencia recíproca entre los 
hogares de una colectividad. El ejido dio a la econo­
mía campesina una estructura institucional que vincu­
ló estos dos elementos fundamentales con un tercero, 
igualmente importante: el acceso a recursos de propie­
dad colectiva.

Sin embargo, la aplicación concreta del modelo 
de control político distorsionó estos tres elementos. La 
adjudicación de parcelas al jefe de hogar y el hecho 
de que los demás integrantes del grupo familiar casi 
no tuvieran derechos legales, sembró la discordia en­
tre ellos. En los últimos decenios, es evidente que se 
han generalizado las disputas familiares —entre padres 
e hijos, entre cónyuges y entre hermanos. Esta discor­
dia se ha agudizado por efecto de la enorme transfor­
mación demográfica que ha sufrido el ejido, sobre todo 
a partir de los años setenta, y el ejido no ha tenido la 
flexibilidad necesaria para adaptarse. Los ejidatarios 
originales han envejecido, y muchos “avecindados” 
han llegado a las aldeas, en número que supera en al­
gunos casos al de los ejidatarios, aunque no tienen 
derecho a ser considerados como tales. Otro factor 
importante ha sido la extensa migración al interior del 
país y a los Estados Unidos.

Las prácticas tradicionales de producción basadas 
en el empleo de semillas autóctonas, el control bioló­
gico, los fertilizantes orgánicos, la tracción animal y 
el cultivo intercalado se degradaron por efecto de un 
proceso trunco de modernización tecnológica iniciado 
por organizaciones gubernamentales dedicadas a la 
investigación y al desarrollo agrícolas. De hecho, has­
ta hace poco, expresamente se excluían los créditos 
para el cultivo intercalado, aunque éste es una de las 
piedras angulares de la agricultura campesina. Tampo­
co había normas claras sobre acceso a las tierras co­
munales. Esto no sólo llevó a apropiaciones ilegales, 
sino a una acelerada diferenciación social dentro del 
ejido y a una grave degradación de sus recursos natu­
rales. Por todo ello, el sector ejidal se había converti­
do en una economía campesina trunca, que coexistía 
con el modelo estatal de control político, es decir una

economía campesina agarrotada por el Estado. El 
ejido era tanto un aparato de control político del cam­
pesinado por parte del Estado como el órgano de pro­
ducción y representación que permitía aplicar y per­
petuar la lógica campesina. Se había logrado compati- 
bilizar la lógica estatal y la lógica campesina, gracias 
a la existencia de mercados secundarios en los que se 
combinaban controles y subsidios, pero, como era in­
evitable, cuando este precario equilibrio comenzó a 
derrumbarse, el modelo de control político se vio de­
cisivamente afectado.

Cuando se emplea el término “sistema campesi­
no de producción” hay que precaverse de toda inter­
pretación chayanoviana de este tipo de agricultura, 
como también de reabrir la antigua polémica sobre la 
extinción o la supervivencia del campesinado, que 
estaba muy en boga en los círculos académicos mexi­
canos en los años setenta. El sistema de producción 
campesina a que nos referimos aquí se caracteriza por 
su búsqueda de un medio de integración al sistema de 
mercado, posición basada en la ventaja comparativa de 
la agricultura del ejido frente a la agricultura privada. 
La agricultura ejidal tiene la ventaja de trabajar con 
mano de obra familiar y con una organización comu­
nitaria, de tener acceso a recursos colectivos y fuerte 
participación en mercados laborales y, sobre todo, de 
contar con la migración nacional e internacional.

A continuación nos referiremos a las característi­
cas fundamentales del sistema campesino de produc­
ción y cómo se desarrolló en el contexto de los cam­
bios registrados en el ejido entre 1990 y 1994. Los 
resultados de la encuesta de ejidos realizada en 1994 
por la Secretaría de la Reforma Agraria y la Universi­
dad de California (Berkeley), comparados con los del 
estudio de la Secretaría de Agricultura y Recursos Hi­
dráulicos (sahr) y la cepal en 1990, son útiles para ca­
racterizar las transformaciones sufridas por el sector en 
medio de la profunda crisis de todo el sector agrícola 
mexicano (de Janvry, Gordillo y Sadoulet, 1997). Esta 
crisis mayor se caracteriza por incentivos económicos 
adversos, un apoyo gubernamental en descenso, y gran­
des vacíos institucionales.

En la siguiente descripción del tamaño de los 
predios, la unidad de medida de las parcelas es la hec­
tárea de equivalente nacional de tierras de secano (ens), 
que corresponde al promedio de rendimiento del maíz 
de secano por zona agroecológica, a fin de ajustar la 
superficie según las diferencias de calidad de la tierra. 
La unidad de medida es una hectárea de maíz de seca­
no, que produce 1.09 toneladas, es decir el promedio 
nacional de 1994.
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a) Concentración de la tierra en pequeñas explota­
ciones^^
Al clasificar a los ejidatarios de acuerdo con el 

tamaño de las parcelas y la zona geográfica se obser- 
va que entre 1990 y 1994 aumentó la proporción de 
pequeñas explotaciones en la mayoría de las regiones, 
con la excepción del Pacífico sur. Por lo tanto, se ha 
producido un lento proceso de eliminación de las for­
mas más extremas de minifundio. Este hecho sugiere 
que una solución parcial al problema de la pobreza 
rural podría hallarse en el abandono de las explotacio­
nes más pequeñas, ya sea por la migración a otras 
zonas agrícolas, o el trabajo en otros sectores. Varios 
aspectos de la reforma del ejido han incidido en su 
abandono. Uno es la reciente libertad que se otorga a 
los ejidatarios para alquilar tierras, lo que permite a los 
minifundistas alquilar su parcela y dedicarse a otras 
actividades. El otro factor es la mayor flexibilidad para 
participar en actividades no agrícolas y para emigrar 
sin peligro de perder el derecho a las tierras ejidales. 
El descenso del minifundio ha sido menos acelerado 
en las regiones del Golfo de México y del Pacífico sur, 
en que es más fuerte el apego del indígena a la tierra, 
y menos intensa la emigración a los Estados Unidos. 
En estas dos regiones, que registran la más alta inci­
dencia de pobreza extrema, la solución no podrá pro­
venir simplemente de la migración y el traspaso del 
problema de la pobreza a otros sectores y regiones.

b) Consolidación del sistema de producción campe­
sina: el cultivo del maíz intercalado
Uno de los cambios más marcados del período 

1990-1994 fue la expansión de la superficie sembrada 
con maíz, por efecto de la distorsión de precios que 
favoreció a este grano frente a otros cultivos y los 
precios de garantía que eliminaron el riesgo en su pro­
ducción. Por lo tanto, el maíz ha sido un cultivo de gran 
interés en los últimos cuatro años. En el ejido, se ha 
aumentado en 20% el área sembrada de maíz en las 
tierras de secano y en 68% en las de riego. En las 
primeras, el 66% de la expansión corresponde al mo­
nocultivo, y el 34% restante a cultivos intercalados. El 
primero es característico de los predios con mayor 
vocación comercial; el segundo es típico del sistema 
campesino. La mayor parte del incremento (84%) pro­
vino de predios de más de 5 ha ens, en que se reem­
plazaron los pastizales o el barbecho por el maíz. En 
cambio, la mayor parte del aumento del maíz de cul-

Esta sección se basa en de Janvry, Gordillo y Sadoulet (1997).

tivo intercalado (72%) se dio en explotaciones peque­
ñas gracias al resurgimiento de sistemas de producción 
típicamente campesinos. En el caso de las tierras de 
riego, el 91% de la expansión de las tierras dedicadas 
al cultivo de maíz se dio en predios grandes, en que 
desplazó a los cereales tradicionales, como el trigo y 
las oleaginosas, y el 97% correspondió al maíz en 
monocultivo. En las explotaciones más pequeñas, au­
mentó la producción de maíz en cultivo intercalado.

En las explotaciones agrícolas extensas, la amplia­
ción correspondió sobre todo a un monocultivo comer­
cial, fuente principal de la expansión total. Por lo tan­
to, los incentivos para fomentar el cultivo del maíz 
aceleraron el proceso de diferenciación, en que los 
predios más pequeños se han ido especializando cada 
vez más en sistemas campesinos de producción, mien­
tras los de mayor tamaño se especializan en los siste­
mas comerciales.

c) La regresión tecnológica
Es evidente que en el período 1990-1994 hubo un 

grave retroceso tecnológico en el ejido que afectó a casi 
todos los aspectos y tipos de predios. En el caso del 
maíz, la única excepción es la difusión de semillas 
mejoradas en los predios más grandes. En lo demás, 
se produjo una acentuada disminución del uso de pro­
ductos químicos y fertilizantes. La asistencia técnica 
gubernamental prácticamente cesó para todo el sector, 
cualquiera fuera el tamaño de la explotación. Parale­
lamente se registró un aumento general del trabajo 
manual en las labores agrícolas y descenso en el uso 
de maquinarias. En respuesta a la crisis de rentabili­
dad, el sector recurrió nuevamente a la mano de obra 
familiar, y aplicó menos tecnología por unidad de pro­
ducción.

d) Marcada tendencia a la producción para auto-
consumo
Para describir mejor la prevalencia de la econo­

mía campesina y la profundidad de la diferenciación 
social dentro del ejido, analizaremos el grado de par­
ticipación de los ejidatarios en el mercado del maíz, 
ya sea como vendedores o compradores. El análisis 
muestra que el 41% son sólo vendedores o vendedo- 
res/compradores, en tanto que el 27% son sólo com­
pradores. El 31% son productores autos ufici en tes, que 
destinan el maíz que producen principalmente para el 
consumo familiar (24%) o para forraje (7%), Esto 
muestra que hay una economía del maíz muy diferen­
ciada, en que menos de la mitad de los productores 
participa en el mercado como vendedores. SÍ se llega
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a producir la baja prevista del precio del maíz con la 
entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte, éste será el grupo de vendedores 
afectado. El 59% restante no se verá afectado directa­
mente o se beneficiará de la baja de los precios, por 
tratarse fundamentalmente de compradores netos. Esta 
categoría y la de productores autosuficientes sin gran­

des hatos de ganado son agricultores con predios pe­
queños y poca tierra de riego. Así pues, la existencia 
de una economía campesina fuerte podría contrarres­
tar el efecto negativo de la baja del maíz, la que afec­
taría de distinta manera a las distintas categorías de ho­
gares productores según su forma de integración al 
mercado.

V
Algunas conclusiones para los próximos años

La evolución registrada en el sector ejidal entre 1990 
y 1994 estuvo marcada por los fenómenos siguientes:
• El impacto de las políticas macroeconómicas, 

caracterizadas por un control efectivo de la infla­
ción, acompañado de una crisis de rentabilidad en 
la agricultura, vinculada con el descenso de las ta­
sas mundiales de crecimiento económico, la cre­
ciente apreciación del tipo de cambio, la caída del 
precio mínimo real de garantía de los cultivos 
básicos, altas tasas de interés y suspensión de los 
subsidios.

• El vacío institucional creado por la decadencia 
de la ayuda estatal para la agricultura, que se tra­
dujo en la privatización, la reducción o la elimi­
nación de muchas instituciones públicas que pres­
taban apoyo al sector y en una muy limitada 
reconstrucción de la estructura institucional encar­
gada de prestar asistencia al ejido. En general, esto 
dificultó y encareció la obtención de créditos, se­
guros, mercados, insumos modernos, semillas, 
agua y asistencia técnica.

• El despuntar de un proceso de ajuste de los ejida- 
tarios y del ejido como forma de organización a 
las nuevas reglas económicas e institucionales. 
Hacia 1994, las enmiendas de las disposiciones

legales sobre el usufructo y dominio de la tierra ejidal 
habían dado ya un impulso al mercado de alquiler de 
tierras. Las reformas también facilitaron la iniciativa 
individual y comunitaria, lo que permitió numerosos 
ajustes del sistema productivo, de las estrategias de 
supervivencia de los hogares y de la organización del 
ejido, ajustes prohibidos antes de la reforma constitu­
cional, por lo que algunos habían sido adoptados ile­
galmente.

Así pues, entre 1990 y 1994, observamos un eji­
do en crisis, en las primeras etapas de un largo proce­

so de adaptación y transformación. Las dificultades 
obvias que enfrentaban los ejidatarios eran en parte 
coyunturales y en parte estructurales, pero eran tam­
bién síntoma de un proceso difícil y prolongado de 
liberalización económica y política.

Para concluir, advertimos que sería muy prema­
turo señalar qué efectos tendrá la segunda reforma 
agraria de México, iniciada por el Presidente Salinas. 
La liberalización del ejido ha dado lugar a numerosas 
iniciativas individuales y colectivas; los ajustes que 
éstas han producido demuestran la capacidad de res­
ponder a los incentivos de este vasto sector. A la vez, 
el contexto general de la crisis económica que ha afec­
tado a la agricultura y la desinstitucionalización del 
sector rural han limitado los beneficios económicos que 
podría haber reportado la reforma y, por consiguiente, 
el alcance del proceso de modernización y diversifi­
cación que se esperaba de ella. El primer paso de la 
reforma — a saber, la titulación individual de las tie­
rras ejidales en usufructo— apenas si ha comenzado. 
Y las consecuencias últimas de la reforma dependen 
de la resolución de problemas económicos y políticos 
mucho más amplios con los que México todavía está 
lidiando: por el lado económico, se trata de reanudar 
el proceso de crecimiento, mantener un tipo de cam­
bio real competitivo y crear empleos; por el lado po­
lítico, figuran el establecimiento de una democracia 
participativa, la descentralización del gobierno y la 
puesta en vigencia del imperio de la ley.

De lo que sí no podemos dudar es de que la se­
gunda reforma agraria abre importantes posibilidades 
de mejorar la eficiencia y el bienestar de los ejidos. Los 
años de descuido y el cúmulo de contradicciones en­
tre los objetivos que se le asignaban como aparato de 
control político del campesinado, órgano de represen­
tación y organismo de asistencia a los pequeños agri­
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cultores se han traducido en un enorme déficit de efi­
ciencia, que ahora habrá que cubrir. El análisis de los 
casos de buen éxito ayudará a identificar las medidas 
que convendría adoptar (de Janvry, Gordillo y Sadou- 
let, 1997). Entre ellas figuran la creación de un clima 
macroeconómico favorable, la reconstrucción institu­
cional, la promoción de organizaciones (sobre todo a 
través del sistema ejidatario) y las inversiones públi­
cas para riego y educación. La iniciativa de reforma 
agraria debe complementarse con un programa integral 
de desarrollo rural que dé apoyo a los beneficiarios de 
la reforma, programa que aún queda por ejecutar, (de 
Janvry y otros, 1996). Por la notoria heterogeneidad de 
las unidades familiares campesinas, un programa de de­
sarrollo rural destinado al ejido no debe limitarse a la 
agricultura, sino extenderse también a otras fuentes de 
ingreso al alcance de los ejidatarios. Esto implica la 
coordinación de intervenciones por todo un abanico de 
instituciones públicas y privadas. A menos que se to­

men estas medidas rápidamente, la mayoría de los 
pequeños agricultores del sector ejidal probablemente 
no lleguen a ser competitivos, y correrán el riesgo de 
ser desplazados por unos pocos empresarios capaces, 
tanto del propio ejido como del sector privado, a medi­
da que se afine el mercado de tierras. La falta de com- 
petitividad, por lo tanto, provocaría el desplazamiento 
masivo de minifundistas, y ejercería presiones sobre los 
mercados urbanos de trabajo y en la frontera al norte. 
En aras de la eficiencia económica global, del bienes­
tar de una gran parte de los mexicanos pobres y de la 
estabilidad política, urge, pues, que la reforma agraria 
en marcha se complemente con un espectro más am­
plio de actividades, para ayudar a los beneficiarios de 
la reforma agraria a lograr la competitividad en el 
nuevo entorno económico e institucional antes de que 
termine el proceso de titulación y las reformas activen 
el mercado de venta de tierras.

(Traducido del inglés)

Bibliografía

Arispe Schloesser, L. (1985): Cam pesinado )' m igración, México 
D.P., Sep-Cultura.

Astorga, E. (1985): E l  m ercado d e  trabajo rural en M éxico, Méxi­
co D.F., Ed. Era.

Castillo, C.M, (1956): La economía agraria de El Bajío, Problem as  
agríco las e industriales de M éxico, voi. Ill, N° 3-4, México 
D.F., julio- diciembre.

Córdova, A. (1974): La política de m asas d e l cardenismo, México 
D.F., Ed. Era,

______(1973): La ideología d e  la revolución m exicana, México
D.F., Ed. Era.

De Janvry, A„ G. Gordillo y E. Sadoulet (1997); M exico ’s Second  
A grarian  Reform , La Jolla, University of California, Center 
for US-Mexican Studies,

De Janvry, A., E, Sadoulet, B. Davis y G, Gordillo (1996): Ejido 
sector reforms; From land reform to rural development, en L, 
Randall (ed.), Reform ing M exico ’s A grarian  Reform, Nueva 
York, M.E. Sharpe.

De Janvry, A., E, Sadoulet, (1989): A study on resistance to 
institutional change: The lost game of Latin American land 
reform en W orld Development, vol. 17, N“ 9, Oxford, Reino 
Unido, Pergamon Press.

De Walt (1979): M odernization in a M exican E jid o : A Study in E co­
nom ic Adaptation, Cambridge, Massachusetts, Cambridge 
University Press,

Fernández y Fernández, R. (1973): Cooperación agrícola y  organiza­
ción económ ica d el ejido, México D.F., Secretaría de Educa­
ción Pública.

García Treviño, R, (1956); Agrarismo revolucionario y ejidalismo 
burocrático, Problem as agríco las e industriales de México, 
vol. III, 3-4, México D.F.

Gledhill, J. (1991): Casi Nada. A Study o f  A grarian  Reform  in the 
H om eland o f  Cardenism o, Austin, Texas, University of Texas 
Press,

Gómez Olivier, L. (1978); Crisis agrícola de los campesinos. R evis­
ta de Com ercio Exterior, vol. 28, 6, México D.F., Banco
Nacional de Comercio Exterior, junio.

Gordillo, G, (1988a): Cam pesinos a l asalto d el cielo, México D.F,, 
Siglo XXI Editores.

_____  (1988 b); Estado, m ercado y  movimiento campesino, Mé­
xico D.F., Plaza y Valdés,

______(1990): Reform ando a la revolución mexicana, México
D.F., El Nacional.

______(1992); M ás a llá  de Zapata, México D.F, Ed. Cal y Are-

Hirschman, A,0. (1977): Salida, voz y lealtad, México D.F., Fondo 
de Cultura Económica,

Krauze, E. (1971); CrtWí/(7/o.í intelectuales de la revolución, Méxi­
co, D.F., Editorial Siglo XXI.

Orozco, W. I. (1895); Legislación  y  jurisprudencia sobre terrenos 
baldíos, México D.F., El Tiempo.

Paré, I. (1977); E l proletariado agrícola en M éxico, México D.F., 
Siglo XXI Editores.

Prseworski, A. (1985): Capitalism  and So cia l Dem ocracy, Londres, 
Cambridge University Press.

Relio, F. (1987); State and Peasantry in M éxico: A C ase Study o f  
Rural Credit in La Laguna, Ginebra, United Nations Research 
Institute fo r  Social Development ( u n r is d ).

Torres, B. y L. Medina (1978): Historia d e la revolución mexicana, 
tomo 18, México D.F., El Colegio de México.

______(1979a); Historia de la revolución mexicana, tomo 19, Mé­
xico D.F., El Colegio de México,

_ _ _ _ _  (1979b): H istoria de la revolución mexicana, tomo 20,
México D, F., El Colegio de México,

Warman, A. (1980): Y venimos a contradecir, México D.F., La Casa 
Chata.

Whetten, N. (1948): R u ral M exico, Chicago, Illinois, University of 
Chicago Press.

ENTRE EL CONTROL POLITICO Y LA EFICIENCIA: EVOLUCION DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD AGRARIA
EN MEXICO • GUSTAVO GORDILLO, ALAIN DE JANVRY Y ELIZABETH SADOULET



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  6 6 1 6 7

Los aranceles y el
Plan Real de Brasil

Renato Baumann 
Josefina Rivero 
Yohana Zavattiero

Oficina de la cepal 

en B rasilia

En este artículo se analiza la lógica económica de la política 
arancelaria de Brasil durante los primeros dos años del Plan 
Real. Con este fin se estudian las modificaciones a las tasas 
del impuesto de importación para todos los productos comer­
cializados. El proceso de reforma arancelaria de Brasil se ini­
ció en 1988, después de treinta años de vigencia de la Ley de 
Aranceles, y correspondió a una profundización marcada del 
proceso de apertura comercial con la definición de una trayec­
toria decreciente para las tasas arancelarias, que se intensificó 
a partir de 1990, El Plan Real se inició en julio de 1994 y tuvo 
efectos múltiples sobre la política de importaciones. El proce­
so de liberalización comercial alcanzó su punto máximo en el 
primer trimestre de 1995, reflejado en el nivel medio de las 
tasas y el grado de dispersión de su estructura. Desde entonces 
ocurrieron diversos episodios de aumento de tasas, en forma 
diferenciada por sectores, los que aumentaron el grado de dis­
persión de la estructura arancelaria. Si se excluyen dos secto­
res con tratamientos específicos —petróleo y automóvile.s—, 
se observa una relación directa entre el valor importado y el 
nivel del arancel nominal, así como variaciones pronunciadas 
a lo largo del período. Por otra parte, el hecho de que para 
algunos sectores la tasa ponderada por el valor de las importa­
ciones fue inferior por meses a la tasa media indica que hay 
margen para reexaminar los niveles arancelarios en algunos 
casos. El artículo concluye con algunas reflexiones sobre el 
desempeño de la política de importaciones.
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I
Introducción

La economía brasileña se cita con frecuencia en la li­
teratura sobre política comercial externa, Han sido 
analizados también en diversos estudios la multiplici­
dad de instrumentos adoptados como barreras a las im­
portaciones que compiten con la producción interna 
(sobre todo en los decenios de 1960 y 1980), los me­
canismos empleados en la práctica para sortear esas 
barreras aplicando regímenes especiales de importa­
ción, los diversos incentivos para las exportaciones, el 
proceso de definición de los gravámenes a la importa­
ción y la preocupación por neutralizar los eventuales 
sesgos de la política comercial.

No hace mucho, el país experimentó un proceso 
de reforma de la estructura arancelaria que se inició en 
1988, luego de 30 años de vigencia de la llamada Ley 
Arancelaria, que sufrió algunas modificaciones en 1989 
y muchas más en 1990.

La adopción del Plan Real —en julio de 1994— 
tuvo para la política de importaciones múltiples efec­
tos. Los efectos-ingreso y precio vinculados con un 
programa exitoso de estabilización constituyen un es­
tímulo natural para la demanda de productos importa­
dos. Además, la preocupación por viabilizar el acceso 
a productos externos más baratos cumplía la doble 
función de presionar a los grupos con una posición 
oligopolista en el mercado nacional e inducir una 
mayor eficiencia del aparato productivo.

A las preocupaciones por la estabilidad de precios 
se sumó una cuestión coyuntural dada por la proximi­

dad de la fecha prevista para la entrada en vigor de la 
estructura arancelaria negociada con los demás socios 
del Mercosur: el Arancel Externo Común estaba pro­
gramado para entrar en vigencia a partir del 1° de enero 
de 1995. Por lo tanto, el segundo semestre de 1994 
estuvo marcado por continuas variaciones de las tasas 
del gravamen sobre las importaciones.*

Este tema ya lo trató Kume (1996) con bastante 
competencia, en tanto que Nonnemberg (1996) anali­
zó otras medidas de política correlacionadas; el primero 
estima la evolución —desde 1988— de la tasa de pro­
tección efectiva otorgada a los diversos sectores 
productores, y el segundo destaca la importancia de los 
movimientos de arbitraje financiero como estímulo 
para financiar las importaciones.^

En el presente artículo procuramos identificar la 
lógica económica de la política arancelaria a partir del 
examen de cada una de las diversas modificaciones de 
las tasas de los gravámenes a la importación para to­
dos los productos comercializados. El período cubier­
to comprende desde julio de 1994, cuando se inició el 
Plan Real, hasta fines de septiembre de 1996, último 
mes con informaciones disponibles al momento de 
preparar este trabajo. Se consideraron todos los decre­
tos y resoluciones que afectaban las tasas del grava­
men, lo que permitió describir la evolución de la polí­
tica nacional de importaciones en los primeros dos años 
del Plan Real. El anexo metodológico muestra cómo 
se procesaron los datos primarios.

II
Evolución de la estructura arancelaria

A lo largo de la presente década, la política comercial 
externa brasileña siguió una trayectoria de reducción 
de las barreras comerciales, lo que se reflejó en el

□  El presente trabajo no podría haberse realizado sin el competen­
te apoyo computacional de Decio Fialho de la cepal. Igual impor­
tancia revistió la colaboración de André Bauer en el procesamiento 
de datos.

aumento correspondiente del valor de las importacio­
nes (cuadro 1).

* Cabe señalar que las prioridades del Plan Real -adoptado a partir 
del I'" de julio de 1994- también tuvieron una gran influencia en la 
política nacional de aproximación al Arancel Externo Común.
 ̂ Para una descripción relativamente completa del período anterior 

a la adopción del Plan Real (1958-1993), véase Pinheiro y Almeida 
(1995).
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CUADRO 1
Brasil: Gravámenes a la importación y valor 
importado, 1990-1996

Año Tasa media simple 
(porcentual)

Valor de las importaciones 
(en millones de dólares fob)

1990 32.12 20 661
1991 25.19 12 042
1992 20.78 20 554
199.3 16.49 22 797
1994 13.97 33 106
199.5 13.07 49 263
1996
(enero/septiembre) 13.10 49 619

Fuente: Estimaciones proporcionadas por H, Kume y elaboración 
propia a partir de datos primarios.

Interesa observar en el cuadro 1 que aunque la ta­
sa del gravamen tiende a bajar sostenidamente (salvo 
una pequeña inflexión en el último año) —y que a eso 
corresponde un aumento del valor total de las impor­
taciones— hay una diferencia de ritmo que no debería 
pasar inadvertida. Entre 1990 y 1993 la tasa media sim­
ple se redujo a la mitad, mientras que los aumentos más 
notorios de las importaciones ocurrieron en el período 
más reciente. Además, hay una estabilización relativa 
de la tasa del gravamen a las importaciones desde 
1994, pero -como se verá más adelante- en realidad 
esa estabilidad oculta un conjunto variado de reduccio­
nes y alzas simultáneas de tasas para diversos produc­
tos.

Para explicar la diferencia del ritmo de variación 
del impuesto y el mayor valor de las importaciones, 
hay que considerar otros elementos atinentes, como la 
política cambiaría, el efecto-ingreso de la demanda de 
productos importados, la existencia de regímenes es­
peciales de importación e incluso un aspecto que sue­
le despreciarse en buena parte de los análisis: a saber, 
el proceso mismo de familiarización —de los consu­
midores— con productos fabricados en el exterior que 
no eran obtenibles en el mercado nacional durante 
décadas. Este último es un proceso lento que entraña 
la creación y consolidación de canales de comercia­
lización interna de los productos importados, y expli­
ca, por cierto, al menos en parte, el desfase cronoló­
gico de la respuesta de la demanda de esos productos.

1.

a)

Características generales del proceso de aper­
tura

Productos afectados y aranceles medios 
El primer aspecto que debe destacarse al analizar 

la política de importaciones en los dos primeros años

del Plan Real es que las variaciones^ de las tasas del 
gravamen a las importaciones afectaron al 83% del 
total de la lista y que 28% de los productos afectados 
sufrieron dos o más modificaciones de las tasas en el 
período comprendido entre julio de 1994 y septiembre 
de 1996. En otras palabras, se trata indiscutiblemente 
de un momento de notoria redefinición de las relacio­
nes comerciales con el resto del mundo.

Las cifras del cuadro 2 indican que en ese perío­
do la estructura del gravamen a las importaciones es­
tuvo sujeta a una fuerte intervención. Incluso diversos 
productos específicos (a los diez dígitos de la clasifi­
cación) sufrieron varias alteraciones de la tasa nomi­
nal. En 148 productos hubo cinco modificaciones o 
más, lo que —en el intervalo de 27 meses— puede ha­
berse convertido en un elemento perturbador de la for­
mación de expectativas por parte de los agentes eeo- 
nómicos.

Surge un cuadro semejante de diferencias del rit­
mo de la apertura comercial y el de desempeño impor­
tador si se considera el mismo período analizado aquí 
(julio de 1994 a septiembre de 1996) (cuadro 3 y grá­
fico 1).

En ese período hubo un momento inicial (en los 
últimos dos trimestres de 1994) de notoria reducción 
del gravamen sobre las importaciones que —sumada 
a otros factores— tuvo como consecuencia un aumen­
to significativo del valor importado. Ya desde comien­
zos de 1995 se observa una leve alza de la tasa media 
simple, que a partir del segundo trimestre alcanza un 
nivel (de alrededor de 13%) que se ha mantenido des­
de entonces. El valor de las importaciones trimestra-

Brasll: Incidencia de las variaciones del 
gravamen a las importaciones, julio de 1994 
a septiembre de 1996

Número de 
productos

Por ciento

Productos considerados 13 428 100.0
Productos con variación 

de tasas 11 183 83.3
Productos con dos o más 

alteraciones de tasas 3 830 28.5
Productos con tres o más 

alteraciones de tasas 939 7.0
Productos con cinco o 

más alteraciones de tasas 148 U

Fuente: Elaboración propia a partir de datos primarios.

Nótese que se trata de “variaciones” y no necesariamente de 
“reducciones”.
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CUADRO 3
Brasil: Valor trimestral de las importaciones, tasas a las importaciones 
y número de productos afectados, 1994-1996

Período Valor de las importaciones Tasa simple
{en millones de dólares cif) porcentual

Número de episodios de variación de las tasas 
Reducciones Aumentos Total

1994 m 7 931 13,0 4 738 21 4 759
IV 11 824 11,2 253 22 275

1995 I 12 017 12,6 2 462 5 349 7 811
II 13 656 13,2 468 401 869
III 11 916 13.2 84 85 169
IV 12 030 13.3 63 97 160

1966 I 10 737 13.1 1 738 303 2 041
11 12 477 13.0 195 171 366
III 14 965 13.2 13 150 163

Fuen te: Elaboración propia a partir de datos primarios.

GRAFICO 1
Brasil: Tasas e importaciones
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les siguió una evolución distinta: ese valor práctica­
mente se dobló entre el tercer trimestre de 1994 y el 
segundo trimestre de 1995, experimentó una leve caí­
da en el trimestre siguiente y se mantuvo (con peque­
ñas variaciones) en ese nivel (en torno a los 12 000 
millones de dólares) desde entonces, con un nuevo 
repunte en el tercer trimestre de 1996.

Las últimas tres columnas del cuadro 3 ilustran 
algunas informaciones complementarias importantes. 
Con todo, antes de considerarlas cabe hacer una breve 
digresión metodológica para recalcar la importancia de 
incluir el indicador del número de variaciones de las 
tasas.

Si tomamos como ejemplo lo ocurrido entre di­
ciembre de 1994 y enero de 1995, el cálculo de la tasa 
media simple del gravamen a las importaciones sugie­
re una situación de alza generalizada de las tasas, que 
subieron de 11.19% en la primera fecha a 12.62% en

la segunda Sin embargo, esas cifras son el resultado 
neto de una política que supuso simultáneamente 5 093 
alzas y 2 691 reducciones de las tasas. En otras pala­
bras, interesa que el análisis no se limite al ámbito más 
general, sino que considere también las informaciones 
a un nivel más detallado.

El cuadro 3 muestra claramente que las modifi­
caciones de la estructura arancelaria se concentraban 
de hecho (a juzgar por el número de episodios de va­
riación de las tasas) en el tercer trimestre de 1994 y 
en el primer trimestre de 1995,'  ̂y que no era un pro­
ceso continuo.

Pese a que predomina el número de casos de re­
ducción de tasas en el período en su conjunto, hubo 
también alzas arancelarias para un número importante 
de productos, en particular en el primer trimestre de 
1995 (sobre todo para aquellos productos que tenían 
que adecuar su gravamen al Arancel Externo Común), 
y después (comienzos de 1996), aunque con una in­
tensidad mucho menor, por razones de equilibrio de la 
balanza comercial.

El resultado general de esos movimientos —res­
pecto a las tasas “simples”— se muestra en el gráfi­
co 2.

Hay una clara tendencia a la reducción del aran­
cel medio a fines de 1994, que representa en realidad 
la continuación de un proceso iniciado en 1990 (como 
se indica en el gráfico 2) y a una relativa estabilidad a 
partir del segundo trimestre de 1995, en torno a la me­
diana. La tasa más frecuente llegó a su punto mínimo 
en el primer trimestre de 1995 y se estabilizó a un nivel 
de 18% desde el segundo trimestre de ese año.

Con algún movimiento adicional en el primer trimestre de 1996.
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GRAFICO 2
Brasil; Indicadores descriptivos de la 
política arancelaría reciente
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La teoría de la protección recomienda que, si es 
ineludible la adopción de aranceles a la importación, 
las distorsiones introducidas en el sistema económico 
serán tanto menores cuanto más bajas sean las tasas y 
menor su dispersión. En ese sentido, una reforma que 
reduzca los niveles arancelarios y que además dismi­
nuya la varianza de la distribución de tasas es un 
movimiento en la dirección que recomienda la teoría.

Sin embargo, el análisis de la evolución de la 
estructura arancelaria sugiere un comportamiento va­
riado, a juzgar por la trayectoria del desvío-patrón de 
las tasas:

1994 1995 1996

III IV
8.0 7.9

1 II III IV
7.2 9.4 9.6 9.8

I II III
9.0 8.4 8.9

Estas cifras indican que hubo inicialmente un 
movimiento hacia una mayor uniformidad de la estruc­
tura arancelaria (a tasas más bajas), hasta el primer 
trimestre de 1995, con una dispersión creciente en el 
resto de ese año, que fue seguida de una falta de 
convergencia en todo el año 1996.

b) Las tasas ponderadas
Hasta aquí los datos se han presentado sobre la 

base de tasas simples (es decir, medías ponderadas sólo 
por el plazo de vigencia) y en forma agregada. Sin 
embargo, se sabe que en ese período hubo cambios 
sustantivos en la lista de importaciones del país. A tí­
tulo ilustrativo, considérese que en 1993 las importa­
ciones de bienes de consumo representaban 12% del 
valor total de las importaciones, y que esa participa­
ción subió en 1994 y 1995 a 17% y 22%, respectiva­
mente.

Esto obliga a considerar la estructura arancelaria 
en comparación con la gravitación efectiva de los pro­
ductos afectados, o sea, hay que estimar las tasas del

gravamen a las importaciones ponderadas por el valor 
de importación de cada producto.

La evolución excepcional de las corrientes comer­
ciales en ese período plantea una dificultad adicional 
para identificar el vector de las importaciones más 
adecuado para proceder a esa ponderación. La estruc­
tura de! período inmediatamente anterior no recoge las 
modificaciones ocurridas, y los años 1994 y 1995 se 
consideran atípicos, porque reflejaban estructuras de la 
demanda de productos importados muy influenciadas 
por la fase inicial de un proceso de estabilización.

La alternativa factible fue —como se describió en 
la sección anterior— ponderar el vector de las tasas 
simples por la composición de las importaciones en el 
período 1990-1993 como reflejo de un patrón mínimo, 
y por la estructura de las importaciones en 1995 como 
reflejo de uno máximo, complementando el análisis 
con las estimaciones de las tasas ponderadas por el 
valor corriente de las importaciones, o sea, del valor 
efectivamente registrado en cada trimestre.

El cuadro 4 y el gráfico 3 ilustran las diferencias 
en los criterios de ponderación.

Las tres estimaciones de tasas ponderadas mues­
tran una fuerte caída del arancel en el último trimestre 
de 1994 y su recuperación en los dos trimestres si­
guientes, seguida de una nueva reducción durante el 
segundo semestre de 1995 y un leve aumento en 1996.

Del análisis de esos datos y del gráfico se despren­
de que: i) el comportamiento del arancel simple no es 
capaz de captar ese movimiento: ü) las modificacio­
nes de la estructura de la lista de importaciones en el 
período fueron lo suficientemente pronunciadas como 
para conducir a resultados bastante distintos cuando 
consideramos para la ponderación la media del trienio 
anterior o un período de demanda acentuada como el 
año 1995; y iii) la ponderación por el valor de impor­
tación en el mismo trimestre lleva a resultados menos 
sesgados, con valores intermedios entre los resultados 
obtenidos con las otras dos ponderaciones.“’

 ̂ Obsérvese que los valores de las importaciones sólo responden 
en parte a los niveles de las tasas del gravamen a la importación; 
según la Secretaría de Ingresos Federales (datos publicados en la 
Gazeta Mercantil de 11/12/96), si se considera la relación entre el 
valor de las importaciones y el valor efectivamente pagado a título 
de gravámenes a las importaciones en los diez primeros meses de 
1996, las importaciones brasileñas se efectuaron con un arancel 
medio real de 7,1%, porcentaje que es bastante inferior a la tasa 
media nominal de 13.6% estimada por esa Secretaría. Eso se expli­
ca por la incidencia de los “regímenes especiales" que garantizan 
un tratamiento diferenciado a algunos productos importados. En tér­
minos sectoriales, ese mismo estudio señala diferencias manifiestas 
como, por ejemplo, para el material de transporte, cuyo arancel 
nominal es de 19.78% y cuyo gravamen real fue de 6.46% en 1996, 
o el ítem de bienes de consumo con una tasa nominal de 24.38% y 
un arancel “real” de 11,12%.
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CUADRO 4
Brasil: Tasas simples y ponderadas del gravamen 
a las importaciones, por trimestre, 1994-1996

Periodo Tasa simple porcentual Tasa ponderada porcentual
Media

1990-1993
Trimestre
corriente

Trimestre
correspondiente en 1995

1994 III 12,95 13.45 14.36 14.85
IV 11.19 9.92 13.68 14.02

1995 1 12.62 13.04 16.57 16,57
II 13.18 13.74 19.46 19.46
III 13.22 13.49 15.79 15,79
IV 13,26 13.44 15.49 15.49

1996 I 13.13 12.70 13.51 18.39
11 12.99 12.86 15.47 19.72
III 13.19 13.03 n.d. 16.45

Media
total del período
julio 1994-septiembre 1996 12.86 13.16 15.54 16.75

Fuente: Elaboración propia a partir de datos primarios.

GRAI-ICO 3

Porcentaje

Brasil: Tasas ponderadas por 
las importaciones

----- Tasa ponderada mes
correspondiente

Tasa ponderada 
mensual 1990-1993

Tasa ponderada 
mensual 1995

Esos resultados indican la necesidad de detallar 
el análisis para tomar en cuenta los movimientos den­
tro de cada trimestre —la relación entre el valor de las 
importaciones y la tasa del gravamen— así como la 
política relativa a determinados sectores.

Con todo, antes de proceder a ese detalle, caben 
algunas consideraciones respecto a la relación entre la 
estructura arancelaria nacional y el Arancel Externo 
Común acordado con los demás países miembros del 
Mercosur.

2. El mito de la adopción anticipada del Arancel 
Externo Común ( a e c )

Se pensaba que Brasil adelantaría para septiembre de 
1994 la adopción del Arancel Externo Común (aec) 
acordado en el ámbito del Mercosur y previsto para

entrar en vigor en enero de 1995, pero un análisis más 
detenido revela que esa afirmación merece algunos 
reparos.

Se atribuía a las resoluciones 506 y 507 del Mi­
nisterio de Hacienda, ambas fechadas en septiembre de 
1994, el adelanto en tres meses de la entrada en vigor 
del AEC. En rigor, en ese mes se dictaron tres resolu­
ciones importantes: la 492, que redujo a un nivel uni­
forme de 20% las tasas del derecho de importación para 
una serie de productos, y las 506 y 507, que modifica­
ron -a  niveles específicos- las tasas para una lista de 
productos.

No obstante, a fines de septiembre de 1994 y 
después de la entrada en vigor de las tres resolucio­
nes, todavía había 124 productos con tasas superiores 
a 20%;^ no todos esos casos se referían a las excep­
ciones previstas para el sector de la informática (sólo 
48 productos de la posición 84.71) o las telecomuni­
caciones (sólo 6 productos de la posición 85.17).

Además, un examen del arancel brasileño a fines 
de septiembre de 1994 indicaba que existían: 2 930 
productos con gravámenes superiores; 5 102 con aran­
celes inferiores; y 5 396 con aranceles iguales a los 
niveles previstos para el aec .

En otras palabras, a fines de septiembre la estruc­
tura del AEC se aplicaba sólo a 42% del total de pro­
ductos de la lista de importaciones. Así pues, Brasil

Comparado con 452 productos en agosto de ese año.
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sólo adelantó la adopción del aec con un ajuste par­
cial.^ La adopción del Arancel Externo Común y de la 
Nomenclatura Común sólo ocurrió efectivamente a 
partir del 1° de enero de 1995, en virtud del decreto 
N° 1343, Esto no quiere decir que el esfuerzo de 
aproximación haya sido despreciable; sólo cabe des­
tacar que no hubo una adopción anticipada completa.

Otra observación importante para entender la 
evolución de la estructura arancelaria brasileña en ese 
período está relacionada con las listas de excepción. 
Entre los meses de abril y diciembre de 1995, con la 
preocupación por reducir el nivel de precios internos 
mediante la competencia con las importaciones, se 
dictaron los decretos 1453, 1471, 1490, 1550, 1678 y 
1767, que establecían listas de productos sujetos a un 
tratamiento arancelario temporalmente diferenciado.^ 
Nuevamente, en abril de 1996 el decreto 1848 definió 
otra lista de excepciones.

En cuanto a los productos afectados, en enero de 
1995 —fecha de adopción del aec— 1 272 productos 
constituían excepciones al aec (anexo al decreto 1343), 
cifra que subió a 1 700 productos en diciembre de ese 
año, por efecto de la dictación de los decretos señala­
dos, que se consolidaron en el decreto 1767. En abril 
de 1996, el decreto 1848 consolida una nueva lista de 
excepciones de 1 500 productos.

Considerando el conjunto de los movimientos 
efectuados en el período, en relación con el número de 
veces que variaron las tasas (y no los productos afec­
tados), podemos decir que para el período comprendi­
do entre julio de 1994 y septiembre de 1996 ese nú­
mero se distribuyó como sigue:

i) La adecuación parcial del arancel aduanero de 
Brasil al aec en septiembre de 1994 se verificó en 23% 
de los casos, siendo todos de reducción de la tasa.

ii) La implantación del aec en enero de 1995 
implicó el 47% del total de variaciones del gravamen, 
con elevaciones en 32% de los casos y descensos en 
15% .

iii) La adopción de listas de excepción represen­
tó 23% del total, con reducciones en 16% de los casos 
y aumentos en 7%.

Vinculado con reducciones de tasas más allá de los niveles pre­
vistos para el a e c , por razones de estabilización interna de precios.

Las modificaciones introducidas durante 1995 pueden resumirse 
así: a) el decreto 1471 consolidó las excepciones al Arancel Exter­
no Común (su anexo 1 corresponde a la lista de excepción nacional 
y los anexos 2 y 3 corresponden a la llamada lista Dallan); b) el 
decreto 1490 estableció el nuevo anexo 1 que revoca el anterior; 
c) el decreto 1550 corrigió e introdujo pequeñas modificaciones en 
el Arancel Externo Común; d) el decreto 1678 repitió el procedi­
miento anterior. Agradecemos a Honorio Kume por esas informa­
ciones.

Esos datos ayudan a entender la trayectoria de la 
tasa media ponderada de las importaciones. En el grá­
fico 1 se observa un primer movimiento de reducción 
en el cuarto trimestre de 1994, lo que refleja el ade­
lanto parcial del aec (y el ajuste adicional de la estruc­
tura arancelaria), y luego un aumento cuando se adop­
ta plenamente el arancel común, hasta llegar a un punto 
máximo en el segundo trimestre de 1995; hasta el pri­
mer trimestre de 1996, se reduce nuevamente en tres 
ocasiones, las que reflejan la importancia de las listas 
de excepciones, y vuelve a elevarse a partir de enton­
ces.

El análisis de los datos mensuales sobre la tasa 
“simple” del impuesto a las importaciones y el valor 
de las importaciones (véase el gráfico 4) muestra tam­
bién tres momentos:

i) En un primer momento -—en julio y agosto de 
1994— el valor total de las importaciones comienza a 
aumentar, incluso antes de modificarse la estructura 
arancelaria: la explicación más probable está en el 
efecto-ingreso derivado del Plan Real, asociado a la 
valorización cambiaria.

i i) En un segundo período —entre septiembre y 
diciembre de 1994— se reduce el nivel del arancel 
“simple”. En ese período hay claramente un estímulo 
adicional a las importaciones, proporcionado por la 
variación de la tasa “simple” y por la permanencia de 
los efectos-ingreso y precio del período anterior.

iii) A partir de 1995 (sobre todo desde marzo) la 
tasa “simple” se estabiliza a un nivel de alrededor de 
13% (al mismo tiempo que el tipo de cambio vuelve a 
variar). Sin embargo, persisten las fluctuaciones del

GRAFICO 4
Brasil; Tasas e importaciones - valores 
mensuales
(Tasas porcentuales e im portaciones en m illones 
de dólares)

Porcentajes hlillor̂ s
USS
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valor total de las importaciones. Lo que sugiere ese 
conjunto de datos es que a partir del segundo trimes­
tre de 1995 la tasa “simple” pierde el poder de determi­
nar las importaciones: su influencia parece limitarse al 
nivel del valor importado, pero no explica por cierto 
la variación del mismo, que pasa a depender de otros 
factores determinantes como la política cambiaria y 
otros.

El comportamiento de la tasa ponderada refleja 
esos tres momentos al elevarse entre julio y agosto de 
1994 —incluso con una tasa “simple” constante—, 
mantenerse estable entre septiembre y enero de 1995 
(la reducción de la tasa se compensa con el aumento 
de las importaciones), y a partir de entonces pasa a 
reflejar directamente las variaciones del valor de las 
importaciones.

Ese comportamiento sugiere que existen otros 
factores que hay que considerar. Entre ellos cabe des­
tacar el análisis del comportamiento a nivel de los 
sectores más relevantes.

3. Aranceles sectoriales

Para el análisis sectorial se seleccionaron algunos ca­
pítulos (clasificación de dos dígitos de la Nomencla­
tura Brasileira de Mercadorias/Sistema Harmonizado 
( n b m / s h )  de un total de 97 capítulos, sobre la base de 
dos criterios: i) número de variaciones de las tasas del 
gravamen a las importaciones en el período conside­
rado, e ii) importancia relativa en el valor total de las 
importaciones.

Los 14 capítulos seleccionados conforme a esos 
criterios correspondieron en 1995 a 74% del valor to­
tal de las importaciones y a 67% del número de varia­
ciones de las tasas en el período considerado. Es de­
cir, esos capítulos concentraron la mayor parte de las 
variaciones de los derechos aplicados a las importacio­
nes durante el período de julio de 1994 a septiembre 
de 1996. Dichos capítulos abarcan además 65% del 
total de los productos (diez dígitos) afectados por mo­
dificaciones de tasas.^

El cuadro 5 resume las informaciones básicas. Se 
observa en él que —igual que en el universo de la lis­
ta de importaciones— el número de reducciones de las 
tasas supera con creces al número de aumentos en el 
período. En esa muestra de 14 capítulos, en 59% de 
los casos hubo aumento de las tasas, una proporción 
menor que el 72% de los casos de reducción. Eso re­
fleja la dispersión sectorial del proceso de liberaliza- 
ción comercial.

Las columnas cuarta a sexta del cuadro 5 mues­
tran además que las tasas “simples” para esos 14 capí­
tulos fueron siempre superiores a las tasas correspon­
dientes al total de productos.

Esa relación se mantuvo en forma sistemática. El 
gráfico 5 muestra una comparación entre la trayecto­
ria de las tasas de la muestra y las del total de los 97 
capítulos durante el período considerado. Ambas pre­
sentan una reducción acentuada entre julio y diciem­
bre de 1994, y una relativa estabilidad a partir de mayo 
de 1995. Sin embargo, la tasa “simple” para los 14 
capítulos es sistemáticamente superior a la tasa corres­
pondiente al total de productos, lo que explica la dife­
rencia mencionada entre los porcentajes de participa­
ción de la muestra en los episodios de reducción y 
aumento de tasas.

Asimismo, como resultado de la política de im­
portaciones, hubo durante el período considerado una 
relación directa y sistemática entre la tasa del grava­
men a las importaciones y el valor de importación del 
producto (véase el cuadro 6).'^

El análisis del cuadro 6 indica que los productos 
con mayor ponderación en el valor total de las impor­
taciones estuvieron en promedio sujetos a tasas más 
elevadas. Hay una relación directa para cada tramo del 
valor de las importaciones.

Parte de la explicación de esos resultados debe 
buscarse en la política relativa a los sectores a que 
pertenecen esos productos. Los datos indican que las 
tasas más elevadas de ese conjunto de productos se 
dieron para los tejidos sintéticos, el calzado, los buses 
y los vehículos utilitarios, lo que sugiere preocupación

 ̂ Ellos fueron: Cap. 11 - Productos de la industria molinera; Cap, 
27 - Combu,stibles minerales, aceites minerales; Cap, 28 - Produc­
tos químicos inorgánicos; Cap. 29 - Productos químicos orgánicos; 
Cap, 39 - Plásticos y sus productos; Cap, 48 - Papel y  cartón; Cap, 
54 - Filamentos sintéticos o artificiales; Cap, 55 - Fibras sintéticas 
o artificiales; Cap. 72 - Hierro fundido, fierro y acero; Cap. 73 - 
Obras de hierro fundido, fierro o acero; Cap, 84 - Máquinas, apa­
ratos e instrumentos mecánicos; Cap. 85 - Material eléctrico y sus 
partes; Cap, 87 - Vehículos automotores y otros vehículos terres­
tres; Cap. 90 - Instrumentos y aparatos de óptica.

Ese cuadro muestra el nivel medio de las tasas “simples” en 
vigor durante el período considerado, por tramos de valor de las 
importaciones. Hay dos productos con un valor de importación sobre 
el millón de dólares en 1995; los vehículos de pasajeros y el petró­
leo, Como el régimen de importación del petróleo está totalmente 
regulado en el caso brasileño -siendo un produeto con un mercado 
peculiar- y como la política de importación de automóviles presen­
tó variaciones extremas durante el período, decidimos no incluir en 
el cuadro la información relativa a esos dos productos a fin de evitar 
distorsiones.
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CUADRO 5
Brasil; Capítulos seleccionados según el número de variaciones de la tasa 
a las importaciones y/o la importancia reiativa en el total de importaciones

Capítulos
seleccionados
NBM/SH»

Valor de las importaciones en 1995 Tasas inedias simples Nómero total de variaciones de las lasas en el período Número de producios 
afectados-lolal 
del pen'odo

En millones 
de dólares

Cap/importaciones 
totales (ít)

1994
2“ semestre

1995 1996 enero- 
septiembre

Redacciones Aumentos Total Cap/vaiiación 
total (ít)

11 1 161 2.36 10.00 10.38 10.50 0 10 10 0.06 48
27 5 541 11.24 6.94 9.95 8,34 lio 34 144 0.87 93
28 583 1.18 3.96 5.49 5.62 68 384 452 2.72 578
29 2 976 6.04 6.77 8.25 8.27 1 524 1 565 3 089 18.60 2 210
39 1 596 3.24 13.15 13.39 13.85 226 160 386 2.32 285
48 919 1.86 9.50 12.02 12.71 38 286 324 1.95 220
54 531 1.08 12.89 12.30 16.46 455 203 658 3.96 215
55 286 0.58 15.31 14.52 17.81 247 78 325 1.96 142
72 320 0.65 9.88 10.06 10.05 142 273 415 2.50 331
73 377 0.76 12.41 14.86 14,97 91 196 287 1.73 282
84 7 990 16.20 19.31 17.98 16.95 2 26! 146 2 407 14.49 1 302
85 5 705 11.57 18.07 22.01 19.36 861 184 1 045 6.29 645
87 5 560 11.28 22.46 34.72 37.65 369 259 628 3.78 220
90 1 622 3.29 17.11 16.10 15.59 638 83 721 4.34 508

Total de capítulos
seleccionados 35  16 7 73,70 7 030 3 S6¡ 10 891 65.5796 7 1 5 6

Total
NBM/SH 49 3 1 1 ¡00.00 12.07 ¡3.07 ¡3 .10 ¡0  0 ¡4 6 599 ¡6  6 13 ¡00.00 ¡ 1  ¡83

Fuente: Tabulación propia a partir de datos primarios.

“ Nomenclatura Brasileira de Mercadorias / Sistema Harmonizado.

GRAFICO 5
Brasil: Arancel medio simple, total y 
para capítulos seleccionados
(En porcentajes)

por los efectos de la importación sobre los producto­
res nacionales.

Para todos los sectores considerados, los años 
entre 1990 y 1993 son de reducción sostenida del de­
recho de importación. En algunos casos, esa reducción

fue bastante notoria como, por ejemplo, para los pro­
ductos de la industria molinera, en que el arancel se 
redujo de 28,8% en 1990 a 9.9% en 1993. Otros ejem­
plos de reducción significativa son los plásticos y sus 
productos, máquinas, aparatos e instrumentos mecáni­
cos, material eléctrico y sus partes y el sector produc­
tor de vehículos automotores y otros vehículos terres­
tres, en que el arancel bajó de 63,6% a 32.2% en ese 
período.

Los datos sectoriales en el período comprendido 
entre julio de 1994 y septiembre de 1996 muestran 
además que la trayectoria de las tasas “simples” es 
variada.'* Por ejemplo para los combustibles minera­
les, plásticos y sus productos, papel y cartón, produc­
tos químicos inorgánicos, productos químicos orgáni­
cos y vehículos automotores, el derecho de importa­
ción llegó a su punto mínimo en el cuarto trimestre de 
1994, mientras que para los filamentos sintéticos o 
artificiales y las fibras sintéticas o artificiales lo hizo 
en el primer trimestre de 1995. Respecto a las máqui-

" Las posibles excepciones fueron las industrias molinera, los 
productos de hierro fundido, fierro y acero y los instrumentos y 
aparatos de óptica, en que las variaciones de las tasas nominales 
fueron muy pequeñas.
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CUADRO 6
Brasil: Relación entre el valor de las importaciones y la tasa arancelaria aplicada

Valor de las importaciones 
(en millones de dólares) 
por producto

Número de productos Participación porcentual 
en el valor total de las 
importaciones (1985)

Tasa “simple"“ 
porcentual

Sobre 20 369 56.97 14.93
Sobre 50 132 42.62 27.88
Sobre 100 52 31.06 36.43
Sobre 150 34 26.88 50.01

Fuente: Tabulación propia a partir de datos primarios,

“ Tasa media entre julio de 1994 y septiembre de 1996,

ñas, aparatos e instrumentos mecánicos, la trayectoria 
de las tasas “simples” muestra una reducción sistemá­
tica.

Lo que indican esas diferencias de trayectoria es 
que —a pesar de que los indicadores globales sugie­
ren que el primer trimestre de 1995 fue el momento 
de mayor apertura de la economía— las diferentes 
evoluciones de las tasas sectoriales revelan a su vez que 
la política de apertura no obedeció a un movimiento 
uniforme generalizado, lo que también se aprecia en 
la evolución ya descrita de los desvíos-patrón de las 
tasas. En otras palabras, un período que se asocia con 
frecuencia con la apertura comercial abarca de hecho 
un conjunto variado de tratamientos sectoriales.

Un tercer aspecto que se desprende del análisis 
sectorial es el comportamiento de las tasas “simples” 
y ponderadas. En algunos sectores el peso de las im­
portaciones de productos con tasas más altas que la 
media sectorial fue suficiente para elevar sistemática­
mente los aranceles ponderados en comparación con 
los aranceles simples, como ocurrió con los combusti­

bles minerales, los filamentos sintéticos (en 1994 y 
1995) y los automóviles y otros vehículos terrestres. 
En cambio, para los productos químicos inorgánicos, 
plásticos y sus productos, papel y cartón, material eléc­
trico y sus partes e instrumentos y aparatos de óptica, 
sucedió lo contrario por el predominio de la lista de 
importación de productos con tasas más bajas.

La teoría de la protección señala que, en algunas 
situaciones, el nivel arancelario establecido puede ser 
excesivo, dando lugar a lo que se ha convenido en lla­
mar “aguar el arancel” (un margen que excede el ni­
vel deseable de protección). Esa misma teoría señala 
que un nivel arancelario puede elevarse a tal punto de 
hacer inviable el comercio internacional.

La estimación de aranceles ponderados inferiores 
a los aranceles medios sectoriales puede ser un indi­
cio de que -habida cuenta de la estructura de las im­
portaciones y pese al proceso de apertura generaliza­
da- en algunas industrias puede haber existido duran­
te el período considerado cierto nivel de protección 
excesivo.

I I I
Condicionantes de la política arancelaria

Respecto a otros sectores —como los productos de la industria 
molinera, los productos químicos orgánicos, los productos de hie­
rro fundido, fierro y acero, las máquinas y aparatos e instrumentos 
mecánicos— el grado de dispersión de las tasas para los diversos 
productos es reducido, por lo que la estructura de las tasas ponde­
radas es semejante a la de las tasas “simples”; dada la relativa ho­
mogeneidad de las tasas para los diversos productos en esos secto­
res, la estimación de la tasa ponderada no sufre la influencia del 
valor de importación que aparece tanto en el numerador como en el 
denominador de la fórmula de cálculo.

El primer aspecto que se destaca en el análisis de la 
política arancelaria en ese período es la influencia de 
la preocupación por estabilizar el nivel de precios in­
ternos —en un sentido amplio— en el diseño de esa 
política. Esa preocupación se refleja claramente tanto 
en la preparación de las listas de excepción’-'*como en

Obsérvese que fueron posteriores a la adopción del Arancel 
Externo Comán,
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el diagnóstico subyacente a todo el proceso; se basa 
en la idea de que el acceso a los productos (sobre todo 
los insumos) a precios cercanos a los niveles interna­
cionales contribuye a mejorar la eficiencia de todo el 
proceso productivo, la compe ti ti vid ad de la producción 
nacional y la sustentabilidad de la propia estabilización.

Los datos globales muestran un movimiento cla­
ro hacia una reducción general de las barreras al co­
mercio, que tuvo como uno de sus resultados más 
significativos el aumento del componente importado en 
la oferta interna; según estimaciones de Moreira y 
Correa (1996) la participación de las importaciones en 
el consumo aparente de la industria de transformación 
se habría elevado de 9.4% en 1993 a 15.5% en 1995, 
sobresaliendo las de bienes de capital cuya participa­
ción subió de 28% a 42% en el mismo período.''^

Igual importancia tuvo la influencia determinan­
te que ejerció sobre la política aduanera la decisión 
política de consolidar el proceso de formación del 
Mercosur. Ese factor -sin precedente histórico en la 
política económica del país- afectó por cierto los re­
sultados a fines de 1994 y comienzos de 1995.

Por último, ese período se caracteriza por una 
novedad en términos de la experiencia brasileña de las 
últimas décadas con respecto al proceso de determina­
ción de las tasas del gravamen sobre la importación. 
Tradicionalmente, el arancel para las importaciones del 
Brasil —desde la ley de araneeles de 1957— se deci­
día sobre la base de soluciones negociadas entre los 
productores, los comercializadores y las autoridades del 
gobierno. Esa es una característica con pocos parale­
los en otros países; cabe sostener que esa práctica 
puede haber contribuido a evitar las crisis observadas 
en otros países de América Latina, provocadas por el 
ritmo impuesto a las reformas comerciales. Sin embar­
go, también hay que reconocer que la influencia de 
intereses diversos muchas veces puede haber retarda­
do el ritmo deseable (o económicamente recomenda­
ble) de las modificaciones del gravamen sobre las 
importaciones.

Comoquiera que se interprete su actuación, el 
hecho es que la existencia de una comisión de política 
aduanera integrada por representantes de diversos ór­
ganos de gobierno y del sector privado (con represen­
tantes de la agricultura, la industria y el comercio)

Como advierten Moreira y Correa (1996), ello ocurrió sin que se 
observara un incremento correspondiente en los resultados de la 
exportación. Para la industria de transformación en su conjunto la 
relación exportación/producción se mantuvo casi constante: 14.5% 
en 1993 y apenas 14,9% en 1995.

desempeñó un papel importante, ya que fomentó la 
transparencia y la definición mancomunada de crite­
rios para modificar la estructura arancelaria.*^

Ese mecanismo desapareció en 1990 —su ausen­
cia es por tanto una peculiaridad del período estudia­
do— y la definición de las tasas pasó a ser responsa­
bilidad de un ministerio sectorial (industria) y del 
Ministerio de Hacienda.

Al respecto cabe señalar que la falta de un ins­
trumento normativo como el descrito puede implicar 
costos. Por ejemplo, si se analiza la tasa del gravamen 
a la importación de algunos productos específicos a lo 
largo del tiempo se advierte que su evolución en ese 
período se aparta de la estabilidad recomendada por la 
teoría de la protección como un elemento importante 
para definir expectativas y, por ende, la gestión de los 
agentes económicos. El cuadro 7 ilustra algunos de 
esos casos.

La teoría de la protección sugiere que en las ex­
pectativas de los agentes económicos —tanto produc­
tores como consumidores— influye su esperanza de 
obtener utilidades a partir de una estructura arancela­
ria dada. Cuanto más homogénea sea esa estructura, 
menores serán los sesgos en términos de valor agre­
gado,*^y, por tanto, menores también las distorsiones 
inducidas en la asignación de recursos. Asimismo, 
cuanto más estable sea esa estructura a lo largo del 
tiempo más dilatado será el horizonte de planificación 
por parte de los agentes, y mejor la eficiencia en la 
asignación de recursos. Los proyectos de mayor dura­
ción exigen reglas estables.

Sin embargo, los datos del cuadro 7 muestran que 
para diversos productos (en una clasificación de diez 
dígitos) el período comprendido entre julio de 1994 y 
septiembre de 1996 fue de inestabilidad, con una os­
cilación notoria de las tasas arancelarias para las im­
portaciones. No existe una regla definida para saber 
cuál debe ser el intervalo de variación de un arancel 
por unidad de tiempo. No obstante, parece razonable 
suponer que los productores (así como los consumido­
res) de un bien que experimenta seis o más alteracio­
nes de sus tasas en un período de 27 meses deben te­
ner alguna dificultad para programar sus actividades 
con cierta precisión, sobre todo cuando esas variacio-

Para una descripción de las características, procedimientos, ges­
tión y algunos resultados, véase Baumann y Moráis (1988) y 
Baumann (1993),

Para el análisis de los niveles de protección efectiva en el perío­
do reciente en Brasil, véase Kume (1996).
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CUADRO 7
Brasil: Algunos ejemplos de productos con cinco o más variaciones de tasas

Capítulos Nombre Námero de productos Número de variaciones

15 Aceites y grasas 1 6
29 Productos químicos orgánicos I 7

6 5
34 Productos de limpieza 12 6
54 Filamentos sintéticos 7 6

5 7
76 Aluminio 2 6
83 Productos de metales comunes 1 6
84 Máquinas y aparatos mecánicos 1 6

2 5
85 Máquinas, aparatos y material eléctrico 11 5
87 Vehículos automotores 61 5

Fuente: Elaboración propia a partir de datos primarios.

CUADRO 8
Brasil: Ejemplos de variación de tasas para algunos productos

Producto Evolución del gravamen a las importaciones (en porcentaje)

29.26.90.02.00 Adiponitrila
7/1994 9/1994 12/1994 5/1995 U/1995 2/1996 4/1996 8/1996
15 14 2 4 8 10 2 12

34.01.19.03.00 Jabón industrial
7/1994 1/1995 5/1995 11/1995 2/1996 4/1996 8/1996
10 11 4 6 8 2 18

54.02.49.02..01 Tinturas de acrilico
7/1994 9/1994 11/1994 4/1995 5/1995 2/1996 4/1996 8/1996
20 16 2 0 6 10 6 16

54.02.49.04.01 Tinturas de polipropileno
7/1994 9/1994 11/1994 4/1995 5/1995 2/1996 4/1996 8/1996
20 16 2 0 6 10 6 16

84.22.40.99.00 Máquinas para embalar mercancías
7/1994 11/1994 1/1995 6/1995 7/1995 1/1996
20 0 19 0 19 18

85.17.10.99.00 Aparatos telefónicos
7/1994 1/1995 3/1995 5/1995 1/1996 4/1996
30 19 70 63 56 30

87.03 Automóviles de pasajeros
7/1994 9/1994 1/1995 2/1995 1/1996 4/1996
35 20 32 70 62 70

Fuen te: Elaboración propia a partir de datos primarios.

nes se dan tanto para arriba como para abajo y son de de una mayor apertura comercial o de establecer un
gran magnitud. sistema más autárquico. Tampoco es clara la lógica

El cuadro 8 muestra algunos ejemplos de produc- sectorial. Los productores de sectores tan dispares
tos en que esa oscilación fue bastante pronunciada y como la fabricación de productos de limpieza, máqui-
en que el proceso de determinación de las tasas del ñas, hilos y automóviles experimentaron notorias va-
gravamen a las importaciones para algunos productos naciones, sin dirección aparente: fluctuaciones que
no siguió una orientación clara, ya sea en el sentido llegaron en algunos casos a diecinueve puntos porcen-
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tuales en uno u otro sentido en un intervalo de seis me­
ses.

La explicación más probable de esos resultados 
parece ser que la política de importaciones buscó 
alcanzar objetivos múltiples, no siempre totalmente

compatibles entre sí, como permitir el acceso amplia­
do a artículos importados y contribuir al programa de 
estabilización de precios, minimizando -en algunos 
casos- los costos para el productor nacional de esos 
bienes.

IV
Resumen y consideraciones finales

El presente artículo procuró analizar la evolución de 
los aranceles de importación en los primeros dos años 
de vigencia del Plan Real (julio de 1994 a septiembre 
de 1996), mediante el examen de toda la estructura de 
las tasas. El período de análisis correspondió a una in­
tensificación decisiva del proceso de apertura comer­
cial de la economía brasileña, iniciado en 1988 y que 
se intensificó a partir de 1990 con la definición de una 
trayectoria descendente de las tasas.

En ese período se registró un proceso de liberali- 
zación comercial —reflejado en el nivel medio de las 
tasas y en el grado de dispersión de su estructura— que 
llegó a su punto máximo en el primer trimestre de
1995. A partir de entonces hubo diversas alzas de ta­
sas en forma diferenciada por sectores, lo que implicó 
una mayor dispersión de la estructura arancelaria. Los 
hechos señalados sugieren además que el nivel medio 
de las tasas nominales del gravamen a las importacio­
nes se mantuvo relativamente constante a partir del se­
gundo trimestre de 1995, con lo que el comportamiento 
del valor total de las importaciones estuvo determina­
do por otros elementos.

Ese proceso afectó prácticamente al 90% de la 
lista brasileña de importaciones y se dio en etapas 
asociadas a un proceso de apertura latu sensu, al ade­
lanto parcial de la estructura del Arancel Externo Co­
mún del Mercosur y a la adopción de listas de excep­
ción.

El análisis a nivel de sectores productivos revela 
—si hacemos abstracción de los casos puntuales del 
petróleo y los automóviles, que tuvieron un tratamiento 
diferenciado y un peso específico significativo en el 
conjunto de las importaciones— una relación directa 
entre el arancel nominal y el valor de importación por 
producto (lo que Índica la preocupación por sectores 
productivos específicos), así como variaciones acentua­
das durante el período en estudio. Además, el hecho 
de que para algunos sectores la tasa ponderada (por el

valor de las importaciones) fuera inferior (durante 
meses) a la tasa media simple señala que existe un 
margen para reexaminar los niveles arancelarios en 
algunos casos.

Ese conjunto de observaciones permite formular 
algunas reflexiones sobre el diseño de la política de 
importaciones. En principio, ese diseño debería refle­
jar una función-objetivo clara para los agentes econó­
micos a fin de que las decisiones de inversión pudie­
ran basarse en el máximo de información. La claridad 
deriva no sólo de la identificación de propósitos sino 
también de la forma adoptada para alcanzar los obje­
tivos, La experiencia brasileña es rica y singular en 
cuanto al funcionamiento de un cuerpo colegiado para 
cumplir con esa tarea. Hay argumentos favorables y 
contrarios a esa forma de operar, toda vez que la deci­
sión relativa a bienes elaborados por unos pocos pro­
ductores internos puede no ser eficiente si no es bien 
informada.

A su vez, la protección por sí misma no debía ser 
un objetivo ni mantenerse, sin tener en cuenta las al­
teraciones de las relaciones económicas básicas. Es 
decir, debería mantenerse cierto grado de flexibilidad 
para efectuar ajustes, ya sea adoptando una práctica 
común en otros países —la aplicación de mecanismos 
no arancelarios— o bien mediante alteraciones corres­
pondientes del tipo de cambio.*^ Sin embargo, la exis­
tencia de fluctuaciones del arancel nominal más allá 
de un nivel determinado en un plazo de tiempo relati­
vamente corto ciertamente no es recomendable, inclu­
so porque el arancel representa sólo una de las señales

Un método que caracteiizó a la experiencia brasileña de las 
décadas de 1970 y 1980, pero cuyo uso debe considerarse con cau­
tela dada la creciente importancia de las corrientes financieras ex­
ternas para la economía brasileña y —en el período en cuestión- 
la lógica misma del proceso de estabilización que exige un tipo de 
cambio relativamente bajo y constante.
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(junto con el tipo de cambio y otros arbitrios) de los 
precios relevantes para los agentes involucrados y no 
siempre se identifica de inmediato el sentido de la 
variación. El ideal teórico es efectivamente una tasa 
única, uniforme y mantenida en el tiempo, lo que no

siempre es viable. Una posibilidad que podría explo­
rarse sería la delimitación de los márgenes de varia­
ción posible por períodos de tiempo como instrumen­
to para reducir la inestabilidad excesiva que caracteri­
zó el período analizado.
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ANEXO

Metodología utilizada

El estudio tenía por objeto describir la política de definición de tasas del arancel sobre las importaciones en Brasil, en el 
período comprendido entre julio de 1994 y septiembre de 1996, y analizar las estructuras derivadas. Por lo tanto, fue necesario 
trabajar con el universo de productos de la Nomenclatura Brasileira de Mercadorias, Sistema Harmonizado (nbm/sh-13 428 pro­
ductos, en una clasificación de 10 dígitos) y examinar todos los documentos publicados en el Diario Oficial que determinaron 
modificaciones de esas tasas.

El segundo paso fue organizar y compatibilizar las informaciones sobre las tasas de importación de acuerdo con los datos 
del arancel aduanero brasileño (productos clasificados en 10 dígitos, según el sistema armonizado) y el arancel externo común 
(clasificación de ocho dígitos de la nomenclatura común del Mercosur). Dicho proceso se practicó a partir de la raíz común para 
cada producto, en una clasificación de seis dígitos, y utilizando la compatibilización elaborada en el arancel externo común y 
publicada en las ediciones aduaneras.

La tercera etapa del trabajo consistió en obtener las tasas vigentes en el mes de julio de 1994 para cada producto y en tabular 
—para cada mes subsiguiente— las alteraciones determinadas en resoluciones o decretos. De los 13 428 productos hubo 11 183 
que experimentaron algún tipo de variación de la tasa, y 939 que experimentaron tres o más variaciones en ese período.

Sobre la base de esas informaciones se construyeron vectores de las tasas vigentes en cada mes para cada producto.

Para facilitar el análisis, los datos mensuales se agruparon en trimestres. El criterio básico para esa agrupación fue suponer 
que en cada trimestre la tasa representativa es aquella que estuvo en vigor por más tiempo. Fundados en ese supuesto, calculamos 
lo que denominamos la “tasa simple”, que es de hecho la media de las tasas vigentes para cada producto ponderada por el plazo 
de vigencia de la tasa en cada trimestre.

Esa estimación nos permitió identificar los sectores más afectados y el número de incidencias de aumento y reducción de las 
tasas, además de posibilitar el cálculo de las estadísticas descriptivas genéricas de la media, moda y desvío-patrón de las tasas.

La evaluación de una estructura arancelaria requiere, no obstante, que la estimación de una tasa representativa refleje la 
importancia relativa de los diversos productos en términos de su participación en el valor total de las importaciones. Una estruc­
tura en que los aranceles estén ponderados por el valor de importación de cada producto tiene más significado económico que un 
vector de tasas nominales simples.

Eso plantea la dificultad de definir una estructura de importaciones que pueda utilizarse como referencia para la pondera­
ción. En el período analizado influyeron notoriamente los efectos-ingreso y precio derivados del proceso de estabilización de los 
precios internos, además del efecto mismo sobre la demanda derivado del proceso de apertura comercial externa. Por consiguien­
te, la composición de las importaciones brasileñas en los años 1994 y 1995 fue muy distinta de la estructura de los años anterio­
res.

A fm de zanjar este problema consideramos tres estructuras alternativas de ponderación:

i) como “representativa” del período inmediatamente anterior a la adopción del Plan Real utilizamos la estructura de impor­
taciones observada en 1990-1993 (la media de los valores de importación de cada producto);

ii) como referencia para someter a prueba los cambios sustantivos en la composición de las importaciones adoptamos la 
estructura de importaciones de 1995;

iii) suponemos que a) las variaciones de las tasas han contribuido a alterar el valor de importación, y al mismo tiempo y por 
efecto de a) para algunos productos, que b) las variaciones en el valor importado afectan las decisiones de alterar las tasas de los 
derechos de importación. Suponemos además (y en forma conscientemente arbitraria) que c) esos efectos tuvieron lugar con un 
desfase no superior a un trimestre. Ello dio origen a un tercer criterio de ponderación, en que las tasas relativas a un trimestre 
dado son ponderadas por el valor corriente de las importaciones en el mismo trimestre.

Se tuvo especial cuidado en la tabulación de los datos relativos al cuarto trimestre de 1994, que es considerado por diversos 
analistas como el período de mayor intensificación del proceso de apertura comercial. Como disponíamos de toda la reglamenta­
ción muy detallada, fue posible seguir de cerca, entre otros aspectos, la relación efectiva entre la estructura arancelaria brasileña 
y el arancel externo común, formulando reservas a algunas conclusiones halladas con frecuencia en los estudios sobre ese perío­
do.

Los datos sobre las tasas del gravamen a las importaciones fueron recopilados a partir del análisis de las resoluciones y 
decretos publicados en el Diario Oficial de la Unión durante el período considerado, así como de la recopilación de leyes de comercio 
exterior publicada por las ediciones aduaneras.

Los datos sobre el valor de importación mensual de cada producto se obtuvieron directamente del procesamiento primario 
efectuado por la Secretaría de Ingresos Federales, lo que permitió calcular las tasas ponderadas (por valor y por período de vigen­
cia) y agrupar los datos por capítulo (dos dígitos del sistema armonizado) y por subperíodos.'
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Brasil: Tasas nominales porcentuales del gravamen a las 
importaciones en sectores seleccionados, 1990-1996

Periodo Cap. 11 Cap.27 Cap. 28 Cap, 29 Cap. 39 Cap. 48 Cap, 54 Cap. 55 Cap. 72 Cap. 73 Cap. 84 Cap. 85 Cap. 87 Cap. 90

1990 28.75 5.00 13.55 24.21 32.26 26.31 25,53 30.00 21.99 26.95 36.56 38.89 63.57 29,97
1991 21.15 1.49 7.70 17,12 25.91 15.09 24.37 30,00 16.43 22,73 28.90 31,79 48.72 25.63
1992 12,08 0.53 7.07 15.69 21.86 12.04 21.17 25.00 13.98 18.78 24.72 26,84 40.63 21.24
1993 9,90 0.57 5.10 13.03 16.28 10.49 21.21 24,26 11,09 17.29 20.29 22,11 32.18 19.34
1994 9.48 0.41 4,52 12.30 14.74 10.49 18,06 19.07 10.21 1.3.35 19,37 19.01 .27,39 17.77
1995 10,40 9.95 5.49 8.25 13,39 12.02 12.30 14.52 10.06 14.86 17.98 22.01 34.72 16.10
1996 (ene/setl 10.50 8.34 5,62 8.27 13.85 12.71 16,46 17.81 10.05 14.97 16.95 19.36 37.65 15,59

1994 111 10.00 7.24 4.25 9.41 14,03 9.50 16.37 18.06 10,22 12.78 19,37 18.34 24,99 17.45
1994 IV 10.00 6,65 3.66 4.13 12.28 9.50 9.40 12,55 9.54 12,04 19.24 17.80 19.93 16,77
1995 1 10.38 9.95 5.44 8.23 13.24 12.73 7.13 10.38 10.66 14.92 17.63 18.70 26.52 16.28
1995 II 10.38 9,95 5.46 8.26 13.35 12,02 10.76 13.55 9.95 14.80 18.34 23.52 37,49 16.28
1995 III 10.38 9.96 5.48 8.27 13.52 11.67 15.04 16.59 9.68 14,84 17.97 22.90 37.44 16.10
1995 IV 10,38 9,96 5.57 8.26 13.46 11.67 16.26 17.57 9.95 14.87 17.97 22.90 37.44 15.74
1996 1 10.50 8.32 5.60 8,27 13.85 12.46 16,42 17.81 10.04 14,97 17.29 21.78 34.25 15.47
1996 II 10,50 8.35 5.60 8,27 13.85 12.46 16.34 17.81 10.04 14.97 16.80 18,16 39.05 15.67
1996 III 10.50 8.35 5.65 8,27 13.85 13.21 16.62 17.81 10.05 14.97 16,78 18.13 39.64 15,64

Fuente: Tabulación de datos primanos (véase el texto).

Cap. 11 - Productos de la industria molinera; Cap. 27 - Combustibles minerales, aceites minerales; Cap. 28 Productos químicos inorgánicos; 
Cap. 29 - Productos químicos orgánicos; Cap. 39 - Plásticos y sus obras; Cap, 48 - Papel y cartón; Cap, 54 - Filamentos sintéticos o arti­
ficiales; Cap. 55 - Fibras sintéticas o artificiales; Cap. 72 - Hierro fundido, fierro y acero; Cap. 73 - Obras de hierro fundido, fierro o acero; 
Cap, 84 - Máquinas, aparatos e instrumentos mecánicos; Cap. 85 - Material eléctrico y sus partes; Cap, 87 - Vehículos automotores y otros 
vehículos terrestres; Cap, 90 - Instrumentos y aparatos de óptica.
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Publicaciones periódicas

Selected Statístical Indicators of Caribbean Countrics, 1997, LC/ 
CAR/G.535, vol.X, Sede Subregional de la cepal para el Caribe, 
Puerto España, Trinidad y Tabago, enero de 1998, 304 páginas.

Esta publicación corresponde a la décima edición de los Indicadores 
Estadísticos Seleccionados d e los pa íses d el Caribe. En ella se in­
cluye información estadística sobre tipos de cambio, cuenta corriente, 
balanza de pagos, comercio exterior, informaciones financieras y 
fiscales, índice de precios y datos sobre el sector turismo. La cober­
tura geográfica de los distintos indicadores es variable.

La presentación de la información estadística ha sido modifi­
cada para seguir más de cerca a las publicaciones nacionales sobre 
los diversos temas. Esto permitirá efectuar consultas en línea a la 
Sede Subregional de la Cepal para el Caribe, además de utilizar los 
actuales métodos.

Clasificaciones estadísticas internacionales incorporadas en el 
banco de datos del comercio exterior de América Latina y el 
Caribe de la cepal (Revisión I), LC/G.1996-P, Cuadernos Esta­
dísticos de la CEPAL N° 25, cepal, Santiago de Chile, julio de 1998, 
287 páginas.

El propósito de esta publicación, destinada a los usuarios y produc­
tores de información sobre el comercio internacional de bienes 
transportables, es dar a conocer los cambios introducidos en el Sis­
tema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías 
(S.A), enmienda 2 (SA96), aplicables a partir del 1“ de enero de 
1996, y sus efectos en las restantes clasificaciones estadísticas in­
ternacionales contenidas en el Banco de Datos del Comercio Exte­
rior de América Latina y el Caribe de la cepal (baoecel).

Al exponer simultáneamente estos esquemas también se bus­
ca brindar una visión de conjunto tanto a productores como a usua­
rios de estadísticas de comercio exterior, ya que el conocimiento de 
los objetivos y la naturaleza de las distintas clasificaciones interna­
cionales constituye el punto de partida indispensable para una ade­
cuada utilización de tales estadísticas.

Siguiendo esta línea, en la primera parte se plantean algunas 
consideraciones de orden general y se comentan brevemente los 
alcances y objetivos de cada clasificación. Al mismo tiempo, para 
ayudar a definir sus características y forma de organización se pre­
sentan las categorías más amplias del Sistema Armonizado de De­
signación y Codificación de Mercancías (SA96), la Clasificación 
Uniforme para el Comercio Internacional, Revisión 3 (cuci, Rev. 3), 
la Clasificación Industrial Internacional Uniforme de todas las acti­
vidades económicas, tercera revisión (citu, Rev. 3), la Clasificación 
por Grandes Categorías Económicas, Revisión 3 (coge, Rev. 3) y la 
Clasificación Central Provisional de Productos (ccp). La relación 
entre dichas clasificaciones, que se exponen según dos modalida­
des en la segunda y tercera parte del documento, también se expli­

ca brevemente a partir del párrafo 53, en tanto que el sentido de su 
correspondencia se ilustra con dos diagramas.

La segunda parte contiene una matriz de correlaciones elabo­
rada siguiendo la secuencia de las partidas (cinco dígitos) que com­
ponen la cuci, Rev, 3, Esto significa que se establece la correspon­
dencia entre los códigos de las partidas de la cuci, Rev. 3 y los del 
SA96, la CCP, la cuu, Rev. 3, y las cgce, Rev. 3. En cuanto a la ccp, 
cabe señalar que sólo se consideran las cuatro primeras secciones 
de su estructura, referidas a mercaderías transportables. Simultánea­
mente, se muestra el vínculo entre la tercera y segunda revisión de 
la cuci, y entre esta última y las coge, Rev. 1 y la ciiiJ, Rev. 2. Así 
como la correspondencia entre la cuci, Rev. 2 y la cocí Modificada 
(Rev. 1), y la de ésta con la ccce.

Finalmente, la tercera parte consiste en un listado de códigos 
ordenados según la secuencia del SA96, y las correlaciones entre 
éstos y los códigos de las demás clasificaciones estadísticas conte­
nidas en el badecel.

Debido a que un gran número de usuarios —bancos centra­
les, institutos de estadística, entidades nacionales y privadas, orga­
nismos internacionales e investigadores, entre otros— desean con­
tar con archivos computad zados del N° 18 de la serie Cuadernos 
Estadísticos de la cepal, se ha decidido distribuir este documento 
también en disquete a quienes lo soliciten vía Internet a la casilla 
electrónica divest@eclac.cl de la División de Estadística y Proyec­
ciones Económicas de la cepal,

América Latina y el Caribe: Serie Estadísticas sobre comercio 
de servicios 1980-1997, Cuadernos Estadísticos de la cepai.. Publi­
cación de las Naciones Unidas, número de venta S,98.1I.G,8, cepal, 
Santiago de Chile, julio de 1998, 124 páginas.

En los países de la región la disponibilidad de información para 
analizar el comercio exterior de bienes es muy diferente a la exis­
tente para el comercio exterior de servicios.

En el caso del comercio de bienes hay información bastante 
completa, confiable y oportuna, dado que el intercambio de mercan­
cías pertenece a una de las áreas mejor atendidas por los sistemas 
estadísticos nacionales. Los datos disponibles permiten conocer con 
precisión el origen y destino de las mercancías que se intercambian, 
así como sus precios, y clasificarlas de acuerdo a pautas uniformes 
entre países que aseguran su comparabilidad internacional.

La información referente a los servicios que se comercian 
intemacionalmente no se ha desarrollado en forma similar. En al­
gunos países se dispone de datos relativamente detallados referen­
tes a ciertas operaciones específicas, como por ejemplo embarques 
y viajes de turistas; pero en la mayoría de ellos existen serias difi­
cultades para su medición, debiendo recurrirse a métodos indirec­
tos o estimaciones aproximadas.

La generalizada insatisfacción con el estado de las estadísti­
cas de servicios se ha hecho evidente tanto en el ámbito de las au­
toridades nacionales y académicas como en el de los organismos 
internacionales y regionales, y ha conducido a adoptar medidas que 
tienden a superar las limitaciones existentes. Sin embargo, las me­
joras esperadas aún no son evidentes en las presentaciones que hace 
la gran mayoría de los países de la región.

En la parte 1 de la introducción figuran las nuevas definicio­
nes y coberturas de las partidas componentes del comercio interna­
cional de servicios y en la parte II la comparación entre la forma en 
que dichos servicios se clasifican en la balanza de pagos y en la 
Clasificación Central de Productos. En el cuerpo central del trabajo 
se presentan series históricas que cubren en forma homogénea el
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período 1980-1997 para 35 países de la región, así como también 
cuadros en que se resume cada uno de dichos componentes a nivel 
regional.

Estos datos provienen fundamentalmente de los estados de la 
balanza de pagos que prepara y publica el Fondo Monetario Inter­
nacional. La CEPAL, con información proporcionada por fuentes na­
cionales de cada país, en algunos casos actualizó y en otros adecuó 
la información disponible al esquema de presentación previsto. Di­
cho esquema se ajusta a la presentación de los componentes nor­
malizados de la quinta edición del manual de balanza de pagos 
publicado por el f m i en 1993, en la cual se han incorporado cam­
bios importantes que pretenden reflejar de una mejor manera la 
evolución del comercio de servicios y las finanzas internacionales.

Ciudades intermedias en América Latina y el Caribe: propues­
ta para la gestión urbana, LC/L.ll 17, Ricardo Jordán y Daniela 
Simioni, comps., c e p a l , Santiago de Chile, junio de 1998, 450 pá­
ginas.

Este libro reúne los resultados del Proyecto “Gestión urbana en ciu­
dades intermedias seleccionadas de América Latina y el Caribe” 
( g u c i) que desarrolló la c e p a l  con el auspicio del Gobierno de Italia 
y en asociación con los gobiernos municipales de las seis ciudades 
elegidas para efectuar los estudios de caso: Córdoba (Argentina), 
Cuzco (Perú), Manizales (Colombia), Ouro Préto (Brasil), Puerto Es­
paña (Trinidad y Tabago) y Valdivia (Chile).

La primera parte contiene cuatro capítulos. En el primero, 
gracias a la colaboración del Centro Latinoamericano de Demogra­
fía ( c e l a d e ) , se presenta un análisis demográfico-estadístico de la 
estructura y dinámica urbana en la región en los años noventa. Dis­
tintos autores e instituciones en América Latina sostienen que las 
ciudades intermedias son las que más crecieron durante esta última 
década. La incógnita se despeja con una metodología de investiga­
ción que diferencia estos hechos urbanos de acuerdo a realidades 
territoriales subrcgíonales.

En el segundo capítulo se da cuenta de los alcances y proyec­
ciones del proceso de descentralización en América Latina y el 
Caribe, destacando no solamente el ámbito político del proceso, sino

también los aspectos administrativos y fiscales del mismo. De par­
ticular importancia resultan las experiencias exitosas de moderniza­
ción municipal en la racionalización de las finanzas municipales, la 
recaudación municipal y la preparación de presupuestos partici- 
pativos.

El tercer capítulo se refiere a las condiciones actuales de 
operación y actuación de la institución municipal, destacando las 
situaciones particulares de globalización, liberalización y democra­
tización en las cuales le corresponde desenvolverse. Más específi­
camente, se señalan algunos elementos como la competitividad 
urbana, el “proyecto” de ciudad y las relaciones público-privadas, 
entre otros que constituyen el marco para el cambio y el advenimien­
to de la “nueva” gestión urbana.

En el cuarto capítulo se presentan los temas futuros de la ges­
tión urbana, delineando en forma detallada los elementos defínitorios 
de los conceptos y acciones relacionados con la planificación y 
gestión estratégica local. Se analizan en detalle las líneas de inves­
tigación futura y la relación entre teoría y praxis, como forma de 
canalizar los esfuerzos futuros en materia de planificación. Funda­
mental en este sentido es la manera de armonizar los estilos de tra­
bajo de la planificación estratégica con las inercias de un sector 
público tradicional y resistente a la apertura y al cambio, y decisivo 
el análisis sobre el equilibrio necesario entre planificación y merca­
do como parte de la gestión pública urbana de finales de siglo.

La segunda parte abarca los capítulos quinto y sexto. En el 
quinto se presentan los principios de acción, supuestos y objetivos 
de la gestión urbana tal como fueron definidos en el proyecto guci. 
Además, se expone la metodología, detallando la primera sección 
de los estudios de casos correspondiente al diagnóstico participative 
y la segunda, correspondiente a los sistemas de mejoramiento de 
gestión urbana. Todo ello con el propósito de difundir una particu­
lar forma, más eficiente, de enfrentar estos estudios en otras reali­
dades de la región.

El sexto capítulo está organizado bajo un sistema de fichas 
técnicas, donde se presentan los seis estudios de casos, consideran­
do tanto el diagnóstico de gestión realizado al interior de cada mu­
nicipio como los sistemas de mejoramiento para una “nueva” ges­
tión urbana.
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